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1. PROYECTOS DE LEY.

DE CANTABRIA DE CONTROL AMBIENTAL 
INTEGRADO. 

 
[6L/1000-0023] 
 

Texto remitido por el Gobierno. 
 

PRESIDENCIA

De conformidad con lo establecido en el 
artículo 105 del Reglamento de la Cámara y según 
acuerdo adoptado por la Mesa del Parlamento, en su 
sesión del día de hoy, se ordena la publicación en el 
Boletín Oficial del Parlamento de Cantabria del 
Proyecto de Ley de Cantabria de Control Ambiental 
Integrado, número 6L/1000-0023, y su envío a la 
Comisión de Medio Ambiente. 
 

Los Diputados y Diputadas y los Grupos 
Parlamentarios podrán presentar enmiendas hasta las 
catorce horas del día 23 de mayo de 2006, mediante 
escrito dirigido a la Mesa de la Comisión. 
 

Santander, 5 de mayo de 2006 
 

El Presidente del Parlamento de Cantabria, 
 

Fdo.: Miguel Ángel Palacio García. 
 

[6L/1000-0023] 
 
PROYECTO DE LEY DE CANTABRIA DE CONTROL 
AMBIENTAL INTEGRADO. 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
I

Desde hace ya bastantes años la preocupa-
ción por el medio ambiente se ha colocado en el 
centro de la atención ciudadana y, por ello, entre las 
prioridades de la acción política. Una acción 
ambiental que halla su fundamento en numerosos 
textos normativos de carácter interno, pero que 
acabó por adquirir decidido protagonismo a partir del 
impulso derivado de las políticas comunitarias. 
 

En efecto, los textos originarios de las 
Tratados fundacionales de las Comunidades Europeas 
no contenían previsiones específicas sobre el medio 
ambiente no obstante lo cual la Comunidad empezó a 
gestar una política ambiental en la década de los 
años setenta del pasado siglo; política basada, 
fundamentalmente, en la idea de los llamados 
"poderes implícitos", según la cual cuando una 
acción de la Comunidad resulte necesaria para lograr, 
en el funcionamiento del mercado común, uno de los 
objetivos de la Comunidad, sin que el Tratado haya 
previsto los poderes de acción necesarios, el Consejo 
adoptará las disposiciones pertinentes. Esta idea, que 
sigue presente en la versión actual del artículo 308 

del Tratado Constitutivo de la Comunidad, estuvo en 
la base del Primer Programa de acción de la 
Comunidad en materia de medio ambiente que se 
remonta al año 1973. Con todo, la política ambiental 
de la Comunidad debía vincularse a la política 
económica y del mercado para poder legitimarse, lo 
cual suponía una cierto freno a la adopción de 
decisiones autónomas. No es hasta el Acta Única, de 
1986, cuando la política medioambiental adquiere 
cierta vida propia; autonomía que se logra definitiva-
mente en las reformas llevadas a cabo en el Tratado 
de Maastricht, de 1992, del que trae causa el Título 
XIX de la Tercera Parte del Tratado de Roma 
(actuales artículos 174 a 176), que plasman y 
definen títulos competenciales específicos para una 
política medioambiental más ambiciosa. 
 

Las normas comunitarias que plasman esa 
política ambiental, contemplada ahora como una 
finalidad esencial de la Unión, se imponen a los 
Estados miembros a través de las normas de 
resultado que son las Directivas; normas que aquéllos 
deberán trasponer e integrar en su propio Ordena-
miento conforme a sus respectivas reglas de 
distribución interna de competencias. 
 

La política ambiental comunitaria ha quedado 
plasmada, en efecto, en numerosas Directivas 
fundadas en el objetivo de lograr un desarrollo 
económico sostenible basado en un alto nivel de 
protección de la calidad del medio ambiente e 
inspiradas en principios ambientales ampliamente 
aceptados, por los que se dirigen e inspiran, como 
guías de acción, la propia normativa comunitaria y 
aun la política interna de los Estados miembros. Entre 
esos principios, que no procede ahora enumerar, pero 
que han ido adquiriendo perfiles propios al cabo de 
los años, se encuentra el principio de prevención, del 
que se deduce la idea de que es preferible la acción y 
el control anticipados que la reparación y que se 
articula mediante técnicas como las evaluaciones 
ambientales previas a las autorizaciones de proyectos 
o actividades, la imposición de condiciones o 
restricciones para su desarrollo o incluso la solución 
última de las actividades prohibidas. 
 

Así, pues, sobre la base de estos anteceden-
tes la actual Unión Europea fue aprobando, como se 
ha dicho, numerosas Directivas entre las que cabe 
citar, por lo que ahora interesa, la Directiva 85/337, 
de 27 de junio de 1985, relativa a la evaluación de 
las repercusiones de determinados proyectos públicos 
y privados sobre el medio ambiente (modificada de 
manera importante por la posterior Directiva 97/11, 
de 3 de marzo de 1997 y de manera menos 
destacada por la Directiva 2003/35, de 26 de mayo 
de 2003); la Directiva 96/61, del Consejo, de 24 de 
septiembre de 1996, relativa a la prevención y 
control integrado de la contaminación; o la Directiva 
2001/42, del Parlamento y del Consejo, de 27 de 
junio de 2001, relativa a la evaluación de los efectos 
de ciertos planes y programas en el medio ambiente. 
Directivas todas ellas que, como normas de resultado 
que son, según ya se ha dicho, tenía y tienen que ser 
traspuestas al Ordenamiento interno por quien en 
cada caso posea las competencias. 
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II 
 

Desde el punto de vista interno hay que 
atender, en primer lugar, a los postulados constitu-
cionales. La Constitución Española, en efecto, 
contempla ya la protección del medio ambiente como 
un principio rector esencial de la política social y 
económica. Así, en su artículo 45 se refiere al 
derecho a disfrutar del medio ambiente y a la 
obligación de todos los poderes públicos de velar por 
su protección, mejora y, en su caso, restauración. 
 

El principio de descentralización en que se 
basa el sistema político español supone, también 
aquí, que la referencia a los poderes públicos del 
artículo 45 de la Constitución deba incorporar la 
óptica competencial puesto que las Comunidades 
Autónomas han asumido estatutariamente 
competencias en esta materia. El criterio de principio 
se halla en el artículo 149.1.23ª de la Constitución, 
según el cual corresponde al Estado la legislación 
básica sobre protección del medio ambiente, sin 
perjuicio de las facultades de las Comunidades 
Autónomas de establecer normas adicionales de 
protección. Así, pues, la Comunidades Autónoma 
pueden desarrollar la normativa básica estatal si han 
asumido competencias para ello en sus Estatutos. 
 

Eso es lo que exactamente sucede en el caso 
de Cantabria, como por lo demás en todas las otras 
Comunidades Autónomas. Conforme al artículo 25.7 
del Estatuto de Autonomía para Cantabria, la 
Comunidad asume competencias para el desarrollo 
legislativo y ejecución de la protección del medio 
ambiente y de los ecosistemas, en el marco de la 
legislación básica del Estado y en los términos que la 
misma establezca. 
 

La legislación básica estatal en el concreto 
ámbito que nos ocupa está configurada por algunas 
destacadas normas de rango legal. 
 

Así, en primer lugar, la antes citada Directiva 
85/337, de 27 de junio de 1985, fue objeto de una 
inicial trasposición por el Real Decreto legislativo 
1302/1986, de 28 de junio, Evaluación del Impacto 
Ambiental, en el contexto del conjunto de normas 
que adaptaron el Derecho español a la entonces 
reciente entrada de España a la Comunidad. La 
modificación de la Directiva 85/337 por la posterior 
97/11, de 3 de marzo de 1997, obligó a la sustancial 
modificación de dicho texto legal para adaptarlo, 
justamente, a los cambios operados en la Directiva de 
la que traía causa, primero por Real Decreto-ley 
9/2000, de 6 de octubre, transformado luego en la 
Ley 6/2001, de 8 de mayo. El texto vigente del Real 
Decreto Legislativo 1302/1986 es, pues, el 
resultante de la integración en él de las modificacio-
nes operadas en 2001. 
 

La Directiva 96/61, de 24 de septiembre de 
1996, fue traspuesta el Derecho interno por la 
importante Ley 16/2002, de 1 de julio, de prevención 
y control integrados de la contaminación; integración 
que, como la propia Ley especifica, se lleva a cabo 
con carácter básico y mínimo, esto es, como norma 

común y sin perjuicio de la potestad legislativa de las 
Comunidades Autónomas, que podrán, efectivamen-
te, no sólo desarrollar las previsiones de la ley sino 
también, si así lo desean, establecer normas 
adicionales de protección (artículo 2 de la Ley 
16/2002 y Disposición Final Quinta). 
 

Finalmente, la Directiva 2001/42, de 27 de 
junio de 2001, relativa a la evaluación de los efectos 
de ciertos planes y programas en el medio ambiente 
no ha sido aún traspuesta por el Estado, pero ello no 
ha impedido que algunas normas autonómicas, en 
uso de una conocida jurisprudencia constitucional, se 
hayan adelantado incorporando a su ámbito territorial 
el contenido de dicha Directiva. 

 
III 

 
En Cantabria el desarrollo de la normativa 

estatal en la materia ha sido escaso. Sólo cabe 
mencionar una norma relacionada con la evaluación 
de impacto ambiental. Una norma, además, de 
carácter reglamentario: el Decreto 50/1991, de 29 de 
abril, de evaluación de impacto ambiental para 
Cantabria; modificado luego por los Decretos 
77/1996, de 8 de agosto y 38/1999, de 12 de abril, 
para cambiar parcialmente el Anexo de proyectos e 
instalaciones sujetos a evaluación ambiental. Pero el 
Decreto 50/1991 fue objeto de una Sentencia del 
Tribunal Superior de Justicia de Cantabria que anuló 
algunas de sus previsiones. En efecto, la Sentencia 
de 4 de abril de 2002 anuló las previsiones del 
Decreto 50/1991 en cuanto por él se ampliaba el 
elenco de actividades que, conforme a la normativa 
básica estatal, habían de someterse a evaluación 
ambiental. En particular, los planes de urbanismo. La 
anulación se produjo no tanto por haberse ampliado 
dicho elenco cuanto por haberse llevado a cabo por 
una norma de rango insuficiente, violando así el 
principio de reserva de ley que, con cita de la 
jurisprudencia del Tribunal Supremo (Sentencia de 24 
de octubre de 1996), la mencionada Sentencia 
considera que cabe deducir con carácter general del 
artículo 9.3 de la Constitución para las materias que, 
como ésta, afecten a la libertad o a la propiedad. La 
inmediatamente posterior Ley de Cantabria 5/2002, 
de 24 de julio, previó ya de forma expresa lo que de 
manera implícita se deducía también, desde un año 
antes, de la Ley de Cantabria 2/2001, de 25 de junio, 
de ordenación territorial y régimen urbanístico del 
suelo: que los planes territoriales y urbanísticos 
debían someterse a evaluación ambiental, cubriendo 
así el posible vacío normativo producido tras la citada 
Sentencia de 4 de abril de 2002. Ley de Cantabria 
5/2002 que adelantó así el parcial cumplimiento de la 
antes citada Directiva 2001/42, de 27 de junio, 
relativa a la evaluación ambiental de los efectos de 
determinados planes y programas, en cuya virtud 
deben ser objeto de análisis ambiental todos los 
planes que afecten al territorio y uso del suelo. 
 

Esta es, en síntesis, la situación actual en la 
Comunidad Autónoma. Una situación de la que se 
deriva la vigencia y aplicación de una única norma 
autonómica en desarrollo de la legislación estatal (el 
Decreto 50/1991, de evaluación de impacto 
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ambiental, modificado, en particular, por la Ley de 
Cantabria 5/2002) y la aplicación directa, en ausencia 
de Derecho autonómico, de la legislación estatal 
constituida por la ya mencionada Ley 16/2002, de 1 
de julio, de prevención y control integrados de la 
contaminación, pero también por el viejo Reglamento 
de Actividades Clasificadas (el Decreto 2414/1961, 
de 30 de noviembre, de actividades molestas, 
insalubres, nocivas y peligrosas) que previó hace ya 
más de cuarenta años cierto control supramunicipal 
de un conjunto heterogéneo de actividades, en las 
que la necesaria licencia de apertura de estableci-
mientos se sometía a prescripciones y trámites 
adicionales a los de la normativa general de régimen 
local. 

 
IV 

 
La presente Ley tiene por objeto rellenar los 

vacíos existentes y ejercitar decididamente las 
competencias que en materia de medio ambiente le 
atribuye a la Comunidad su Estatuto de Autonomía 
sobre la base del principio de prevención antes 
mencionado. 
 

Se regulan, pues, de manera conjunta e 
integrada las técnicas que permiten evaluar, estimar y 
considerar, con carácter previo a su implantación, las 
actividades e instalaciones con potencial incidencia 
en el medio ambiente y que puedan afectar, en 
consecuencia, a la calidad de vida de los ciudadanos. 
 

Las técnicas de control ambiental que la Ley 
contempla son tres y, junto con el registro de 
actividades ambientales, forman el sistema de control 
ambiental integrado. Un sistema que constituye la 
pormenorización técnica de una preocupación general 
por el entorno que, como ya se ha indicado, 
trasciende las fronteras nacionales para inscribirse 
decididamente en un marco supranacional y se 
plasma en la idea comúnmente aceptada del 
desarrollo sostenible. 
 

Tres son, como se ha dejado dicho, las 
técnicas de control ambiental que esta Ley contempla 
y regula: la autorización ambiental integrada, la 
evaluación de impacto ambiental, y la comprobación 
ambiental. 
 

Las dos primeras son de obligada inclusión 
en la medida en que suponen el desarrollo de una 
normativa estatal básica ya citada: la de evaluación 
de impacto ambiental, vigente desde 1986, y la de la 
llamada autorización ambiental integrada, que la Ley 
estatal 16/2002 traspone, igualmente con carácter 
básico, al Derecho español. 
 

La tercera, que esta Ley denomina 
comprobación ambiental, supone una especie de 
cláusula de cierre mediante la cual aquellas 
actividades que no hubieran quedado absorbidas por 
las dos técnicas anteriores y puedan eventualmente 
afectar, siquiera sea de manera indirecta, al medio 
ambiente se someterán a una previa comprobación y 
evaluación de su incidencia ambiental que será 
competencia de una Comisión y que completa la 

tarea de sustitución del viejo Reglamento de 
Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y 
Peligrosas de 1961. 

 
V

El Título I contempla el llamado sistema de 
control ambiental integrado, donde se especifican y 
describen las técnicas citadas, el ámbito de la Ley, 
las competencias administrativas y se especifican 
algunas previsiones indispensables para el buen fin de 
la norma como la ilegalidad de las instalaciones, 
actividades u obras llevadas a cabo en contravención 
de las exigencias medioambientales previstas y la 
posibilidad de su suspensión inmediata. Asimismo se 
contemplan en este título disposiciones de carácter 
instrumental como el registro ambiental y otras 
contempladas en aras del principio de transparencia y 
de participación ciudadana. 
 

El Título II se dedica a la primera de la 
técnicas enunciadas: la autorización ambiental 
integrada que supone un procedimiento unificado, 
desde la perspectiva ambiental, para la explotación 
de las instalaciones y actividades a que se refiere el 
Anexo A de la presente Ley. Se regula, en particular, 
y sin perjuicio de su necesario desarrollo reglamenta-
rio, el procedimiento de la autorización ambiental, la 
vigencia y revisión de la autorización y las obligacio-
nes del titular de la instalación de que se trate. 
 

El Título III regula la evaluación de impacto 
ambiental entendida como el conjunto de estudios e 
informes necesarios para formular una declaración de 
impacto ambiental en la que se fijen y determinen las 
condiciones de protección requeridas para la 
aprobación de los proyectos y actividades contem-
plados en el Anexo B de esta Ley. Se sigue aquí de 
cerca el criterio anterior, aunque incidiendo en el 
procedimiento que pretende ser sencillo y clarificador. 
La declaración de impacto ambiental ha de venir 
precedida de un estudio de tal naturaleza elaborado 
por técnicos cualificados a cuyo efecto la ley prevé la 
creación de un registro público. 
 

Dentro de este título la Ley incorpora una 
específica previsión en relación con la evaluación de 
planes y programas, que constituye ya una exigencia 
de la Directiva 2001/42, de 27 de junio, pendiente, 
como se ha indicado, de trasposición por parte del 
Estado pero que es posible y conveniente contemplar 
desde ahora mismo en la normativa autonómica. La 
evaluación de este tipo de planes tiene un carácter 
menos rígido que el de otros proyectos. Se trata más 
bien de un estudio de sostenibilidad que puede, sin 
embargo, condicionar la aprobación del plan en los 
términos de la legislación territorial y urbanística. De 
ahí que la singularidad más destacable que esta Ley 
ha considerado oportuno incorporar, sea la de llevar a 
cabo dicho estudio de sostenibilidad de los 
instrumentos de planeamiento territorial y urbanístico 
tan pronto como sean conocidas las previsiones y 
directrices que pretenda incorporar el plan, esto es, 
con anterioridad a la aprobación inicial del correspon-
diente instrumento. Una previsión que pretende 
impedir que se consoliden, con un coste adicional, 
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previsiones insostenibles desde el punto de vista 
ambiental y que de esa manera da repuesta apropiada 
a la peculiaridad del planeamiento, cuya incidencia en 
el ambiente ha de valorarse desde parámetros y 
presupuestos diferentes a los que debe inspirar la de 
otro tipo de proyectos y actividades. 
 

El Título IV, bajo la rúbrica "Comprobación 
ambiental", regula la tercera de las técnicas de 
control ambiental previstas en la Ley. La idea motriz 
es que los Ayuntamientos incorporen a la licencia de 
apertura, exigida a toda actividad o instalación que 
no deba someterse al ámbito de aplicación de la 
autorización ambiental integrada o la evaluación de 
impacto ambiental, una comprobación que valore la 
incidencia en el ambiente de las actividades que se 
pretenden autorizar. En principio, será objeto de 
comprobación toda actividad que potencialmente 
afecte al medio ambiente. No obstante, y con 
finalidad aclaratoria, la Ley enumera en un Anexo C la 
lista de aquellas actividades sujetas a licencia que, en 
todo caso, serán objeto de comprobación. La Ley 
permite que las ordenanzas municipales establezcan 
normas adicionales de protección y autoriza 
igualmente a la Comunidad Autónoma a aprobar una 
ordenanza general de protección ambiental que será 
de aplicación subsidiaria en todos los municipios que 
carezcan de una ordenanza específica. 
 

Finalmente, la Ley contempla un Título V 
dedicado al control y disciplina ambientales.  
 

La efectividad de las técnicas de control 
ambiental a que esta Ley se refiere pivota sobre un 
principio básico, el de la invalidez de cualesquiera 
autorizaciones o licencias expedidas sin que 
previamente se haya efectuado la preceptiva 
autorización ambiental integrada, evaluación de 
impacto ambiental o comprobación ambiental. Tal es 
el criterio general que articula el régimen de 
protección de la legalidad ambiental, que, junto con la 
indispensable tipificación de infracciones y sanciones, 
completa el cuadro de las medidas diseñadas para 
dotar de la mayor eficacia el entramado protector 
previsto en la Ley. 
 

A este propósito, se prevén técnicas de 
control e inspección y un régimen sancionador en el 
que la Ley opta por no atribuir en exclusiva a los 
órganos de la Comunidad Autónoma el ejercicio de la 
potestad sancionadora, sino que, en aras del principio 
de descentralización y máxima participación de las 
entidades locales, se permite, de un lado, que en el 
marco de los criterios de antijuridicidad establecidos 
en la propia norma, las ordenanzas municipales 
puedan tipificar nuevas infracciones de acuerdo con 
sus competencias sustantivas en la materia; y, de 
otro, que los Ayuntamientos tengan competencia 
para sancionar las infracciones leves, si bien de 
manera indistinta con la Comunidad Autónoma y con 
sujeción, en todo caso, a los indispensables 
mecanismos de coordinación.  
 

Varias Disposiciones Adicionales, Transito-
rias y Finales, se unen a la Disposición que deroga 
cuantas disposiciones se opongan a lo previsto en 

esta Ley, que se completa, finalmente, con los tres 
Anexos que especifican su ámbito de aplicación. 
 

TÍTULO I 
 

SISTEMA DE CONTROL AMBIENTAL INTEGRADO 
 
Artículo 1. Objeto y finalidad. 
 

1. Es objeto de la presente Ley el estableci-
miento de un sistema de control ambiental integrado 
en relación con los planes, programas, proyectos, 
instalaciones y actividades susceptibles de incidir en 
la salud y seguridad de las personas y sobre el 
ambiente. 
 

2. Integran el sistema de control ambiental 
de Cantabria el conjunto de técnicas y procedimien-
tos, de carácter preventivo, de funcionamiento y 
seguimiento, de intervención, comprobación, 
inspección y fiscalización ambiental, así como los 
instrumentos o registros de acreditación y constancia 
previstos en la Ley.  
 
Artículo 2. Definiciones. 
 

Instalación 
 

Cualquier unidad técnica fija en donde se 
desarrolle una o más de las actividades enumeradas 
en la presente Ley, así como cualesquiera otras 
actividades directamente relacionadas con aquellas 
que guarden relación de índole técnica con las 
actividades llevadas a cabo en dicho lugar y puedan 
tener repercusiones sobre las emisiones y la 
contaminación. 
 

Modificación sustancial 
 

Cualquier modificación realizada en una 
instalación que en opinión del órgano competente 
para otorgar la autorización ambiental integrada y de 
acuerdo con los criterios establecidos en la presente 
Ley, pueda tener repercusiones perjudiciales o 
importantes en la seguridad, la salud de las personas 
o el medio ambiente. 
 

Modificación no sustancial 
 

Cualquier modificación de las características 
o del funcionamiento, o de la extensión de la 
instalación, que, sin tener la consideración de 
sustancial, pueda tener consecuencias en la 
seguridad, la salud de las personas o el medio 
ambiente. 
 

Titular 
 

Cualquier persona física o jurídica que 
explote o posea la instalación. 
 

Contaminación 
 

La introducción directa o indirecta, mediante 
la actividad humana, de sustancias, vibraciones, calor 
o ruido en la atmósfera, el agua o el suelo, que 
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puedan tener efectos perjudiciales para la salud 
humana o la calidad del medio ambiente, o que 
puedan causar daños a los bienes materiales o 
deteriorar o perjudicar el disfrute u otras utilizaciones 
legítimas del medio ambiente. 
 

Emisión 
 

La expulsión a la atmósfera, al agua o al 
suelo de sustancias, vibraciones, calor o ruido 
procedentes de forma directa o indirecta de fuentes 
puntuales o difusas de la instalación. 
Valores límites de emisión 
 

La masa o la energía expresada en relación 
con determinados parámetros específicos, la 
concentración o el nivel de una emisión, cuyo valor 
no debe superarse dentro de uno o varios períodos 
determinados. Los valores límite de emisión de las 
sustancias se aplicarán generalmente en el punto en 
que las emisiones salgan de la instalación y en su 
determinación no se tendrá en cuenta una posible 
dilución. En lo que se refiere a los vertidos indirectos 
al agua, y sin perjuicio de la normativa relativa a la 
contaminación causada por determinadas sustancias 
peligrosas vertidas en el medio acuático, podrá 
tenerse en cuenta el efecto de una estación de 
depuración en el momento de determinar los valores 
límite de emisión de la instalación, siempre y cuando 
se alcance un nivel equivalente de protección del 
medio ambiente en su conjunto y ello no conduzca a 
cargas contaminantes más elevadas en el entorno. 
 

Mejores Técnicas Disponibles 
 

La fase más eficaz y avanzada de desarrollo 
de las actividades y de sus modalidades de 
explotación, que demuestren la capacidad práctica de 
determinadas técnicas para constituir, en principio, la 
base de los valores límite de emisión destinados a 
evitar o, cuando ello no sea posible, reducir en 
general las emisiones y el impacto en el conjunto del 
medio ambiente y de la salud de las personas. 
 

1. Técnica 
 

A estos efectos, se entenderá por técnicas la 
tecnología utilizada, junto con la forma en que la 
instalación esté diseñada, construida, mantenida, 
explotada o paralizada. 
 

2. Disponibles 
 

Las técnicas desarrolladas a una escala que 
permita su aplicación en el contexto del correspon-
diente sector industrial, en condiciones económicas y 
técnicamente viables, tomando en consideración los 
costes y los beneficios, tanto si las técnicas se 
utilizan o producen en España, como si no, siempre 
que el titular pueda tener acceso a ellas en 
condiciones razonables. 
 

3. Mejores 
 

Las técnicas más eficaces para alcanzar un 
alto nivel general de protección del medio ambiente 

en su conjunto y de la salud de las personas. 
 

Proyecto 
 

Todo documento técnico que define o 
condiciona de modo necesario, particularmente en lo 
que se refiere a la localización, la realización de 
construcciones o de otras instalaciones y obras, así 
como otras intervenciones en el medio natural o en el 
paisaje, incluidas las destinadas a la explotación de 
los recursos naturales renovables y no renovables, y 
todo ello en el ámbito de las actividades recogidas en 
los anexos de la presente Ley. 
 

Titular del Proyecto o Promotor 
 

Se considera como tal tanto a la persona 
física o jurídica que solicita una autorización relativa a 
un proyecto privado, como a la autoridad pública que 
toma la iniciativa respecto a la puesta en marcha de 
un proyecto. 
 

Autoridad competente sustantiva 
 

Aquella que, conforme a la legislación 
aplicable al proyecto de que se trate, ha de conceder 
la autorización para su realización. 
 

Estudio de Impacto Ambiental 
 

Es el documento técnico que debe presentar 
el titular del proyecto, y sobre la base del que se 
produce la Declaración de Impacto Ambiental. Este 
estudio deberá identificar, describir y valorar de 
manera apropiada, y en función de las particularida-
des de cada caso concreto, los efectos notables 
previsibles que la realización del proyecto produciría 
sobre los distintos aspectos ambientales (efectos 
directos e indirectos; simples, acumulativos o 
sinérgicos; a corto, a medio o a largo plazo; positivos 
o negativos; permanentes o temporales; reversibles o 
irreversibles; recuperables o irrecuperables; periódicos 
o de aparición irregular; continuos o discontinuos. 
 

Estudio de Sostenibilidad 
 

Informe elaborado por el promotor en el que 
identifica, describe y evalúa los probables efectos 
significativos sobre el medio ambiente que puedan 
derivarse de la aplicación del plan o programa, así 
como sus alternativas razonables. 
 

Informe de Revisión Ambiental 
 

Es el pronunciamiento del órgano ambiental 
competente en el que se analiza el estudio de 
sostenibilidad y el proceso de evaluación seguido al 
objeto de integrara los aspectos ambientales en la 
propuesta de plan o programa previendo los impactos 
significativos de su aplicación. 
 

Artículo 3. Técnicas de control ambiental. 
 

El control ambiental se verificará a través de 
los siguientes mecanismos o técnicas: 
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a) La autorización ambiental integrada. 
 

b) La evaluación de impacto ambiental. 
 

c) La comprobación ambiental. 
 
Artículo 4. Autorización ambiental integrada. 
 

1. La autorización ambiental integrada es la 
resolución por la que, a los solos efectos de la 
protección del ambiente y de la salud de las personas 
y bajo los requisitos y condiciones en la misma 
establecidos, se permite la explotación de la totalidad 
o parte de una instalación. 
 

2. La autorización ambiental integrada 
incluirá, cuando fuere necesaria, la evaluación y 
declaración de impacto ambiental. 
 
Artículo 5. Evaluación de impacto ambiental. 
 

1. La evaluación de impacto ambiental es el 
conjunto de estudios e informes necesarios para 
formular una declaración de impacto ambiental o un 
informe de revisión ambiental en los que se 
determinen las condiciones de protección ambiental 
requeridas para la aprobación y ejecución de 
determinados planes, programas, proyectos, 
instalaciones o actividades. 
 

2. La evaluación de impacto ambiental de los 
planes y programas se sujetará al procedimiento que 
con carácter específico se regula en esta Ley. 
 
Artículo 6. Comprobación ambiental. 
 

La comprobación ambiental es el trámite o 
serie de trámites que, en el seno del procedimiento 
de una autorización municipal de apertura o actividad, 
determina las condiciones de protección ambiental a 
las que deben sujetarse cualesquiera instalaciones o 
actividades que puedan ser causa de molestias, 
riesgos o daños para las personas, sus bienes o el 
ambiente y no estén sometidas a alguno de los 
controles previstos en los artículos anteriores. 
 

Artículo 7. Competencia administrativa. 
 

1. Corresponde a la Administración de la 
Comunidad Autónoma el otorgamiento de la 
autorización ambiental integrada. 
 

2. La evaluación de impacto ambiental es 
competencia de la Administración de la Comunidad 
Autónoma, salvo que, de conformidad con la 
legislación estatal básica, deba ser realizada por la 
Administración General del Estado. En los procedi-
mientos de evaluación de impacto ambiental se 
insertará el preceptivo informe de las entidades 
locales afectadas. 
 

3. La comprobación ambiental será 
competencia de la Administración de la Comunidad 
Autónoma. La misma se ejercerá a través de la 
Comisión para la comprobación ambiental. 

Artículo 8. Sujeción de actividades. 
 

1. Los proyectos, instalaciones y actividades 
recogidos en el Anexo A de esta Ley se sujetarán a 
autorización ambiental integrada. 
 

2. Los planes, programas, proyectos, 
instalaciones y actividades que constan en el Anexo 
B de esta Ley se someterán a evaluación de impacto 
ambiental. 
 

3. Las instalaciones o actividades que 
puedan tener incidencia ambiental significativa 
excepto las comprendidas en los anexos A y B de la 
presente Ley se sujetarán a la comprobación 
ambiental a que se refiere el artículo 6. En particular, 
y a los efectos anteriores se considera que las 
actividades e instalaciones enumeradas en el Anexo 
C de esta Ley tienen incidencia significativa, sin que 
esta enumeración tenga carácter limitativo. 
 

4. Los proyectos de reforma, transformación 
y ampliación de instalaciones y actividades se 
sujetarán también al control ambiental pertinente, de 
acuerdo con lo establecido en los apartados 
anteriores de este artículo. 
 
Artículo 9. Exclusiones. 
 

1. Están excluidos de control ambiental los 
planes, programas, proyectos, instalaciones y 
actividades que disponga la legislación estatal básica. 
 

2. Excepcionalmente, y cuando sea 
conveniente por razones de interés público, 
debidamente justificadas, el Gobierno, previo informe 
del órgano ambiental competente de la Comunidad 
Autónoma, podrá excluir de la aplicación del 
procedimiento de evaluación de impacto ambiental a 
todo o parte de un determinado proyecto, a cuyo 
efecto deberá adoptar las medidas necesarias a fin de 
minimizar su impacto ambiental. El proyecto en 
cuestión sólo podrá ejecutarse una vez comunicada la 
oportuna exclusión a la Administración General, al 
efecto de garantizar la observancia de la normativa 
comunitaria, y previa publicación de la resolución que 
acuerde la exclusión en el Boletín Oficial de 
Cantabria.  
 
Artículo 10. Valores límite de emisión y prescripcio-
nes técnicas. 
 

1. Las condiciones de protección ambiental 
se determinarán en cada caso de conformidad con los 
valores límite de emisión y con las prescripciones 
técnicas de carácter general contemplados en la 
legislación sectorial. 
 

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el 
apartado anterior, los valores límite de emisión y las 
prescripciones técnicas podrán también establecerse 
mediante acuerdos suscritos entre la Administración 
y las empresas o asociaciones empresariales de los 
distintos sectores industriales, siempre que reporten 
un nivel de protección superior. Los valores y 
prescripciones así establecidos se incorporarán al 
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contenido de las licencias y autorizaciones que 
requiera el ejercicio de la correspondiente actividad. 
 
Artículo 11. Autorizaciones y licencias. 
 

1. El otorgamiento de las autorizaciones y 
licencias que fueren necesarias para la ejecución de 
planes y proyectos o la instalación y funcionamiento 
de actividades sujetos a algún tipo de control 
ambiental quedará condicionado a la correspondiente 
autorización ambiental integrada, a la realización de la 
oportuna evaluación de impacto ambiental o a la 
comprobación ambiental. 
 

2. Las obras, instalaciones y actividades 
llevadas a cabo en contravención de lo dispuesto en 
el apartado anterior serán ilegales y la Administración 
competente en materia de medio ambiente podrá 
instar a la autoridad sustantiva la suspensión en tanto 
no se haya verificado el oportuno control ambiental.  
 

3. Los cambios de titularidad de las 
actividades sujetas a control ambiental serán 
comunicados en el plazo de tres meses a la 
Administración que hubiere efectuado dicho control. 
 
Artículo 12. Registro ambiental. 
 

El Registro ambiental, que se llevará en la 
Consejería competente en materia de medio 
ambiente, recogerá cuantas actuaciones de 
intervención, comprobación, inspección y fiscaliza-
ción se hayan llevado a cabo por la Administración de 
la Comunidad Autónoma y los Ayuntamientos en 
aplicación de la presente Ley. A estos efectos, los 
Ayuntamientos comunicarán, en los términos 
dispuestos reglamentariamente, los actos de control 
ambiental que hayan realizado en el ejercicio de sus 
competencias. 
 
Artículo 13. Participación vecinal. 
 

1. Las asociaciones representativas de 
intereses ambientales y los vecinos, integrados o no 
en ellas, así como aquellas otras asociaciones o 
instituciones que puedan tener interés en el plan, 
programa, proyecto, actividad o instalación, podrán 
exigir que las Administraciones competentes en 
materia ambiental, insten a las autoridades 
sustantivas, el cumplimiento de los términos y 
condiciones que figuren en las autorizaciones 
ambientales integradas y en las autorizaciones y 
licencias municipales que incorporen la preceptiva 
comprobación ambiental. 
 

2. Asimismo, podrán solicitar la modificación 
o revocación de las autorizaciones y licencias a que 
se refiere el apartado anterior cuando sobrevinieren 
circunstancias que hagan notoriamente insuficientes 
las medidas de protección ambiental incorporadas a 
tales instrumentos.  
 
Artículo 14. Colaboración interautonómica. 
 

Cuando un plan, programa, proyecto, 
actividad o instalación sujeto a control ambiental 

pueda tener efectos significativos en el medio 
ambiente de otra Comunidad Autónoma, el órgano 
ambiental remitirá a la misma tanto el contenido del 
mismo como el estudio ambiental a fin de que pueda 
emitir su opinión al respecto. 
 
Artículo 15. Asesoramiento de la Administración. 
 

Para la tramitación de cualquiera de las 
figuras de control ambiental reguladas en esta ley, la 
Administración asesorará al promotor sobre el 
alcance específico que deban tener los estudios a 
presentar y le facilitará toda la información y 
documentación que obre en su poder y resulte de 
utilidad para la redacción de los mismos. 
 

TÍTULO II 
 

AUTORIZACIÓN AMBIENTAL INTEGRADA 
 
Artículo 16. Objeto. 
 

1. El establecimiento y funcionamiento de las 
instalaciones y actividades del Anexo A de la 
presente Ley requerirá la previa obtención de una 
autorización ambiental integrada que determine las 
condiciones a las que deban someterse de conformi-
dad a lo dispuesto en la legislación ambiental y de 
prevención y control integrado de la contaminación. 
 

2. Quedarán sujetas asimismo a autorización 
ambiental integrada las modificaciones sustanciales 
que se proyecten introducir en las instalaciones o 
actividades a que se refiere el apartado anterior. 
 

3. Tendrán carácter sustancial las 
modificaciones que supongan una mayor incidencia 
de la instalación o de su actividad sobre la seguridad, 
la salud de las personas y el medio ambiente 
considerando los siguientes aspectos: 
 

a) El tamaño y producción de la instalación. 
 

b) Los recursos naturales utilizados por la 
misma. 
 

c) Su consumo de agua y energía. 
 

d) El volumen, peso y tipología de los 
residuos generados. 
 

e) La calidad y capacidad regenerativa de los 
recursos naturales de las áreas geográficas que 
puedan verse afectadas. 
 

f) El grado de contaminación producido. 
 

g) El riesgo de accidente. 
 

h) La incorporación o aumento en el uso de 
sustancias peligrosas. 
 

4. En todo caso, cualquier modificación de 
las características de una instalación o actividad 
sujeta a autorización ambiental integrada que no 
revista carácter sustancial, según lo dispuesto en el 
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apartado anterior, deberá ser puesta en conocimiento 
de la Administración de la Comunidad Autónoma. Si 
la Administración entendiera que la modificación 
tienen carácter sustancial comunicará al titular en el 
plazo máximo de un mes, la necesidad de obtener la 
preceptiva autorización ambiental integrada. La falta 
de notificación en plazo de la resolución autorizará al 
interesado a llevar a cabo las modificaciones 
pretendidas. 
 
Artículo 17. Contenido. 
 

1. La autorización ambiental integrada 
incluirá en su tramitación cuantos informes o 
decisiones se requieran por exigirlo la legislación de 
control de los riesgos derivados de accidentes graves 
con presencia de sustancias peligrosas, la legislación 
de aguas o cualquier otra legislación especial o 
sectorial de prevención y control de la contaminación, 
de protección ambiental, de protección de la salud, 
de protección civil o de protección del patrimonio 
cultural. Asimismo, incorporará la declaración de 
impacto ambiental, caso de que también fuera 
necesaria la evaluación de éste. 
 

2. La autorización ambiental integrada 
incluirá las determinaciones pertinentes en relación 
con los extremos siguientes: 
 

a) Prevención de la contaminación, en 
particular mediante la aplicación de las mejores 
técnicas disponibles. 
 

b) Evitación de la producción de residuos y, 
en su caso, gestión de su reciclado, reutilización, 
valorización o eliminación a fin de evitar o reducir su 
repercusión en el ambiente, de acuerdo con lo 
previsto en la normativa aplicable. 
 

c) Utilización eficiente de la energía, el agua, 
las materias primas y demás recursos. 
 

d) Adopción de las medidas necesarias para 
prevenir los accidentes o limitar sus consecuencias 
sobre la salud de las personas y el medio ambiente, 
de conformidad a la normativa que sea de aplicación. 
 

e) Restauración del espacio afectado una vez 
producida la cesación de la explotación, en particular 
mediante la adopción de las medidas necesarias para 
evitar los riesgos de contaminación. 
 

3. La autorización ambiental integrada podrá 
incluir moratorias o dispensas temporales respecto de 
los valores límite de emisión, en los términos de la 
legislación estatal básica. 
 

4. La autorización ambiental integrada 
incorporará la exigencia de requisitos adicionales de 
no garantizarse la consecución de los objetivos de 
calidad ambiental mediante el empleo de las mejores 
técnicas disponibles. 
 
Artículo 18. Procedimiento. 
 

El procedimiento para el otorgamiento de la 

autorización ambiental integrada se determinará 
reglamentariamente y se sujetará a las siguientes 
reglas: 
 

a) Cuando sea necesario evaluar el impacto 
ambiental del proyecto, actividad o instalación objeto 
de la autorización ambiental, el órgano ambiental, a 
petición del interesado, señalará en el plazo máximo 
de un mes, cuáles deban ser las directrices básicas 
para la elaboración del correspondiente estudio de 
impacto ambiental por parte del titular.  
 

El procedimiento de tramitación de la 
evaluación de impacto ambiental se incluirá en el 
procedimiento de la autorización ambiental integrada, 
cuando la competencia corresponda a la Comunidad 
Autónoma de Cantabria. 
 

b) De conformidad con lo dispuesto en la 
legislación estatal básica, la solicitud irá acompañada 
de los documentos siguientes: 
 

- Proyecto básico de la actividad a desarrollar 
y de sus instalaciones firmado por técnico competen-
te y visado por el Colegio Oficial, reflejando los 
aspectos que reglamentariamente se determinen. 
 

- Certificación municipal que acredite la 
compatibilidad del proyecto con el planeamiento 
urbanístico o, en defecto de ella por inactividad de la 
Administración, copia de la solicitud presentada para 
obtenerla. 
 

- La documentación exigida por la legislación 
ambiental sectorial. 
 

- Declaración de datos que, a criterio del 
solicitante, deban tener carácter reservado según la 
ley. 
 

- Resumen específico del proyecto que 
facilite su comprensión y divulgación en el trámite de 
información pública. 
 

- Cualquier otra documentación exigible con 
arreglo a la legislación vigente. 
 

c) La solicitud de autorización ambiental 
integrada, junto con el estudio de impacto ambiental, 
en su caso, será sometida a información pública por 
un plazo mínimo de 30 días, anunciándose la apertura 
del trámite en el Boletín Oficial de Cantabria, así 
como en un diario de amplia difusión en la Comuni-
dad Autónoma.  
 

d) Concluido el trámite de información 
pública se evacuarán los informes y consultas de 
cuantos organismos deban ser oídos de acuerdo con 
la legislación sectorial. 
 

e) El órgano ambiental competente realizará 
una evaluación ambiental del proyecto en su conjunto 
teniendo en cuenta la documentación aportada, el 
resultado de la información pública y todos los 
informes emitidos. Dicha evaluación considerará 
también los aspectos propios de la evaluación de 
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impacto ambiental cuando la instalación o actividad 
deba ser objeto de ella. 
 

f) Los resultados de la evaluación ambiental 
se reflejarán en la propuesta de resolución, de la que 
se dará audiencia al interesado por un plazo de diez 
días. 
 

g) Cuando en el trámite de audiencia se 
hubieran realizado alegaciones, se dará traslado de 
las mismas a los órganos competentes para emitir 
informes vinculantes a fin de que en el plazo máximo 
de quince días manifiesten lo que estimen convenien-
te en los aspectos referidos a materias de su 
competencia, lo que igualmente tendrá carácter 
vinculante. 
 

h) La resolución que otorgue la autorización 
ambiental integrada incorporará las determinaciones o 
condiciones propuestas en los informes vinculantes y 
las que se juzguen convenientes a la vista de los 
demás informes y de las alegaciones obrantes en el 
expediente. Asimismo, incorporará la declaración de 
impacto ambiental cuando la naturaleza de la 
instalación o actividad objeto de la solicitud así lo 
requiera. 
 

i) El órgano ambiental competente dictará y 
notificará la resolución en el plazo máximo de diez 
meses a contar desde la fecha de presentación de la 
solicitud. Si vencido este plazo no se hubiera 
notificado la resolución, la solicitud podrá considerar-
se desestimada por silencio administrativo. 
 

j) La resolución que otorgue o modifique la 
autorización ambiental integrada será publicada en el 
Boletín Oficial de Cantabria. 
 
Artículo 19. Ejecución del proyecto, instalación o 
actividad. 
 

No podrán otorgarse las autorizaciones y 
licencias que sean necesarias para la ejecución de los 
proyectos o la instalación o funcionamiento de las 
actividades que requieran una autorización ambiental 
integrada en tanto no se haya publicado oficialmente 
la resolución que la otorgue. 
 

Artículo 20. Acta de conformidad ambiental. 
 

1. Ninguna actividad o instalación autorizada 
podrá comenzar a funcionar en tanto no se hayan 
comprobado por los servicios ambientales la 
efectividad de las medidas correctoras exigidas con 
arreglo a lo establecido en el Capítulo I del Título V 
de esta Ley y en la forma que reglamentariamente se 
determine. 
 

2. Las empresas suministradoras de energía 
eléctrica, agua, gas, telefonía y otros servicios 
similares exigirán el acta de conformidad ambiental 
de la instalación o actividad para la contratación 
definitiva de los referidos servicios. 
 
Artículo 21. Renovación. 

 1. La autorización ambiental integrada, con 
todas sus condiciones, se otorgará por un plazo 
máximo de ocho años, transcurrido el cual deberá ser 
renovada y, en su caso, actualizada por períodos 
sucesivos. 
 

2. La renovación debe ser solicitada con una 
antelación mínima de diez meses sobre la fecha de 
vencimiento del plazo para el que se otorgó la 
autorización y se tramitará por el procedimiento 
simplificado que reglamentariamente se determine. 
 

3. Si vencido el término de vigencia de la 
autorización ambiental integrada, el órgano ambiental 
competente no hubiera dictado resolución expresa 
sobre la renovación, se entenderá ésta otorgada en 
las condiciones originarias. 
 
Artículo 22. Modificación de oficio. 
 

1. La autorización ambiental integrada podrá 
ser modificada de oficio cuando: 
 

a) La contaminación producida por la 
instalación aconseje modificar los valores límite de 
emisión impuestos o la adopción de otros nuevos. 
 

b) La aplicación de las mejores técnicas 
disponibles permita reducir significativamente las 
emisiones sin costes excesivos. 
 

c) La seguridad de funcionamiento del 
proceso o la actividad haga necesario emplear otras 
técnicas. 
 

d) El organismo de cuenca estime que, 
conforme lo establecido en la legislación de aguas, 
existen circunstancias que justifiquen la revisión o 
modificación en lo referente a los vertidos al dominio 
público hidráulico de cuencas intercomunitarias. 
 

e) Lo exija la legislación vigente de aplicación 
a la instalación. 
 

2. Antes de proceder a la modificación de la 
autorización ambiental integrada, el órgano ambiental 
competente notificará al titular de la autorización las 
modificaciones que se proponga introducir en ella y a 
los distintos órganos que, en su caso, hayan 
concedido autorizaciones o licencias para la puesta 
en marcha de la actividad objeto de la misma con el 
fin de que valoren la necesidad de modificar también 
las referidas autorizaciones o licencias.  
 
Artículo 23. Obligaciones del titular de la instala-
ción. 
 

Los titulares de las instalaciones incluidas en 
el Anexo A de la presente Ley deberán: 
 

a) Disponer de la autorización ambiental 
integrada y cumplir las condiciones establecidas en la 
misma. 
 

b) Cumplir las obligaciones de control y 
suministro de información previstas en la legislación 
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sectorial o resultantes de la propia autorización 
ambiental integrada. 
 

c) Comunicar al órgano ambiental competen-
te cualquier modificación, sustancial o no, que se 
proponga realizar en la instalación. 
 

d) Comunicar al órgano ambiental competen-
te la transmisión de su titularidad.  
 

e) Informar inmediatamente al órgano 
ambiental competente de cualquier incidente o 
accidente que pueda afectar al ambiente. 
 

f) Prestar la asistencia y colaboración 
necesarias a quienes realicen las actuaciones de 
vigilancia, inspección y control. 
 

g) Cumplir cualesquiera otras obligaciones 
legalmente establecidas. 
 

TÍTULO III 
 

EVALUACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL 
 

CAPÍTULO PRELIMINAR 
 
Artículo 24. Objeto. 
 

1. La evaluación de impacto ambiental tiene 
por objeto reunir los estudios e informes técnicos 
precisos para identificar y evaluar todos los efectos 
ambientales que puedan seguirse de la ejecución de 
un determinado plan, programa, proyecto, instalación 
o actividad con el fin de que, antes de proceder a su 
aprobación, pueda ser conocido el alcance de dichos 
efectos y establecerse, en su caso, la necesidad de 
imponer determinadas condiciones o medidas para su 
corrección o compensación. 
 

2. Se someterán a evaluación de impacto 
ambiental los planes, programas y proyectos de 
obras, instalaciones y actividades relacionados en el 
Anexo B de la presente Ley. 
 

CAPÍTULO I 
 

DE LA EVALUACIÓN DE IMPACTO 
AMBIENTAL DE PLANES Y PROGRAMAS 

Artículo 25. Procedimiento de evaluación. 
 

1. Los planes y programas que determinen 
las estrategias, directrices y propuestas que 
contempla una Administración pública para satisfacer 
necesidades sociales no ejecutables directamente, 
sino mediante el desarrollo de un conjunto de 
proyectos, y cuyo impacto ambiental deba ser 
evaluado de conformidad con el Anexo B1 de esta 
Ley y la legislación estatal y comunitaria se 
someterán al procedimiento previsto en este capítulo. 
 

2. La evaluación del impacto ambiental de 
los planes y programas que la requieran se llevará a 
cabo mediante pieza separada del procedimiento para 
su elaboración o aprobación. Dicha pieza, tramitada 

bajo la responsabilidad del órgano ambiental 
competente, concluirá con un informe de revisión 
ambiental.  
 

3. Reglamentariamente se determinarán los 
trámites y actuaciones de dicho procedimiento que 
en todo caso incorporará: 
 

a) Un estudio de sostenibilidad ambiental 
presentado por el promotor del plan o programa y 
elaborado por profesionales con acreditada capacidad 
y solvencia técnica ambiental, firmado y visado por 
Colegio Oficial, que identificará, describirá y evaluará 
los probables efectos significativos en el medio 
ambiente de la aplicación del plan o programa, así 
como las alternativas razonables que tengan en 
cuenta su ámbito de aplicación geográfico. La 
información contenida en el estudio deberá ser 
adecuada al grado de especificación del plan o 
programa y, a tal efecto, el interesado deberá pedir al 
órgano ambiental que, en el plazo máximo de un mes, 
señale el alcance y detalle que debe tener el 
correspondiente estudio de sostenibilidad. 
 

b) Un trámite de consultas e información 
pública, del que serán objeto conjuntamente el 
referido estudio de sostenibilidad y el documento 
correspondiente del plan o programa en elaboración.  
 

c) Un trámite de audiencia al órgano 
promotor del plan o programa para que, a la vista de 
lo instruido, proponga los cambios o modificaciones 
oportunas en la orientación de aquél. 
 

4. El informe de revisión ambiental expondrá 
la forma en que se ha llevado a cabo la evaluación y 
dará cuenta de los resultados del proceso determi-
nando los impactos significativos previstos en su 
aplicación y las correcciones propuestas. 
 

5. El informe de revisión ambiental se 
publicará en el Boletín Oficial de Cantabria. 
 

6. El órgano ambiental competente deberá 
emitir y publicar el informe de revisión ambiental 
dentro de los seis meses siguientes a la fecha de 
presentación del estudio de sostenibilidad ambiental. 
Transcurrido dicho plazo sin que se hubiera producido 
la emisión de aquél, tanto el promotor del Plan o 
Programa, como el órgano competente para su 
aprobación o autorización podrán requerir al órgano 
ambiental a fin de que proceda a la emisión del 
oportuno informe de revisión ambiental otorgándole 
un nuevo plazo de dos meses para emitirlo.  
 
Artículo 26. Especialidad de los planes generales de 
ordenación urbana. 
 

Los avances del planeamiento urbanístico 
general serán sometidos al procedimiento de 
evaluación previsto en el apartado tres del artículo 
anterior con las particularidades siguientes: 
 

a) El estudio de sostenibilidad ambiental se 
elaborará con anterioridad a la aprobación inicial del 
plan sobre la base de los presupuestos y orientacio-
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nes conocidos de éste. Dicho estudio se someterá a 
la consideración de la autoridad ambiental de la 
Administración autonómica a efectos de que en el 
plazo de dos meses formule cuantas observaciones y 
sugerencias considere pertinentes desde la 
perspectiva de sus competencias. El citado estudio, 
junto con las observaciones y sugerencias formula-
das, se incorporará a la documentación del plan que 
se someta a la exposición pública previa contemplada 
en la legislación urbanística de Cantabria. 
 

b) Con los resultados que arrojen los trámites 
previstos en el apartado anterior se elaborará el 
estudio de sostenibilidad ambiental definitivo 
haciendo constar las observaciones y sugerencias 
aceptadas y los motivos por los que se rechazan las 
que no lo sean. Este estudio definitivo se incorporará 
al plan antes de su aprobación inicial. 
 

c) En el posterior trámite formal de 
información pública y de acuerdo con lo previsto en 
la legislación urbanística la autoridad ambiental 
competente podrá hacer constar las observaciones 
adicionales que considere pertinentes acerca del 
estudio definitivo de sostenibilidad ambiental. Dichas 
observaciones se incorporarán, en su caso, a la 
documentación del plan. 
 
Artículo 27. Especialidad de otros planes de 
ordenación territorial y urbana. 
 

Todos los planes de ordenación territorial y 
urbanística distintos de los mencionados en el 
artículo anterior deberán incorporar también un 
estudio de sostenibilidad ambiental. A estos efectos, 
antes de la primera fase formal del procedimiento de 
aprobación de dichos planes, el estudio de 
sostenibilidad elaborado por el promotor del plan será 
puesto en conocimiento de la autoridad ambiental 
para que ésta, desde la perspectiva de sus 
competencias y en plazo no superior a dos meses, 
formule, en su caso, cuantas observaciones y 
sugerencias considere pertinentes. El estudio de 
sostenibilidad, eventualmente rectificado en virtud de 
las sugerencias recibidas, se incorporará a la 
documentación del plan en las sucesivas fases de su 
tramitación con los mismos efectos y finalidades 
previstos en el artículo anterior. 
 
Artículo 28. Modificación de los planes de ordenación 
territorial y urbana. 
 

No será necesaria la evaluación de impacto 
ambiental para la modificación de los instrumentos de 
planeamiento mencionados en los artículos 24 y 25 
cuando por su carácter menor no conlleve efectos 
significativos sobre el medio ambiente. A tal efecto, 
la modificación prevista será remitida al órgano 
ambiental competente antes de su aprobación inicial 
para que en el plazo de un mes se pronuncie sobre la 
necesidad de realizar la evaluación ambiental. 
Transcurrido el citado plazo sin que el órgano 
ambiental se haya pronunciado se entenderá que no 
es precisa dicha evaluación. 
 
Artículo 29. Planes y programas con relación de 

jerarquía. 
 

En el caso de planes y programas que 
formen parte de una jerarquía de planes y programas, 
a fin de evitar una reiteración de la evaluación, se 
tendrá en cuenta que ésta deberá realizarse a 
diferentes niveles jerárquicos, atendiendo al grado de 
detalle y especificación de cada uno. 
 

CAPÍTULO II 
 

DE LA EVALUACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL 
DE PROYECTOS, ACTIVIDADES O INSTALACIONES 
 
Artículo 30. Procedimiento de evaluación. 
 

1. Los proyectos, actividades o instalaciones 
cuyo impacto ambiental deba ser evaluado de 
conformidad con el Anexo B 2 de esta Ley se 
someterán al procedimiento previsto en este capítulo. 
 

2. Reglamentariamente se determinarán los 
trámites y actuaciones de dicho procedimiento que 
en todo caso incorporará: 
 

a) Documento justificativo de apertura del 
expediente de autorización del proyecto, actividad o 
instalación en el órgano con competencia sustantiva 
 

b) Un estudio de impacto ambiental. 
 

c) Un trámite de información pública. 
 

d) Una declaración de impacto ambiental. 
 
Artículo 31. Estudio de Impacto Ambiental. 
 

1. Los proyectos, actividades o instalaciones 
cuyo impacto ambiental deba ser evaluado incluirán el 
correspondiente estudio de impacto ambiental. 
 

2. El estudio será redactado por profesiona-
les o equipos de profesionales con acreditada 
capacidad y solvencia técnica ambiental y contendrá 
como mínimo las siguientes determinaciones o datos:  
 

a) La descripción general del proyecto y sus 
previsibles exigencias en relación con la utilización del 
suelo y de otros recursos naturales. 
 

b) La estimación de los tipos y cantidades de 
residuos vertidos y emisiones de materia o energía 
resultantes. 
 

c) La exposición de las principales 
alternativas estudiadas y una justificación de las 
principales razones de la solución adoptada, teniendo 
en cuenta los efectos ambientales. 
 

d) La evaluación de los efectos previsibles 
directos e indirectos del proyecto sobre la población, 
la flora, la fauna, el suelo, el aire, el agua, los 
factores climáticos, el paisaje y los bienes materiales, 
incluido el patrimonio histórico-artístico y el 
arqueológico, así como el detalle de la interacción 
entre todos estos factores. 
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e) La relación pormenorizada y el análisis de 
las medidas previstas para reducir, eliminar o 
compensar los efectos ambientales y sobre la salud 
significativos. 
 

f) El programa de vigilancia ambiental a 
desarrollar durante la ejecución del proyecto y con 
posterioridad. 
 

g) Un resumen del estudio y conclusiones en 
términos fácilmente comprensibles. 
 

h) Informe detallado de las dificultades 
informativas o técnicas encontradas en la elaboración 
del mismo, caso de que hubieran existido. 
 

i) Cualesquiera otras exigidas por la 
legislación comunitaria, la legislación estatal básica o 
la legislación autonómica sectorial. 
 

3. El promotor de la actividad evaluada y los 
redactores del estudio de impacto ambiental 
responderán ante la Administración del contenido y 
de la fiabilidad del mismo en los términos previstos 
en la disposición adicional primera de esta Ley. 
 
Artículo 32. Información pública. 
 

1. El estudio de impacto ambiental será 
sometido, dentro del procedimiento aplicable para la 
autorización o realización del proyecto, actividad o 
instalación que corresponda y conjuntamente con 
éste, al trámite de información pública y demás 
informes que en aquél se establezcan. 
 

2. Si en el procedimiento sustantivo no 
estuviera prevista la información pública, el órgano 
ambiental competente procederá directamente a 
someter el estudio de impacto ambiental al trámite de 
información pública durante un período mínimo de un 
mes y no superior a dos meses. Quedarán excluidos 
del trámite de información pública los datos y la 
documentación cuya confidencialidad deba 
preservarse de conformidad con la legislación 
vigente. 
 
Artículo 33. Declaración de impacto ambiental. 
 

1. La evaluación concluirá con la adopción 
por el órgano ambiental competente de una 
declaración de impacto ambiental sobre la convenien-
cia o no de realizar el proyecto, la actividad o la 
instalación evaluados y, en su caso, sobre las 
condiciones a que debe someterse su ejecución o 
desarrollo para evitar, reducir y compensar los 
efectos ambientalmente indeseables. 
 

2. La declaración de impacto ambiental se 
remitirá al órgano competente para aprobar o 
autorizar el proyecto, la instalación o la actividad 
evaluados. Si este último no estuviera conforme con 
el contenido de la declaración de impacto podrá 
plantear su discrepancia al órgano ambiental. 
 

Si el órgano ambiental la estimare, procederá 
a modificar la declaración de impacto ambiental. 

 Si mantuviere su criterio, elevará el 
expediente al Consejo de Gobierno para la resolución 
de la discrepancia. 
 

3. La declaración de impacto ambiental se 
publicará en el Boletín Oficial de Cantabria y se 
incorporará a la autorización, aprobación, licencia o 
concesión del proyecto, instalación o actividad. 
 

4. La declaración de impacto ambiental 
señalará el plazo para el inicio de la ejecución de los 
proyectos, instalaciones o actividades. Transcurrido 
el mismo sin haberse iniciado la ejecución por causas 
imputables a su promotor, la declaración perderá toda 
su eficacia. No obstante, si existieran causas 
debidamente justificadas, el órgano autorizante podrá 
prorrogar el referido plazo antes de su expiración.  
 

5. Las condiciones generales o específicas 
establecidas en la declaración de impacto ambiental 
deberán adaptarse a las innovaciones aportadas por 
el progreso científico o técnico que incidan sobre la 
actividad evaluada, siempre que sean técnica y 
económicamente viables. 
 

6. La declaración de impacto ambiental se 
adoptará y notificará dentro de los seis meses 
siguientes a la fecha de presentación del estudio de 
impacto ambiental. Transcurrido dicho plazo sin que 
se hubiera producido la emisión de la declaración, 
tanto el promotor del proyecto, instalación o 
actividad de que se trate, como el órgano competen-
te para su aprobación o autorización podrán requerir 
al órgano ambiental a fin de que proceda a su 
emisión, otorgándole un nuevo plazo de dos meses 
para emitirlo.  
 

En ningún caso se entenderán adquiridas por 
silencio administrativo licencias o autorizaciones que 
contravengan lo dispuesto en la legislación ambiental 
y en los oportunos mecanismos de control ambiental 
cuando adolezcan de vicios esenciales determinantes 
de su nulidad o constituyan infracción ambiental 
grave. 
 

TÍTULO IV 
 

COMPROBACIÓN AMBIENTAL 
 
Artículo 34. Objeto. 
 

1. Las licencias para la realización de 
actividades o el establecimiento y funcionamiento de 
instalaciones, así como para su modificación 
sustancial, que puedan ser causa de molestias, 
riesgos o daños para las personas, sus bienes o el 
medio ambiente y no precisen de autorización 
ambiental integrada ni declaración de impacto 
ambiental, se otorgarán previa comprobación y 
evaluación de su incidencia ambiental. En todo caso, 
estarán sujetos a la comprobación ambiental, las 
actividades e instalaciones enumeradas en el Anexo 
C de la presente Ley. 
 

2. Se considerarán de carácter sustancial las 
modificaciones de una actividad o instalación cuando 
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concurra alguna de las siguientes circunstancias: 
 

a) Un incremento del volumen de la actividad 
o instalación superior al 25 %. 
 

b) Un incremento de la producción que 
supere el 50 %. 
 

c) Una incidencia significativa en la calidad y 
capacidad regenerativa de los recursos naturales de 
las áreas geográficas que puedan verse afectados. 
 

3. Asimismo, se considerarán de carácter 
sustancial las modificaciones de una actividad o 
instalación cuando, por las características de la 
actividad o instalación y su previsible incidencia sobre 
la seguridad, la salud de las personas y el medio 
ambiente, concurran circunstancias excepcionales 
que lo justifiquen y así se constate mediante 
resolución motivada del Alcalde. 
 

4. Las condiciones de prevención y 
protección ambiental a las que deban sujetarse las 
instalaciones o actividades a que este artículo se 
refiere se determinarán mediante un trámite de 
comprobación ambiental. Este trámite formará parte 
del procedimiento para el otorgamiento de las 
licencias de actividad y apertura entre cuyas 
determinaciones se incluirán las condiciones de 
prevención y protección ambiental exigibles. 
 
Artículo 35. Finalidad. 
 

1. La finalidad de la comprobación ambiental 
es prevenir o reducir en origen la producción de 
residuos y la emisión de sustancias contaminantes al 
aire, al agua o al suelo, así como la generación de 
molestias o de riesgos que produzcan las correspon-
dientes actividades e instalaciones y que sean 
susceptibles de afectar a las personas, bienes o al 
medio ambiente. 
 

2. La comprobación ambiental aglutinará e 
integrará en un condicionado único las prescripciones 
resultantes de las consultas e informes que evacuen 
los organismos que deban ser oídos de acuerdo con 
la legislación sectorial. 
 

3. Particularmente, la comprobación 
establecerá las condiciones necesarias para la 
protección de las personas y sus bienes, así como del 
medio ambiente, y las medidas preventivas de control 
que sean procedentes. 
 

Entre las condiciones exigibles podrá 
incluirse la constitución de fianzas y seguros 
adecuados para cubrir los posibles daños que pueda 
producir la actividad o instalación. 
 

4. Reglamentariamente se determinarán los 
trámites y actuaciones propias de la comprobación 
ambiental que en todo caso incorporará: 
 

a) Proyecto básico de la actividad a 
desarrollar y de sus instalaciones firmado por técnico 
competente y visado por Colegio Oficial. 

 b) Un trámite de información pública. 
 

c) Un trámite de consulta para evacuar 
informes voluntarios o preceptivos. 
 

d) Un trámite de audiencia al interesado. 
 

e) La comprobación ambiental. 
 
Artículo 36. Ejecución del proyecto, instalación o 
actividad. 
 

No podrán otorgarse las autorizaciones y 
licencias que fueren necesarias para la ejecución de 
los proyectos o la instalación o el funcionamiento de 
las actividades que requieran una comprobación 
ambiental en tanto no se haya completado ésta. 
 
Artículo 37. Acta de conformidad ambiental. 
 

1. Ninguna actividad o instalación objeto de 
licencia podrá comenzar a funcionar en tanto no se 
hayan comprobado por los servicios ambientales la 
efectividad de las medidas correctoras exigidas con 
arreglo a lo establecido en el Capítulo I del Título V 
de esta Ley y en la forma que reglamentariamente se 
determine. 
 

2. Las empresas suministradoras de energía 
eléctrica, agua, gas, telefonía y otros servicios 
similares exigirán el acta de conformidad ambiental 
de la instalación o actividad para la contratación 
definitiva de los referidos servicios. 
 
Artículo 38. Nulidad. 
 

Serán nulas de pleno derecho las autoriza-
ciones de apertura o funcionamiento que se otorguen 
sin la debida comprobación ambiental. 
 
Artículo 39. Ordenanzas municipales. 
 

1. Las ordenanzas municipales, sin perjuicio 
de lo que establezcan las normas urbanísticas sobre 
emplazamiento de actividades e instalaciones y la 
legislación general que resulte aplicable, regularán las 
condiciones generales que éstas han de respetar para 
garantizar la tranquilidad, seguridad y bienestar de las 
personas, así como para proteger sus bienes y el 
medio ambiente. 
 

2. Antes de su aprobación final por el 
Ayuntamiento, el proyecto de ordenanza será 
sometido a informe previo del órgano ambiental 
competente, a los solos efectos de garantizar su 
legalidad en los aspectos ambientales. 
 

3. El Gobierno de Cantabria elaborará y 
aprobará una ordenanza general de protección 
ambiental que será de aplicación en todos los 
municipios que carezcan de una ordenanza 
específica. 
 

4. Las ordenanzas municipales en ningún 
caso podrán establecer medidas de protección 
ambiental inferiores a las previstas, en su caso, por la 
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ordenanza general a que se refiere el apartado 
anterior. 
 
Artículo 40. Comisión para la Comprobación 
ambiental. 
 

1. La comprobación ambiental será emitida 
por la Comisión para la comprobación ambiental, 
cuya composición y adscripción se determinará 
reglamentariamente. 
 

2. La presidencia de dicha Comisión, la 
ostentará el órgano de la Consejería con competencia 
en materia de medio ambiente que reglamentariamen-
te se determine. 
 

3. La Comisión recibirá una vez finalizado el 
período de información pública, el expediente en 
tramitación, al que se unirán las alegaciones que se 
hubieran presentado así como un Informe realizado 
por el Ayuntamiento sobre la actividad objeto de 
comprobación ambiental. 
 

4 La Comisión emitirá el informe de 
comprobación ambiental que se remitirá al Ayunta-
miento con carácter previo al otorgamiento de la 
licencia solicitada. Este informe será vinculante para 
el Ayuntamiento en caso de que implique la 
denegación de la licencia municipal o la imposición de 
medidas correctoras. 
 

5 La Comisión emitirá su informe en el plazo 
de un mes. Transcurrido dicho plazo sin que se 
hubiese emitido, se podrán proseguir las actuaciones. 
No obstante, el informe emitido fuera de plazo y 
antes de la resolución municipal, deberá ser tenido en 
cuenta por el órgano competente para conceder la 
licencia. 
 

TÍTULO V 
 

CONTROL Y DISCIPLINA AMBIENTAL 
 

CAPÍTULO I 
 

RÉGIMEN DE CONTROL 
 
Artículo 41. Prevención y control integrados. 
 

1. La autorización ambiental integrada y 
cualesquiera otras autorizaciones o licencias que 
incorporen una evaluación o comprobación ambiental 
deben fijar el conjunto de controles a que se sujeta la 
actividad de que se trate a fin de garantizar su 
permanente y constante adecuación a las prescrip-
ciones legales y a las determinaciones establecidas 
en los referidos instrumentos administrativos. 
 

2. A los efectos del apartado anterior, la 
Administración competente podrá imponer las 
correcciones necesarias en el desenvolvimiento de la 
actividad de que se trate. Estas correcciones podrán 
ir acompañadas de la orden de suspensión temporal 
de la actividad y de la imposición de multas 
coercitivas de hasta 6.000 euros.  

 3. Las autorizaciones ambientales integradas 
y las licencias que incorporen la oportuna comproba-
ción ambiental podrán ser dejadas sin efecto, con las 
consecuencias indemnizatorias a que eventualmente 
pudiera haber lugar, cuando circunstancias 
sobrevenidas, de carácter normativo o fáctico, 
impidan o hagan inconveniente la continuación de la 
actividad de que se trate.  
 
Artículo 42. Actuaciones de control inicial. 
 

1. La puesta en marcha de las instalaciones 
y el inicio de la actividad se sujetarán a las 
verificaciones siguientes: 
 

a) Adecuación a la autorización o licencia 
otorgadas, mediante certificación expedida por el 
técnico director de la ejecución del proyecto. 
 

b) Comprobación por los servicios 
administrativos de la efectividad de las medidas 
correctoras exigidas, acreditada mediante acta 
levantada al efecto. 
 

2. La presentación de las certificaciones a 
que se refiere el número 1 conlleva la inscripción de 
oficio en los oportunos registros ambientales y 
habilita para el ejercicio de la actividad. 
 
Artículo 43. Actuaciones de control periódico. 
 

Las actividades sujetas a autorización 
ambiental integrada y a la licencia a cuyo contenido 
se haya incorporado la oportuna comprobación 
ambiental serán objeto de controles periódicos, en los 
términos dispuestos reglamentariamente. Los 
controles y su pertinente acreditación se llevarán a 
cabo por entidades colaboradoras de la Administra-
ción, o técnicos competentes en la forma que 
reglamentariamente se determine. 
 

CAPÍTULO II 
 

RÉGIMEN DE INSPECCIÓN 
 
Artículo 44. Acción inspectora. 
 

1. La Administración de la Comunidad 
Autónoma y los Ayuntamientos, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, podrán realizar las 
actuaciones inspectoras que tengan por convenientes 
a fin de garantizar el cumplimiento de las prescripcio-
nes legales y de las determinaciones incluidas en los 
instrumentos de control a que se refiere esta Ley. 
 

2. Los titulares de las actividades afectadas 
colaborarán con las Administraciones competentes, 
prestándoles la asistencia que requieran, en 
particular, por lo que se refiere a la toma de muestras 
y recogida de la información pertinente. 
 

3. Las actas levantadas por el personal que 
tenga la condición de autoridad tendrán valor 
probatorio, sin perjuicio de las pruebas que en 
defensa de sus derechos e intereses puedan 
presentar los titulares de las actividades sujetas a 
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inspección. 
 

4. La Comunidad Autónoma establecerá los 
mecanismos de coordinación de las actividades 
inspectoras que se desarrollen de conformidad con 
esta Ley. 
 
Artículo 45. Publicidad. 
 

1. Las actas de inspección serán públicas en 
los términos de la legislación sobre información en 
materia de medio ambiente. 
 

2. La Administración de la Comunidad 
Autónoma difundirá periódicamente los resultados de 
las inspecciones llevadas a cabo por las Administra-
ciones competentes.  
 

CAPÍTULO III 
 

RÉGIMEN SANCIONADOR 
 
Artículo 46. Infracciones y sanciones. 
 

1. Constituyen infracciones administrativas 
las acciones y omisiones que contravengan los 
deberes y prohibiciones impuestos en esta Ley, de 
conformidad con la tipificación establecida en el 
artículo 47. 
 

2. Las infracciones se clasifican en muy 
graves, graves y leves. 
 

3. Las sanciones por la comisión de las 
infracciones administrativas son las previstas en el 
artículo 48. 
 
Artículo 47. Tipificación de las infracciones. 
 

1. Son infracciones muy graves: 
 

a) El ejercicio de la actividad o el inicio de la 
ejecución de un proyecto, sin disponer de la 
pertinente autorización ambiental integrada, 
declaración de impacto ambiental o en contravención 
sustancial de los términos de las mismas, siempre 
que se haya producido un daño o deterioro grave para 
el medio ambiente o se hay puesto en peligro grave la 
seguridad o salud de las personas. 
 

b) La omisión de las revisiones y de los 
controles periódicos y el incumplimiento del 
condicionado establecido en las autorizaciones 
ambientales integradas y declaraciones de impacto 
ambiental, siempre que se haya producido un daño o 
deterioro grave para el medio ambiente o se hay 
puesto en peligro grave la seguridad o salud de las 
personas. 
 

c) La ocultación o alteración de los datos e 
informaciones que sean relevantes para el otorga-
miento de la autorización ambiental integrada o para 
la realización de la declaración de impacto ambiental, 
así como de los concernientes a las oportunas 
revisiones y controles periódicos. 

 d) El falseamiento de las certificaciones 
técnicas expedidas de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 42. 
 

e) El impedimento, retraso u obstaculización 
de la actividad inspectora de la Administración 
cuando ocasione la destrucción de los medios de 
prueba necesarios para efectuarla. 
 

f) La reincidencia en la comisión de dos o 
más faltas graves en el periodo de un año.  
 

g) No informar inmediatamente al órgano 
competente de la Comunidad Autónoma de cualquier 
incidente o accidente que afecte de forma significati-
va al medio ambiente. 
 

2. Son infracciones graves: 
 

a) El ejercicio de la actividad sin disponer de 
la licencia que incorpore la pertinente comprobación 
ambiental o en contravención sustancial de los 
términos de la misma. 
 

b) Incumplir las condiciones establecidas en 
la autorización ambiental integrada, en la declaración 
de impacto ambiental o en la comprobación 
ambiental, sin que se haya producido un daño o 
deterioro grave para el medio ambiente o sin que se 
hay puesto en peligro grave la seguridad o salud de 
las personas. 
 

c) La omisión de las revisiones y de los 
controles periódicos atinentes a las licencias que 
incorporen la oportuna comprobación ambiental. 
 

d) La ocultación o alteración de datos e 
informaciones que sean relevantes para el otorga-
miento de la licencia sujeta a comprobación 
ambiental, así como de los concernientes a las 
oportunas revisiones y controles periódicos. 
 

e) La transmisión de la autorización 
ambiental integrada o de la autorización o licencia 
que incorpore la oportuna declaración de impacto 
ambiental o comprobación ambiental sin previa 
comunicación a la Administración o con ocultación o 
alteración de los términos sustanciales en que aquélla 
pretenda efectuarse. 
 

f) El impedimento, retraso u obstaculización 
de la actividad inspectora de la Administración 
cuando no constituya infracción muy grave. 
 

g) La omisión o práctica incorrecta de las 
comunicaciones exigidas por la autorización 
ambiental integrada o la autorización o licencia que 
incorpore la pertinente declaración de impacto 
ambiental o comprobación ambiental. 
 

h) La contratación definitiva y la provisión 
del suministro de energía eléctrica, aguas, gas, 
telefonía u otros servicios similares sin exigir el acta 
de conformidad ambiental de la instalación o 
actividad para la que se hayan contratado estos 
servicios con carácter definitivo. 
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i) La reincidencia en la comisión de dos o 
más faltas leves en el periodo de un año.  
 

3. Son infracciones leves las contravencio-
nes de los deberes y prohibiciones impuestos en esta 
Ley que no sean constitutivas de infracción grave o 
muy grave. 
 
Artículo 48. Sanciones. 
 

1. Las sanciones por la comisión de las 
infracciones tipificadas en esta Ley son: 
 

a) Multas. 
 

b) Suspensión temporal o definitiva de la 
actividad. 
 

c) Inhabilitación temporal o definitiva para el 
ejercicio de las actividades comprendidas en esta 
Ley.  
 

2. La suspensión temporal y la inhabilitación 
temporal podrán prolongarse durante un período 
máximo de cinco años. 
 

3. Las infracciones muy graves podrán 
sancionarse con multa hasta 3.000.000 euros, así 
como con la suspensión, temporal o definitiva, de la 
actividad, y la inhabilitación, temporal o definitiva, 
para el ejercicio de las actividades comprendidas en 
esta Ley. 
 

4. Las infracciones graves se sancionarán 
con multa hasta 300.000 euros, así como con la 
suspensión temporal de la actividad y la inhabilitación 
temporal para el ejercicio de las actividades 
comprendidas en esta Ley. 
 

5. Las infracciones leves se sancionarán con 
multa de hasta 30.000 euros 
 
Artículo 49. Ordenanzas municipales. 
 

1. De conformidad con lo previsto en la 
legislación de Régimen Local las Ordenanzas 
municipales podrán, en el ámbito de las competencias 
municipales en materia de medio ambiente, tipificar 
infracciones y sanciones conforme a los criterios 
establecidos en este artículo.  
 

2. Las infracciones se tipificarán en atención 
al incumplimiento de los deberes establecidos en esta 
Ley y en sus normas de desarrollo en relación con las 
actividades sujetas a comprobación ambiental. 
 

3. Las sanciones consistirán en multas y no 
podrán alcanzar una cuantía superior a la prevista en 
esta Ley para las infracciones leves. 
 
Artículo 50. Medidas cautelares. 
 

Durante la tramitación de un procedimiento 
sancionador se podrán adoptar las medidas cautelares 
oportunas, incluida la suspensión del ejercicio de la 
actividad de que se trate, a fin de prevenir o aminorar 

los riesgos para la seguridad y la salud de las 
personas y la integridad del medio ambiente.  
 
Artículo 51. Potestad sancionadora y órganos 
competentes. 
 

1. El ejercicio de la potestad sancionadora se 
llevará a cabo de acuerdo con los principios y 
criterios sustantivos y procedimentales contenidos en 
la legislación estatal del procedimiento administrativo 
común y su normativa de desarrollo. En particular, la 
fijación de las oportunas sanciones se atendrá a 
criterios de proporcionalidad, tal y como ésta aparece 
contemplada en la normativa estatal. 
 

2. La competencia para imponer sanciones 
por las infracciones muy graves previstas en esta Ley 
corresponde, en exclusiva, al Consejo de Gobierno de 
la Comunidad Autónoma de Cantabria. Corresponde 
al Consejero competente en materia de medio 
ambiente imponer sanciones por la comisión de 
infracciones graves. 
 

3. La competencia para imponer sanciones 
por infracciones leves corresponde indistintamente a 
los Ayuntamientos y al Director General responsable 
en materia de medio ambiente de la Administración 
autonómica. Para su debida coordinación, cuando 
cualquiera de ellos incoe un procedimiento 
sancionador, lo comunicará de inmediato al otro a los 
efectos de que este último no adopte medida alguna 
que interfiera, perturbe o menoscabe la integridad del 
procedimiento iniciado, cuya tramitación se 
desarrollará de conformidad con lo prescrito en el 
apartado 1. 
 

4. La Administración de la Comunidad 
Autónoma podrá delegar en los municipios el ejercicio 
de la competencia sancionadora que a ella le 
corresponda, excepto las sanciones que correspondan 
a infracciones muy graves. 
 

DISPOSICIONES ADICIONALES 
 

PRIMERA. Capacidad y solvencia técnicas 
del redactor del Estudio de Impacto Ambiental y del 
Estudio de Sostenibilidad. 
 

1. Los estudios de impacto ambiental y el 
estudio de sostenibilidad serán redactados por 
profesionales o equipos de profesionales cuya 
capacidad y solvencia técnica ambiental quede 
acreditada por la titulación y experiencia de sus 
miembros. 
 

2. Para verificar el cumplimiento de lo 
dispuesto en el párrafo anterior, se creará un registro 
de profesionales o equipos de profesionales 
dedicados a la redacción de estudios de impacto 
ambiental y estudios de sostenibilidad, que tendrá 
carácter público. Reglamentariamente se establecerán 
los mínimos necesarios para su homologación. 
 

3. Una vez constituido el registro a que se 
refiere el apartado anterior, la inscripción en dicho 
registro será requisito necesario para la validez de las 
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evaluaciones de impacto ambiental. 
 

4. Los profesionales o equipos de profesiona-
les redactores de los estudios de impacto ambiental y 
estudios de sostenibilidad, serán responsables del 
contenido y fiabilidad de los datos del mismo, 
excepto de los parámetros relativos al proyecto, de la 
información recibida del promotor de la actuación y 
de la recibida de la Administración de manera 
fehaciente. El promotor de la actividad evaluada es 
responsable subsidiario del redactor del estudio de 
impacto ambiental o estudio de sostenibilidad y del 
autor del proyecto sobre la información incluida en 
los estudios de impacto ambiental o estudio de 
sostenibilidad. 
 

SEGUNDA. Personal de vigilancia e 
inspección. 
 

1. La vigilancia e inspección ambiental de las 
actividades e instalaciones contempladas en esta Ley 
se llevará a cabo por los funcionarios a tal efecto 
designados y acreditados por el órgano del que 
dependan los servicios de vigilancia e inspección. 
 

2. Este personal, para el ejercicio de sus 
funciones, gozará de la consideración de agentes de 
la autoridad y, con el levantamiento de las actas y 
formulación de las denuncias pertinentes, podrá 
adoptar las medidas necesarias para garantizar el 
cese inmediato de la actividad infractora. Asimismo, 
podrá acceder sin previo aviso, pero debidamente 
identificado, a los lugares e instalaciones donde se 
desarrollen las actividades mencionadas en esta Ley. 
 

3. Asimismo, para el ejercicio de sus 
funciones, el citado personal podrá ser auxiliado y 
acompañado por asesores u otro personal técnico 
debidamente identificado que en ningún caso tendrán 
la condición de los agentes de la autoridad, ni 
gozarán de las facultades propias de ellos, y que 
guardarán secreto respecto de los datos e informa-
ciones que conocieran en el ejercicio de estas 
funciones. 
 

TERCERA. Reglamento de Actividades 
Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas. 
 

Sin perjuicio de lo dispuesto en las 
Disposiciones Transitorias de esta Ley, en el ámbito 
territorial de al Comunidad de Cantabria dejará de ser 
de aplicación directa el Decreto 2414/1961, de 30 de 
noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de 
Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y 
Peligrosas. 
 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
 

PRIMERA. Actividades e instalaciones 
existentes. 
 

1. A las instalaciones o actividades que 
estén en funcionamiento a la fecha de entrada en 
vigor de la presente Ley y que carezcan de la 
autorización ambiental integrada exigible con arreglo 
a la misma les será de aplicación lo previsto en la 

Disposición Transitoria Primera de la Ley 16/2002, de 
1 de julio, de Prevención y Control Integrado de la 
Contaminación. 
 

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el 
apartado anterior, las instalaciones o actividades que 
en la fecha de entrada en vigor de la presente Ley 
estuvieran en funcionamiento sin haberse efectuado 
la evaluación de impacto ambiental exigible con 
arreglo a la misma, deberán presentar un estudio de 
impacto ambiental dentro de los seis meses 
siguientes a la fecha mencionada. 
 

A las instalaciones o actividades citadas en 
el párrafo anterior, que hubieren presentado su 
estudio de impacto ambiental en el plazo establecido 
anteriormente, se las emitirá la correspondiente 
declaración de impacto ambiental en el plazo previsto 
para la tramitación de la misma establecido en el 
articulado de la presente ley. Si no se hubiera emitido 
en plazo la declaración, las instalaciones o activida-
des podrán seguir en funcionamiento hasta que dicho 
acto se emita y notifique al interesado. 
 

3. En el plazo de los cuatro años siguientes a 
la entrada en vigor de la presente Ley, los servicios 
ambientales comprobarán que todas las instalaciones 
o actividades que carezcan del acta de conformidad 
ambiental y para las que las Administraciones Locales 
hayan expedido licencia de apertura o funcionamiento 
disponen de las condiciones necesarias para 
garantizar la protección de las personas, sus bienes y 
el ambiente y satisfacen los valores límites de 
emisión y las medidas preventivas, de control o de 
garantía que sean procedentes conforme a lo previsto 
en el artículo 32 de esta Ley. Una vez comprobada la 
efectividad de estas medidas, se expedirá la 
correspondiente acta de conformidad ambiental. 
 

Transcurridos cuatro años desde la entrada 
en vigor de la presente ley no podrán seguir en 
funcionamiento las instalaciones o actividades 
anteriormente citadas que no hayan obtenido el acta 
de conformidad ambiental. 
 

SEGUNDA. Procedimientos en tramitación. 
 

Los procedimientos para la evaluación de 
impacto ambiental o para la obtención de la 
autorización ambiental integrada o de las licencias 
para la realización de actividades o el establecimiento 
y funcionamiento de actividades contempladas en 
esta Ley que se hubieren iniciado con anterioridad a 
su entrada en vigor se tramitarán y resolverán 
conforme lo previsto en la normativa vigente a la 
fecha de su iniciación. 
 

TERCERA. Planeamiento territorial y 
urbanístico en tramitación. 
 

Los instrumentos de planeamiento territorial 
y urbanístico que se hallen en tramitación a la 
entrada en vigor de la presente Ley y ya se hubieren 
aprobado inicialmente deberán contar con la 
correspondiente evaluación de impacto ambiental. Si 
no se hubiera presentado el informe de impacto 
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ambiental que se encontraba regulado en la 
legislación anterior, se elaborará un estudio de 
sostenibilidad que se someterá a la consideración de 
la autoridad ambiental para que exprese su parecer 
antes de la aprobación provisional del plan por el 
órgano competente. 
 

CUARTA. Irretroactividad. 
 

Las infracciones y sanciones se regirán en 
cuanto a su procedimiento y a los plazos de 
prescripción por la legislación aplicable en el 
momento en que se cometió la infracción, sin 
perjuicio de la retroactividad de la disposición más 
favorable para la persona infractora. 
 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA 
 

Sin perjuicio de lo dispuesto en las 
Disposiciones Transitorias de esta Ley, quedan 
derogadas en el ámbito de la Comunidad Autónoma 
de Cantabria cuantas disposiciones de igual o inferior 
rango se opongan a lo dispuesto en aquélla y, en 
particular, las siguientes: 
 

- Decreto 50/1991, de 29 abril, de 
Evaluación del impacto ambiental para Cantabria. 
 

- El artículo 2 y las Disposiciones Transitorias 
Primera y Segunda de la Ley 5/2002, de 24 de julio, 
de medidas cautelares urbanísticas en el ámbito del 
litoral, de sometimiento de los instrumentos de 
planificación territorial y urbanística a evaluación 
ambiental y de régimen urbanístico de los cemente-
rios. 
 

- A excepción del artículo primero del mismo, 
el Decreto 127/2005, de 14 de octubre, por el que 
se designa el órgano competente para otorgar la 
autorización ambiental integrada y se crea la 
Comisión de Prevención y Control Integrados de la 
Contaminación. 
 

DISPOSICIONES FINALES 
 

PRIMERA. Habilitación reglamentaria. 
 

1. Por Decreto del Consejo del Gobierno de 
Cantabria podrán modificarse los Anexos A, B y C de 
la presente Ley, en cuanto no lo impida la legislación 
estatal o comunitaria, para adecuarlos al progreso y 
estado de la técnica y para mantener o mejorar los 
criterios de protección ambiental resultantes de ellos. 
 

2. Dentro de los tres meses siguientes a la 
publicación de esta Ley, el Consejo del Gobierno de 
Cantabria dictará el reglamento para su desarrollo y 
aplicación. 
 

SEGUNDA. Entrada en vigor. 
 

La presente Ley entrará en vigor al día 
siguiente de su publicación en el Boletín Oficial de 
Cantabria. 

ANEXO A 
 

Proyectos contemplados en el artículo 8.1 
 

Nota: los valores umbral mencionados en 
cada una de las actividades relacionadas en la 
siguiente tabla se refieren, con carácter general, a 
capacidades de producción o a rendimientos. Si un 
mismo titular realiza varias actividades de la misma 
categoría en la misma instalación o en el mismo 
emplazamiento, se sumarán las capacidades de 
dichas actividades. 
 

1. Instalaciones de combustión. 
 

1.1. Instalaciones de combustión con una 
potencia térmica de combustión superior a 50 MW: 
 

a) Instalaciones de producción de energía 
eléctrica en régimen ordinario o en régimen especial, 
en las que se produzca la combustión de combusti-
bles fósiles, residuos o biomasa. 
 

b) Instalaciones de cogeneración, calderas, 
hornos, generadores de vapor o cualquier otro 
equipamiento o instalación de combustión existente 
en una industria, sea ésta o no su actividad principal. 
 

1.2. Refinerías de petróleo y gas: 
 

a) Instalaciones para el refino de petróleo o 
de crudo de petróleo. 
 

b) Instalaciones para la producción de gas 
combustible distinto del gas natural y gases licuados 
del petróleo. 
 

1.3. Coquerías. 
 

Instalaciones de gasificación y licuefacción 
de carbón. 
 

2. Producción y transformación de metales. 
 

2.1. Instalaciones de calcinación o 
sinterización de minerales metálicos incluido el 
mineral sulfuroso. 
 

2.2. Instalaciones para la producción de 
fundición o de aceros brutos (fusión primaria o 
secundaria), incluidas las correspondientes 
instalaciones de fundición continua de una capacidad 
de más de 2,5 toneladas por hora. 
 

2.3. Instalaciones para la transformación de 
metales ferrosos: 
 

a) Laminado en caliente con una capacidad 
superior a 20 toneladas de acero bruto por hora. 
 

b) Forjado con martillos cuya energía de 
impacto sea superior a 50 kilojulios por martillo y 
cuando la potencia térmica utilizada sea superior a 20 
MW. 
 

c) Aplicación de capas de protección de 
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metal fundido con una capacidad de tratamiento de 
más de 2 toneladas de acero bruto por hora. 
 

2.4. Fundiciones de metales ferrosos con 
una capacidad de producción de más de 20 toneladas 
por día. 
 

2.5. Instalaciones: 
 

a) Para la producción de metales en bruto no 
ferrosos a partir de minerales, de concentrados o de 
materias primas secundarias mediante procedimientos 
metalúrgicos, químicos o electrolíticos. 
 

b) Para la fusión de metales no ferrosos, 
inclusive la aleación, así como los productos de 
recuperación (refinado, moldeado en fundición) con 
una capacidad de fusión de más de 4 toneladas para 
el plomo y el cadmio o 20 toneladas para todos los 
demás metales, por día. 
 

2.6 Instalaciones para el tratamiento de 
superficie de metales y materiales plásticos por 
procedimiento electrolítico o químico, cuando el 
volumen de las cubetas o de las líneas completas 
destinadas al tratamiento empleadas sea superior a 
30 m3. 
 

3. Industrias minerales. 
 

3.1. Instalaciones de fabricación de cemento 
y/o clínker en hornos rotatorios con una capacidad de 
producción superior a 500 toneladas diarias, o de cal 
en hornos rotatorios con una capacidad de 
producción superior a 50 toneladas por día, o en 
hornos de otro tipo con una capacidad de producción 
superior a 50 toneladas por día. 
 

3.2. Instalaciones para la obtención de 
amianto y para la fabricación de productos a base de 
amianto. 
 

3.3. Instalaciones para la fabricación de 
vidrio incluida la fibra de vidrio, con una capacidad de 
fusión superior a 20 toneladas por día. 
 

3.4. Instalaciones para la fundición de 
materiales minerales, incluida la fabricación de fibras 
minerales con una capacidad de fundición superior a 
20 toneladas por día. 
 

3.5. Instalaciones para la fabricación de 
productos cerámicos mediante horneado, en 
particular tejas, ladrillos, refractarios, azulejos o 
productos cerámicos ornamentales o de uso 
doméstico, con una capacidad de producción superior 
a 75 toneladas por día, y/o una capacidad de 
horneado de más de 4 m3 y de más de 300 kg/m3 
de densidad de carga por horno. 
 

4. Industrias químicas. 
 

La fabricación, a efectos de las categorías de 
actividades de esta Ley, designa la fabricación a 
escala industrial, mediante transformación química, 
de los productos o grupos de productos mencionados 

en los epígrafes 4.1 a 4.6. 
 

4.1. Instalaciones químicas para la 
fabricación de productos químicos orgánicos de base, 
en particular: 
 

a) Hidrocarburos simples (lineales o cíclicos, 
saturados o insaturados, alifáticos o aromáticos). 
 

b) Hidrocarburos oxigenados, tales como 
alcoholes, aldehídos, cetonas, ácidos orgánicos, 
ésteres, acetatos, éteres, peróxidos, resinas, 
epóxidos. 
 

c) Hidrocarburos sulfurados. 
 

d) Hidrocarburos nitrogenados, en particular, 
aminas, amidas, compuestos nitrosos, nítricos o 
nitratos, nitrilos, cianatos e isocianatos. 
 

e) Hidrocarburos fosforados. 
 

f) Hidrocarburos halogenados. 
 

g) Compuestos orgánicos metálicos. 
 

h) Materias plásticas de base (polímeros, 
fibras sintéticas, fibras a base de celulosa). 
 

i) Cauchos sintéticos. 
 

j) Colorantes y pigmentos. 
 

k) Tensioactivos y agentes de superficie. 
 

4.2. Instalaciones químicas para la 
fabricación de productos químicos inorgánicos de 
base, como: 
 

a) Gases y, en particular, el amoníaco, el 
cloro o el cloruro de hidrógeno, el flúor o floruro de 
hidrógeno, los óxidos de carbono, los compuestos de 
azufre, los óxidos del nitrógeno, el hidrógeno, el 
dióxido de azufre, el dicloruro de carbonilo. 
 

b) Ácidos y, en particular, el ácido crómico, 
el ácido fluorhídrico, el ácido fosfórico, el ácido 
nítrico, el ácido clorhídrico, el ácido sulfúrico, el ácido 
sulfúrico fumante, los ácidos sulfurados. 
 

c) Bases y, en particular, el hidróxido de 
amonio, el hidróxido potásico, el hidróxido sódico. 
 

d) Sales como el cloruro de amonio, el 
clorato potásico, el carbonato potásico (potasa), el 
carbonato sódico (sosa), los perboratos, el nitrato 
argéntico. 
 

e) No metales, óxidos metálicos u otros 
compuestos inorgánicos como el carburo de calcio, el 
silicio, el carburo de silicio. 
 

4.3. Instalaciones químicas para la 
fabricación de fertilizantes a base de fósforo, de 
nitrógeno o de potasio (fertilizantes simples o 
compuestos). 
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4.4. Instalaciones químicas para la 
fabricación de productos de base fitofarmacéuticos y 
debiocidas. 
 

4.5. Instalaciones químicas que utilicen un 
procedimiento químico o biológico para lafabricación 
de medicamentos de base. 
 

5. Gestión de residuos. 
 

Se excluyen de la siguiente enumeración las 
actividades e instalaciones en las que, en su caso, 
resulte de aplicación lo establecido en el artículo 14 
de la Ley 10/1998, de 21 de abril, de Residuos. 
 

5.1. Instalaciones para la valorización de 
residuos peligrosos, incluida la gestión de aceites 
usados, o para la eliminación de dichos residuos en 
lugares distintos de los vertederos, de una capacidad 
de más de 10 toneladas por día. 
 

5.2. Instalaciones para la incineración de los 
residuos municipales, de una capacidad de más de 3 
toneladas por hora. 
 

5.3. Instalaciones para la eliminación de los 
residuos no peligrosos, en lugares distintos de los 
vertederos, con una capacidad de más de 50 
toneladas por día. 
 

5.4. Vertederos de todo tipo de residuos que 
reciban más de 10 toneladas por día o que tengan 
una capacidad total de más de 25.000 toneladas con 
exclusión de los vertederos de residuos inertes. 
 

6. Industria del papel y cartón. 
 

6.1. Instalaciones industriales destinadas a la 
fabricación de: 
 

a) Pasta de papel a partir de madera o de 
otras materias fibrosas. 
 

b) Papel y cartón con una capacidad de 
producción de más de 20 toneladas diarias. 
 

6.2. Instalaciones de producción y 
tratamiento de celulosa con una capacidad de 
producción superior a 20 toneladas diarias. 
 

7. Industria textil. 
 

Instalaciones para el tratamiento previo 
(operaciones de lavado, blanqueo, mercerización) o 
para el tinte de fibras o productos textiles cuando la 
capacidad de tratamiento supere las 10 toneladas 
diarias. 
 

8. Industria del cuero. 
 

8.1. Instalaciones para el curtido de cueros 
cuando la capacidad de tratamiento supere las 12 
toneladas de productos acabados por día. 
 

9. Industrias agroalimentarias y explotacio-
nes ganaderas. 

 9.1. Instalaciones para: 
 

a) Mataderos con una capacidad de 
producción de canales superior a 50 toneladas/día. 
 

b) Tratamiento y transformación destinados 
a la fabricación de productos alimenticios a partir de: 
 

1. Materia prima animal (que no sea la leche) 
de una capacidad de producción de productos 
acabados superior a 75 toneladas/día. 
 

2. Materia prima vegetal de una capacidad 
de producción de productos acabados superior a 300 
toneladas/día (valor medio trimestral). 
 

c) Tratamiento y transformación de la leche, 
con una cantidad de leche recibida superior a 200 
toneladas por día (valor medio anual). 
 

9.2. Instalaciones para la eliminación o el 
aprovechamiento de canales o desechos de animales 
con una capacidad de tratamiento superior a 10 
toneladas/día. 
 

9.3. Instalaciones destinadas a la cría 
intensiva de aves de corral o de cerdos que 
dispongan de más de: 
 

a) 40.000 emplazamientos si se trata de 
gallinas ponedoras o del número equivalente para 
otras orientaciones productivas de aves. 
 

b) 2.000 emplazamientos para cerdos de cría 
(de más de 30 Kg). 
 

c) 750 emplazamientos para cerdas. 
 

10. Consumo de disolventes orgánicos. 
 

Instalaciones para el tratamiento de 
superficies de materiales, de objetos o productos con 
utilización de disolventes orgánicos, en particular para 
aprestarlos, estamparlos, revestirlos y desengrasarlos, 
impermeabilizarlos, pegarlos, enlacarlos, limpiarlos o 
impregnarlos, con una capacidad de consumo de más 
de 150 Kg de disolvente por hora o más de 200 
toneladas/año. 
 

11. Industria del carbono. 
 

Instalaciones para la fabricación de carbono 
sinterizado o electrografito por combustión o 
grafitación. 
 

ANEXO B 
 

B 1

Planes y Programas contemplados en el artículo 25 
 

Grupo 1. Instrumentos de planeamiento y 
ordenación del territorio. 
 

a) Plan Regional de Ordenación Territorial. 
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b) Normas Urbanísticas Regionales. 
 

c) Proyectos Singulares de Interés Regional. 
 

d) Planes y Programas Sectoriales de 
Incidencia Supramunicipal. 
 

e) Plan de Ordenación del Litoral 
 

Grupo 2. Instrumentos de planeamiento y 
ordenación urbanística. 
 

a) Planes Generales de Ordenación Urbana. 
 

b) Planes Parciales. 
 

c) Planes Especiales, salvo aquellos que 
desarrollen un Plan General de Ordenación Urbana y 
no conlleven efectos significativos sobre el medio 
ambiente. 
 

Grupo 3. Otros Planes y Programas. 
 

Cualesquiera otros Planes y Programas de 
carácter sectorial y repercusión sobre la ordenación 
del territorio o el urbanismo que establezcan el marco 
para la autorización en el futuro de proyectos 
susceptibles de ser sometidos a evaluación ambiental 
que se elaboren respecto a: 
 

1. Agricultura y regadíos. 
 

2. Ganadería y pesca fluvial. 
 

3. Silvicultura. 
 

4. Energía. 
 

5. Industria. 
 

6. Infraestructuras y sistemas de comunica-
ción y transporte. 
 

7. Gestión de residuos. 
 

8. Gestión de recursos hídricos, incluyendo 
el abastecimiento, saneamiento y depuración de 
aguas residuales, la recarga de acuíferos y la 
desalación de aguas marinas.  
 

9. Telecomunicaciones. 
 

10. Turismo. 
 

11. Ordenación rural, utilización del suelo y 
de los recursos naturales. 
 

Grupo 4. Planes y Programas que, no 
estando en los apartados anteriores puedan afectar 
significativamente a los valores de la Red Natura 
2000 o de los Espacios Naturales Protegidos. 

B 2

Proyectos contemplados en el artículo 30 
 

Grupo 1. Agricultura, silvicultura, acuicul-
tura y ganadería. 
 

a) Las primeras repoblaciones forestales de 
más de 50 hectáreas cuando entrañen riesgos de 
graves transformaciones ecológicas negativas.  
 

b) Corta de arbolado con propósito de 
cambiar a otro tipo de uso del suelo, cuando no esté 
sometida a planes de ordenación y afecte a una 
superficie mayor de 10 hectáreas. No se incluye en 
este apartado la corta de cultivos arbóreos 
explotados a turno inferior a cincuenta años. 
 

c) Proyectos para destinar terrenos incultos o 
áreas naturales o seminaturales a la explotación 
agrícola intensiva, que impliquen la ocupación de una 
superficie mayor de 50 hectáreas.  
 

d) Proyectos de gestión de recursos hídricos 
para la agricultura, con inclusión de proyectos de 
riego o de avenamientos de terrenos, cuando afecten 
a una superficie mayor de 50 hectáreas, o bien 
proyectos de consolidación y mejora de regadíos de 
más de 100 hectáreas. 
 

e) Instalaciones de ganadería intensiva que 
superen las siguientes capacidades: 
 

1. 20.000 plazas para gallinas ponedoras y 
otras aves, excepto pollos y avestruces. 
 

2. 200 plazas para avestruces. 
 

3. 40.000 plazas para pollos. 
 

4. 1.000 plazas para cerdos de engorde. 
 

5. 500 plazas para cerdas de cría. 
 

6. 1.000 plazas para ganado ovino y 
caprino. 
 

7. 200 plazas para ganado vacuno de leche. 
 

8. 400 plazas para vacuno de cebo. 
 

9. 10.000 plazas para conejos. 
 

10. 200 plazas para canguros. 
 

f) Instalaciones para la acuicultura intensiva 
que tengan una capacidad de producción superior a 
250 toneladas año o que teniendo menor capacidad 
de producción, se ubiquen en una zona catalogada 
como perteneciente a la Red Natura 2000. 
 

Grupo 2. Industrias de productos 
alimenticios y bebidas. 
 

a) Instalaciones industriales para la 
elaboración de grasas y aceites vegetales y animales, 
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siempre que en la instalación se den de forma 
simultánea las circunstancias siguientes: 
 

1.ª Que esté situada fuera de polígonos 
industriales. 
 

2.ª Que se encuentre a menos de 500 
metros de una zona residencial. 
 

3.ª Que ocupe una superficie de, al menos 1 
hectárea. 
 

b) Instalaciones industriales para fabricación 
de productos lácteos (proyectos no incluidos en el 
anexo A), siempre que la instalación reciba una 
cantidad de leche superior a 200 toneladas por día 
(valor medio anual). 
 

c) Instalaciones industriales para la 
fabricación de cerveza y malta, siempre que en la 
instalación se den de forma simultánea las 
circunstancias siguientes: 
 

1.ª Que esté situada fuera de polígonos 
industriales. 
 

2.ª Que se encuentre a menos de 500 
metros de una zona residencial. 
 

3.ª Que ocupe una superficie de, al menos 1 
hectárea. 
 

d) Instalaciones industriales para la 
elaboración de confituras y almíbares, siempre que en 
la instalación se den de forma simultánea las 
circunstancias siguientes: 
 

1.ª Que esté situada fuera de polígonos 
industriales. 
 

2.ª Que se encuentre a menos de 500 
metros de una zona residencial. 
 

3.ª Que ocupe una superficie de, al menos 1 
hectárea. 
 

e) Instalaciones para el sacrificio o despiece 
de animales con una capacidad de producción de 
canales superior a 50 toneladas por día. 
 

f) Instalaciones industriales para la 
fabricación de féculas, siempre que en la instalación 
se den de forma simultánea las circunstancias 
siguientes: 
 

1.ª Que esté situada fuera de polígonos 
industriales. 
 

2.ª Que se encuentre a menos de 500 
metros de una zona residencial. 
 

3.ª Que ocupe una superficie de, al menos 1 
hectárea. 
 

g) Instalaciones industriales para la 
fabricación de harina de pescado y aceite de 

pescado, siempre que en la instalación se den de 
forma simultánea las circunstancias siguientes: 
 

1.ª Que esté situada fuera de polígonos 
industriales. 
 

2.ª Que se encuentre a menos de 500 
metros de una zona residencial. 
 

3.ª Que ocupe una superficie de, al menos 1 
hectárea. 
 

h) Azucareras con una capacidad de 
tratamiento de materias primas superior a las 300 
toneladas diarias. 
 

Grupo 3. Industria extractiva. 
 

a) Explotaciones y frentes de una misma 
autorización o concesión a cielo abierto de 
yacimientos minerales y demás recursos geológicos 
de las secciones A, B, C y D cuyo aprovechamiento 
está regulado por la Ley de Minas y normativa 
complementaria, cuando se dé alguna de las 
circunstancias siguientes: 
 

1. Explotaciones en las que la superficie de 
terreno afectado supere las 10 hectáreas.  
 

2. Explotaciones que tengan un movimiento 
total de tierras superior a 200.000 metros cúbi-
cos/año. 
 

3. Explotaciones que se realicen por debajo 
del nivel freático, tomando como nivel de referencia 
el más elevado entre las oscilaciones anuales, o que 
pueden suponer una disminución de la recarga de 
acuíferos superficiales o profundos. 
 

4. Explotaciones de depósitos ligados a la 
dinámica actual: fluvial, fluvio-glacial, litoral o eólica. 
Aquellos otros depósitos y turberas que por su 
contenido en flora fósil puedan tener interés científico 
para la reconstrucción palinológica y paleoclimática. 
Explotación de depósitos marinos. 
 

5. Explotaciones visibles desde autopistas, 
autovías, carreteras nacionales y comarcales o 
núcleos urbanos superiores a 1.000 habitantes o 
situadas a distancias inferiores a 2 kilómetros de 
tales núcleos. 
 

6. Explotaciones situadas en espacios 
naturales protegidos o en un área que pueda 
visualizarse desde cualquiera de sus límites 
establecidos, o que supongan un menoscabo a sus 
valores naturales. 
 

7. Explotaciones de sustancias que puedan 
sufrir alteraciones por oxidación, hidratación, etc., y 
que induzcan, en límites superiores a los incluidos en 
las legislaciones vigentes, acidez, toxicidad u otros 
parámetros en concentraciones tales que supongan 
riesgo para la salud humana o el medio ambiente, 
como las menas con sulfuros, explotaciones de 
combustibles sólidos, explotaciones que requieran 
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tratamiento por lixiviación in situ y minerales 
radiactivos. 
 

8. Explotaciones que se hallen ubicadas en 
terreno de dominio público hidráulico o en zona de 
policía de cauce cuando se desarrollen en zonas 
especialmente sensibles, designadas en aplicación de 
las Directivas 79/409/CEE y 92/43/CEE, o en 
humedales incluidos en la lista del Convenio Ramsar, 
o espacios pertenecientes a la Red Natura 2000. 
 

9. Extracciones que, aun no cumpliendo 
ninguna de las condiciones anteriores, se sitúen a 
menos de 5 kilómetros de los límites del área que se 
prevea afectar por el laboreo y las instalaciones 
anexas de cualquier explotación o concesión minera a 
cielo abierto existente. 
 

b) Minería subterránea en las explotaciones 
en las que se dé alguna de las circunstancias 
siguientes: 
 

1. Que su paragénesis pueda, por oxidación, 
hidratación o disolución, producir aguas ácidas o 
alcalinas que den lugar a cambios en el pH o liberen 
iones metálicos o no metálicos que supongan una 
alteración del medio natural. 
 

2. Que exploten minerales radiactivos. 
 

3. Aquéllas cuyos minados se encuentren a 
menos de 1 kilómetro (medido en plano) de distancia 
de núcleos urbanos, que puedan inducir riesgos por 
subsidencia. 
 

En todos los casos se incluyen todas las 
instalaciones y estructuras necesarias para el 
tratamiento del mineral, acopios temporales o 
residuales de estériles de mina o del aprovechamiento 
mineralúrgico (escombreras, presas y balsas de agua 
o de estériles, plantas de machaqueo o mineralúrgi-
cas, etc.). 
 

c) Dragados: 
 

1. Dragados fluviales cuando el volumen 
extraído sea superior a 1.000 metros cúbicos/año. 
 

2. Dragados marinos para la obtención de 
arena, cuando el volumen a extraer sea superior a 
3.000.000 de metros cúbicos/año. 
 

3. Dragados de mantenimiento de acceso a 
puertos cuya gestión es competencia de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria, cuando el 
volumen extraído exceda de 100.000 metros 
cúbicos.  
 

d) Extracción de petróleo y gas natural con 
fines comerciales, cuando la cantidad extraída sea 
superior a 500 toneladas por día en el caso del 
petróleo y de 500.000 metros cúbicos por día en el 
caso del gas, por concesión. 
 

e) Perforaciones o sondeos con más de 100 
metros de profundidad, con excepción de las 

perforaciones para investigar la estabilidad de los 
suelos, en particular: 
 

1. Perforaciones geotérmicas. 
 

2. Perforaciones para el almacenamiento de 
residuos nucleares. 
 

3. Perforaciones para el abastecimiento de 
aguas. 
 

4. Perforaciones para la investigación de 
recursos minerales. 
 

f) Instalaciones industriales en el exterior 
para la extracción de carbón, petróleo, gas natural, 
minerales y pizarras bituminosas, con una producción 
superior a 1000 toneladas año. 
 

g) Instalaciones industriales en el exterior y 
en el interior para la gasificación del carbón y pizarras 
bituminosas.  
 

h) Explotaciones que se hallen ubicadas en 
terreno de dominio público hidráulico para extraccio-
nes superiores a 1.000 metros cúbicos/año o en zona 
de policía de cauces y su superficie sea mayor de 1 
hectárea. 
 

Grupo 4. Industria energética. 
 

a) Refinerías de petróleo bruto (con la 
exclusión de las empresas que produzcan únicamente 
lubricantes a partir de petróleo bruto), así como las 
instalaciones de gasificación y de licuefacción de, al 
menos, 500 toneladas de carbón de esquistos 
bituminosos (o de pizarra bituminosa) al día. 
 

b) Centrales térmicas y nucleares: 
 

1. Centrales térmicas y otras 
instalaciones de combustión con potencia térmica de, 
al menos 50 MW.  
 

2.  Centrales nucleares y otros 
reactores nucleares, incluidos el desmantelamiento o 
clausura definitiva de tales centrales y reactores (con 
exclusión de las instalaciones de investigación para la 
producción y transformación de materiales fisionables 
y fértiles, cuya potencia máxima no supere 1 kW de 
carga térmica continua). Las centrales nucleares y 
otros reactores nucleares dejan de considerarse como 
tales instalaciones cuando la totalidad del combusti-
ble nuclear y de otros elementos radiactivamente 
contaminados haya sido retirada de modo definitivo 
del lugar de la instalación. 
 

c) Instalación de reproceso de combustibles 
nucleares irradiados. 
 

d) Instalaciones diseñadas para cualquiera de 
los siguientes fines: 
 

1. La producción o enriquecimiento de 
combustible nuclear. 
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2. El tratamiento de combustible nuclear 
irradiado o de residuos de alta actividad. 
 

3. El depósito final del combustible nuclear 
irradiado. 
 

4. Exclusivamente el depósito final de 
residuos radiactivos. 
 

5. Exclusivamente el almacenamiento 
(proyectado para un período superior a diez años) de 
combustibles nucleares irradiados o de residuos 
radiactivos en un lugar distinto del de producción. 
 

6. Otras instalaciones para el procesamiento 
y almacenamiento de residuos radiactivos. 
 

e) Instalaciones industriales para la 
producción de electricidad, vapor y agua caliente con 
potencia térmica superior a 50 MW.  
 

f) Instalaciones de producción de electrici-
dad, vapor y agua caliente mediante la utilización de 
energía solar cuando ocupen una superficie mayor a 
una hectárea de suelo calificado urbanísticamente 
como rústico.  
 

g) Construcción de líneas aéreas para el 
transporte de energía eléctrica con una tensión 
voltaje igual o superior a 220 kV y una longitud 
superior a 1 kilómetro.  
 

h) Construcción de líneas aéreas para el 
transporte de energía eléctrica con una tensión 
voltaje igual o superior a 50 kV y una longitud 
superior a 5 kilómetros. Subestaciones eléctricas de 
tensión igual o superior a 50 kV.  
 

i) Instalaciones para el almacenamiento de 
productos petrolíferos mayores de 10.000 toneladas. 
 

j) Instalaciones para la utilización de la fuerza 
del viento para la producción de energía (parques 
eólicos) que tengan 5 o más aerogeneradores con 
una potencia total superior a 10 MW, o que se 
encuentren a menos de 2 kilómetros de otro parque 
eólico. 
 

k) Fabricación industrial de briquetas de hulla 
y de lignito siempre que en la instalación se den de 
forma simultánea las circunstancias siguientes: 
 

1.ª Que esté situada fuera de polígonos 
industriales. 
 

2.ª Que se encuentre a menos de 500 
metros de una zona residencial. 
 

3.ª Que ocupe una superficie de, al menos 1 
hectárea. 
 

l) Instalaciones para la producción de energía 
hidroeléctrica con una potencia igual o superior a 0,5 
MW. 
 

m) Almacenamiento de gas natural sobre el 

terreno. Tanques con capacidad unitaria superior a 
200 toneladas. 
 

n) Almacenamiento subterráneo de gases 
combustibles. Instalaciones con capacidad superior a 
100 metros cúbicos. 
 

o) Tuberías para el transporte de gas cuando 
tengan una longitud superior a 40 kilómetros o, al 
menos 3 kilómetros de su trazado, discurran por 
terreno clasificado urbanísticamente como suelo 
rústico de especial protección, terreno de dominio 
público, o por la zona de policía de un cauce, salvo 
en los casos que discurra por trazados recogidos en 
instrumentos de ordenación del territorio con 
Declaración de Impacto Ambiental aprobatoria.  
 

p) Tuberías para el transporte de petróleo, 
vapor o agua caliente, con diámetro interior igual o 
superior a 254 milímetros cuando tengan una 
longitud superior a 40 kilómetros o al menos 3 
kilómetros de su trazado discurran por terreno 
clasificado urbanísticamente como suelo rústico de 
especial protección, terreno de dominio público , o 
por la zona de policía de un cauce, salvo en los casos 
que discurra por trazados recogidos en instrumentos 
de ordenación del territorio con Declaración de 
Impacto Ambiental aprobatoria. 
 

Grupo 5. Industria siderúrgica y del mineral. 
Producción y elaboración de metales. 
 

a) Plantas siderúrgicas integrales. Instalacio-
nes para la producción de metales en bruto no 
ferrosos a partir de minerales, de concentrados o de 
materias primas secundarias mediante procesos 
metalúrgicos, químicos o electrolíticos. 
 

b) Instalaciones destinadas a la extracción de 
amianto, así como el tratamiento y transformación 
del amianto y de los productos que contienen 
amianto. 
 

c) Instalaciones para la producción de 
lingotes de hierro o de acero (fusión primaria o 
secundaria), incluidas las instalaciones de fundición 
continua de una capacidad de más de 2,5 toneladas 
por hora. 
 

d) Instalaciones para la elaboración de 
metales ferrosos en las que se realice alguna de las 
siguientes actividades: 
 

1. Laminado en caliente con una capacidad 
superior a 20 toneladas de acero en bruto por hora. 
 

2. Forjado con martillos cuya energía de 
impacto sea superior a 50 kilojulios por martillo y 
cuando la potencia térmica utilizada sea superior a 20 
MW. 
 

3. Aplicación de capas protectoras de metal 
fundido con una capacidad de tratamiento de más de 
2 toneladas de acero bruto por hora. 
 

e) Fundiciones de metales ferrosos con una 
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capacidad de producción de más de 20 toneladas por 
día. 
 

f) Instalaciones para la fundición (incluida la 
aleación) de metales no ferrosos, con excepción de 
metales preciosos, incluidos los productos de 
recuperación (refinado, restos de fundición, etc.), con 
una capacidad de fusión de más de 4 toneladas para 
el plomo y el cadmio o 20 toneladas para todos los 
demás metales, por día. 
 

g) Instalaciones para el tratamiento de la 
superficie de metales y materiales plásticos por 
proceso electrolítico o químico, cuando el volumen de 
las cubetas empleadas para el tratamiento sea 
superior a 30 metros cúbicos. 
 

h) Instalaciones de calcinación y de 
sinterizado de minerales metálicos, con capacidad 
superior a 5.000 toneladas por año de mineral 
procesado. 
 

i) Instalaciones para la fabricación de 
cemento o de clinker en hornos rotatorios, con una 
capacidad de producción superior a 500 toneladas 
diarias, o de clinker en hornos de otro tipo, con una 
capacidad de producción superior a 50 toneladas al 
día. Instalaciones dedicadas a la fabricación de cal en 
hornos rotatorios, con una capacidad de producción 
superior a 50 toneladas por día. 
 

j) Instalaciones para la fabricación de vidrio, 
incluida la fibra de vidrio, con una capacidad de 
fusión superior a 20 toneladas por día.  
 

k) Instalaciones para la fundición de 
sustancias minerales, incluida la producción de fibras 
minerales, con una capacidad de fundición superior a 
20 toneladas por día. 
 

l) Instalaciones para la fabricación de 
productos cerámicos mediante horneado, en 
particular, tejas, ladrillos, ladrillos refractarios, 
azulejos, gres o porcelana, con una capacidad de 
producción superior a 75 toneladas por día y/o una 
capacidad de horneado de más de 4 metros cúbicos y 
más de 300 kilogramos por metro cúbico de densidad 
de carga por horno. 
 

m) Hornos de coque (destilación seca del 
carbón) con una capacidad de producción superior a 
10 toneladas por día (proyectos no incluidos en el 
Anexo A). 
 

n) Instalaciones para la fabricación de fibras 
minerales artificiales (proyectos no incluidos en el 
Anexo A), siempre que en la instalación se den de 
forma simultánea las circunstancias siguientes: 
 

1.ª Que esté situada fuera de polígonos 
industriales. 
 

2.ª Que se encuentre a menos de 500 
metros de una zona residencial. 
 

3.ª Que ocupe una superficie de, al menos 1 

hectárea. 
 

o) Astilleros con una capacidad de 
construcción de buques superior a 30 metros de 
eslora o 100 toneladas de registro bruto. 
 

p) Instalaciones para la construcción y 
reparación de aeronaves, siempre que en la 
instalación se den de forma simultánea las 
circunstancias siguientes: 
 

1.ª Que esté situada fuera de polígonos 
industriales. 
 

2.ª Que se encuentre a menos de 500 
metros de una zona residencial. 
 

3.ª Que ocupe una superficie de, al menos 1 
hectárea. 
 

q) Instalaciones para la fabricación de 
material ferroviario, siempre que en la instalación se 
den de forma simultánea las circunstancias 
siguientes: 
 

1.ª Que esté situada fuera de polígonos 
industriales. 
 

2.ª Que se encuentre a menos de 500 
metros de una zona residencial. 
 

3.ª Que ocupe una superficie de, al menos 1 
hectárea. 
 

r) Instalaciones para la fabricación y montaje 
de vehículos de motor y fabricación de motores para 
vehículos, siempre que en la instalación se den de 
forma simultánea las circunstancias siguientes: 
 

1.ª Que esté situada fuera de polígonos 
industriales. 
 

2.ª Que se encuentre a menos de 500 
metros de una zona residencial. 
 

3.ª Que ocupe una superficie de, al menos 1 
hectárea. 
 

s) Plantas de tratamiento de áridos y 
fabricación de hormigón, morteros por vía seca y 
húmeda y productos asfálticos.  
 

Grupo 6. Industria química, petroquímica, 
textil y papelera. 
 

a) Instalaciones químicas integradas, es 
decir, instalaciones para la fabricación a escala 
industrial de sustancias mediante transformación 
química, en las que se encuentran yuxtapuestas 
varias unidades vinculadas funcionalmente entre sí, y 
que se utilizan para: 
 

1. La producción de productos químicos 
orgánicos básicos. 
 

2. La producción de productos químicos 
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inorgánicos básicos. 
 

3. La producción de fertilizantes a base de 
fósforo, nitrógeno o potasio (fertilizantes simples o 
compuestos). 
 

4. La producción de productos fitosanitarios 
básicos y de biocidas. 
 

5. La producción de productos farmacéuticos 
básicos mediante un proceso químico o biológico. 
 

6. La producción de explosivos y de 
productos pirotécnicos.  
 

b) Tuberías para el transporte de productos 
químicos con un diámetro de más de 800 milímetros 
y una longitud superior a 10 kilómetros, o cuando al 
menos 3 kilómetros de su trazado discurran por suelo 
calificado urbanísticamente como rústico de especial 
protección, terreno de dominio público, o por la zona 
de policía de un cauce, salvo en los casos en que 
discurra por trazados recogidos en instrumentos de 
ordenación del territorio con Declaración de Impacto 
Ambiental aprobatoria. 
 

c) Instalaciones para el almacenamiento de 
productos petroquímicos o químicos, con una 
capacidad de, al menos, 200.000 toneladas. 
 

d) Plantas para el tratamiento previo 
(operaciones tales como el lavado, blanqueo, 
mercerización) o para el teñido de fibras o productos 
textiles cuando la capacidad de tratamiento supere 
las 10 toneladas diarias. 
 

e) Plantas para el curtido de pieles y cueros 
cuando la capacidad de tratamiento supere las 2 
toneladas de productos acabados por día. 
 

f) Plantas industriales para: 
 

1. Producción de pasta de papel a partir de 
madera o de otras materias fibrosas similares. 
 

2. Producción de papel y cartón, con una 
capacidad de producción superior a 20 toneladas 
diarias. 
 

g) Instalaciones de producción y tratamiento 
de celulosa con una capacidad de producción superior 
a 20 toneladas diarias. 
 

h) Tratamiento de productos intermedios y 
producción de sustancias químicas (proyectos no 
incluidos en el anexo A), siempre que en la 
instalación se den de forma simultánea las 
circunstancias siguientes: 
 

1.ª Que esté situada fuera de polígonos 
industriales. 
 

2.ª Que se encuentre a menos de 500 
metros de una zona residencial. 
 

3.ª Que ocupe una superficie de, al menos 1 

hectárea. 
 

i) Producción de pesticidas y productos 
farmacéuticos, pinturas y barnices, elastómeros y 
peróxidos (proyectos no incluidos en el anexo A), 
siempre que en la instalación se den de forma 
simultánea las circunstancias siguientes: 
 

1.ª Que esté situada fuera de polígonos 
industriales. 
 

2.ª Que se encuentre a menos de 500 
metros de una zona residencial. 
 

3.ª Que ocupe una superficie de, al menos 1 
hectárea. 
 

j) Fabricación y tratamiento de productos a 
base de elastómeros (proyectos no incluidos en el 
anexo A), siempre que en la instalación se den de 
forma simultánea las circunstancias siguientes: 
 

1.ª Que esté situada fuera de polígonos 
industriales. 
 

2.ª Que se encuentre a menos de 500 
metros de una zona residencial. 
 

3.ª Que ocupe una superficie de, al menos 1 
hectárea. 
 

Grupo 7. Proyectos de infraestructuras. 
 

a) Carreteras: 
 

1. Construcción de autopistas y autovías, 
vías rápidas y carreteras convencionales de nuevo 
trazado. 
 

2. Actuaciones que modifiquen el trazado de 
autopistas, autovías, vías rápidas y carreteras 
convencionales preexistentes en una longitud 
continuada de más de 2 kilómetros. 
 

3. Ampliación de carreteras convencionales 
que impliquen su transformación en autopista, 
autovía o carretera de doble calzada en una longitud 
continuada de más de 5 kilómetros. 
 

b) Construcción de líneas de ferrocarril para 
tráfico de largo recorrido. 
 

c) Construcción de aeropuertos con pistas de 
despegue y aterrizaje de una longitud de, al menos, 
2.100 metros. 
 

d) Construcción de puertos comerciales, 
pesqueros o deportivos o ampliaciones que supongan 
un incremento bien en superficie terrestre de las 
instalaciones, o en superficie de la lámina de agua, 
superior al 20 por ciento con respecto de lo 
existente, la evaluación de impacto ambiental de 
nuevos puertos englobará los dragados que deban 
realizarse para su ejecución.  
 

e) Espigones y pantalanes para carga y 
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descarga conectados a tierra que admitan barcos de 
arqueo superior a 1.350 toneladas. 
 

f) Obras costeras destinadas a combatir la 
erosión y obras marítimas que puedan alterar la 
costa, por ejemplo, por la construcción de diques, 
malecones, espigones y otras obras de defensa 
contra el mar, excluidos el mantenimiento y la 
reconstrucción de tales obras, cuando estas 
estructuras alcancen una profundidad de, al menos, 8 
metros con respecto a la bajamar máxima viva 
equinoccial. 
 

g) Proyectos de zonas o polígonos 
industriales, cuando ocupen una superficie mayor de 
5 hectáreas. 
 

h) Proyectos de urbanizaciones y complejos 
hoteleros fuera de las zonas urbanas y construccio-
nes asociadas, incluida la construcción de centros 
comerciales y aparcamientos, cuando ocupen una 
superficie mayor de 5 hectáreas. 
 

i) Construcción de líneas de ferrocarril con 
una longitud superior a 1 kilómetro, y de instalacio-
nes de transbordo intermodal y de terminales 
intermodales. 
 

j) Construcción de aeródromos con pista de 
longitud superior a 1 kilómetro. 
 

k) Obras de alimentación artificial de playas 
cuyo volumen de aportación de arena supere los 
500.000 metros cúbicos o bien que requieran la 
construcción de diques o espigones de longitud 
superior a 100 metros.  
 

l) Tranvías, metros aéreos y subterráneos, 
líneas suspendidas o líneas similares de un 
determinado tipo, que sirvan exclusiva o principal-
mente para el transporte de pasajeros, cuando 
discurra por suelo clasificado urbanísticamente como 
rústico de especial protección. 
 

Grupo 8. Proyectos de ingeniería hidráulica 
y de gestión del agua. 
 

a) Presas y otras instalaciones destinadas a 
retener el agua o almacenarla permanentemente 
cuando el volumen nuevo o adicional de agua 
almacenada sea superior a 1.000.000 de metros 
cúbicos. 
 

b) Proyectos para la extracción de aguas 
subterráneas o la recarga artificial de acuíferos, si el 
volumen anual de agua extraída o aportada es igual o 
superior a 5.000.000 de metros cúbicos. 
 

c) Proyectos para el trasvase de recursos 
hídricos entre cuencas fluviales, excluidos los 
trasvases de agua potable por tubería o la reutiliza-
ción directa de aguas depuradas, en cualquiera de los 
siguientes casos: 
 

1. Que el trasvase tenga por objeto evitar la 
posible escasez de agua y el volumen de agua 

trasvasada sea superior a 50.000.000 de metros 
cúbicos al año. 
 

2. Que el flujo medio plurianual de la cuenca 
de la extracción supere los 1.000.000.000 de metros 
cúbicos al año y el volumen de agua trasvasada 
supere el 5 por ciento de dicho flujo. 
 

3. En todos los demás casos, cuando alguna 
de las obras que constituye el trasvase figure entre 
las comprendidas en este anexo. 
 

d) Plantas de tratamiento de aguas residuales 
cuya capacidad de tratamiento sea superior a 20.000 
habitantes-equivalentes.  
 

e) Perforaciones de más de 100 metros de 
profundidad para el abastecimiento de agua o cuando 
el volumen de agua extraída sea superior a 
10.000.000 de metros cúbicos por año.  
 

f) Construcción de vías navegables, puertos 
de navegación interior, obras de encauzamiento y 
proyectos de defensa de cauces y márgenes cuando 
la longitud total del tramo afectado sea superior a 2 
kilómetros. Se exceptúan aquellas actuaciones que se 
ejecuten para evitar el riesgo en zona urbana. 
 

g) Instalaciones de desalación o desalobra-
ción de agua con un volumen nuevo o adicional 
superior a 10.000 metros cúbicos/día. 
 

h) Instalación de acueductos o tuberías de 
transporte de agua de nueva construcción cuando 
discurran por terreno clasificado urbanísticamente 
como suelo rústico de especial protección, salvo en 
los casos en que lo hagan por trazados recogidos en 
instrumentos de ordenación del territorio con 
Declaración de Impacto Ambiental Positiva, y se dé 
alguna de las siguientes circunstancias: 
 

- Anchura de canal o diámetro interior igual o 
superior a 900 milímetros. 
 

- Longitud mayor de 40 kilómetros. 
 

- Caudal superior a 5 metros cúbicos por 
segundo. 
 

Grupo 9. Proyectos de tratamiento y 
gestión de residuos. 
 

a) Instalaciones de incineración de residuos 
peligrosos definidos en el artículo 3.c) de la Ley 
10/1998, de 21 de abril, de Residuos, así como las 
de eliminación de dichos residuos mediante depósito 
en vertedero, depósito de seguridad o tratamiento 
químico (como se define en el epígrafe D9 del anexo 
HA de la Directiva 75/442/CEE, del Consejo, de 15 
de julio, relativa a los residuos). 
 

b) Instalaciones de incineración de residuos 
no peligrosos o de eliminación de dichos residuos 
mediante tratamiento químico (como se define el 
epígrafe D9 del anexo IIA de la Directiva 
75/442/CEE), con una capacidad superior a 100 
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toneladas diarias. 
 

c) Vertederos de residuos no peligrosos que 
reciban más de 10 toneladas por día o que tengan 
una capacidad total de más de 25.000 toneladas, 
excluidos los vertederos de residuos inertes. 
 

Grupo 10. Otros proyectos. 
 

a) Transformaciones de uso del suelo que 
impliquen eliminación de la cubierta vegetal, cuando 
dichas transformaciones afecten a superficies 
superiores a 20 hectáreas. 
 

b) Los siguientes proyectos correspondientes 
a actividades listadas en este anexo que, no 
alcanzando los valores de los umbrales establecidos 
en el mismo, se desarrollen en zonas especialmente 
sensibles, designadas en aplicación de la Directiva 
79/409/CEE, del Consejo, de 2 de abril, relativa a la 
conservación de la aves silvestres, y de la Directiva 
92/43/CEE, del Consejo, de 21 de mayo, relativa a la 
conservación de los hábitats naturales y de la fauna y 
flora silvestres, o en humedales incluidos en la lista 
del Convenio de Ramsar, o en espacios pertenecien-
tes a la Red Natura 2000: 
 

1. Primeras repoblaciones forestales cuando 
entrañen riesgos de graves transformaciones 
ecológicas negativas. 
 

2. Proyectos para destinar terrenos incultos 
o áreas naturales o seminaturales a la explotación 
agrícola intensiva que impliquen la ocupación de una 
superficie mayor de 10 hectáreas. 
 

3. Transformaciones de uso del suelo que 
impliquen eliminación de la cubierta vegetal cuando 
dichas transformaciones afecten a superficies 
superiores a 10 hectáreas. 
 

4. Concentraciones parcelarias. 
 

5. Explotaciones y frentes de una misma 
autorización o concesión a cielo abierto de 
yacimientos minerales y demás recursos geológicos 
de las secciones A, B, C y D, cuyo aprovechamiento 
está regulado por la Ley de Minas y normativa 
complementaria, cuando la superficie de terreno 
afectado por la explotación supere las 2,5 hectáreas 
o la explotación se halle ubicada en terreno de 
dominio público hidráulico, o en la zona de policía de 
un cauce. 
 

6. Tuberías para el transporte de productos 
químicos y para el transporte de gas y petróleo con 
un diámetro de más de 254 milímetros y una longitud 
mayor de 1 kilómetro. 
 

7. Líneas aéreas para el transporte de 
energía eléctrica con una longitud superior a 3 
kilómetros 
 

8. Plantas de tratamiento de aguas 
residuales.  
 

c) Los proyectos que se citan a continua-
ción, cuando se desarrollen en zonas especialmente 
sensibles, designadas en aplicación de la Directiva 
79/409/CEE y 92/43/CEE o en humedales incluidos 
en la lista del Convenio de Ramsar, o en espacios 
pertenecientes a la Red Natura 2000: 
 

1. Instalaciones para la producción de 
energía hidroeléctrica.  
 

2. Construcción de aeródromos. 
 

3. Proyectos de urbanizaciones y complejos 
hoteleros fuera de las zonas urbanas y construccio-
nes asociadas, incluida la construcción de centros 
comerciales y de aparcamientos. 
 

4. Estaciones y pistas de esquí, remontes, 
teleféricos, y construcciones asociadas. 
 

5.Parques temáticos. 
 

6.Vertederos de residuos no peligrosos no 
incluidos en el grupo 9 de este anexo, así como de 
residuos inertes que ocupen más de 1 hectárea de 
superficie medida en verdadera magnitud. 
 

7. Obras de encauzamiento y proyectos de 
defensa de cursos naturales. 
 

8. Instalaciones de conducción de agua a 
larga distancia cuando la longitud sea mayor de 10 
kilómetros y la capacidad máxima de conducción sea 
superior a 5 metros cúbicos/segundo. 
 

9. Concentraciones parcelarias. 
 

d) Pistas permanentes de carreras y de 
pruebas para vehículos motorizados, cuando afecten 
a suelo calificado como rústico de especial 
protección. 
 

e) Vertederos de residuos inertes que ocupen 
una superficie mayor de 5 Ha. 
 

f) Depósitos de lodos con una superficie 
mayor de 2 hectáreas. 
 

g) Instalaciones de almacenamiento de 
chatarra y de gestión de vehículos al final de su vida 
útil, que ocupen una superficie mayor de 1 hectárea. 
 

h) Instalaciones o bancos de pruebas de 
motores, turbinas o reactores, siempre que en la 
instalación se den de forma simultánea las 
circunstancias siguientes: 
 

1.ª Que esté situada fuera de polígonos 
industriales. 
 

2.ª Que se encuentre a menos de 500 
metros de una zona residencial. 
 

3.ª Que ocupe una superficie de, al menos 1 
hectárea. 
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i) Instalaciones para la recuperación o 
destrucción de sustancia explosivas, siempre que en 
la instalación se den de forma simultánea las 
circunstancias siguientes: 
 

1.ª Que esté situada fuera de polígonos 
industriales. 
 

2.ª Que se encuentre a menos de 500 
metros de una zona residencial. 
 

3.ª Que ocupe una superficie de, al menos 1 
hectárea. 
 

i) Estaciones y pistas de esquí, remontes, 
teleféricos, y construcciones asociadas, instalados en 
suelos calificados urbanísticamente como rústicos de 
especial protección. 
 

j) Campamentos permanentes para tiendas 
de campaña, caravanas, módulos transportables y 
cabañas, instalados en suelos calificados urbanísti-
camente como rústicos de especial protección. 
 

k) Parques temáticos instalados en suelos 
calificados urbanísticamente como rústicos de 
especial protección. 
 

l) Recuperación de tierras al mar con un 
volumen de relleno de más de 10.000 metros 
cúbicos, o más de una hectárea de superficie, 
excluida la derivada de actuaciones portuarias, a las 
que será de aplicación lo previsto en el grupo 7 de 
este Anexo. 
 

m) Plantas asfálticas, excepto las plantas de 
carácter móvil, cuando se ubique en suelos 
calificados urbanísticamente como rústicos de 
especial protección. 
 

n) Plantas de tratamiento de áridos, excepto 
las plantas de carácter móvil, cuando se ubique en 
suelos calificados urbanísticamente como rústicos de 
especial protección. 
 

o) Cualquier cambio o ampliación de los 
proyectos que figuran en los anexos A Y B2, de esta 
Ley, ya autorizados, ejecutados o en proceso de 
ejecución que puedan tener efectos adversos 
significativos sobre el medio ambiente, es decir, 
cuando se produzca alguna de las incidencias 
siguientes: 
 

1.ª Incremento significativo de las emisiones 
a la atmósfera. 
 

2.ª Incremento significativo de los vertidos a 
cauces públicos o al litoral. 
 

3.ª Incremento significativo de la generación 
de residuos. 
 

4.ª Incremento significativo en la utilización 
de recursos naturales. 
 

5.ª Afección a áreas de especial protección 

designadas en aplicación de las Directivas 
79/409/CEE y 92/43/CEE, o a humedales incluidos 
en la lista del Convenio Ramsar, o en espacios 
pertenecientes a la Red Natura 2000. 
 

Nota: el fraccionamiento de proyectos de 
igual naturaleza y realizados en el mismo espacio 
físico no impedirá la aplicación de los umbrales 
establecidos en este anexo, a cuyos efectos se 
acumularán las magnitudes o dimensiones de cada 
uno de los proyectos considerados. 
 

ANEXO C 
 

Proyectos contemplados en el artículo 34 
 

1. Acuicultura, ganadería y actividades de 
los servicios relacionados con las mismas. 
 

a) Instalaciones de ganadería intensiva que 
superen las siguientes capacidades: 
 

3. 4.000 plazas para gallinas y otras aves 
excepto avestruces.  
 

4. 200 plazas para cerdos de engorde 
 

5. 50 plazas para cerdas de cría 
 

6. 100 plazas para ganado ovino y caprino. 
 

7. 20 plazas para ganado vacuno de leche. 
 

8. 40 plazas para vacuno de cebo. 
 

9. 1.000 plazas para conejos. 
 

10. 20 plazas para avestruces  
 

b) Instalaciones para la acuicultura intensiva 
que tengan una capacidad de producción superior a 
25 toneladas año. 
 

2. Industria de productos alimenticios y 
bebidas. 
 

a) Instalaciones industriales para la 
elaboración de grasas y aceites vegetales y animales.  
 

b) Instalaciones industriales para fabricación 
de productos lácteos.  
 

c) Instalaciones industriales para la 
fabricación de cerveza y malta.  
 

d) Instalaciones industriales para la 
elaboración de confituras y almíbares 
 

e) Instalaciones para el sacrificio o despiece 
de animales.  
 

f) Instalaciones industriales para la 
fabricación de féculas.  
 

g) Instalaciones industriales para la 
fabricación de harina de pescado y aceite de 



Página 2680  11 de mayo de 2006  BOPCA núm. 430 

pescado. 
 

h) Instalaciones para el sacrificio de 
animales.  
 

i) Instalaciones para el despiece de animales. 
 

j) Azucareras. 
 

k) Fabricación de piensos compuestos. 
 

l) Instalaciones de conservación de ganado 
sacrificado y volatería. 
 

m) Fabricación de productos de molinería, 
almidones y productos amilíceos. 
 

n) Fabricación de productos para la 
alimentación animal. 
 

o) Fabricación de otros productos alimenti-
cios. 
 

1. Fabricación de pan y productos de 
panadería y pastelería frescos 
 

2. Fabricación de galletas y de productos de 
panadería y pastelería de larga duración 
 

3. Industria del cacao, chocolate y confitería 
 

4. Fabricación de pastas alimenticias 
 

5. Industrias del café, té, infusiones 
 

6. Elaboración de especias, salsas y 
condimentos 
 

7. Elaboración de preparados para la 
alimentación infantil y preparados dietéticos 
 

3. Industria del tabaco. 
 

Industria del tabaco 
 

4. Industria extractiva y energética. 
 

a) Explotaciones y frentes de una misma 
autorización o concesión a cielo abierto de 
yacimientos minerales y demás recursos geológicos 
de las secciones A, B, C y D cuyo aprovechamiento 
está regulado por la Ley de Minas y normativa 
complementaria. 
 

a) Minería subterránea.  
 

b) Extracción de petróleo y gas natural con 
fines comerciales.  
 

c) Perforaciones o sondeos, con excepción 
de las perforaciones para investigar la estabilidad de 
los suelos, en particular: 
 

1.º Perforaciones geotérmicas. 
 

2.º Perforaciones para el almacenamiento de 

residuos nucleares. 
 

3.º Perforaciones para el abastecimiento de 
aguas. 
 

4.º Perforaciones para la investigación de 
recursos minerales. 
 

d) Instalaciones industriales en el exterior 
para la extracción de carbón, petróleo, gas natural, 
minerales y pizarras bituminosas.  
 

e) Explotaciones que se hallen ubicadas en 
terreno de dominio público hidráulico o en zona de 
policía de cauces. 
 

f) Producción de lubricantes a partir de 
petróleo, así como las instalaciones de gasificación y 
de licuefacción. 
 

g) Instalaciones industriales para la 
producción de electricidad, vapor y agua caliente con 
potencia térmica superior a 500 kW. 
 

h) Construcción de líneas aéreas para el 
transporte y distribución de energía eléctrica con un 
voltaje igual o superior a 12 kV y una longitud 
superior a 1 kilómetro. 
 

i) Instalaciones para el almacenamiento de 
productos petrolíferos con una capacidad de 
almacenamiento mayor de 500 toneladas. 
 

j) Instalaciones para la utilización de la fuerza 
del viento para la producción de energía (parques 
eólicos) con una potencia total superior a 1 MW. 
 

k) Fabricación industrial de briquetas de hulla 
y de lignito. 
 

5. Fabricación de textiles y productos 
textiles. 
 

a) Preparación e hilado de fibras textiles 
 

b) Fabricación y acabado de tejidos textiles y 
artículos de punto 
 

6. Preparación, curtido y acabado del 
cuero; Fabricación de artículos de marroquinería y 
viaje. Artículos de guarnicionería, talabartería y 
zapatería. 
 

a) Preparación, curtido y acabado del cuero 
 

b) Fabricación y confección de artículos y 
prendas de cuero y artículos de peletería 
 

c) Fabricación de artículos de marroquinería y 
viaje, artículos de guarnicionería y talabartería 
 

d) Fabricación de calzado  
 

7. Industria de la madera y del corcho. 
 

a) Aserrado y cepillado de la madera; 
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Preparación industrial de la madera 
 

b) Fabricación de estructuras, envases, 
embalajes, chapas, tableros contrachapados y 
alistonados de madera y partículas aglomeradas. 
 

c) Fabricación de muebles de madera 
 

d) Fabricación de productos de corcho, 
cestería y espartería 
 

8. Industria del papel. 
 

a) Fabricas de cartonaje 
 

b) Fabricación de artículos de papel y de 
cartón 
 

9. Edición, artes gráficas y reproducción de 
soportes grabados. 
 

a) Impresión de periódicos, libros y revistas 
 

b) Composición y fotograbado 
 

c) Encuadernación y acabado 
 

d) Reproducción de soportes grabados de 
sonido, video e informática. 
 

10. Industria química. 
 

a) Fabricación de productos químicos básicos 
 

1. Fabricación de gases industriales 
 

2. Fabricación de colorante y pigmentos 
 

3. Fabricación de productos básicos de 
química inorgánica 
 

4. Fabricación de productos básicos de 
química orgánica 
 

5. Fabricación de abonos y compuestos 
nitrogenados fertilizantes 
 

6. Fabricación de primeras materias plásticas 
 

b) Fabricación de pesticidas y otros 
productos agroquímicos 
 

c) Fabricación de pinturas, barnices y 
revestimientos similares; Tintas de imprenta y 
masillas 
 

d) Fabricación de productos farmacéuticos 
 

e) Fabricación de jabones, detergentes y 
otros artículos de limpieza y abrillantamiento 
 

f) Fabricación de perfumes y productos de 
belleza e higiene 
 

g) Fabricación de otros productos químicos 

 1. Fabricación de colas y gelatinas 
 

2. Fabricación de aceites esenciales 
 

3. Fabricación de material fotográfico virgen 
y preparados químicos para fotografía 
 

4. Fabricación de soportes vírgenes para 
grabación 
 

5. Fabricación de otros productos químicos 
 

h) Fabricación de fibras artificiales y 
sintéticas 
 

11. Fabricación de productos de caucho y 
materias plásticas. 
 

a) Fabricación de caucho sintético y 
productos del caucho 
 

b) Fabricación de plásticos y productos de 
materias plásticas  
 

12. Fabricación de otros productos de 
minerales no metálicos, (proyectos no incluidos en 
los anexos A y B2). 
 

a) Fabricación de vidrio y productos de vidrio 
 

b) Fabricación de productos cerámicos 
excepto los destinados a la construcción  
 

c) Fabricación de ladrillos, tejas y productos 
de tierras cocidas para la construcción 
 

d) Fabricación de elementos de hormigón, 
yeso y cemento 
 

e) Industria de la piedra y el mármol  
 

f) Fabricación de productos abrasivos 
 

13. Metalurgia. 
 

a) Fabricación de productos básicos de 
hierro, acero y ferroaleaciones (CECA) 
 

b) Fabricación de tubos 
 

c) Otras actividades de la transformación del 
hierro y del acero y producción de ferroaleaciones no 
CECA y otros procesos de transformación del hierro y 
del acero 
 

1. Estirado en frío 
 

2. Laminado en frío 
 

3. Producción de perfiles en frío por 
conformación con plegado 
 

4. Trefilado en frío 
 

5. Producción de ferroaleaciones no CECA y 
otros procesos de transformación del hierro y del 
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acero 
 

d) Producción y primera transformación de 
metales preciosos y de otros metales no férreos  
 

e) Fundición de metales 
 

1. Fundición de hierro 
 

2. Fundición de acero 
 

3. Fundición de metales ligeros 
 

4. Fundición de otros metales no férreos 
 

14. Fabricación de productos metálicos, 
excepto maquinaría y equipo. 
 

a) Fabricación de estructuras y carpintería 
metálica 
 

b) Fabricación de cisternas, depósitos y 
contenedores  
 

c) Fabricación de generadores, radiadores y 
calderas de vapor  
 d) Forja, estampación y embutición de 
metales  
 

e) Tratamiento y revestimiento de metales  
 

f) Fabricación de artículos de cuchillería y 
cubertería, herramientas y ferretería 
 

g) Fabricación de productos metálicos 
diversos. 
 

15. Industria de la construcción de 
maquinaria y equipo mecánico. 
 

a) Fabricación de máquinas, equipo y 
material mecánico 
 

b) Fabricación de maquinaria agraria 
 

c) Fabricación de máquinas-herramienta  
 

d) Fabricación de maquinaria diversa para 
usos específicos 
 

e) Fabricación de armas y municiones  
 

f) Fabricación de aparatos eletrodomésticos 
 

16. Fabricación de máquinas de oficina y 
equipos informáticos. 
 

Fabricación de máquinas de oficina y equipos 
informáticos 
 

17. Fabricación de maquinaria y material 
eléctrico. 
 

a) Fabricación de motores eléctricos, 
transformadores y generadores 

 b) Fabricación de aparatos de distribución y 
control eléctricos 
 

c) Fabricación de hilos y cables eléctricos 
aislados 
 

d) Fabricación de acumuladores y pilas 
eléctricas 
 

e) Fabricación de lámparas eléctricas y 
aparatos de iluminación. 
 

18. Fabricación de material electrónico. 
Fabricación de equipo y aparatos de radio, televisión 
y comunicaciones. 
 

a) Fabricación de válvulas, tubos y otros 
componentes electrónicos. 
 

b) Fabricación de transmisores de radiodifu-
sión y televisión y de aparatos para la radiotelefonía y 
radiotelegrafía.  
 

c) Fabricación de aparatos de recepción, 
grabación y reproducción de sonido e imagen. 
 

19. Fabricación de equipo e instrumentos 
medico-quirúrgicos, de precisión óptica y relojería. 
 

a) Fabricación de equipo e instrumentos 
médico-quirúrgicos y de aparatos ortopédicos  
 

b) Fabricación de instrumentos y aparatos de 
medida, verificación, control, navegación y otros 
fines, excepto equipos de control para procesos 
industriales 
 

c) Fabricación de equipo de control de 
procesos industriales  
 

d) Fabricación de instrumentos de óptica y 
de equipo fotográfico  
 

e) Fabricación de relojes  
 

20. Fabricación de vehículos de motor, 
remolques y semirremolques. 
 

a) Fabricación de vehículos de motor  
 

b) Fabricación de carrocerías para vehículos 
de motor, de remolques y semirremolques 
 

c) Fabricación de partes, piezas y accesorios 
no eléctricos para vehículos de motor y sus motores 
 

21. Fabricación de otro material de 
transporte. 
 

a) Fabricación de material ferroviario 
 

b) Construcción aeronáutica y espacial 
 

c) Fabricación de motocicletas y bicicletas 
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22. Otras industrias manufactureras. 
 

a) Fabricación de artículos de joyería, 
orfebrería, platería y artículos similares 
 

b) Fabricación de instrumentos musicales  
 

c) Fabricación de artículos de deporte  
 

d) Fabricación de juegos y juguetes  
 

e) Otras industrias manufactureras diversas 
 

23. Reciclaje. 
 

Reciclaje de papel, cartón, vidrio, y madera.  
 

24. Depuración de agua. 
 

Plantas de tratamiento de aguas de consumo 
y residuales.  
 

25. Talleres de mantenimiento y reparación 
de vehículos de motor. 
 

a) Talleres eléctricos, mecánicos y de chapa 
y pintura para mantenimiento y reparación de 
vehículos de motor 
 

b) Lavado de vehículos de motor y cisternas 
y remolques de trasporte. 
 

26. Almacenamiento y venta de productos 
inflamables y/o combustibles. 
 

a) Almacenamiento y venta de pinturas, 
barnices y disolventes. Droguerías. 
 

b) Estaciones de servicio de suministro de 
combustible para vehículos de motor. 
 

c) Almacenamiento de material pirotécnico. 
 

27. Hostelería. 
 

a) Hoteles, moteles, hostales y pensiones, 
con cocina o restaurante. 
 

b) Restaurantes, degustaciones de café, self-
service, sociedades culturales- recreativas-
gastronómicas, comedores colectivos, provisión de 
comidas preparadas, bocaterías. 
 

c) Bares, cafeterías, bodegas, snak-bar 
 

d) Salones recreativos o de juegos 
 

e) Boleras, pubs, whiskerías, bares 
americanos, disco-bar, bingos. 
 

f) Discotecas, boites, salas de fiesta, salas 
de baile, salas de fiesta con espectáculos o pases de 
atracciones, cafés-cantantes, cafés-concierto 
 

28. Actividades anexas a los transportes. 

 Manipulación y depósito de mercancías 
 

1. Manipulación de mercancías. 
 

2. Depósito y almacenamiento de mercancí-
as 
 

29. Telecomunicaciones. 
 

Estaciones repetidoras de radio y televisión y 
antenas de telefonía móvil ubicadas en suelo 
calificado urbanísticamente como rústico. 
 

30. Estacionamiento de vehículos 
automóviles. 
 

Garajes comunitarios, aparcamientos 
públicos y estaciones de autobuses, que dispongan 
de alguna planta en sótano.  
 

31. Actividades médicas y veterinarias. 
 

a) Hospitales y clínicas 
 

b) Servicios médicos con rehabilitación 
 

c) Tanatorios 
 

d) Clínicas veterinarias 
 

e) Guarderías para animales 
 

32. Actividades recreativas, culturales y 
deportivas. 
 

a) Actividades cinematográficas 
 

b) Academias de baile 
 

c) Gimnasios  
 

d) Actividades de tiro 
 

33. Actividades diversas de servicios 
personales. 
 

Lavado y limpieza de prendas textiles y de 
piel. 
 

34. Otros proyectos. 
 

a) Plantas asfálticas móviles.  
 

b) Plantas de tratamiento de áridos móviles. 
 

-------- 
 

DE SUBVENCIONES DE CANTABRIA. 
 
[6L/1000-0024] 
 

Texto remitido por el Gobierno. 
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PRESIDENCIA

De conformidad con lo establecido en el 
artículo 105 del Reglamento de la Cámara y según 
acuerdo adoptado por la Mesa del Parlamento, en su 
sesión del día de hoy, se ordena la publicación en el 
Boletín Oficial del Parlamento de Cantabria del 
Proyecto de Ley de Subvenciones de Cantabria, 
número 6L/1000-0024, y su envío a la Comisión de 
Economía y Hacienda. 
 

Los Diputados y Diputadas y los Grupos 
Parlamentarios podrán presentar enmiendas hasta las 
catorce horas del día 23 de mayo de 2006, mediante 
escrito dirigido a la Mesa de la Comisión. 
 

Santander, 5 de mayo de 2006 
 

El Presidente del Parlamento de Cantabria, 
 

Fdo.: Miguel Ángel Palacio García. 
 

[6L/1000-0024] 
 

PROYECTO DE LEY SUBVENCIONES  
DE CANTABRIA. 
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Disposición adicional tercera. Contratación de la 
colaboración para la realización de controles 
financieros de subvenciones con auditores privados 
Disposición adicional cuarta. Premios educativos, 
culturales, científicos o de cualquier otra naturaleza 
Disposición adicional quinta. Planes y programas 
sectoriales.     
Disposición adicional sexta. Justificación de 
subvenciones por entidades públicas autonómicas 
Disposición adicional séptima. Control y evaluación 
de objetivos 
Disposición adicional octava. Subvenciones de 
cooperación internacional al desarrollo. 
Disposición adicional novena. Subvenciones 
financiadas con cargo a fondos europeos otorgadas 
por sociedades mercantiles participadas mayoritaria-
mente por entidades públicas sometidas a esta Ley 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

I

La Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones, ha regulado por primera 
vez de forma sistemática y completa la potestad 
subvencional de la Administración pública, con la 
finalidad de dotar a este importante sector de la 
actividad administrativa de un régimen jurídico propio 
que permitiera superar las carencias e insuficiencias 
detectadas hasta el momento de su aprobación. La 
Ley aborda con carácter general los elementos del 
régimen jurídico de las subvenciones, dotando a gran 
parte de sus preceptos de un carácter básico 
justificado en la necesidad de otorgar un tratamiento 
homogéneo a la relación jurídica subvencional en las 
diferentes Administraciones Públicas. 
 

La ordenación de un régimen jurídico común 
que garantice un tratamiento uniforme a los 
solicitantes de subvenciones públicas, beneficiarios o 
entidades colaboradoras, cualquiera que sea la 
Administración subvencionante, no impide que las 
Comunidades Autónomas, en uso de su potestad de 
autoorganización y respetando la regulación básica de 
la figura subvencional, desarrollen el régimen jurídico 
de las subvenciones por ellas convocadas, 
adaptándolo a su propio ámbito. Ése es el objeto de 
la presente Ley, que persigue, respetando las 
directrices y criterios establecidos por la norma 
básica, desarrollar la misma con arreglo a las 
peculiaridades e intereses de la Comunidad de 
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Cantabria. 
 

La Ley acude también a la demanda de las 
entidades que integran la Administración local de 
Cantabria, que han mostrado interés en la fase de 
elaboración de esta norma en que la misma les sea de 
aplicación y resuelva algunos de los problemas que la 
actividad subvencional provoca en su ámbito. Con 
ello la Comunidad Autónoma de Cantabria ejerce las 
competencias en materia de régimen local que 
consagra su Estatuto de Autonomía, respondiendo 
con responsabilidad a una necesidad de las Entidades 
locales cántabras. 
 

II 
 

La Ley sigue la misma estructura que la Ley 
General de Subvenciones, dividiendo su articulado en 
cinco títulos.  
 

El Título Preliminar se ocupa en primer 
término de definir el ámbito de aplicación de la 
norma. Si, desde un punto de vista objetivo, se sigue 
el mismo criterio que la norma estatal, a la vista del 
carácter básico del concepto de subvención, desde 
una perspectiva subjetiva se limita su aplicación, de 
acuerdo con el objeto de la ley, a las subvenciones 
otorgadas por la Administración General de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria, las entidades 
locales de Cantabria o las entidades públicas 
dependientes de cualquiera de ellas. 
 

En él se regulan además, entre otras 
cuestiones, los principios generales que orientan la 
actividad subvencional de la Administración, los 
requisitos para el otorgamiento de subvenciones, el 
órgano competente para su concesión, los requisitos 
para ostentar la condición de beneficiario o entidad 
colaboradora y las obligaciones que de tal condición 
dimanan, así como la forma de aprobación y 
contenido de las bases reguladoras de la concesión y 
la forma de publicitar las subvenciones concedidas. 
 

En lo que respecta al órgano competente 
para la concesión de las subvenciones en el ámbito 
de la Administración General de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria, se atribuye la competencia 
con carácter general a los titulares de las Consejerías, 
si bien  el Consejo de Gobierno será el órgano 
competente, para la concesión de subvenciones que 
se articulan a través de un Decreto de éste órgano, o 
cuando se superen determinados límites cuantitati-
vos. 
 

En cuanto a las bases reguladoras de la 
concesión de subvenciones, la Ley opta por atribuir la 
competencia para su aprobación, en el ámbito de la 
Administración General de la Comunidad Autónoma 
de Cantabria así como de las entidades públicas 
dependientes de la misma, tanto al Consejo de 
Gobierno como a los consejeros correspondientes. De 
ahí que la concesión de subvenciones por entidades 
vinculadas o dependientes de la Administración 
General requerirá que, con carácter previo, el Consejo 
de Gobierno o el Consejero respectivo aprueben la 
correspondiente norma reglamentaria que contenga 

las bases. Lo mismo sucederá en el ámbito local, en 
el que las bases reguladoras se deberán aprobar en el 
marco de las bases de ejecución del presupuesto, a 
través de una ordenanza general de subvenciones o 
mediante una ordenanza específica para las distintas 
modalidades de subvenciones. 
 

Con objeto de mejorar la eficacia de la 
actividad subvencional, controlar la acumulación y 
concurrencia de subvenciones y facilitar la 
verificación de los requisitos para obtener la 
condición de beneficiario o entidad colaboradora y las 
actuaciones de planificación, seguimiento y control, 
se establece la obligación, a cargo de los sujetos 
pertenecientes al sector público de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria, de facilitar a la Intervención 
General información sobre las subvenciones por ellos 
gestionadas. Con la referida información se pretende 
elaborar una base de datos de ámbito autonómico 
que contenga, al menos, referencia a las bases 
reguladoras de la subvención, convocatorias, 
identificación de las personas beneficiarias con la 
subvención otorgada y efectivamente percibida, 
resoluciones de reintegro, sanciones impuestas e 
identificación de las personas incursas en alguna de 
las prohibiciones que impiden acceder a la condición 
de beneficiario o entidad colaboradora. 
 

La Ley contempla la posibilidad de que las 
Corporaciones locales establezcan también bases de 
datos de subvenciones con la misma finalidad, 
habilitando al Gobierno para que, por Decreto, 
establezca los criterios para homogeneizar las 
referidas bases de datos, y recogiendo su compromi-
so de cooperación con las entidades locales en la 
implantación de las mismas. 
 

El compromiso de la Comunidad de 
Cantabria con sus entidades locales ha motivado 
igualmente que se les haya eximido de prestar 
garantía cuando sean beneficiarias de subvenciones o 
actúen como entidades colaboradoras, lo que les 
permitirá recibir el importe de la subvención con 
carácter previo a la realización de la actividad, 
proyecto, objetivo o adopción del comportamiento 
para el que se concedió la subvención, en aquellos 
casos en que la normativa reguladora de la 
subvención prevea su abono anticipado. 
 

III 
 

El Título I se ocupa de regular los procedi-
mientos de concesión y gestión de las subvenciones. 
 

El procedimiento de concesión aplicable con 
carácter general será el de concurrencia competitiva, 
reservando a supuestos tasados la aplicación del 
procedimiento de concesión directa. La Ley se ocupa 
de resolver el problema que han generado aquellas 
subvenciones cuyo plazo de solicitud está abierto de 
forma continuada y cuya concesión y justificación se 
realiza por la sola comprobación de la concurrencia 
en el solicitante de los requisitos establecidos en su 
normativa reguladora, estableciendo que se 
concederán de forma directa siempre que la Ley de 
Presupuestos haya configurado el crédito al que se 
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imputen como ampliable. En otro caso se concederán 
por el procedimiento de concurrencia competitiva 
atendiendo a la prelación temporal de la solicitud 
hasta el agotamiento del crédito presupuestario. En 
ambos casos, para facilitar la gestión subvencional, 
se arbitra un procedimiento abreviado en el que la 
propuesta de concesión se formulará al órgano 
concedente directamente por el órgano instructor, 
que únicamente deberá comprobar la concurrencia de 
los requisitos exigidos para conceder la subvención. 
 

El procedimiento para la concesión de 
subvenciones en régimen de concurrencia competiti-
va se inicia mediante convocatoria aprobada por el 
órgano competente, órgano que, en el ámbito de la 
Administración General de la Comunidad Autónoma 
de Cantabria o sus entidades vinculadas o dependien-
tes, será el Consejero. 
 

Dado que la Ley prevé la posibilidad de que 
las bases reguladoras se incluyan en la propia 
convocatoria, se aclara que, en tal caso, aquéllas 
participarán de la naturaleza de la convocatoria y se 
tramitarán siguiendo el mismo procedimiento. Con 
ello se solucionan los problemas que la diferente 
naturaleza de ambas pueda suscitar en cuanto a su 
tramitación e impugnación. 
 

Nueva muestra del compromiso con las 
entidades locales de Cantabria es la posibilidad que la 
Ley les abre, en aquellas subvenciones específica-
mente dirigidas a las Corporaciones Locales o a las 
entidades dependientes o vinculadas a las mismas, de 
poder reformular su solicitud cuando el importe de la 
subvención de la propuesta de resolución provisional 
sea inferior al que figura en la solicitud presentada, lo 
que les permitirá ajustar los compromisos y 
condiciones a la subvención otorgable. 
 

El procedimiento de concesión directa tendrá 
cabida, como ya se ha indicado, para aquellas 
subvenciones cuyo plazo de solicitud esté abierto de 
forma continuada y cuya concesión y justificación se 
realice mediante la comprobación de la concurrencia 
en el solicitante de los requisitos establecidos en la 
normativa reguladora, siempre que la Ley de 
Presupuestos haya configurado el crédito al que se 
imputen como ampliable. Además, la Ley incorpora, 
de forma excepcional, la posibilidad de que el 
Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria o las entidades locales concedan de forma 
directa aquellas subvenciones en que se acrediten 
razones de interés público, social, económico o 
humanitario u otras debidamente justificadas que 
dificulten su convocatoria pública, regulando la forma 
de concederlas. 
 

Este Título se ocupa, finalmente, de regular 
la gestión y justificación de las subvenciones, así 
como la gestión presupuestaria. 
 

IV 
 

El Título II aborda el régimen jurídico de la 
invalidez, la revocación y el reintegro de subvencio-
nes, estableciendo sus causas. Resulta pertinente 

destacar que la Ley aclara en este ámbito los efectos 
que en relación a la revocación de la subvención tiene 
la justificación tardía y su virtualidad para enervar la 
causa de revocación consistente en el incumplimiento 
de la obligación de justificación. La solución adoptada 
se cifra en admitir la justificación extemporánea 
siempre que se lleve a cabo antes de la notificación 
de la resolución de revocación, y todo ello sin 
perjuicio de la posible concurrencia de otras causas 
de revocación y de la tramitación del oportuno 
procedimiento sancionador. 
 

La Ley incorpora, entre los sujetos 
responsables de la obligación de reintegro, a quienes 
sean causantes o hayan colaborado activamente en la 
realización de una infracción en materia de 
subvenciones. De esa forma se refuerza el crédito de 
la Administración incorporando en el círculo de 
obligados al reintegro a quienes, con su cooperación, 
han participado en actuaciones ilícitas realizadas por 
la persona beneficiaria de la subvención. 
 

El procedimiento de revocación y reintegro 
de la subvención se iniciará por acuerdo del órgano 
que gestione la subvención o del órgano competente 
de la entidad local, siendo competente para su 
resolución el órgano concedente de la subvención. Si 
en el ámbito local la resolución del procedimiento de 
revocación y reintegro pone fin a la vía administrati-
va, en el marco de la Administración General de la 
Comunidad de Cantabria esta cuestión se remite a la 
normativa general de la Comunidad, lo que permite 
guardar una mayor coherencia con la Ley de Régimen 
Jurídico del Gobierno y de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria. 
 

V

El Título III se dedica al control financiero de 
subvenciones, que resulta notablemente potenciado 
respecto a la regulación precedente, abordando, entre 
otras cuestiones, el objeto y los destinatarios de 
dicho control, la competencia para su ejercicio, los 
deberes y facultades del personal controlador o la 
obligación de colaboración de beneficiarios, entidades 
colaboradoras y terceros relacionados con el objeto 
de la subvención. 
 

También se diseña la estructura del 
procedimiento de control financiero de las subvencio-
nes otorgadas por la Administración General de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria o por los 
organismos y entidades vinculados o dependientes de 
aquélla, la documentación de las actuaciones de 
control y los efectos de los informes, reforzando su 
importancia cuando se aprecian causas de reintegro 
de las subvenciones. 
 

A diferencia de la norma estatal, la presente 
Ley concede un trámite de alegaciones a beneficiarios 
y entidades colaboradoras antes de que el órgano de 
control emita el correspondiente informe definitivo. 
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VI 
 

Por último, el Título IV, regula la potestad 
sancionadora en el ámbito subvencional. También en 
este ámbito se incorporan algunas novedades 
respecto a la regulación estatal dignas de destacar. 
 

Se refuerza el principio de culpabilidad, 
realizando una referencia expresa al error de derecho 
como causa de exención de responsabilidad. 
 

Además, se precisan las consecuencias que 
tiene la justificación extemporánea de la aplicación 
dada a los fondos recibidos, configurando tal 
conducta como infracción grave cuando se produzca 
tras el oportuno requerimiento de la Administración. 
En otro caso se califica como infracción leve, si bien 
se sanciona con una multa porcentual que oscila 
entre el cinco y el treinta por cien del importe de las 
cantidades anticipadas, graduándose la multa en 
función del retraso en el plazo de presentación de la 
cuenta justificativa de la aplicación dada a los fondos 
recibidos. 
 

Es de resaltar también que se añade una 
infracción grave al elenco de infracciones tipificadas 
por la Ley General de Subvenciones, castigando la 
falta de cumplimiento del objetivo, de ejecución del 
proyecto, de realización de la actividad o de adopción 
del comportamiento para los que la subvención fue 
concedida, salvo que se acredite por la persona 
beneficiaria una actuación inequívocamente tendente 
a la satisfacción de sus compromisos. Se trata con 
ello de proteger el interés que en determinados casos 
la Administración pueda tener en que la persona 
beneficiaria alcance el fin para el que la subvención 
fue concedida. Para que la referida conducta sea 
sancionable será necesario, en todo caso, que así se 
disponga en las bases reguladoras. En este supuesto 
lógicamente, a diferencia de lo que prescribe la Ley 
en relación a otras infracciones graves, el reintegro 
espontáneo de las cantidades percibidas no eliminará 
la sanción que corresponda por la falta de cumpli-
miento del objetivo, de ejecución del proyecto, de 
realización de la actividad o de adopción del 
comportamiento para los que la subvención fue 
concedida. 
 

La Ley refuerza el principio de tipicidad que 
rige en el derecho sancionador conteniendo en límites 
más precisos los criterios de graduación de las 
sanciones. De ahí que regule de forma más precisa 
que la norma estatal la ponderación de los criterios de 
graduación en relación al importe de la sanción, 
reduciendo el margen de actuación del órgano 
competente para sancionar, lo que redunda en una 
mejora de la seguridad jurídica. Además, con objeto 
de minorar el número de recursos contra las 
sanciones, se introduce como criterio reductor del 
importe de la sanción su ingreso en periodo 
voluntario de pago sin haber interpuesto recurso 
contra la misma. 

 
TÍTULO PRELIMINAR 

 
DISPOSICIONES GENERALES 

 
CAPÍTULO I 

 
ÁMBITO DE APLICACIÓN 

 
Artículo 1. Objeto. 
 

Esta Ley tiene por objeto la regulación del 
régimen jurídico de las subvenciones otorgadas por la 
Administración General de la Comunidad Autónoma 
de Cantabria, las entidades locales de Cantabria o las 
entidades públicas dependientes de cualquiera de 
ellas. 
 
Artículo 2. Concepto de subvención. 
 

1. Se entiende por subvención, a los efectos 
de esta Ley, toda disposición dineraria realizada por 
cualquiera de los sujetos contemplados en el artículo 
3 de esta Ley, a favor de personas públicas o 
privadas, y que cumpla los siguientes requisitos: 
 

a) Que la entrega se realice sin contrapresta-
ción directa de las personas beneficiarias. 
 

b) Que la entrega esté sujeta al cumplimiento 
de un determinado objetivo, la ejecución de un 
proyecto, la realización de una actividad, la adopción 
de un comportamiento singular, ya realizados o por 
desarrollar, o la concurrencia de una situación, que 
podrán referirse al mismo ejercicio presupuestario en 
el que se convoca la subvención o a otros distintos, 
debiendo la persona beneficiaria cumplir las 
obligaciones materiales y formales que se hubieran 
establecido. 
 

Con carácter general, el objetivo, la 
ejecución del proyecto, la realización de la actividad, 
la adopción del comportamiento singular o la 
concurrencia de la situación, deberán referirse al 
propio ejercicio presupuestario en el que se convoca 
la subvención o a los posteriores. No obstante, sus 
normas reguladoras podrán, motivadamente, referirse 
a objetivos, proyectos, actividades, comportamientos 
o situaciones comprendidas en ejercicios anteriores. 
 

c) Que el proyecto, la acción, conducta o 
situación financiada tenga por objeto el fomento de 
una actividad de utilidad pública o interés social o de 
promoción de una finalidad pública. 
 

2. Las entregas a título gratuito de bienes y 
derechos se regirán por la legislación patrimonial. No 
obstante, se aplicará esta Ley cuando la ayuda 
consista en la entrega de bienes, derechos o servicios 
cuya adquisición se realice con la finalidad exclusiva 
de entregarlos a un tercero. En todo caso, la 
adquisición se someterá a la normativa sobre 
contratación de las Administraciones públicas. 
 

3. No están comprendidas en el ámbito de 
aplicación de esta Ley las aportaciones dinerarias 
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entre diferentes Administraciones públicas, así como 
entre la Administración General de Cantabria o las 
entidades locales y los organismos y otros entes 
públicos dependientes de ellos, destinadas a financiar 
globalmente la actividad de cada ente en el ámbito 
propio de sus competencias, resultando de aplicación 
lo dispuesto de manera específica en su normativa 
reguladora. 
 

4. Tampoco estarán comprendidas en el 
ámbito de aplicación de esta Ley las aportaciones 
dinerarias que en concepto de cuotas, tanto 
ordinarias como extraordinarias, realicen las entidades 
que integran la Administración local a favor de las 
asociaciones a que se refiere la disposición adicional 
quinta de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de 
las Bases del Régimen Local. 
 

5. No tienen carácter de subvenciones a 
efectos de esta ley, rigiéndose por su normativa 
específica: 
 

a) Las prestaciones contributivas y no 
contributivas del Sistema de la Seguridad Social. 
 

b) Las prestaciones asistenciales. 
 

c) Los beneficios fiscales. 
 

d) El crédito oficial, salvo en los supuestos 
en que la Administración pública subvencione al 
prestatario la totalidad o parte de los intereses u 
otras contraprestaciones de la operación de crédito.  
 

Los créditos sin interés, o con interés inferior 
al de mercado, concedidos por los entes contempla-
dos en el artículo 3 de esta Ley a particulares se 
regirán por su normativa específica y, en su defecto, 
por las prescripciones de esta Ley que resulten 
adecuadas a la naturaleza de estas operaciones, en 
particular, los principios generales, requisitos y 
obligaciones de beneficiarios y entidades colaborado-
ras, y procedimiento de concesión. 
 
Artículo 3. Ámbito de aplicación subjetivo. 
 

1. Esta Ley es aplicable a las subvenciones 
otorgadas por: 
 

a) La Administración General de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria. 
 

b) Las entidades que integran la Administra-
ción local de Cantabria. 
 

c) Los organismos y demás entidades de 
Derecho público con personalidad jurídica propia 
vinculadas o dependientes de  la Administración 
General de la Comunidad Autónoma de Cantabria, de 
las entidades que integran la Administración local de 
Cantabria o de las entidades públicas que de ellas 
dependan, en la medida en que las subvenciones que 
otorguen sean consecuencia del ejercicio de 
potestades administrativas. 
 

2. A las entregas dinerarias sin contrapresta-

ción que realicen las fundaciones o las sociedades del 
sector público autonómico o local, así como las que 
realicen las entidades de derecho público a los que se 
refiere el apartado anterior, cuando en este caso no 
ejerciten potestades administrativas, les serán de 
aplicación los principios de gestión contenidos en 
esta Ley y los de información a que se hace 
referencia en el artículo 19. En todo caso, las 
aportaciones gratuitas que realicen habrán de tener 
relación directa con el objeto de la actividad 
contenido en la norma de creación o en sus 
estatutos. 
 

3. Las subvenciones otorgadas por 
consorcios en que participen cualesquiera de las 
entidades que conforman el sector público de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria, las entidades 
que integran la Administración local de Cantabria o 
los organismos y demás entidades de Derecho 
público con personalidad jurídica propia vinculadas o 
dependientes de  las mismas, cuando uno o varios de 
dichos sujetos hayan participado en su financiación 
en al menos el 50% o se hayan comprometido, en el 
momento de su constitución, a financiar mayoritaria-
mente dicho ente, o cuando sus actos estén sujetos 
directa o indirectamente al poder de decisión de un 
órgano de la Comunidad Autónoma o de la entidad 
local correspondiente, y las subvenciones que deriven 
de convenios formalizados por aquellas entidades a 
que se refieren los dos apartados anteriores se 
regularán de acuerdo con lo establecido en el 
instrumento jurídico de creación o en el propio 
convenio, que, en todo caso, deberán ajustarse a las 
disposiciones contenidas en esta Ley. 
 

La misma regulación se aplicará a las 
subvenciones otorgadas por mancomunidades 
formadas por entidades que integren la Administra-
ción local de Cantabria. 
 
Artículo 4. Exclusiones del ámbito de aplicación de 
la Ley. 
 

Quedan excluidos del ámbito de aplicación 
de esta Ley: 
 

a) Los premios que se otorguen sin la previa 
solicitud de la persona beneficiaria. 
 

b) Las subvenciones previstas en la Ley de 
Elecciones al Parlamento de Cantabria. 
 

c) Las subvenciones a los grupos parlamen-
tarios del Parlamento de Cantabria y a los grupos 
políticos de las corporaciones locales. 
 
Artículo 5. Régimen jurídico de las subvenciones. 
 

Las subvenciones se regirán, en los términos 
establecidos en el artículo 3, por la legislación básica 
del Estado en la materia, por la presente Ley y sus 
disposiciones de desarrollo, por las restantes normas 
de derecho administrativo, y supletoriamente por las 
normas de derecho privado. 
 

En el ámbito de las entidades locales se 
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estará igualmente a lo establecido en la ordenanza 
reguladora de la subvención así como a las bases de 
ejecución del presupuesto de la entidad. 
 
Artículo 6. Régimen jurídico de las subvenciones 
financiadas con cargo a fondos de la Unión Europea. 
 

1. Las subvenciones financiadas con cargo a 
fondos de la Unión Europea se regirán por las normas 
comunitarias aplicables en cada caso y por las 
normas de desarrollo o transposición de aquéllas. 
 

2. Los procedimientos de concesión y de 
control de las subvenciones regulados en esta Ley 
tendrán carácter supletorio respecto de las normas de 
aplicación directa a las subvenciones financiadas con 
cargo a fondos de la Unión Europea. 
 

CAPÍTULO II 
 

DISPOSICIONES COMUNES A LAS SUBVENCIONES 
PÚBLICAS 

 
Artículo 7. Principios generales. 
 

1. Los órganos de la Administración o 
cualesquiera entes que propongan el establecimiento 
de subvenciones, con carácter previo, deberán 
concretar en un plan estratégico de subvenciones los 
objetivos y efectos que se pretenden con su 
aplicación, el plazo necesario para su consecución, 
los costes previsibles y sus fuentes de financiación, 
supeditándose en todo caso al cumplimiento de los 
objetivos de estabilidad presupuestaria. 
 

El control y evaluación de resultados 
derivados de la aplicación de los planes estratégicos 
serán realizados, en su respectivo ámbito de 
actuación, por la Intervención General de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria o de la Entidad local correspondiente, sin 
perjuicio de las competencias que la Ley atribuye a 
las Consejerías, organismos y demás entes públicos. 
 

2. Cuando los objetivos que se pretenden 
conseguir afecten al mercado, su orientación debe 
dirigirse a corregir fallos claramente identificados y 
sus efectos deben ser mínimamente distorsionadores. 
 

3. La gestión de las subvenciones a que se 
refiere esta Ley se realizará de acuerdo con los 
siguientes principios: 
 

a) Publicidad, transparencia, concurrencia, 
objetividad, igualdad y no discriminación. 
 

b) Eficacia en el cumplimiento de los 
objetivos fijados por la Administración otorgante. 
 

c) Eficiencia en la asignación y utilización de 
los recursos públicos. 
 
Artículo 8. Requisitos para el otorgamiento de las 
subvenciones. 
 

1. En aquellos casos en los que, de acuerdo 

con la normativa de la Unión Europea, deban 
comunicarse los proyectos para el establecimiento, la 
concesión o la modificación de una subvención, la 
Administración General de la Comunidad de 
Cantabria, las entidades que integran la Administra-
ción local de Cantabria o cualesquiera entes 
dependientes de las mismas deberán comunicar a la 
Comisión de la Unión Europea los oportunos 
proyectos de acuerdo con el artículo 10 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, y en los términos que se 
establezcan reglamentariamente, al objeto que se 
declare la compatibilidad de las mismas. En estos 
casos, no se podrá hacer efectiva una subvención en 
tanto no sea considerada compatible con el mercado 
común. 
 

2. Con carácter previo al otorgamiento de las 
subvenciones, deberán aprobarse las normas que 
establezcan las bases reguladoras de concesión en 
los términos establecidos en esta Ley. 
 

3. Las bases reguladoras de cada tipo de 
subvención se publicarán en el Boletín Oficial de 
Cantabria. 
 

4. Adicionalmente, el otorgamiento de una 
subvención debe cumplir los siguientes requisitos: 
 

a) La competencia del órgano administrativo 
concedente. 
 

b) La existencia de crédito adecuado y 
suficiente para atender las obligaciones de contenido 
económico que se derivan de la concesión de la 
subvención. 
 

c) La tramitación del procedimiento de 
concesión de acuerdo con las normas que resulten de 
aplicación. 
 

d) La fiscalización previa de los actos 
administrativos de contenido económico, en los 
términos previstos en las Leyes. 
 

e) La aprobación del gasto por el órgano 
competente para ello. 
 
Artículo 9. Órganos competentes para la concesión 
de subvenciones. 
 

1. El Consejo de Gobierno será el órgano 
competente para conceder subvenciones y ayudas 
derivadas de una convocatoria en la que al menos 
una de las subvenciones exceda, individual y 
unitariamente considerada de sesenta mil euros. En 
los demás casos serán órganos competentes para 
conceder subvenciones, los titulares de las 
Consejerías y los Presidentes o Directores de los 
organismos públicos y demás entidades que tengan 
que ajustar su actividad al derecho público en sus 
respectivos ámbitos de actuación. 
 

2. En los procedimientos de concesión 
directa de subvenciones los órganos competentes 
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serán lo siguientes: 
 

a) En los previstos nominativamente en los 
Presupuestos de Comunidad Autónoma de Cantabria 
la competencia para la concesión corresponderá al 
Consejo de Gobierno cuando la subvención exceda de 
sesenta mil euros. En el resto de los supuestos 
corresponderá al titular de la Consejería y los 
Presidentes o Directores de los Organismos 
Autónomos. 
 

b) En aquéllas cuyo otorgamiento o cuantía 
venga impuesto a la Administración por una norma de 
rango legal, el órgano competente para la concesión 
será el que se determine en la citada norma. 
 

c) En las subvenciones que se concedan con 
carácter excepcional y en las que se acredite razones 
de interés público, social, económico o humanitario u 
otras debidamente justificadas que dificulten su 
convocatoria pública, será el Consejo de Gobierno el 
competente para su concesión y para la aprobación 
del gasto que se derive. 
 

3. La competencia para conceder subvencio-
nes en las corporaciones locales corresponde a los 
órganos que tengan atribuidas tales funciones según 
la legislación de régimen local." 
 
Artículo 10. Beneficiarios. 
 

1. Tendrá la consideración de beneficiario de 
subvenciones la persona que haya de realizar la 
actividad que fundamentó su otorgamiento o que se 
encuentre en la situación que legitima su concesión. 
 

2. Cuando la persona beneficiaria sea una 
persona jurídica, y siempre que así se prevea en las 
bases reguladoras, los miembros asociados de la 
persona beneficiaria que se comprometan a efectuar 
la totalidad o parte de las actividades que fundamen-
tan la concesión de la subvención en nombre y por 
cuenta del primero tendrán igualmente la considera-
ción de beneficiarios. 
 

3. Cuando se prevea expresamente en las 
bases reguladoras, podrán acceder a la condición de 
beneficiario las agrupaciones de personas físicas o 
jurídicas, públicas o privadas, las comunidades de 
bienes o cualquier otro tipo de unidad económica o 
patrimonio separado que, aun careciendo de 
personalidad jurídica, puedan llevar a cabo los 
proyectos, actividades o comportamientos o se 
encuentren en la situación que motiva la concesión 
de la subvención. 
 

Cuando se trate de agrupaciones de 
personas físicas o jurídicas, públicas o privadas sin 
personalidad, deberán hacerse constar expresamente, 
tanto en la solicitud como en la resolución de 
concesión, los compromisos de ejecución asumidos 
por cada miembro de la agrupación, así como el 
importe de subvención a aplicar por cada uno de 
ellos, que tendrán igualmente la consideración de 
beneficiarios. En cualquier caso, deberá nombrarse un 
representante o apoderado único de la agrupación, 

con poderes bastantes para cumplir las obligaciones 
que, como beneficiario, corresponden a la agrupa-
ción. No podrá disolverse la agrupación hasta que 
haya transcurrido el plazo de prescripción previsto en 
los artículos 40 y 69 de esta Ley. 
 
Artículo 11. Entidades colaboradoras. 
 

1. Será entidad colaboradora aquella que, 
actuando en nombre y por cuenta del órgano 
concedente a todos los efectos relacionados con la 
subvención, entregue y distribuya los fondos públicos 
a las personas beneficiarias cuando así se establezca 
en las bases reguladoras, o colabore en la gestión de 
la subvención sin que se produzca la previa entrega y 
distribución de los fondos recibidos. Estos fondos en 
ningún caso se considerarán integrantes de su 
patrimonio. 
 

Igualmente tendrán esta condición los que 
habiendo sido denominados beneficiarios conforme a 
la normativa comunitaria tengan encomendadas, 
exclusivamente, las funciones enumeradas en el 
párrafo anterior. 
 

2. Podrán ser consideradas entidades colabo-
radoras los organismos y demás entes públicos, las 
sociedades mercantiles participadas íntegra o 
mayoritariamente por las Administraciones públicas, 
organismos o entes de derecho público y las 
asociaciones constituidas por las entidades locales 
para la defensa de sus intereses a que se refiere la 
disposición adicional quinta de la Ley 7/1985, de 2 
de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, 
así como las demás personas jurídicas públicas o 
privadas que reúnan las condiciones de solvencia y 
eficacia que se establezcan. 
 

3. La Administración General del Estado y las 
corporaciones locales podrán actuar como entidades 
colaboradoras de las subvenciones concedidas por la 
Administración General de la Comunidad Autónoma 
de Cantabria, sus organismos públicos y demás entes 
que tengan que ajustar su actividad al derecho 
público. De igual forma, y en los mismos términos, la 
Administración General de la Comunidad Autónoma 
de Cantabria y sus organismos públicos podrán 
actuar como entidades colaboradoras del Estado o las 
corporaciones locales. 
 
Artículo 12. Requisitos para obtener la condición de 
beneficiario o entidad colaboradora. 
 

1. Podrán obtener la condición de 
beneficiario o entidad colaboradora las personas o 
entidades que se encuentren en la situación que 
fundamenta la concesión de la subvención o en las 
que concurran las circunstancias previstas en las 
bases reguladoras y en la convocatoria. 
 

2. No podrán obtener la condición de 
beneficiario o entidad colaboradora de las subvencio-
nes reguladas en esta Ley las personas o entidades 
en quienes concurra alguna de las circunstancias 
siguientes, salvo que por la naturaleza de la 
subvención se exceptúe por su normativa reguladora: 
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a) Haber sido condenadas mediante 
sentencia firme a la pena de pérdida de la posibilidad 
de obtener subvenciones o ayudas públicas. 
 

b) Haber solicitado la declaración de 
concurso, haber sido declarados insolventes en 
cualquier procedimiento, hallarse declarados en 
concurso, estar sujetos a intervención judicial o haber 
sido inhabilitados conforme a la Ley Concursal sin 
que haya concluido el período de inhabilitación fijado 
en la sentencia de calificación del concurso. 
 

c) Haber dado lugar, por causa de la que 
hubiesen sido declarados culpables, a la resolución 
firme de cualquier contrato celebrado con la 
Administración. 
 

d) Estar incursa la persona física, los 
administradores de las sociedades mercantiles o 
aquellos que ostenten la representación legal de otras 
personas jurídicas, en alguno de los supuestos de la 
Ley 12/1995, de 11 de mayo, de Incompatibilidades 
de los Miembros del Gobierno de la Nación y de los 
Altos Cargos de la Administración General del Estado, 
de la Ley de Cantabria 5/1984, de 18 de octubre, de 
Incompatibilidades de Altos Cargos, de la Ley 
53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades 
del Personal al Servicio de las Administraciones 
Públicas, de los supuestos de incompatibilidad de la 
Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las bases de 
régimen local, o tratarse de cualquiera de los cargos 
electivos regulados en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 
de junio, del Régimen Electoral General, en los 
términos establecidos en la misma. 
 

e) No hallarse al corriente en el cumplimiento 
de las obligaciones tributarias o frente a la Seguridad 
Social impuestas por las disposiciones vigentes o de 
cualquier otro ingreso de derecho público, en la forma 
que se determine reglamentariamente. 
 

f) Tener la residencia fiscal en un país o 
territorio calificado reglamentariamente como paraíso 
fiscal. 
 

g) No hallarse al corriente de pago de 
obligaciones por reintegro de subvenciones en los 
términos que reglamentariamente se determinen. 
 

h) Haber sido sancionado mediante 
resolución firme con la pérdida de la posibilidad de 
obtener subvenciones. 
 

No podrán acceder a la condición de 
beneficiarios las agrupaciones previstas en el segundo 
párrafo del apartado 3 del artículo 10 de esta Ley 
cuando concurra alguna de las prohibiciones 
anteriores en cualquiera de sus miembros. 
 

3. En ningún caso podrán obtener la 
condición de beneficiario o entidad colaboradora de 
las subvenciones reguladas en esta Ley las 
asociaciones incursas en las causas de prohibición 
previstas en los apartados 5 y 6 del artículo 4 de la 
Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, Reguladora 
del Derecho de Asociación. 

Tampoco podrán obtener la condición de beneficiario 
o entidad colaboradora las asociaciones respecto de 
las que se hubiera suspendido el procedimiento 
administrativo de inscripción por encontrarse indicios 
racionales de ilicitud penal, en aplicación de lo 
dispuesto en el artículo 30.4 de la Ley Orgánica 
1/2002, en tanto no recaiga resolución judicial firme 
en cuya virtud pueda practicarse la inscripción en el 
correspondiente registro. 
 

4. Las prohibiciones contenidas en los 
párrafos b), d), e), f) y g) del apartado 2 y en el 
apartado 3 de este artículo se apreciarán de forma 
automática y subsistirán mientras concurran las 
circunstancias que, en cada caso, las determinen. 
 

5. Las prohibiciones contenidas en los 
párrafos a) y h) del apartado 2 de este artículo se 
apreciarán de forma automática. El alcance de la 
prohibición será el que determine la sentencia o 
resolución firme. En su defecto, el alcance se fijará 
de acuerdo con el procedimiento determinado 
reglamentariamente, sin que pueda exceder de cinco 
años en caso de que la prohibición no derive de 
sentencia firme. 
 

6. La apreciación y alcance de la prohibición 
contenida en el párrafo c) del apartado 2 de este 
artículo se determinará de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 21, en relación con el artículo 20.c) del 
Texto Refundido de la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio. 
 

7. La justificación por parte de las personas 
o entidades de no estar incursos en las prohibiciones 
para obtener la condición de beneficiario o entidad 
colaboradora, señaladas en los apartados 2 y 3 de 
este artículo, podrá realizarse mediante testimonio 
judicial, certificados telemáticos o transmisiones de 
datos, de acuerdo con lo establecido en la normativa 
reglamentaria que regule la utilización de técnicas 
electrónicas, informáticas y telemáticas por la 
Administración General del Estado, de las Comunida-
des Autónomas o de las Entidades locales, o 
certificación administrativa, según los casos, y 
cuando dicho documento no pueda ser expedido por 
la autoridad competente, podrá ser sustituido por una 
declaración responsable otorgada ante una autoridad 
administrativa o notario público. 
 
Artículo 13. Obligaciones de las personas beneficia-
rias. 
 

1. Son obligaciones de la persona beneficia-
ria: 
 

a) Cumplir el objetivo, ejecutar el proyecto, 
realizar la actividad o adoptar el comportamiento que 
fundamenta la concesión de las subvenciones. 
 

b) Justificar ante el órgano concedente o la 
entidad colaboradora, en su caso, el cumplimiento de 
los requisitos y condiciones, así como la realización 
de la actividad y el cumplimiento de la finalidad que 
determinen la concesión o disfrute de la subvención. 



BOPCA núm. 430 11 de mayo de 2006 Página 2693 

c) Someterse a las actuaciones de 
comprobación, a efectuar por el órgano concedente o 
la entidad colaboradora, en su caso, así como 
cualesquiera otras de comprobación y control 
financiero que puedan realizar los órganos de control 
competentes, tanto nacionales como comunitarios, 
aportando cuanta información le sea requerida en el 
ejercicio de las actuaciones anteriores. 
 

d) Comunicar al órgano concedente o la 
entidad colaboradora la obtención de otras 
subvenciones, ayudas, ingresos o recursos que 
financien las actividades subvencionadas. 
Esta comunicación deberá efectuarse tan pronto 
como se conozca y, en todo caso, con anterioridad a 
la justificación de la aplicación dada a los fondos 
percibidos. 
 

e) Acreditar con anterioridad a dictarse la 
propuesta de resolución de concesión que se halla al 
corriente en el cumplimiento de sus obligaciones 
tributarias y frente a la Seguridad Social, en la forma 
que se determine reglamentariamente, y sin perjuicio 
de lo establecido en la disposición adicional 
decimoctava de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común. 
 

f) Disponer de los libros contables, registros 
diligenciados y demás documentos debidamente 
auditados en los términos exigidos por la legislación 
mercantil y sectorial aplicable al beneficiario en cada 
caso, así como cuantos estados contables y registros 
específicos sean exigidos por las bases reguladoras 
de las subvenciones, con la finalidad de garantizar el 
adecuado ejercicio de las facultades de comprobación 
y control. 
 

g) Conservar los documentos justificativos 
de la aplicación de los fondos recibidos, incluidos los 
documentos electrónicos, en tanto puedan ser objeto 
de las actuaciones de comprobación y control. 
 

h) Adoptar las medidas de difusión 
contenidas en el apartado 4 del artículo 17 de esta 
Ley. 
 

i) Proceder al reintegro de los fondos 
percibidos en los supuestos contemplados en el 
artículo 38 de esta Ley. 
 

2. La rendición de cuentas de los percepto-
res de subvenciones, a que se refiere el artículo 34.3 
de la Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento 
del Tribunal de Cuentas, se instrumentará a través del 
cumplimiento de la obligación de justificación al 
órgano concedente o entidad colaboradora, en su 
caso, de la subvención, regulada en el párrafo b) del 
apartado 1 de este artículo. 
 

Artículo 14. Obligaciones de las entidades colabora-
doras. 
 

1. Son obligaciones de la entidad colabora-
dora: 

 a) Entregar a las personas beneficiarias los 
fondos recibidos de acuerdo con los criterios 
establecidos en las bases reguladoras de la 
subvención y en el convenio suscrito con la entidad 
concedente. 
 

b) Comprobar, en su caso, el cumplimiento y 
efectividad de las condiciones o requisitos determi-
nantes para su otorgamiento, así como la realización 
de la actividad y el cumplimiento de la finalidad que 
determinen la concesión o disfrute de la subvención. 
 

c) Justificar la entrega de los fondos 
percibidos ante el órgano concedente de la 
subvención y, en su caso, entregar la justificación 
presentada por las personas beneficiarias. 
 

d) Someterse a las actuaciones de 
comprobación que respecto de la gestión de dichos 
fondos pueda efectuar el órgano concedente, así 
como cualesquiera otras de comprobación y control 
financiero que puedan realizar los órganos de control 
competentes, tanto nacionales como comunitarios, 
aportando cuanta información le sea requerida en el 
ejercicio de las actuaciones anteriores. 
 

2. Cuando la Administración General del 
Estado, la Administración General de la Comunidad 
Autónoma, las entidades locales de Cantabria o sus 
organismos públicos actúen como entidades 
colaboradoras, las actuaciones de comprobación y 
control a que se hace referencia en el párrafo d) del 
apartado anterior se llevarán a cabo por los 
correspondientes órganos dependientes de las 
mismas, sin perjuicio de las competencias de los 
órganos de control comunitarios y de las del Tribunal 
de Cuentas. 
 
Artículo 15. Convenio de colaboración. 
 

1. Cuando en la gestión y distribución de los 
fondos participen entidades colaboradoras se 
formalizará un convenio de colaboración entre el 
órgano administrativo concedente y la entidad 
colaboradora, en el que se regularán las condiciones y 
obligaciones asumidas por ésta. 
 

2. El convenio de colaboración no podrá 
tener un plazo de vigencia superior a cuatro años, si 
bien podrá preverse en el mismo su modificación y su 
prórroga por mutuo acuerdo de las partes antes de la 
finalización de aquél, sin que la duración total de las 
prórrogas pueda ser superior a la vigencia del período 
inicial y sin que en conjunto la duración total del 
convenio de colaboración pueda exceder de seis 
años. 
No obstante, cuando la subvención tenga por objeto 
la subsidiación de préstamos, la vigencia del convenio 
podrá prolongarse hasta la total cancelación de los 
préstamos. 
 

3. El convenio de colaboración deberá 
contener, como mínimo, los siguientes extremos: 
 

a) Definición del objeto de la colaboración y 
de la entidad colaboradora. 
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b) Identificación de la normativa reguladora 
especial de las subvenciones que van a ser 
gestionadas por la entidad colaboradora. 
 

c) Plazo de duración del convenio de 
colaboración. 
 

d) Medidas de garantía que sea preciso 
constituir a favor del órgano administrativo 
concedente, medios de constitución y procedimiento 
de cancelación. 
 

e) Requisitos que debe cumplir y hacer 
cumplir la entidad colaboradora en las diferentes 
fases del procedimiento de gestión de las subvencio-
nes. 
 

f) En caso de colaboración en la distribución 
de los fondos públicos, determinación del período de 
entrega de los fondos a la entidad colaboradora y de 
las condiciones de depósito de los fondos recibidos 
hasta su entrega posterior a las personas beneficia-
rias. 
 

g) En caso de colaboración en la distribución 
de los fondos públicos, condiciones de entrega a las 
personas beneficiarias de las subvenciones 
concedidas por el órgano administrativo concedente. 
 

h) Forma de justificación por parte de las 
personas beneficiarias del cumplimiento de las 
condiciones para el otorgamiento de las subvenciones 
y requisitos para la verificación de la misma. 
 

i) Plazo y forma de la presentación de la 
justificación de las subvenciones aportada por las 
personas beneficiarias y, en caso de colaboración en 
la distribución de los fondos públicos, de acreditación 
por parte de la entidad colaboradora de la entrega de 
los fondos a las personas beneficiarias. 
 

j) Determinación de los libros y registros 
contables específicos que debe llevar la entidad 
colaboradora para facilitar la adecuada justificación 
de la subvención y la comprobación del cumplimiento 
de las condiciones establecidas. 
 

k) Obligación de reintegro de los fondos en el 
supuesto de incumplimiento de los requisitos y 
obligaciones establecidas para la concesión de la 
subvención y, en todo caso, en los supuestos 
regulados en el artículo 38 de esta Ley. 
 

l) Obligación de la entidad colaboradora de 
someterse a las actuaciones de comprobación y 
control previstas en el párrafo d) del apartado 1 del 
artículo 14 de esta Ley. 
 

m) Compensación económica que en su caso 
se fije a favor de la entidad colaboradora. 
 

4. Cuando el Estado o las corporaciones 
locales actúen como entidades colaboradoras, la 
Administración General de la Comunidad Autónoma 
de Cantabria o los organismos públicos vinculados o 
dependientes de la misma suscribirán con aquéllas los 

correspondientes convenios en los que se determinen 
los requisitos para la distribución y entrega de los 
fondos, los criterios de justificación y de rendición de 
cuentas. 
 

De igual forma, y en los mismos términos, se 
procederá cuando la Administración General de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria o los organismos 
públicos vinculados o dependientes de la misma 
actúen como entidades colaboradoras respecto de las 
subvenciones concedidas por la Administración del 
Estado o las corporaciones locales. 
 

5. Cuando las entidades colaboradoras sean 
personas sujetas a derecho privado, se seleccionarán 
previamente mediante un procedimiento sometido a 
los principios de publicidad, concurrencia, igualdad y 
no discriminación y la colaboración se formalizará 
mediante convenio, salvo que por el objeto de la 
colaboración resulte de aplicación plena el Texto 
Refundido de la Ley de Contratos de las Administra-
ciones Públicas, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 2/2000, de 16 de junio. 
 

El contrato, que incluirá necesariamente el 
contenido mínimo previsto en el apartado 3 de este 
artículo, así como el que resulte preceptivo de 
acuerdo con la normativa reguladora de los contratos 
administrativos, deberá hacer mención expresa al 
sometimiento del contratista al resto de las 
obligaciones impuestas a las entidades colaboradoras 
por esta Ley. 
 
Artículo 16. Bases reguladoras de la concesión de las 
subvenciones. 
 

1. En el ámbito de la Administración General 
de la Comunidad Autónoma de Cantabria, así como 
de los organismos públicos y restantes entidades de 
derecho público con personalidad jurídica propia 
vinculadas o dependientes de aquélla, los consejeros 
correspondientes  establecerán las oportunas bases 
reguladoras de la concesión. 
 

Las citadas bases se aprobarán por  orden 
del Consejero, de acuerdo con el procedimiento 
previsto en los artículos 120 y 121 de la Ley 6/2002, 
de 10 de diciembre, de régimen jurídico del Gobierno 
y de la Administración de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria, siendo en todo caso preceptivo informe de 
los servicios jurídicos de la Consejería afectada y de 
la Intervención Delegada. Las bases se publicarán en 
el "Boletín Oficial de Cantabria". 
 

No será necesaria la promulgación de las 
bases cuando las normas sectoriales específicas de 
cada subvención las incluyan con el alcance previsto 
en el apartado 3 de este artículo, así como cuando 
formen parte de la convocatoria en los términos del 
23.2.a), párrafo 2º. 
 

2. Las bases reguladoras de las subvencio-
nes de las corporaciones locales se deberán aprobar 
en el marco de las bases de ejecución del presupues-
to, a través de una ordenanza general de subvencio-
nes o mediante una ordenanza específica para las 
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distintas modalidades de subvenciones. 
 

3. La norma reguladora de las bases de 
concesión de las subvenciones concretará, como 
mínimo, los siguientes extremos: 
 

a) Definición del objeto de la subvención. 
 

b) Requisitos que deberán reunir las personas 
beneficiarias para la obtención de la subvención, y, 
en su caso, los miembros de las entidades contem-
pladas en el apartado 2 y segundo párrafo del 
apartado 3 del artículo 10 de esta Ley así como la 
forma de acreditar los mismos, y forma y plazo en 
que deben presentarse las solicitudes. 
 

c) Condiciones de solvencia y eficacia que 
hayan de reunir las personas jurídicas a las que se 
refiere el apartado 2 del artículo 11 de esta Ley, 
cuando se prevea el recurso a este instrumento de 
gestión. 
 

d) Procedimiento de concesión de la 
subvención. 
 

e) Criterios objetivos de otorgamiento de la 
subvención y, en su caso, ponderación de los 
mismos. 
 

f) Cuantía individualizada de la subvención o 
criterios para su determinación. 
 

g) Órganos competentes para la ordenación, 
instrucción y resolución del procedimiento de 
concesión de la subvención y el plazo en que será 
notificada la resolución. 
 

h) Determinación, en su caso, de los libros y 
registros contables específicos para garantizar la 
adecuada justificación de la subvención. 
 

i) Plazo y forma de justificación por parte de 
la persona beneficiaria o de la entidad colaboradora, 
en su caso, del cumplimiento de la finalidad para la 
que se concedió la subvención y de la aplicación de 
los fondos percibidos. 
 

j) Medidas de garantía que, en su caso, se 
considere preciso constituir a favor del órgano 
concedente, medios de constitución y procedimiento 
de cancelación. 
 

k) Posibilidad de efectuar pagos anticipados 
y abonos a cuenta, así como el régimen de garantías 
que, en su caso, deberán aportar las personas 
beneficiarias, en los términos previstos en la Ley de 
Presupuestos. 
 

l) Posibilidad de subcontratar las actividades 
subvencionadas. 
 

m) Mención de que toda alteración de las 
condiciones tenidas en cuenta para la concesión de la 
subvención podrá dar lugar a la modificación de la 
resolución de concesión. 
 

n) Compatibilidad o incompatibilidad con 
otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para 
la misma finalidad, procedentes de cualesquiera 
Administraciones o entes públicos o privados, 
nacionales, de la Unión Europea o de organismos 
internacionales. 
 

ñ) Obligación de las personas beneficiarias 
de facilitar cuanta información les sea requerida por 
la Intervención General de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria o de la entidad 
local, el Tribunal de Cuentas u otros órganos 
competentes, sin perjuicio de lo establecido en la 
normativa en materia de protección de datos 
 

o) Procedimiento para dar publicidad a las 
subvenciones concedidas en aquellos casos en que 
por su cuantía no sea necesaria su publicación en el 
Boletín Oficial de Cantabria. 
 

4. Las bases reguladoras incluirán criterios 
de graduación de los posibles incumplimientos de 
condiciones impuestas con motivo de la concesión de 
las subvenciones o, en su caso, advertirán de la 
imposibilidad de un cumplimiento parcial. Los 
referidos criterios resultarán de aplicación para 
determinar la cantidad que finalmente haya de 
percibir la persona beneficiaria o, en su caso, el 
importe a reintegrar, y deberán responder al principio 
de proporcionalidad. 
 

5. Para que la falta de cumplimiento del 
objetivo, de ejecución del proyecto, de realización de 
la actividad o de adopción del comportamiento para 
los que la subvención fue concedida sea sancionable 
como infracción grave, en los términos del apartado 
f) del artículo  61, será necesario que así se disponga 
en las bases reguladoras. 
 
Artículo 17. Publicidad de las subvenciones 
concedidas. 
 

1. Los órganos administrativos concedentes 
publicarán en el Boletín Oficial de Cantabria, y en los 
términos que se fijen reglamentariamente, las 
subvenciones concedidas con expresión de la 
convocatoria, el programa y crédito presupuestario al 
que se imputen, beneficiario, cantidad concedida y 
finalidad o finalidades de la subvención. 
 

2. No obstante lo establecido en el apartado 
anterior, la publicidad de las subvenciones concedi-
das por entidades locales de menos de 50.000 
habitantes podrá realizarse en el tablón de anuncios, 
y, en su caso, por cualquier otro medio de informa-
ción telemática. Además, cuando se trate de 
entidades locales de más de 5.000 habitantes, en el 
diario oficial correspondiente se publicará un extracto 
de la resolución por la que se ordena la publicación, 
indicando los lugares donde se encuentra expuesto su 
contenido íntegro. 
 

3. No será necesaria la publicación en el 
Boletín Oficial de Cantabria de la concesión de las 
subvenciones en los siguientes supuestos: 
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a) Cuando las subvenciones públicas tengan 
asignación nominativa en los presupuestos de la 
Administración General de la Comunidad Autónoma 
de Cantabria o de las entidades locales, y demás 
organismos y entidades públicas a que se hace 
referencia en el artículo 3 de esta Ley. 
 

b) Cuando su otorgamiento y cuantía, a 
favor de beneficiario concreto, resulten impuestos en 
virtud de norma de rango legal. 
 

c) Cuando los importes de las subvenciones 
concedidas, individualmente consideradas, sean de 
cuantía inferior a 3.000 euros. En este supuesto, las 
bases reguladoras deberán prever la utilización de 
otros procedimientos que, de acuerdo con sus 
especiales características, cuantía y número, 
aseguren la publicidad de las personas beneficiarias 
de las mismas. 
 

d) Cuando la publicación de los datos de la 
persona beneficiaria en razón del objeto de la 
subvención pueda ser contraria al respeto y 
salvaguarda del honor, la intimidad personal y familiar 
de las personas físicas en virtud de lo establecido en 
la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de Protección 
Civil del Derecho al Honor, a la Intimidad Personal y 
Familiar y a la Propia Imagen, y haya sido previsto en 
su normativa reguladora. 
 

4. Las personas beneficiarias deberán dar la 
adecuada publicidad del carácter público de la 
financiación de programas, actividades, inversiones o 
actuaciones de cualquier tipo que sean objeto de 
subvención, en los términos reglamentariamente 
establecidos. 
 
Artículo 18. Financiación de las actividades 
subvencionadas. 
 

1. La normativa reguladora de la subvención 
podrá exigir un importe de financiación propia para 
cubrir la actividad subvencionada. La aportación de 
fondos propios al proyecto o acción subvencionada 
habrá de ser acreditada en los términos previstos en 
el artículo 31 de esta Ley. 
 

2. La normativa reguladora de la subvención 
determinará el régimen de compatibilidad o 
incompatibilidad para la percepción de otras 
subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para la 
misma finalidad, procedentes de cualesquiera 
Administraciones o entes públicos o privados, 
nacionales, de la Unión Europea o de organismos 
internacionales, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
apartado siguiente. 
 

3. El importe de las subvenciones en ningún 
caso podrá ser de tal cuantía que, aisladamente o en 
concurrencia con otras subvenciones, ayudas, 
ingresos o recursos, supere el coste de la actividad 
subvencionada. 
 

4. Toda alteración de las condiciones tenidas 
en cuenta para la concesión de la subvención, y en 
todo caso la obtención concurrente de otras 

aportaciones fuera de los casos permitidos en las 
normas reguladoras, podrá dar lugar a la modificación 
de la resolución de concesión, en los términos 
establecidos en la normativa reguladora de la 
subvención. 
 

5. Los rendimientos financieros que se 
generen por los fondos librados a las personas 
beneficiarias incrementarán el importe de la 
subvención concedida y se aplicarán igualmente a la 
actividad subvencionada, salvo que, por razones 
debidamente motivadas, se disponga lo contrario en 
las bases reguladoras de la subvención. 
Este apartado no será de aplicación en los supuestos 
en que la persona beneficiaria sea una Administración 
pública. 
 

Artículo 19. Información sobre la gestión de 
subvenciones otorgadas por sujetos pertenecientes al 
sector público de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria. 
 

1. Los sujetos contemplados en el artículo 3 
de esta Ley pertenecientes al sector público de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria deberán facilitar 
a la Intervención General de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria, a efectos 
meramente estadísticos e informativos, información 
sobre las subvenciones por ellos gestionadas, en los 
términos previstos reglamentariamente, al objeto de 
formar una base de datos de ámbito autonómico, 
para dar cumplimiento a la exigencia de la Unión 
Europea, mejorar la eficacia, controlar la acumulación 
y concurrencia de subvenciones y facilitar la 
planificación, seguimiento y actuaciones de control. 
 

2. La referida base de datos contendrá, al 
menos, referencia a las bases reguladoras de la 
subvención, convocatorias, identificación de las 
personas beneficiarias con la subvención otorgada y 
efectivamente percibida, resoluciones de reintegro y 
sanciones impuestas. Igualmente contendrá la 
identificación de las personas incursas en alguna de 
las prohibiciones contempladas en el artículo 12 de 
esta Ley. 
 

3. La cesión de datos de carácter personal 
que, en virtud de los apartados precedentes, debe 
efectuarse a la Intervención General de la Administra-
ción de la Comunidad Autónoma de Cantabria no 
requerirá el consentimiento del afectado. 
 

4. La información incluida en la base de 
datos de ámbito autonómico tendrá carácter 
reservado, sin que pueda ser cedida o comunicada a 
terceros, salvo que la cesión tenga por objeto: 
 

a) La colaboración con cualquier Administra-
ción pública para la lucha contra el fraude en la 
obtención o percepción de ayudas o subvenciones a 
cargo de fondos públicos o de la Unión Europea. 
 

b) La investigación o persecución de delitos 
públicos por los órganos jurisdiccionales o el 
Ministerio Público. 
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c) La colaboración con las Administraciones 
tributaria y de la Seguridad Social en el ámbito de sus 
competencias. 
 

d) La colaboración con las comisiones 
parlamentarias de investigación en el marco 
legalmente establecido. 
 

e) La colaboración con el Tribunal de 
Cuentas u órganos de fiscalización externa de las 
Comunidades Autónomas en el ejercicio de sus 
funciones. 
 

f) La colaboración con la Comisión de 
Vigilancia de Actividades de Financiación del 
Terrorismo en el ejercicio de sus funciones de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 8 de la Ley de 
Prevención y Bloqueo de la Financiación del 
Terrorismo. 
 

5. La Intervención General de la Administra-
ción de la Comunidad Autónoma de Cantabria 
facilitará a la Intervención General de la Administra-
ción del Estado la información exigida por el artículo 
20 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General 
de Subvenciones. 
 

6. Las autoridades y el personal al servicio 
de las Administraciones públicas que tengan 
conocimiento de estos datos estarán obligados al 
más estricto y completo secreto profesional respecto 
de los mismos, salvo en los casos citados en el 
apartado anterior. Con independencia de las 
responsabilidades penales o civiles que pudieren 
corresponder, la infracción de este particular deber de 
secreto se considerará siempre falta disciplinaria muy 
grave. 
 
Artículo 20. Información sobre la gestión de 
subvenciones otorgadas por las entidades locales que 
integran la Administración Local de Cantabria. 
 

1. Las entidades locales podrán establecer 
bases de datos de subvenciones para dar cumplimien-
to a la exigencia de la Unión Europea, mejorar la 
eficacia, controlar la acumulación y concurrencia de 
subvenciones y facilitar la planificación, seguimiento 
y actuaciones de control. 
 

2. Se habilita al Consejo de Gobierno para 
que por Decreto establezca los criterios para 
homogeneizar las referidas bases de datos, que 
contendrán, al menos, los extremos  referidos en el 
apartado 2 del artículo 19. El Gobierno cooperará con 
las entidades locales en la implantación de las 
mismas. 
 

3. La cesión de datos de carácter personal 
que, en virtud de los apartados precedentes, deba 
efectuarse a las entidades locales no requerirá el 
consentimiento del afectado, sin perjuicio de lo 
establecido en la normativa de protección de datos. 
 

4. La información incluida en las referidas 
bases de datos tendrá carácter reservado, sin que 
pueda ser cedida o comunicada a terceros, salvo que 

la cesión tenga por objeto alguno de los fines 
referidos en el apartado 4 del artículo 19. 
Por vía de convenio se regulará el intercambio entre 
el Gobierno de Cantabria y las entidades locales de la 
información recogida en sus respectivas bases de 
datos al objeto de cumplir las finalidades menciona-
das en el apartado 1 de este artículo. 
 

5. Las autoridades y el personal al servicio 
de las Entidades locales que tengan conocimiento de 
estos datos estarán obligados al más estricto y 
completo secreto profesional respecto de los mismos, 
salvo en los casos citados en el apartado anterior. 
Con independencia de las responsabilidades penales o 
civiles que pudieren corresponder, la infracción de 
este particular deber de secreto se considerará 
siempre falta disciplinaria muy grave. 
 
Artículo 21. Régimen de garantías. 
 

1. Las garantías que deba depositar la 
persona beneficiaria o entidad colaboradora de una 
subvención para el cobro anticipado de la misma en 
los términos del artículo 16.3.k), se constituirán a 
disposición de la Comunidad Autónoma de Cantabria 
o de la entidad local correspondiente, pudiendo 
revestir cualquiera de las formas previstas en la 
legislación de contratos de las Administraciones 
Públicas. 
 

2. Una vez justificada la subvención 
concedida, por resolución del Consejero encargado de 
la gestión de la misma o del órgano competente en el 
ámbito local, y previo informe de la Intervención 
Delegada correspondiente, se procederá de oficio a la 
cancelación de las garantías depositadas. 
 

3. No se exigirán garantías o avales a las 
entidades locales cuando sean beneficiarias de 
subvenciones o actúen como entidades colaborado-
ras. 

TÍTULO I 
 

PROCEDIMIENTOS DE CONCESIÓN Y GESTIÓN DE 
LAS SUBVENCIONES 

 
CAPÍTULO I 

 
DEL PROCEDIMIENTO DE CONCESIÓN 

 
Artículo 22. Procedimientos de concesión. 
 

1. Las subvenciones podrán concederse en 
régimen de concurrencia competitiva o de forma 
directa. 
 

2. El procedimiento ordinario de concesión 
de subvenciones será el de concurrencia competitiva. 
A efectos de esta Ley, tendrá la consideración de 
concurrencia competitiva el procedimiento mediante 
el cual la concesión de las subvenciones se realiza 
mediante la comparación de las solicitudes 
presentadas que reúnan las condiciones para acceder 
a la subvención, a fin de establecer una prelación 
entre las mismas de acuerdo con los criterios de 
valoración previamente fijados en las bases 
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reguladoras y en la convocatoria, y adjudicar, con el 
límite fijado en la convocatoria dentro del crédito 
disponible, aquellas que hayan obtenido mayor 
valoración en aplicación de los citados criterios. 
 

En este supuesto la propuesta de concesión 
se formulará al órgano concedente por un órgano 
colegiado a través del órgano instructor. La 
composición del órgano colegiado será la que 
establezcan las correspondientes bases reguladoras. 
 

Excepcionalmente, siempre que así se prevea 
en las bases reguladoras, el órgano competente 
procederá al prorrateo, entre las personas beneficia-
rias de la subvención, del importe global máximo 
destinado a las subvenciones. 
 

Se concederán también por el régimen de 
concurrencia competitiva las subvenciones cuya 
concesión y justificación se realice mediante la sola 
comprobación de la concurrencia en el solicitante de 
los requisititos establecidos en la normativa 
reguladora y atendiendo a la prelación temporal de la 
solicitud hasta el agotamiento del crédito presupues-
tario. No obstante, cuando la Ley de Presupuestos 
configure el crédito al que se imputen como 
ampliable, y no sea necesario el establecimiento de 
un orden de prelación ni un prorrateo entre los 
solicitantes, se podrán tramitar por el procedimiento 
de concesión directa 
 

3. Podrán concederse de forma directa las 
siguientes subvenciones: 
 

a) Las previstas nominativamente en los 
Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma 
o de las entidades locales, en los términos recogidos 
en los convenios y en la normativa reguladora de 
estas subvenciones. 
 

b) Aquellas cuyo otorgamiento o cuantía 
venga impuesto a la Administración por una norma de 
rango legal, que seguirán el procedimiento de 
concesión que les resulte de aplicación de acuerdo 
con su propia normativa o, en ausencia de regulación 
específica, el procedimiento administrativo común. 
 

c) Con carácter excepcional, aquellas otras 
subvenciones en que se acrediten razones de interés 
público, social, económico o humanitario, u otras 
debidamente justificadas que dificulten su convocato-
ria pública. Estas subvenciones deberán concederse, 
en el ámbito de sus respectivas competencias, por 
Decreto del Consejo de Gobierno o acuerdo del 
órgano competente de la Entidad local, en los 
términos previstos en el artículo 29. 
 

También se podrán  otorgar de forma directa 
las subvenciones, cuando las características 
especiales de la persona beneficiaria o de la actividad 
subvencionada excluyan la posibilidad de acceso a 
cualquier otro interesado, haciendo inexistente la 
concurrencia competitiva 
 

4. No podrán otorgarse subvenciones por 
cuantía superior a la que se determine en la 

convocatoria. 
 

SECCIÓN I 
 

DEL PROCEDIMIENTO DE CONCESIÓN EN RÉGIMEN 
DE CONCURRENCIA COMPETITIVA 

 
Artículo 23. Iniciación. 
 

1. El procedimiento para la concesión de 
subvenciones se inicia siempre de oficio, mediante 
convocatoria aprobada por el órgano competente, 
que desarrollará el procedimiento para la concesión 
de las subvenciones convocadas según lo establecido 
en este capítulo y de acuerdo con los principios 
recogidos en la legislación de régimen jurídico y 
procedimiento administrativo. 
 

En el ámbito de la Administración General de 
la Comunidad Autónoma de Cantabria o sus 
entidades vinculadas o dependientes la convocatoria 
será aprobada por orden del Consejero. 
 

2. La convocatoria tendrá necesariamente el 
siguiente contenido: 
 

a) Indicación de la disposición que 
establezca, en su caso, las bases reguladoras y del 
diario oficial en que está publicada, salvo que en 
atención a su especificidad éstas se incluyan en la 
propia convocatoria. 
 

En caso de que los efectos de las bases 
reguladoras se agotaran con la propia convocatoria 
aquéllas participarán de la naturaleza de la convoca-
toria y se tramitarán siguiendo el mismo procedimien-
to, sin perjuicio de que sea preceptivo recabar los 
informes a que hace referencia el apartado primero 
del artículo 16. 
 

b) Créditos presupuestarios a los que se 
imputa la subvención y cuantía total máxima de las 
subvenciones convocadas dentro de los créditos 
disponibles o, en su defecto, cuantía estimada de las 
subvenciones. 
 

c) Objeto, condiciones y finalidad de la 
concesión de la subvención. 
 

d) Expresión de que la concesión se efectúa 
mediante un régimen de concurrencia competitiva. 
 

e) Requisitos para solicitar la subvención y 
forma de acreditarlos. 
 

f) Indicación de los órganos competentes 
para la instrucción y resolución del procedimiento. 
 

g) Plazo de presentación de solicitudes, a las 
que serán de aplicación las previsiones contenidas en 
el apartado 3 de este artículo. 
 

h) Plazo máximo de resolución y notificación 
del procedimiento. 
 

i) Documentos e informaciones que deben 
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acompañarse a la petición. 
 

j) En su caso, posibilidad de reformulación de 
solicitudes de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 27 de esta Ley. 
 

k) Indicación de si la resolución pone fin a la 
vía administrativa, expresión de los recursos que 
procedan y órgano ante el que ha de interponerse 
recurso y plazo para interponerlo. 
 

l) Criterios de valoración de las solicitudes. 
 

m) Medio de notificación o publicación, de 
conformidad con lo previsto en la legislación de 
procedimiento administrativo. 
 

3. Las solicitudes de las personas interesa-
das acompañarán los documentos e informaciones 
determinados en la norma o convocatoria, salvo que 
los documentos exigidos ya estuvieran en poder de 
cualquier órgano de la Administración actuante, en 
cuyo caso el solicitante no estará obligado a 
presentarlos, siempre que se haga constar la fecha y 
el órgano o dependencia en que fueron presentados 
o, en su caso, emitidos, y cuando no hayan 
transcurrido más de cinco años desde la finalización 
del procedimiento al que correspondan. 
 

En los supuestos de imposibilidad material de 
obtener el documento, el órgano competente podrá 
requerir al solicitante su presentación, o, en su 
defecto, la acreditación por otros medios de los 
requisitos a que se refiere el documento, con 
anterioridad a la formulación de la propuesta de 
resolución. 
 

La presentación telemática de solicitudes y 
documentación complementaria se realizará en los 
términos previstos en la disposición adicional 
decimoctava de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común. 
 

A efectos de lo previsto en el apartado 3 de 
la citada disposición adicional decimoctava, la 
presentación de la solicitud por parte de la persona 
beneficiaria conllevará la autorización al órgano 
gestor para recabar los certificados a emitir por la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria, por la 
Hacienda de la Comunidad Autónoma o de la entidad 
local correspondiente y por la Tesorería General de la 
Seguridad Social. 
 

4. A efectos de lo dispuesto en los 
apartados anteriores, la normativa reguladora de la 
subvención podrá admitir la sustitución de la 
presentación de determinados documentos por una 
declaración responsable del solicitante. En este caso, 
con anterioridad a la propuesta de resolución de 
concesión de la subvención se deberá requerir la 
presentación de la documentación que acredite la 
realidad de los datos contenidos en la citada 
declaración, en un plazo no superior a 15 días. 
 

5. Si la solicitud no reúne los requisitos 

establecidos en la norma de convocatoria, el órgano 
competente requerirá al interesado para que la 
subsane en el plazo máximo e improrrogable de 10 
días, indicándole que si no lo hiciese se le tendrá por 
desistido de su solicitud, previa resolución que deberá 
ser dictada en los términos previstos en el artículo 71 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común. 
 
Artículo 24. Instrucción. 
 

1. La instrucción del procedimiento de 
concesión de subvenciones corresponde al órgano 
que se designe en la convocatoria. Las bases de la 
convocatoria podrán designar como órgano instructor 
al órgano colegiado al que se refiere el apartado dos 
del artículo 22. 
 

2. El órgano competente para la instrucción 
realizará de oficio cuantas actuaciones estime 
necesarias para la determinación, conocimiento y 
comprobación de los datos en virtud de los cuales 
debe formularse la propuesta de resolución. 
 

3. Las actividades de instrucción comprende-
rán: 
 

a) Petición de cuantos informes estime 
necesarios para resolver o que sean exigidos por las 
normas que regulan la subvención. En la petición se 
hará constar, en su caso, el carácter determinante de 
aquellos informes que sean preceptivos. El plazo para 
su emisión será de 10 días, salvo que el órgano 
instructor, atendiendo a las características del 
informe solicitado o del propio procedimiento, solicite 
su emisión en un plazo menor o mayor, sin que en 
este último caso pueda exceder de dos meses. 
 

Cuando en el plazo señalado no se haya 
emitido el informe calificado por disposición legal 
expresa como preceptivo y determinante, o, en su 
caso, vinculante, podrá interrumpirse el plazo de los 
trámites sucesivos. 
 

b) Evaluación de las solicitudes o peticiones, 
efectuada conforme con los criterios, formas y 
prioridades de valoración establecidos en la norma 
reguladora de la subvención o, en su caso, en la 
convocatoria. 
 

La norma reguladora de la subvención podrá 
contemplar la posibilidad de establecer una fase de 
preevaluación en la que el órgano instructor verificará 
el cumplimiento de las condiciones impuestas para 
adquirir la condición de beneficiario de la subvención. 
 

4. Una vez evaluadas las solicitudes, el 
órgano colegiado al que se refiere el apartado 2 del 
artículo 22 de esta Ley deberá emitir informe en el 
que se concrete el resultado de la evaluación 
efectuada. 
 

El órgano instructor, a la vista del expediente 
y del informe del órgano colegiado, formulará la 
propuesta de resolución provisional, debidamente 
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motivada, que deberá notificarse a las personas 
interesadas en la forma que establezca la convocato-
ria, y se concederá un plazo de 10 días para 
presentar alegaciones. 
 

Examinadas las alegaciones aducidas en su 
caso por las personas interesadas y previo informe 
del órgano colegiado, se formulará por el órgano 
instructor la propuesta de resolución definitiva, que 
deberá expresar el solicitante o la relación de 
solicitantes para los que se propone la concesión de 
la subvención, y su cuantía, especificando su 
evaluación y los criterios de valoración seguidos para 
efectuarla. 
 

El expediente de concesión de subvenciones 
contendrá el informe del órgano instructor en el que 
conste que de la información que obra en su poder se 
desprende que las personas beneficiarias propuestos 
cumplen todos los requisitos necesarios para acceder 
a las mismas. 
 

5. Se podrá prescindir del trámite de 
audiencia cuando no figuren en el procedimiento ni 
sean tenidos en cuenta otros hechos ni otras 
alegaciones y pruebas que las aducidas por las 
personas interesadas. En este caso, la propuesta de 
resolución formulada tendrá el carácter de definitiva. 
 

6. La propuesta de resolución definitiva, 
cuando resulte procedente de acuerdo con las bases 
reguladoras, se notificará a las personas interesadas 
que hayan sido propuestos como beneficiarios en la 
fase de instrucción, para que en el plazo previsto en 
dicha normativa comuniquen su aceptación. 
 

La propuesta de resolución será notificada en 
todo caso cuando las bases reguladoras hayan 
tipificado como infracción grave la falta de 
cumplimiento del objetivo, de ejecución del proyecto, 
de realización de la actividad o de adopción del 
comportamiento para los que la subvención fue 
concedida. 
 

7. Las propuestas de resolución provisional y 
definitiva no crean derecho alguno a favor de la 
persona beneficiaria propuesto, frente a la Adminis-
tración, mientras no se le haya notificado la 
resolución de concesión. 
 
Artículo 25. Resolución. 
 

1. Una vez aprobada la propuesta de 
resolución definitiva, y de acuerdo con lo previsto en 
la normativa de procedimiento administrativo y, en su 
caso, en la correspondiente norma o convocatoria, el 
órgano competente resolverá el procedimiento. 
 

2. La resolución se motivará de conformidad 
con lo que dispongan las bases reguladoras de la 
subvención debiendo, en todo caso, quedar 
acreditados en el procedimiento los fundamentos de 
la resolución que se adopte. Cuando el órgano 
competente para resolver no adjudique la subvención 
de acuerdo con la propuesta formulada por el órgano 
colegiado al que se refiere el apartado segundo del 

artículo 22, deberá motivar la separación del criterio 
de este último. 
 

3. La resolución, además de contener el 
solicitante o relación de solicitantes a los que se 
concede la subvención y la cuantía de la misma, hará 
constar, de manera expresa, la desestimación del 
resto de las solicitudes. 
 

4. El plazo máximo para resolver y notificar 
la resolución del procedimiento no podrá exceder de 
seis meses, salvo que una norma con rango de ley 
establezca un plazo mayor o así venga previsto en la 
normativa de la Unión Europea. El plazo se computará 
a partir de la publicación de la correspondiente 
convocatoria, salvo que la misma posponga sus 
efectos a una fecha posterior. 
 

En las subvenciones cuya solicitud se pueda 
presentar de forma continuada, el plazo máximo para 
resolver y notificar la resolución del procedimiento se 
computará desde la fecha de presentación de la 
solicitud. 
 

En el supuesto de subvenciones tramitadas 
por otras Administraciones públicas en las que 
corresponda la resolución a la Administración General 
de la Comunidad Autónoma de Cantabria, a sus 
entidades locales o a las entidades de derecho 
público vinculadas o dependientes de ellas, este plazo 
se computará a partir del momento en que el órgano 
otorgante disponga de la propuesta o de la 
documentación que la norma reguladora de la 
subvención determine. 
 

5. El vencimiento del plazo máximo sin 
haberse notificado la resolución legitima a las 
personas interesadas para entender desestimada por 
silencio administrativo la solicitud de concesión de la 
subvención. 
 
Artículo 26. Notificación de la resolución. 
 

La resolución del procedimiento se notificará 
a las personas interesadas  conforme a la normativa 
de procedimiento. 
 
Artículo 27. Reformulación de las solicitudes. 
 

1. Cuando la subvención tenga por objeto la 
financiación de actividades a desarrollar por el 
solicitante y el importe de la subvención de la 
propuesta de resolución provisional sea inferior al que 
figura en la solicitud presentada, se podrá instar de la 
persona beneficiaria, si así se ha previsto en las bases 
reguladoras, la reformulación de su solicitud para 
ajustar los compromisos y condiciones a la 
subvención otorgable. 
 

La reformulación será siempre posible en 
aquellas subvenciones específicamente dirigidas a las 
Corporaciones Locales o a las entidades dependientes 
o vinculadas a las mismas. 
 

2. Una vez que la solicitud merezca la 
conformidad del órgano colegiado, se remitirá con 
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todo lo actuado al órgano competente para que dicte 
la resolución. 
 

3. En cualquier caso, la reformulación de 
solicitudes deberá respetar el objeto, condiciones y 
finalidad de la subvención, así como los criterios de 
valoración establecidos respecto de las solicitudes o 
peticiones. 
 
Artículo 28. Procedimiento abreviado. 
 

Las subvenciones cuya concesión y 
justificación se realice mediante la concurrencia en el 
solicitante de los requisitos establecidos en la 
normativa reguladora y atendiendo a la prelación 
temporal de la solicitud hasta el agotamiento del 
crédito presupuestario podrán tramitarse por un 
procedimiento abreviado en el que la propuesta de 
concesión se formulará al órgano concedente 
directamente por el órgano instructor, que únicamen-
te deberá comprobar la concurrencia de los requisitos 
requeridos para conceder la subvención, no siendo 
necesaria la convocatoria del órgano colegiado al que 
se refiere el apartado segundo del artículo 22. 
 

SECCIÓN II 
 

DEL PROCEDIMIENTO DE CONCESIÓN DIRECTA 
 
Artículo 29. Concesión directa. 
 

1. La resolución de concesión y, en su caso, 
los convenios a través de los cuales se canalicen 
estas subvenciones, establecerán las condiciones y 
compromisos aplicables de conformidad con lo 
dispuesto en esta Ley. 
 

Los convenios serán el instrumento habitual 
para canalizar las subvenciones previstas nominati-
vamente en los Presupuestos Generales de la 
Comunidad de Cantabria o en los Presupuestos de las 
corporaciones locales. 
 

2. El Consejo de Gobierno aprobará por 
Decreto, a propuesta del consejero competente y 
previo informe de la Consejería competente en 
materia de Hacienda, de la Dirección General del 
Servicio Jurídico y de la Intervención General de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria, la concesión de aquellas subvenciones en 
que, por acreditarse razones de interés público, 
social, económico o humanitario u otras debidamente 
justificadas que dificulten su convocatoria pública, se 
concedan de forma directa por la Comunidad de 
Cantabria. 
 

Las mencionadas subvenciones serán 
aprobadas, en el ámbito de las corporaciones locales, 
por el órgano que tenga atribuidas tales funciones en 
la legislación de régimen local, previo informe de los 
órganos que tengan asignado el asesoramiento 
jurídico y económico de la entidad local. Las 
subvenciones concedidas deberán ser publicadas  en 
el Boletín Oficial de Cantabria cuando su cuantía sea 
superior a 3000 euros, así como en el tablón de 
anuncios de la entidad local o por cualquier otro 

medio de información telemática. En todo caso se 
informará de las referidas subvenciones al Pleno de la 
Corporación. 
 

3. El Decreto o acuerdo a que se hace 
referencia en el apartado anterior deberá ajustarse a 
las previsiones contenidas en esta Ley, salvo en lo 
que afecte a la aplicación de los principios de 
publicidad y concurrencia, y contendrá como mínimo 
los siguientes extremos: 
 

a) Definición del objeto de las subvenciones, 
con indicación del carácter singular de las mismas y 
las razones que acreditan el interés público, social, 
económico, humanitario, y otras análogas que 
justifiquen la dificultad de su convocatoria pública o, 
en su caso, hagan innecesaria o inexistente la 
concurrencia competitiva. 
 

b) Régimen jurídico aplicable. 
 

c) Beneficiarios, cuantía y modalidades de 
ayuda. 
 

d) El procedimiento de concesión debiendo 
prever el Decreto si se inicia de oficio o a instancia de 
parte, o la subvención se instrumenta a través de uno 
o varios convenios. 
 

e) Régimen de justificación de la aplicación 
dada a las subvenciones por las personas beneficia-
rias y, en su caso, entidades colaboradoras. 
 

Cuando el Decreto participe de la naturaleza 
de acto administrativo de concesión, debe establecer 
la partida presupuestaria a la que se va a imputar la 
subvención.  
 

Cuando el Decreto participe de la naturaleza 
de disposición de carácter general, deberán constar 
en el expediente administrativo que se tramite, la 
referencia a la partida presupuestaria a la que se 
imputen las  subvenciones que se vayan concedien-
do. 
 

4. Las subvenciones cuyo plazo de solicitud 
esté abierto de forma continuada a que se refiere el 
párrafo cuarto del apartado segundo del artículo 22  
podrán tramitarse por el procedimiento abreviado 
regulado por el artículo 28 en la medida en que sea 
compatible con su naturaleza.  
 

CAPÍTULO II 
 

DEL PROCEDIMIENTO DE GESTIÓN Y 
JUSTIFICACIÓN DE LA SUBVENCIÓN PÚBLICA 

 
Artículo 30. Subcontratación de las actividades 
subvencionadas por las personas beneficiarias. 
 

1. A los efectos de esta Ley, se entiende que 
un beneficiario subcontrata cuando concierta con 
terceros la ejecución total o parcial de la actividad 
que constituye el objeto de la subvención. Queda 
fuera de este concepto la contratación de aquellos 
gastos en que tenga que incurrir la persona 
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beneficiaria para la realización por sí mismo de la 
actividad subvencionada. 
 

2. La persona beneficiaria únicamente podrá 
subcontratar, total o parcialmente, la actividad 
cuando la normativa reguladora de la subvención así 
lo prevea. La actividad subvencionada que la persona 
beneficiaria subcontrate con terceros no excederá del 
porcentaje que se fije en las bases reguladoras de la 
subvención. En el supuesto de que tal previsión no 
figure, la persona beneficiaria podrá subcontratar 
hasta un porcentaje que no exceda del 50 por 100 
del importe de la actividad subvencionada. 
 

En ningún caso podrán subcontratarse 
actividades que, aumentando el coste de la actividad 
subvencionada, no aporten valor añadido al contenido 
de la misma. 
 

3. Cuando la actividad concertada con 
terceros exceda del 20 por 100 del importe de la 
subvención y dicho importe sea superior a 60.000 
euros, la subcontratación estará sometida al 
cumplimiento de los siguientes requisitos: 
 

a) Que el contrato se celebre por escrito. 
 

b) Que la celebración del mismo se autorice 
previamente por la entidad concedente de la 
subvención en la forma que se determine en las 
bases reguladoras. 
 

4. No podrá fraccionarse un contrato con el 
objeto de disminuir la cuantía del mismo y eludir el 
cumplimiento de los requisitos exigidos en el 
apartado anterior. 
 

5. Los contratistas quedarán obligados sólo 
ante la persona beneficiaria, que asumirá la total 
responsabilidad de la ejecución de la actividad 
subvencionada frente a la Administración. 
 

6. A efectos de lo previsto en el apartado 
anterior, las personas beneficiarias serán responsa-
bles de que en la ejecución de la actividad subven-
cionada concertada con terceros se respeten los 
límites que se establezcan en la normativa reguladora 
de la subvención en cuanto a la naturaleza y cuantía 
de gastos subvencionables, y los contratistas estarán 
sujetos al deber de colaboración previsto en el 
artículo 49 de esta Ley para permitir la adecuada 
verificación del cumplimiento de dichos límites. 
 

7. En ningún caso podrá concertarse por la 
persona beneficiaria la ejecución total o parcial de las 
actividades subvencionadas con: 
 

a) Personas o entidades incursas en alguna 
de las prohibiciones del artículo 12 de esta Ley. 
 

b) Personas o entidades que hayan percibido 
otras subvenciones para la realización de la actividad 
objeto de contratación. 
 

c) Intermediarios o asesores en los que los 
pagos se definan como un porcentaje de coste total 

de la operación, a menos que dicho pago esté 
justificado con referencia al valor de mercado del 
trabajo realizado o los servicios prestados. 
 

d) Personas o entidades vinculadas con la 
persona beneficiaria, salvo que concurran las 
siguientes circunstancias: 
 

1ª Que la contratación se realice de acuerdo 
con las condiciones normales de mercado. 
 

2ª Que se obtenga la previa autorización del 
órgano concedente en los términos que se fijen en las 
bases reguladoras. 
 

e) Personas o entidades solicitantes de 
ayuda o subvención en la misma convocatoria y 
programa, que no hayan obtenido subvención por no 
reunir los requisitos o no alcanzar la valoración 
suficiente. 
 
Artículo 31.  Justificación de las subvenciones 
públicas. 
 

1. La justificación del cumplimiento de las 
condiciones impuestas y de la consecución de los 
objetivos previstos en el acto de concesión de la 
subvención se documentará de la manera que se 
determine reglamentariamente, pudiendo revestir la 
forma de cuenta justificativa del gasto realizado o 
acreditarse dicho gasto por módulos o mediante la 
presentación de estados contables, según se 
disponga en la normativa reguladora. 
 

2. La rendición de la cuenta justificativa 
constituye un acto obligatorio de la persona 
beneficiaria o de la entidad colaboradora, en la que se 
deben incluir, bajo responsabilidad del declarante, los 
justificantes de gasto o cualquier otro documento con 
validez jurídica que permitan acreditar el cumplimien-
to del objeto de la subvención pública. La forma de la 
cuenta justificativa y el plazo de rendición de la 
misma vendrán determinados por las correspondien-
tes bases reguladoras de las subvenciones públicas. 
 

A falta de previsión de las bases reguladoras, 
la cuenta deberá incluir declaración de las actividades 
realizadas que han sido financiadas con la subvención 
y su coste, con el desglose de cada uno de los gastos 
incurridos, y su presentación se realizará, como 
máximo, en el plazo de tres meses desde la 
finalización del plazo para la realización de la 
actividad. 
 

3. Los gastos se acreditarán mediante 
facturas y demás documentos de valor probatorio 
equivalente con validez en el tráfico jurídico mercantil 
o con eficacia administrativa, en los términos 
establecidos reglamentariamente. 
 

La acreditación de los gastos también podrá 
efectuarse mediante facturas electrónicas, siempre 
que cumplan los requisitos exigidos para su 
aceptación en el ámbito tributario. 
 

Reglamentariamente, se establecerá un 
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sistema de validación y estampillado de justificantes 
de gasto que permita el control de la concurrencia de 
subvenciones. 
 

4. Cuando las actividades hayan sido 
financiadas, además de con la subvención, con 
fondos propios u otras subvenciones o recursos, 
deberá acreditarse en la justificación el importe, 
procedencia y aplicación de tales fondos a las 
actividades subvencionadas. 
 

5. En el supuesto de adquisición de bienes 
inmuebles, además de los justificantes establecidos 
en el apartado 3 de este artículo, debe aportarse 
certificado de tasador independiente debidamente 
acreditado e inscrito en el correspondiente registro 
oficial. 
 

6. Los miembros de las entidades previstas 
en el apartado 2 y segundo párrafo del apartado 3 del 
artículo 10 de esta Ley vendrán obligados a cumplir 
los requisitos de justificación respecto de las 
actividades realizadas en nombre y por cuenta de la 
persona beneficiaria, del modo en que se determina 
en los apartados anteriores. Esta documentación 
formará parte de la justificación que viene obligado a 
rendir la persona beneficiaria que solicitó la 
subvención. 
 

7. Cuando la Comunidad Autónoma de 
Cantabria conceda una subvención a una Administra-
ción Pública diferente, en aquellos  supuestos en que 
el Órgano que recibe la subvención está dotado de 
una Intervención General u Órgano de control interno 
equivalente, la justificación de la subvención se 
realizará mediante certificación expedida por este 
Órgano en la que se haga contar la afectación de la 
subvención percibida al cumplimiento de la finalidad 
subvencionada, acompañada de una Memoria 
económico justificativa del coste de las actividades 
realizadas que contendrá: 
 

a) Una relación clasificada de los gastos e 
inversiones de la actividad, con identificación del 
acreedor y del documento, su importe, fecha de 
emisión y fecha de pago. 
 

b) Indicación, en su caso, de los criterios de 
reparto de los costes generales  indirectos incorpora-
dos en la relación anterior, excepto en aquellos casos 
en que las bases reguladoras hayan previsto su 
compensación mediante un tanto alzado sin 
necesidad de justificación. 
 

c) Carta de pago en el supuesto de 
remanentes no aplicados.  
 

8. Las subvenciones que se concedan en 
atención a la concurrencia de una determinada 
situación en el perceptor no requerirán otra 
justificación que la acreditación por cualquier medio 
admisible en derecho de dicha situación previamente 
a la concesión, sin perjuicio de los controles que 
pudieran establecerse para verificar su existencia. 
 

9. El incumplimiento de la obligación de 

justificación de la subvención en los términos 
establecidos en este capítulo o la justificación 
insuficiente de la misma llevará aparejado el reintegro 
en las condiciones previstas en el artículo 38 de esta 
Ley. 
 

Artículo 32. Gastos subvencionables. 
 

1. Se consideran gastos subvencionables, a 
los efectos previstos en esta Ley, aquellos que de 
manera indubitada respondan a la naturaleza de la 
actividad subvencionada, y se realicen en el plazo 
establecido por las diferentes bases reguladoras de 
las subvenciones. En ningún caso el coste de 
adquisición de los gastos subvencionables podrá ser 
superior al valor de mercado. 
 

2. Salvo disposición expresa en contrario en 
las bases reguladoras de las subvenciones, se 
considerará gasto realizado el que ha sido efectiva-
mente pagado con anterioridad a la finalización del 
período de justificación determinado por la normativa 
reguladora de la subvención. 
 

3. Cuando el importe del gasto subvenciona-
ble supere la cuantía de 30.000 euros en el supuesto 
de coste por ejecución de obra, o de 12.000 euros en 
el supuesto de suministro de bienes de equipo o 
prestación de servicios por empresas de consultoría o 
asistencia técnica, la persona beneficiaria deberá 
solicitar como mínimo tres ofertas de diferentes 
proveedores, con carácter previo a la contracción del 
compromiso para la prestación del servicio o la 
entrega del bien, salvo que por las especiales 
características de los gastos subvencionables no 
exista en el mercado suficiente número de entidades 
que lo suministren o presten, o salvo que el gasto se 
hubiera realizado con anterioridad a la solicitud de la 
subvención. 
 

La elección entre las ofertas presentadas, 
que deberán aportarse en la justificación, o, en su 
caso, en la solicitud de la subvención, se realizará 
conforme a criterios de eficiencia y economía, 
debiendo justificarse expresamente en una memoria 
la elección cuando no recaiga en la propuesta 
económica más ventajosa. 
 

4. En el supuesto de adquisición, construc-
ción, rehabilitación y mejora de bienes inventariables, 
se seguirán las siguientes reglas: 
 

a) Las bases reguladoras fijarán el período 
durante el cual la persona beneficiaria deberá destinar 
los bienes al fin concreto para el que se concedió la 
subvención, que no podrá ser inferior a cinco años en 
caso de bienes inscribibles en un registro público, ni a 
dos años para el resto de bienes. 
 

En el caso de bienes inscribibles en un 
registro público, deberá hacerse constar en la 
escritura esta circunstancia, así como el importe de la 
subvención concedida, debiendo ser objeto estos 
extremos de inscripción en el registro público 
correspondiente. 
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b) El incumplimiento de la obligación de 
destino referida en el párrafo anterior, que se 
producirá en todo caso con la enajenación o el 
gravamen del bien, será causa de reintegro, en los 
términos establecidos en el capítulo II del título II de 
esta Ley, quedando el bien afecto al pago del 
reintegro cualquiera que sea su poseedor, salvo que 
resulte ser un tercero protegido por la fe pública 
registral o se justifique la adquisición de los bienes 
con buena fe y justo título o en establecimiento 
mercantil o industrial, en caso de bienes muebles no 
inscribibles. 
 

5. No se considerará incumplida la obligación 
de destino referida en el anterior apartado 4 cuando: 
 

a) Tratándose de bienes no inscribibles en un 
registro público, fueran sustituidos por otros que 
sirvan en condiciones análogas al fin para el que se 
concedió la subvención y este uso se mantenga hasta 
completar el período establecido, siempre que la 
sustitución haya sido autorizada por la Administración 
concedente. 
 

b) Tratándose de bienes inscribibles en un 
registro público, el cambio de destino, enajenación o 
gravamen sea autorizado por la Administración 
concedente. En este supuesto, el adquirente asumirá 
la obligación de destino de los bienes por el período 
restante y, en caso de incumplimiento de la misma, 
del reintegro de la subvención. 
 

6. Las bases reguladoras de las subvencio-
nes establecerán, en su caso, las reglas especiales 
que se consideren oportunas en materia de 
amortización de los bienes inventariables. No 
obstante, el carácter subvencionable del gasto de 
amortización estará sujeto a las siguientes condicio-
nes: 
 

a) Que las subvenciones no hayan 
contribuido a la compra de los bienes. 
 

b) Que la amortización se calcule de 
conformidad con las normas de contabilidad 
generalmente aceptadas. 
 

c) Que el coste se refiera exclusivamente al 
período subvencionable. 
 

7. Los gastos financieros, los gastos de 
asesoría jurídica o financiera, los gastos notariales y 
registrales y los gastos periciales para la realización 
del proyecto subvencionado y los de administración 
específicos serán subvencionados cuando estén 
directamente relacionados con la actividad 
subvencionada y son indispensables para la adecuada 
preparación o ejecución de la misma, y siempre que 
así se prevea en las bases reguladoras. Los gastos de 
garantía bancaria podrán ser subvencionados cuando 
así lo prevea la normativa reguladora de la subven-
ción. 
 

En ningún caso serán gastos subvenciona-
bles: 
 

a) Los intereses deudores de las cuentas 
bancarias. 
 

b) Intereses, recargos y sanciones 
administrativas y penales. 
 

c) Los gastos de procedimientos judiciales. 
 

8. Los tributos son gasto subvencionable 
cuando la persona beneficiaria de la subvención los 
abona efectivamente. En ningún caso se consideran 
gastos subvencionables los impuestos indirectos 
cuando sean susceptibles de recuperación o 
compensación ni los impuestos personales sobre la 
renta. 
 

9. Los costes indirectos habrán de imputarse 
por la persona beneficiaria a la actividad subvencio-
nada en la parte que razonablemente corresponda de 
acuerdo con principios y normas de contabilidad 
generalmente admitidas y, en todo caso, en la 
medida en que tales costes correspondan al período 
en que efectivamente se realiza la actividad. 
 
Artículo 33. Comprobación de subvenciones. 
 

1. El órgano gestor comprobará la adecuada 
justificación de la subvención, así como la realización 
de la actividad y el cumplimiento de la finalidad que 
determinen la concesión o disfrute de la subvención. 
 

2. La entidad colaboradora, en su caso, 
realizará, en nombre y por cuenta del órgano 
concedente, las comprobaciones previstas en el 
párrafo b) del apartado 1 del artículo 14 de esta Ley. 
 

Artículo 34. Comprobación de valores. 
 

1. La Administración podrá comprobar el 
valor de mercado de los gastos subvencionados 
empleando uno o varios de los siguientes medios: 
 

a) Precios medios de mercado. 
 

b) Cotizaciones en mercados nacionales y 
extranjeros. 
 

c) Estimación por referencia a los valores que 
figuren en los registros oficiales de carácter fiscal. 
 

d) Dictamen de peritos de la Administración. 
 

e) Tasación pericial contradictoria. 
 

f) Cualesquiera otros medios de prueba 
admitidos en derecho. 
 

2. El valor comprobado por la Administración 
servirá de base para el cálculo de la subvención y se 
notificará, debidamente motivado y con expresión de 
los medios y criterios empleados, junto con la 
resolución del acto que contiene la liquidación de la 
subvención. 
 

3. La persona beneficiaria podrá, en todo 
caso, promover la tasación pericial contradictoria, en 
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corrección de los demás procedimientos de 
comprobación de valores señalados en el apartado 1 
de este artículo, dentro del plazo del primer recurso 
que proceda contra la resolución del procedimiento 
en el que la Administración ejerza la facultad prevista 
en el apartado anterior. 
 

La presentación de la solicitud de tasación 
pericial contradictoria determinará la suspensión de la 
ejecución del procedimiento resuelto y del plazo para 
interponer recurso contra éste. 
 

4. Si la diferencia entre el valor comprobado 
por la Administración y la tasación practicada por el 
perito de la persona beneficiaria es inferior a 120.000 
euros y al 10 por 100 del valor comprobado por la 
Administración, la tasación del perito de la persona 
beneficiaria servirá de base para el cálculo de la 
subvención. En caso contrario, deberá designarse un 
perito tercero en los términos que se determinen 
reglamentariamente. 
 

Los honorarios del perito de la persona 
beneficiaria serán satisfechos por éste. Cuando la 
tasación practicada por el perito tercero fuese inferior 
al valor justificado por la persona beneficiaria, todos 
los gastos de la pericia serán abonados por éste, y, 
por el contrario, caso de ser superior, serán de cuenta 
de la Administración. 
 

La valoración del perito tercero servirá de 
base para la determinación del importe de la 
subvención. 
 

CAPÍTULO III 
 

DEL PROCEDIMIENTO DE GESTIÓN 
PRESUPUESTARIA 

 
Artículo 35. Procedimiento de aprobación del gasto y 
del pago. 
 

1. Con carácter previo a la convocatoria de 
la subvención o a la concesión directa de la misma, 
deberá efectuarse la aprobación del gasto en los 
términos previstos en la Ley reguladora de la 
Hacienda de Cantabria o en las normas presupuesta-
rias de las restantes Administraciones públicas. 
 

2. En el ámbito de las subvenciones 
convocadas por la Administración General de la 
Comunidad de Cantabria o sus organismos 
autónomos la aprobación del gasto corresponderá: 
 

a) En la Administración General de la 
Comunidad de Cantabria, al Consejero competente 
por razón de la materia. 
 

b) En los organismos autónomos que formen 
parte del sector público autonómico, a sus 
Presidentes o Directores. 
 

No obstante, cuando la subvención se 
conceda de forma directa por estar prevista 
nominativamente en los Presupuestos Generales de la 
Comunidad Autónoma  o por acreditarse razones de 

interés público, social, económico o humanitario u 
otras debidamente justificadas que dificulten su 
convocatoria pública, el Consejo de Gobierno será 
órgano competente para la concesión de la 
subvención y la aprobación del gasto derivado de la 
concesión. 
 

En aquellas subvenciones cuyo otorgamiento 
venga impuesto a la Administración por una norma de 
rango legal, será órgano competente para la 
aprobación del gasto derivado de la concesión aquel 
que establezca la norma que la regule. En defecto de 
regulación expresa la competencia corresponderá al 
Consejo de Gobierno. 
 

3. En el ámbito de las subvenciones 
convocadas por las Entidades locales o sus entidades 
vinculadas o dependientes la aprobación del gasto se 
realizará por los órganos que tengan atribuida tal 
función en la legislación de régimen local. 
 

4. La resolución de concesión de la 
subvención conllevará el compromiso del gasto 
correspondiente. 
 

5. El pago de la subvención se realizará 
previa justificación, por la persona beneficiaria, de la 
realización de la actividad, proyecto, objetivo o 
adopción del comportamiento para el que se concedió 
en los términos establecidos en la normativa 
reguladora de la subvención. 
 

Se producirá la pérdida del derecho al cobro 
total o parcial de la subvención en el supuesto de 
falta de justificación o de concurrencia de alguna de 
las causas previstas en el artículo 38 de esta Ley. La 
pérdida se acordará por resolución adoptada por el 
órgano encargado de comprobar la justificación de la 
subvención percibida. 
 

6. Cuando la naturaleza de la subvención así 
lo justifique, podrán realizarse pagos a cuenta. Dichos 
abonos a cuenta podrán suponer la realización de 
pagos fraccionados que responderán al ritmo de 
ejecución de las acciones subvencionadas, 
abonándose por cuantía equivalente a la justificación 
presentada. 
 

También se podrán realizar pagos anticipa-
dos que supondrán entregas de fondos con carácter 
previo a la justificación, como financiación necesaria 
para poder llevar a cabo las actuaciones inherentes a 
la subvención. 
 

En ningún caso podrán realizarse pagos 
anticipados a beneficiarios cuando se hubiera 
solicitado su declaración de concurso, hubieran sido 
expresamente declarados en concurso o se 
encontraran inhabilitados conforme a la Ley 
Concursal, mientras se prolongue dicha situación. 
 

La realización de pagos a cuenta o pagos 
anticipados, así como el régimen de garantías, 
deberán preverse expresamente en la normativa 
reguladora de la subvención, en los términos del 
artículo 16. En caso de exigirse las entidades 



Página 2706  11 de mayo de 2006  BOPCA núm. 430 

integrantes de la Administración local de Cantabria 
estarán exentas de prestar garantía.  
 

7. No podrá realizarse el pago de la 
subvención en tanto la persona beneficiaria no se 
halle al corriente en el cumplimiento de sus 
obligaciones tributarias y frente a la Seguridad Social 
o de cualquier otro ingreso de derecho público, o se 
haya dictado contra la persona beneficiaria resolución 
de procedencia de reintegro, mientras no se satisfaga 
o se garantice la deuda de la manera prevista en esta 
Ley. 
 
Artículo 36. Retención de pagos. 
 

1. Una vez acordado el inicio del procedi-
miento de reintegro, como medida cautelar, el órgano 
concedente puede acordar, a iniciativa propia o de 
una decisión de la Comisión Europea o a propuesta 
de la Intervención General de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria, de la entidad 
local o de la autoridad pagadora, la suspensión de los 
libramientos de pago de las cantidades pendientes de 
abonar al beneficiario o entidad colaboradora, sin 
superar, en ningún caso, el importe que fijen la 
propuesta o resolución de inicio del expediente de 
reintegro, con los intereses de demora devengados 
hasta aquel momento. 
 

2. La imposición de esta medida cautelar 
debe acordarse por resolución motivada, que debe 
notificarse al interesado, con indicación de los 
recursos pertinentes. 
 

3. En todo caso, procederá la suspensión si 
existen indicios racionales que permitan prever la 
imposibilidad de obtener el resarcimiento, o si éste 
puede verse frustrado o gravemente dificultado, y, en 
especial, si el perceptor hace actos de ocultación, 
gravamen o disposición de sus bienes. 
 

4. La retención de pagos estará sujeta, en 
cualquiera de los supuestos anteriores, al siguiente 
régimen jurídico: 
 

a) Debe ser proporcional a la finalidad que se 
pretende conseguir, y en ningún caso debe adoptarse 
si puede producir efectos de difícil o imposible 
reparación. 
 

b) Debe mantenerse hasta que se dicte la 
resolución que pone fin al expediente de reintegro, y 
no puede superar el período máximo que se fije para 
su tramitación, incluidas prórrogas. 
 

c) No obstante lo dispuesto en el párrafo 
anterior, debe levantarse cuando desaparezcan las 
circunstancias que la originaron o cuando la persona 
interesada proponga la sustitución de esta medida 
cautelar por la constitución de una garantía que se 
considere suficiente. 

TÍTULO II 
 

DE LA INVALIDEZ, DE LA REVOCACIÓN Y DEL 
REINTEGRO DE SUBVENCIONES 

 
CAPÍTULO I 

 
DE LA INVALIDEZ, DE LA REVOCACIÓN Y DEL 

REINTEGRO 
 
Artículo 37. Invalidez de la resolución de concesión. 
 

1. Son causas de nulidad de la resolución de 
concesión: 
 

a) Las indicadas en el artículo 62.1 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. 
 

b) La carencia o insuficiencia de crédito, de 
conformidad con lo establecido en la legislación 
reguladora de las Haciendas autonómica y local. 
 

2. Son causas de anulabilidad de la 
resolución de concesión las demás infracciones del 
ordenamiento jurídico, y, en especial, de las reglas 
contenidas en esta Ley, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 63 de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común. 
 

3. Cuando el acto de concesión incurriera en 
alguno de los supuestos mencionados en los 
apartados anteriores, el órgano concedente procederá 
a su revisión de oficio o, en su caso, a la declaración 
de lesividad y ulterior impugnación, de conformidad 
con lo establecido en la normativa administrativa 
aplicable. 
 

4. La declaración judicial o administrativa de 
nulidad o anulación llevará consigo la obligación de 
devolver las cantidades percibidas. 
 

5. No procederá la revisión de oficio del acto 
de concesión cuando concurra alguna de las causas 
de revocación y reintegro contempladas en el artículo 
siguiente. 
 
Artículo 38. Causas de revocación y reintegro. 
 

1. Procederá la revocación de la subvención 
y, en su caso, el reintegro de las cantidades 
percibidas, con la exigencia del interés de demora 
correspondiente, desde el momento del pago de la 
subvención hasta la fecha en que se reintegren 
voluntariamente los fondos percibidos o se acuerde 
por la Administración la procedencia del reintegro, en 
los siguientes casos: 
 

a) Obtención de la subvención falseando las 
condiciones requeridas para ello u ocultando aquéllas 
que lo hubieran impedido. 
 

b) Incumplimiento total o parcial del objetivo, 
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de la actividad, del proyecto o la no adopción del 
comportamiento que fundamentan la concesión de la 
subvención. 
 

c) Incumplimiento de la obligación de 
justificación o la justificación insuficiente, en los 
términos establecidos en el artículo 31 de esta Ley, y 
en su caso, en las normas reguladoras de la 
subvención. 
 

No obstante, enervará esta causa de 
revocación la justificación extemporánea siempre que 
se lleve a cabo antes de la notificación de la 
resolución de revocación, y todo ello sin perjuicio de 
la posible concurrencia de otras causas de revocación 
y de la tramitación del oportuno procedimiento 
sancionador. 
 

d) Incumplimiento de la obligación de 
adoptar las medidas de difusión contenidas en el 
apartado 4 del artículo 17 de esta Ley. 
 

e) Resistencia, excusa, obstrucción o 
negativa a las actuaciones de comprobación y control 
financiero previstas en los artículos 13 y 14 de esta 
Ley, así como el incumplimiento de las obligaciones 
contables, registrales o de conservación de 
documentos, cuando de ello se derive la imposibilidad 
de verificar el empleo dado a los fondos percibidos, el 
cumplimiento del objetivo, la realidad y regularidad de 
las actividades subvencionadas, o la concurrencia de 
subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para la 
misma finalidad, procedentes de cualesquiera 
Administraciones o entes públicos o privados, 
nacionales, de la Unión Europea o de organismos 
internacionales. 
 

f) Incumplimiento de las obligaciones 
impuestas por la Administración a las entidades 
colaboradoras y beneficiarios, así como de los 
compromisos por éstos asumidos, con motivo de la 
concesión de la subvención, siempre que afecten o se 
refieran al modo en que se han de conseguir los 
objetivos, realizar la actividad, ejecutar el proyecto o 
adoptar el comportamiento que fundamenta la 
concesión de la subvención. 
 

g) Incumplimiento de las obligaciones 
impuestas por la Administración a las entidades 
colaboradoras y beneficiarios, así como de los 
compromisos por éstos asumidos, con motivo de la 
concesión de la subvención, distintos de los 
anteriores, cuando de ello se derive la imposibilidad 
de verificar el empleo dado a los fondos percibidos, el 
cumplimiento del objetivo, la realidad y regularidad de 
las actividades subvencionadas, o la concurrencia de 
subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para la 
misma finalidad, procedentes de cualesquiera 
Administraciones o entes públicos o privados, 
nacionales, de la Unión Europea o de organismos 
internacionales. 
 

h) La adopción, en virtud de lo establecido 
en los artículos 87 a 89 del Tratado de la Unión 
Europea, de una decisión de la cual se derive una 
necesidad de reintegro. 

 
i) En los demás supuestos previstos en la 

normativa reguladora de la subvención. 
 

2. Cuando el cumplimiento por la persona 
beneficiaria o, en su caso, entidad colaboradora se 
aproxime de modo significativo al cumplimiento total 
y se acredite por éstos una actuación inequívocamen-
te tendente a la satisfacción de sus compromisos, la 
cantidad a reintegrar vendrá determinada por la 
aplicación de los criterios de graduación previstos en 
la correspondiente normativa reguladora de la 
subvención a que se hace referencia en el apartado 4 
del artículo 16 de esta Ley. 
 

3. Igualmente, en el supuesto de que el 
importe de la subvención, aislada o en concurrencia 
con otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos, 
supere el coste de la actividad subvencionada, 
procederá el reintegro del exceso obtenido sobre el 
coste de la actividad subvencionada, así como la 
exigencia del interés de demora correspondiente. 
 

En caso de concurrencia de procedimientos 
de reintegro de subvenciones regulados por esta Ley 
por sobrefinanciación se reintegrarán las subvencio-
nes otorgadas a prorrata. 
 
Artículo 39. Naturaleza de los créditos a reintegrar y 
de los procedimientos para su exigencia. 
 

1. Las cantidades a reintegrar tendrán la 
consideración de ingresos de derecho público, 
resultando de aplicación para su cobranza lo previsto 
en la legislación reguladora de las Hacienda 
autonómica y local. 
 

2. El interés de demora aplicable en materia 
de subvenciones será el interés legal del dinero 
incrementado en un 25 por 100, salvo que la Ley de 
Presupuestos Generales del Estado establezca otro 
diferente. 
 

3. El destino de los reintegros de los fondos 
de la Unión Europea tendrá el tratamiento que en su 
caso determine la normativa comunitaria. 
 

4. Los procedimientos para la exigencia del 
reintegro de las subvenciones tendrán siempre 
carácter administrativo. 
 

5. La extinción del derecho al reintegro se 
sujetará a lo dispuesto en la Ley reguladora de la 
Hacienda de Cantabria y en la normativa de régimen 
local, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 
siguiente. 
 
Artículo 40. Prescripción. 
 

1. Prescribirá a los cuatro años el derecho de 
la Administración a reconocer o liquidar el reintegro. 
 

2. Este plazo se computará, en cada caso: 
 

a) Desde el momento en que venció el plazo 
para presentar la justificación por parte de la persona 
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beneficiaria o entidad colaboradora. 
 

b) Desde el momento de la concesión, en el 
supuesto de subvenciones concedidas en atención a 
la concurrencia de una determinada situación en el 
perceptor, previsto en el apartado 7 del artículo 31 
de esta Ley. 
 

c) En el supuesto de que se hubieran 
establecido condiciones u obligaciones que debieran 
ser cumplidas o mantenidas por parte de la persona 
beneficiaria o entidad colaboradora durante un 
período determinado de tiempo, desde el momento en 
que venció dicho plazo. 
 

3. El cómputo del plazo de prescripción se 
interrumpirá: 
 

a) Por cualquier acción de la Administración, 
realizada con conocimiento formal de la persona 
beneficiaria o de la entidad colaboradora, conducente 
a determinar la existencia de alguna de las causas de 
reintegro y en particular por el inicio del procedimien-
to de control financiero de subvenciones. 
 

b) Por la interposición de recursos de 
cualquier clase, por la remisión del tanto de culpa a la 
jurisdicción penal o por la presentación de denuncia 
ante el Ministerio Fiscal, por la recepción de la 
comunicación de un órgano jurisdiccional en la que se 
ordene la paralización del procedimiento administrati-
vo en curso, así como por las actuaciones realizadas 
con conocimiento formal de la persona beneficiaria o 
de la entidad colaboradora en el curso de dichos 
recursos. 
 

c) Por cualquier actuación fehaciente de la 
persona beneficiaria o de la entidad colaboradora 
conducente a la liquidación de la subvención o del 
reintegro. 
 

4. La prescripción se aplicará de oficio, sin 
necesidad de que la invoque o excepcione la persona 
beneficiaria o entidad colaboradora. 
 
Artículo 41. Obligados al reintegro. 
 

1. Las personas beneficiarias y entidades 
colaboradoras, en los casos contemplados como 
causas de reintegro en el artículo 38 de esta Ley, 
deberán reintegrar la totalidad o la parte proporcional 
de las cantidades percibidas más los correspondientes 
intereses de demora, sin perjuicio de lo dispuesto en 
el párrafo b) del apartado 5 del artículo 32 de esta 
Ley. Esta obligación será independiente de las 
sanciones que, en su caso, resulten exigibles. 
 

2. También estarán obligados al reintegro los 
adquirentes de bienes inventariables afectos al pago 
del reintegro, en los términos establecidos en la letra 
b) del apartado 4 del artículo 32. 
 
Artículo 42. Responsables de la obligación de 
reintegro. 
 

1. Serán responsables solidarios de la 

obligación de reintegro, junto a los sujetos 
mencionados en el artículo anterior, las siguientes 
personas o entidades: 
 

a) Los que sean causantes o hayan 
colaborado activamente en la realización de una 
infracción en materia de subvenciones. 
 

b) Los miembros de las personas y entidades 
contempladas en el apartado 2 y en el segundo 
párrafo del apartado 3 del artículo 10 de esta Ley, en 
relación a las actividades subvencionadas que se 
hubieran comprometido a efectuar. 
 

c) Los representantes legales de la persona 
beneficiaria cuando éste careciera de capacidad de 
obrar. 
 

d) Los miembros, partícipes o cotitulares de 
las entidades a que se refiere el apartado 3 del 
artículo 10 en proporción a sus respectivas 
participaciones, cuando se trate de comunidades de 
bienes o cualquier otro tipo de unidad económica o 
patrimonio separado. 
 

e) Los socios, partícipes o cotitulares de las 
sociedades o entidades disueltas y liquidadas. 
Cuando la Ley limite la responsabilidad patrimonial de 
los socios, partícipes o cotitulares por deudas de la 
entidad, quedarán obligados solidariamente hasta el 
límite del valor de la cuota de liquidación que se les 
hubiera adjudicado. Cuando la responsabilidad de los 
socios, partícipes o cotitulares por deudas de la 
entidad sea ilimitada, quedarán obligados solidaria e 
íntegramente a su cumplimiento. 
 

El hecho de que la obligación de reintegro no 
estuviera reconocida o liquidada en el momento de 
producirse la disolución y liquidación de la entidad no 
impedirá la responsabilidad de los socios, debiéndose 
entablar las actuaciones con cada uno de ellos para 
que tengan efectos frente al mismo. 
 

2. Serán responsables subsidiarios de la 
obligación de reintegro, en defecto de  a las personas 
beneficiarias y entidades colaboradoras, las siguientes 
personas o entidades: 
 

a) Sin perjuicio de lo dispuesto en la letra a) 
del apartado anterior, los administradores de hecho o 
de derecho de las sociedades mercantiles, o aquellos 
que ostenten la representación legal de otras 
personas jurídicas, que no realizasen los actos 
necesarios que fueran de su incumbencia para el 
cumplimiento de las obligaciones infringidas, 
adoptasen acuerdos que hicieran posibles los 
incumplimientos o consintieran el de quienes de ellos 
dependan. 
 

b) Los que ostenten la representación legal 
de las personas jurídicas, de acuerdo con las 
disposiciones legales o estatutarias que les resulten 
de aplicación, por las obligaciones de reintegro que se 
encuentren pendientes en el momento del cese, 
siempre que  no hubieran hecho lo necesario para su 
pago o hubieran adoptado acuerdos o tomado 
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medidas causantes del impago. 
 
Artículo 43. Sucesores. 
 

1. En caso de fallecimiento del obligado al 
reintegro, la obligación de satisfacer las cantidades 
pendientes de restitución se transmitirá a sus 
causahabientes, sin perjuicio de lo que establezca el 
derecho civil común, foral o especial aplicable a la 
sucesión para determinados supuestos, en particular 
para el caso de aceptación de la herencia a beneficio 
de inventario. 
 

No impedirá la transmisión a los sucesores 
de las obligaciones de reintegro devengadas el hecho 
de que a la fecha de la muerte del causante la 
obligación no estuviera reconocida o liquidada, en 
cuyo caso las actuaciones se entenderán con 
cualquiera de ellos, debiéndose notificar la resolución 
que resulte de dichas actuaciones a todas las 
personas interesadas que consten en el expediente. 
 

No se transmitirá la obligación del 
responsable salvo que se hubiera notificado el 
acuerdo de derivación de responsabilidad antes del 
fallecimiento. 
 

Mientras la herencia se encuentre yacente, el 
cumplimiento de las obligaciones de reintegro del 
causante corresponderá al representante de la 
herencia yacente. Las actuaciones administrativas 
que tengan por objeto el reconocimiento o  
liquidación de las obligaciones de reintegro del 
causante deberán realizarse o continuarse con el 
representante de la herencia yacente. Si al término 
del procedimiento no se conocieran los herederos, la 
resolución se realizará a nombre de la herencia 
yacente. La obligación de reintegro podrá satisfacerse 
con cargo a los bienes de la herencia yacente. 
 

2. En los supuestos de extinción o disolución 
sin liquidación de sociedades mercantiles, las 
obligaciones de reintegro se transmitirán a las 
personas o entidades que sucedan o que sean 
beneficiarias de la correspondiente operación. Esta 
norma también será aplicable a cualquier supuesto de 
cesión global del activo y pasivo de sociedades 
mercantiles. 
 

3. En caso de disolución de asociaciones, 
fundaciones o entidades a las que se refiere el 
apartado 3 del artículo 10 de esta ley, las obligacio-
nes de reintegro de las mismas se transmitirán a los 
destinatarios de los bienes y derechos de las 
asociaciones, fundaciones o a los partícipes o 
cotitulares de dichas entidades. 
 

CAPÍTULO II 
 

DEL PROCEDIMIENTO DE REVOCACIÓN Y 
REINTEGRO 

 
Artículo 44. Competencia para la resolución del 
procedimiento de revocación y reintegro. 
 

1. Cuando se aprecie la concurrencia de 

alguna de las causas de revocación y reintegro de 
cantidades percibidas establecidas en el artículo 38 
de esta Ley, el órgano concedente será competente 
para exigir de la persona beneficiaria o entidad 
colaboradora el reintegro de la subvención mediante 
la resolución del procedimiento regulado en este 
capítulo.  
 

2. Si el reintegro es acordado por los 
órganos de la Unión Europea, el órgano a quien 
corresponda la gestión del recurso ejecutará dichos 
acuerdos. 
 

3. Cuando la subvención haya sido 
concedida por la Comisión Europea u otra institución 
comunitaria y la obligación de restituir surgiera como 
consecuencia de la actuación fiscalizadora, distinta 
del control financiero de subvenciones regulado en el 
título III de esta Ley, correspondiente a las 
instituciones españolas habilitadas legalmente para la 
realización de estas actuaciones, el acuerdo de 
reintegro será dictado por el órgano gestor de la 
subvención. El mencionado acuerdo se dictará de 
oficio o a propuesta de otras instituciones y órganos 
de la Administración habilitados legalmente para 
fiscalizar fondos públicos. 
 
Artículo 45. Procedimiento de revocación y reintegro. 
 

1. El procedimiento de revocación y reintegro 
de subvenciones se regirá por las disposiciones 
generales sobre procedimientos administrativos 
contenidas en el título VI de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, sin perjuicio de las especialidades que se 
establecen en esta Ley y en sus disposiciones de 
desarrollo. 
 

2. El procedimiento de revocación y reintegro 
de subvenciones se iniciará de oficio por acuerdo del 
órgano que gestione la subvención o del órgano 
competente de la entidad local, bien por propia 
iniciativa, bien como consecuencia de orden superior, 
a petición razonada de otros órganos o por denuncia. 
El procedimiento de reintegro también se iniciará a 
consecuencia del informe de control financiero 
emitido por la Intervención General de la Administra-
ción de la Comunidad Autónoma o por los órganos o 
funcionarios que tengan atribuido el control financiero 
de la gestión económica de las corporaciones locales. 
 

3. En la tramitación del procedimiento se 
garantizará, en todo caso, el derecho de la persona 
interesada a la audiencia. 
 

4. El plazo máximo para resolver y notificar 
la resolución del procedimiento de revocación y 
reintegro será de 12 meses desde la fecha del 
acuerdo de iniciación. 
 

A los solos efectos de entender cumplida la 
obligación de notificar dentro del plazo máximo de 
duración del procedimiento, será suficiente acreditar 
que se ha realizado un intento de notificación que 
contenga el texto íntegro de la resolución. 
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5. Si transcurre el plazo para resolver sin que 
se haya notificado resolución expresa, se producirá la 
caducidad del procedimiento. 
 

Producida la caducidad, ésta será declarada 
de oficio o a instancia de la persona interesada, 
ordenándose el archivo de las actuaciones. Dicha 
caducidad no producirá, por sí sola, la prescripción 
del derecho a reconocer o liquidar el reintegro, pero 
las actuaciones realizadas en los procedimientos 
caducados no interrumpirán el plazo de prescripción. 
Las actuaciones realizadas en el curso de un 
procedimiento caducado, así como los documentos y 
otros elementos de prueba obtenidos en dicho 
procedimiento, conservarán su validez y eficacia a 
efectos probatorios en otros procedimientos iniciados 
o que puedan iniciarse con posterioridad en relación 
con el mismo beneficiario o entidad colaboradora.  
 

6. Contra la resolución del procedimiento de 
revocación y reintegro podrán interponerse los 
recursos previstos en la Ley 6/2002, de 10 de 
diciembre de Régimen Jurídico del Gobierno y de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria. 
 

En el ámbito local la resolución del 
procedimiento de revocación y reintegro pondrá fin a 
la vía administrativa. 
 
Artículo 46. Coordinación de actuaciones. 
 

El pronunciamiento del órgano gestor 
respecto a la aplicación de los fondos por los 
perceptores de subvenciones se entenderá sin 
perjuicio de las actuaciones de control financiero que 
competen a la Intervención General de la Administra-
ción de la Comunidad Autónoma de Cantabria o a los 
órganos o funcionarios que tengan atribuido el 
control financiero de la gestión económica de las 
corporaciones locales. 
 

TÍTULO III 
 

DEL CONTROL FINANCIERO DE SUBVENCIONES 
 
Artículo 47. Objeto y competencia para el ejercicio 
del control financiero de subvenciones. 
 

1. El control financiero de subvenciones se 
ejercerá respecto de beneficiarios y, en su caso, 
entidades colaboradoras por razón de las subvencio-
nes de la Administración General de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria, de las Entidades locales 
sitas en el territorio de Cantabria y de los organismos 
y entidades vinculados o dependientes de aquéllos, 
otorgadas con cargo a los Presupuestos Generales de 
la Comunidad, a los presupuestos de las entidades 
locales o a los fondos de la Unión Europea. 
 

2. El control financiero de subvenciones 
tendrá como objeto verificar: 
 

a) La adecuada y correcta obtención de la 
subvención por parte de la persona beneficiaria. 

 b) El cumplimiento por parte de beneficiarios 
y entidades colaboradoras de sus obligaciones en la 
gestión y aplicación de la subvención. 
 

c) La adecuada y correcta justificación de la 
subvención por parte de beneficiarios y entidades 
colaboradoras. 
 

d) La realidad y la regularidad de las 
operaciones que, de acuerdo con la justificación 
presentada por beneficiarios y entidades colaborado-
ras, han sido financiadas con la subvención. 
 

e) La adecuada y correcta financiación de las 
actividades subvencionadas, en los términos 
establecidos en el apartado 3 del artículo 18 de esta 
Ley. 
 

f) La existencia de hechos, circunstancias o 
situaciones no declaradas a la Administración por 
beneficiarios y entidades colaboradoras y que 
pudieran afectar a la financiación de las actividades 
subvencionadas, a la adecuada y correcta obtención, 
utilización, disfrute o justificación de la subvención, 
así como a la realidad y regularidad de las operacio-
nes con ella financiadas. 
 

3. La competencia para el ejercicio del 
control financiero de las subvenciones concedidas por 
la Administración General de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria y los organismos y entidades 
vinculados o dependientes de aquélla corresponderá a 
la Intervención General de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria. 
 

La competencia para ejercer el control 
financiero de las subvenciones concedidas por las 
corporaciones locales y los organismos públicos de 
ellas dependientes corresponderá a los órganos o 
funcionarios que tengan atribuido el control financiero 
de la gestión económica de dichas corporaciones. 
 

Las referidas competencias se entenderán sin 
perjuicio de las funciones que la Constitución y las 
Leyes atribuyan al Tribunal de Cuentas y de lo 
dispuesto en el artículo 6 de esta Ley. 
 

4. El control financiero de subvenciones 
podrá consistir en: 
 

a) El examen de registros contables, cuentas 
o estados financieros y la documentación que los 
soporte, de beneficiarios y entidades colaboradoras. 
 

b) El examen de operaciones individualizadas 
y concretas relacionadas o que pudieran afectar a las 
subvenciones concedidas. 
 

c) La comprobación de aspectos parciales y 
concretos de una serie de actos relacionados o que 
pudieran afectar a las subvenciones concedidas. 
 

d) La comprobación material de las 
inversiones financiadas. 
 

e) Las actuaciones concretas de control que 
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deban realizarse conforme con lo que en cada caso 
establezca la normativa reguladora de la subvención 
y, en su caso, la resolución de concesión. 
 

f) Cualesquiera otras comprobaciones que 
resulten necesarias en atención a las características 
especiales de las actividades subvencionadas. 
 

5. El control financiero podrá extenderse a 
las personas físicas o jurídicas a las que se 
encuentren asociados las personas beneficiarias, así 
como a cualquier otra persona susceptible de 
presentar un interés en la consecución de los 
objetivos, en la realización de las actividades, en la 
ejecución de los proyectos o en la adopción de los 
comportamientos. 
 
Artículo 48. Control financiero de ayudas y 
subvenciones financiadas total o parcialmente con 
cargo a fondos comunitarios. 
 

1. El control financiero de las ayudas y 
subvenciones financiadas total o parcialmente con 
cargo a fondos comunitarios se realizará, en su 
ámbito respectivo de competencias, por la 
Intervención General de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria o los órganos o 
funcionarios que tengan atribuido el control financiero 
de la gestión económica de las corporaciones locales, 
sin perjuicio de las competencias de coordinación y 
control que la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones, reconoce a la Intervención 
General del Estado. 
 

2. En las ayudas financiadas por el Fondo 
Europeo de Orientación y de Garantía Agraria, la 
Intervención General de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria realizará los 
controles previstos en el Reglamento (CEE) núm. 
4045/89 del Consejo de las Comunidades Europeas, 
de 21 de diciembre de 1989, de acuerdo con lo 
previsto en la normativa comunitaria y la Ley General 
de Subvenciones. 
 

3. La Intervención General de la Administra-
ción de la Comunidad Autónoma de Cantabria y los 
órganos o funcionarios que tengan atribuido el 
control financiero de la gestión económica de las 
corporaciones locales, en aplicación de la normativa 
comunitaria, podrán llevar a cabo, además, controles 
y verificaciones de los procedimientos de gestión de 
los distintos órganos gestores que intervengan en la 
concesión y gestión y pago de las ayudas cofinancia-
das con fondos comunitarios que permitan garantizar 
la correcta gestión financiera de los fondos 
comunitarios. 
 

4. La Intervención General de la Administra-
ción de la Comunidad Autónoma de Cantabria y los 
órganos o funcionarios que tengan atribuido el 
control financiero de la gestión económica de las 
corporaciones locales deberán acreditar ante el 
órgano competente los gastos en que hubieran 
incurrido como consecuencia de la realización de 
controles financieros de fondos comunitarios, a 
efectos de su financiación de acuerdo con lo 

establecido en la normativa comunitaria reguladora de 
gastos subvencionables con cargo a dichos fondos. 
 
Artículo 49. Obligación de colaboración de 
beneficiarios, entidades colaboradoras y terceros 
relacionados con el objeto de la subvención. 
 

1. Las personas beneficiarias, las entidades 
colaboradoras y los terceros relacionados con el 
objeto de la subvención o su justificación estarán 
obligados a prestar colaboración y facilitar cuanta 
documentación sea requerida en el ejercicio de las 
funciones de control que corresponden, dentro del 
ámbito de la Administración concedente, a la 
Intervención General de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria o de las 
corporaciones locales, así como a los órganos que, de 
acuerdo con la normativa comunitaria, tengan 
atribuidas funciones de control financiero, a cuyo fin 
tendrán las siguientes facultades: 
 

a) El libre acceso a la documentación objeto 
de comprobación, incluidos los programas y archivos 
en soportes informáticos. 
 

b) El libre acceso a los locales de negocio y 
demás establecimientos o lugares en que se 
desarrolle la actividad subvencionada o se permita 
verificar la realidad y regularidad de las operaciones 
financiadas con cargo a la subvención. 
 

c) La obtención de copia o la retención de las 
facturas, documentos equivalentes o sustitutivos y 
de cualquier otro documento relativo a las operacio-
nes en las que se deduzcan indicios de la incorrecta 
obtención, disfrute o destino de la subvención. 
 

d) El libre acceso a información de las 
cuentas bancarias en las entidades financieras donde 
se pueda haber efectuado el cobro de las subvencio-
nes o con cargo a las cuales se puedan haber 
realizado las disposiciones de los fondos. 
 

2. La negativa al cumplimiento de esta 
obligación se considerará resistencia, excusa, 
obstrucción o negativa a los efectos previstos en el 
artículo 38 de esta Ley, sin perjuicio de las sanciones 
que, en su caso, pudieran corresponder. 
 

En todo caso, el incumplimiento de esta 
obligación por parte de terceros relacionados con el 
objeto de la subvención únicamente determinará, en 
su caso, la imposición de la correspondiente sanción 
a los mismos. 
 
Artículo 50. Obligación de colaboración de 
autoridades y funcionarios y asistencia jurídica. 
 

1. Las autoridades, cualquiera que sea su 
naturaleza, así como los jefes o directores de oficinas 
públicas, organismos autónomos y otros entes de 
derecho público y quienes, en general, ejerzan 
funciones públicas o desarrollen su trabajo en dichas 
entidades deberán prestar la debida colaboración y 
apoyo a los funcionarios encargados de la realización 
del control financiero de subvenciones, facilitando la 
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documentación e información necesaria para dicho 
control o realizando las actuaciones materiales que 
sean precisas. 
 

2. Los juzgados y tribunales deberán facilitar 
a la Administración, de oficio o a requerimiento de 
ésta, cuantos datos con trascendencia en la 
aplicación de subvenciones se desprendan de las 
actuaciones judiciales de las que conozcan, 
respetando, en su caso, el secreto de las diligencias 
sumariales. 
 

3. La Dirección General del Servicio Jurídico 
de la Administración General de la Comunidad de 
Cantabria y  los servicios jurídicos de las Entidades 
locales deberán prestar la asistencia jurídica que, en 
su caso, corresponda a los funcionarios que, como 
consecuencia de su participación en actuaciones de 
control financiero de subvenciones, sean objeto de 
citaciones por algún órgano judicial. 
 
Artículo 51. Facultades y deberes del personal 
controlador. 
 

1. Los funcionarios de la Intervención 
General de la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria así como los funcionarios 
que tengan atribuido el control financiero de la 
gestión económica de las corporaciones locales, en el 
ejercicio de las funciones de control financiero de 
subvenciones, serán considerados agentes de la 
autoridad. 
 

Tendrán esta misma consideración los 
funcionarios de los órganos que tengan atribuidas 
funciones de control financiero, de acuerdo con la 
normativa comunitaria. 
 

2. El personal controlador que realice el 
control financiero de subvenciones deberá guardar la 
confidencialidad y el secreto respecto de los asuntos 
que conozca por razón de su trabajo. 
 

Los datos, informes o antecedentes 
obtenidos en el ejercicio de dicho control sólo podrán 
utilizarse para los fines asignados al mismo, servir de 
fundamento para la exigencia de reintegro y, en su 
caso, para poner en conocimiento de los órganos 
competentes los hechos que puedan ser constitutivos 
de infracción administrativa, responsabilidad contable 
o penal. 
 

3. Cuando en la práctica de un control 
financiero el funcionario actuante aprecie que los 
hechos acreditados en el expediente pudieran ser 
susceptibles de constituir una infracción administrati-
va o de responsabilidades contables o penales, lo 
deberá poner en conocimiento del Interventor General 
del Gobierno de Cantabria a efectos de que, si 
procede, remita lo actuado al órgano competente 
para la iniciación de los oportunos procedimientos. 
 
Artículo 52. Del procedimiento de control financiero 
de las subvenciones otorgadas por la Administración 
General de la Comunidad Autónoma de Cantabria o 
por los organismos y entidades vinculados o 

dependientes de aquélla. 
 

1. El ejercicio del control financiero de 
subvenciones se adecuará, en el ámbito de las 
subvenciones otorgadas por la Administración 
General de la Comunidad Autónoma de Cantabria o 
por los organismos y entidades vinculados o 
dependientes de aquélla, al plan de auditorías y sus 
modificaciones que apruebe anualmente la 
Intervención General de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria. Reglamentaria-
mente se determinarán los supuestos en que, como 
consecuencia de la realización de un control, se 
pueda extender el ámbito más allá de lo previsto 
inicialmente en el plan. 
 

No obstante, no será necesario incluir en el 
plan anual de auditorías y actuaciones de control 
financiero de la Intervención General de la Adminis-
tración de la Comunidad Autónoma de Cantabria las 
comprobaciones precisas que soliciten otros Estados 
miembros en aplicación de reglamentos comunitarios 
sobre beneficiarios perceptores de fondos comunita-
rios. 
 

2. La iniciación de las actuaciones de control 
financiero sobre beneficiarios y, en su caso, 
entidades colaboradoras se efectuará mediante su 
notificación a éstos, debiendo ser informados de la 
naturaleza y alcance de las actuaciones a desarrollar, 
la fecha de personación del equipo de control que va 
a realizarlas, la documentación que en un principio 
debe ponerse a disposición del mismo, de los 
derechos y obligaciones que les asistan en el curso 
de las actuaciones y demás extremos que se 
consideren necesarios. Estas actuaciones serán 
comunicadas, igualmente, a los órganos gestores de 
las subvenciones. 
 

3. Cuando en el desarrollo del control 
financiero se determine la existencia de circunstan-
cias que pudieran dar origen a la devolución de las 
cantidades percibidas por causas distintas a las 
previstas en el artículo 38, se pondrán los hechos en 
conocimiento del órgano concedente de la subven-
ción, que deberá informar sobre las medidas 
adoptadas, pudiendo acordarse la suspensión del 
procedimiento de control financiero. 
 

La suspensión del procedimiento deberá 
notificarse al beneficiario o entidad colaboradora. 
 

4. La finalización de la suspensión, que en 
todo caso deberá notificarse al beneficiario o entidad 
colaboradora, se producirá: 
 

a) Cuando, una vez adoptadas por el órgano 
concedente las medidas que, a su juicio, resulten 
oportunas, las mismas sean comunicadas al órgano 
de control. 
 

b) Si, transcurridos tres meses desde el 
acuerdo de suspensión, no se hubiera comunicado la 
adopción de medidas por parte del órgano gestor. 
 

5. Cuando en el ejercicio de las funciones de 
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control financiero se deduzcan indicios de la 
incorrecta obtención, destino o justificación de la 
subvención percibida, la Intervención General de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria  podrá acordar la adopción de las medidas 
cautelares que se estimen precisas al objeto de 
impedir la desaparición, destrucción o alteración de 
las facturas, documentos equivalentes o sustitutivos 
y de cualquier otro documento relativo a las 
operaciones en que tales indicios se manifiesten. 
 

Las medidas, que habrán de ser proporciona-
das al fin que se persiga, podrán mantenerse hasta el 
momento de iniciarse, en su caso, el correspondiente 
procedimiento de reintegro en que el órgano 
competente para su tramitación deberá ratificarlas o 
levantarlas. En todo caso quedarán sin efecto si 
transcurrido el plazo de un mes no se incoa el 
procedimiento de reintegro o sancionador. 
 

En ningún caso se adoptarán aquellas que 
puedan producir un perjuicio de difícil o imposible 
reparación. 
 

6. Las actuaciones de control financiero 
sobre beneficiarios y, en su caso, entidades 
colaboradoras, se recogerán en un informe 
provisional, comprensivo de los hechos puestos de 
manifiesto y de las conclusiones que de ellos se 
deriven,  que será remitido a los mismos, así como al 
órgano gestor de la subvención, por el órgano que 
efectuó el control, para que en el plazo de quince 
días realicen aquellas alegaciones que estimen 
oportunas. 
 

A la vista de las alegaciones recibidas, el 
órgano de control emitirá el correspondiente informe 
definitivo, que incluirá las observaciones que el 
órgano de control realice a las mismas.  En el caso de 
no recibirse alegaciones al informe provisional, éste 
se elevará a la condición de definitivo. 
 

Cuando el órgano concedente, en aplicación 
de lo dispuesto en el apartado 3 anterior, comunicara 
el inicio de actuaciones que pudieran afectar a la 
validez del acto de concesión, la finalización del 
procedimiento de control financiero de subvenciones 
se producirá mediante resolución de la Intervención 
General de la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria en la que se declarará la 
improcedencia de continuar las actuaciones de 
control, sin perjuicio de que, una vez recaída 
resolución declarando la validez total o parcial del 
acto de concesión, pudieran volver a iniciarse las 
actuaciones. 
 

7. Las actuaciones de control financiero 
sobre beneficiarios y, en su caso, entidades 
colaboradoras, deberán concluir en el plazo máximo 
de 12 meses a contar desde la fecha de notificación 
a aquéllos del inicio de las mismas. Dicho plazo podrá 
ampliarse, con el alcance y requisitos que se 
determinen reglamentariamente, cuando en las 
actuaciones concurra alguna de las siguientes 
circunstancias: 
 

a) Que se trate de actuaciones que revistan 
especial complejidad. 
 

b) Cuando en el transcurso de las actuacio-
nes se descubra que la persona beneficiaria o entidad 
colaboradora han ocultado información o documenta-
ción esencial para un adecuado desarrollo del control. 
 

8. A los efectos del plazo previsto en el 
apartado anterior, no se computarán las dilaciones 
imputables al beneficiario o entidad colaboradora, en 
su caso, ni los períodos de interrupción justificada 
que se especifiquen reglamentariamente. 
 
Artículo 53. Documentación de las actuaciones de 
control financiero. 
 

1. Las actuaciones de control financiero se 
documentarán en diligencias, para reflejar hechos 
relevantes que se pongan de manifiesto en el ejercicio 
del mismo, y en informes, que comprenderán los 
hechos que se hubieran puesto de manifiesto en el 
control así como las conclusiones que de ellos se 
derivan, poniendo fin al procedimiento. Su contenido, 
estructura, y requisitos a que hayan de ajustarse se 
determinarán reglamentariamente. 
 

2. Los informes se notificarán a las personas 
beneficiarias o entidades colaboradoras que hayan 
sido objeto de control. Una copia del informe se 
remitirá al órgano gestor que concedió la subvención 
señalando en su caso la necesidad de iniciar 
expedientes de reintegro y sancionador. 
 

3. Tanto las diligencias como los informes 
tendrán naturaleza de documentos públicos y harán 
prueba de los hechos que motiven su formalización, 
salvo que se acredite lo contrario. 
 
Artículo 54. Efectos de los informes de control 
financiero emitidos en el marco de procedimientos de 
control financiero de subvenciones otorgadas por la 
Administración General de la Comunidad Autónoma 
de Cantabria o por los organismos y entidades 
vinculados o dependientes de aquélla. 
 

1. Cuando en el informe emitido por la 
Intervención General de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria se recoja la 
procedencia de reintegrar la totalidad o parte de la 
subvención, el órgano competente para iniciar el 
procedimiento de reintegro deberá acordar, con base 
en el referido informe y en el plazo de un mes, el 
inicio del expediente de reintegro, notificándolo así al 
beneficiario o entidad colaboradora, que dispondrá de 
15 días para alegar cuanto considere conveniente en 
su defensa. 
 

2. El órgano gestor deberá comunicar a la 
Intervención General de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria, en el plazo de 
un mes a partir de la recepción del informe de control 
financiero, la incoación del expediente de reintegro o 
la discrepancia con su incoación, que deberá ser 
motivada y notificada a las personas interesadas.  
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En caso de discrepancia, la Intervención 
General de la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria podrá emitir informe de 
actuación dirigido al Consejero del que dependa o 
esté adscrito el órgano gestor de la subvención, del 
que dará traslado asimismo al órgano gestor. 
 

El Consejero, una vez recibido dicho informe, 
manifestará a la Intervención General de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria, en el plazo máximo de dos meses, su 
conformidad o disconformidad con el contenido del 
mismo. La conformidad con el informe de actuación 
vinculará al órgano gestor para la incoación del 
expediente de reintegro. 
 

En caso de disconformidad, la Intervención 
General de la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria podrá elevar, a través del 
Consejero competente en materia de Hacienda, el 
referido informe a la consideración del Consejo de 
Gobierno. La decisión adoptada por el Consejo de 
Gobierno resolverá la discrepancia. 
 

3. Una vez iniciado el expediente de 
reintegro y a la vista de las alegaciones presentadas 
o, en cualquier caso, transcurrido el plazo otorgado 
para ello, el órgano gestor deberá trasladarlas, junto 
con su parecer, a la Intervención General de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria, que emitirá informe en el plazo de un mes. 
 

La resolución del procedimiento de reintegro 
no podrá separarse del criterio recogido en el informe 
de la Intervención General de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria. Cuando el 
órgano gestor no acepte este criterio, con carácter 
previo a la propuesta de resolución, planteará 
discrepancia que será resuelta de acuerdo con el 
procedimiento previsto en los párrafos tercero y 
cuarto del apartado anterior. 
 

4. Una vez recaída resolución, y simultánea-
mente a su notificación, el órgano gestor dará 
traslado de la misma a la Intervención General de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria. 
 

5. La formulación de la resolución del 
procedimiento de reintegro con omisión del trámite 
previsto en el apartado 3 dará lugar a la anulabilidad 
de dicha resolución, que podrá ser convalidada 
mediante acuerdo del Consejo de Gobierno, que será 
también competente para su revisión de oficio. 
 

A los referidos efectos, la Intervención 
General de la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria elevará al Consejo de 
Gobierno, a través del Consejero competente en 
materia de Hacienda, informe relativo a las 
resoluciones de reintegro incursas en la citada causa 
de anulabilidad de que tuviera conocimiento. 
 
Artículo 55. Del procedimiento de control financiero 
de las subvenciones concedidas por las corporaciones 
locales. 

 En el ámbito local el control financiero de las 
subvenciones se efectuará de conformidad con lo 
establecido en la normativa reguladora de las 
Haciendas locales y en la normativa comunitaria. 
 

TÍTULO IV 
 

INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS 
EN MATERIA DE SUBVENCIONES 

 
CAPÍTULO I 

 
DE LAS INFRACCIONES ADMINISTRATIVAS 

 
Artículo 56. Concepto y clases de infracciones. 
 

1. Constituyen infracciones administrativas 
en materia de subvenciones las acciones y omisiones 
tipificadas en esta Ley, siendo sancionables incluso a 
título de simple negligencia. 
 

2. Las infracciones en materia de subvencio-
nes se clasifican en leves, graves y muy graves. 
 
Artículo 57. Sujetos infractores. 
 

Serán sujetos infractores las personas físicas 
o jurídicas, públicas o privadas, así como los entes 
sin personalidad a los que se refiere el apartado 3 del 
artículo 10 de esta Ley, que por acción u omisión 
incurran en los supuestos tipificados como 
infracciones en esta Ley y, en particular, las 
siguientes: 
 

a) Las personas beneficiarias de subvencio-
nes, así como los miembros de las personas o 
entidades contempladas en el apartado 2 y segundo 
párrafo del apartado 3 del artículo 10 de esta Ley, en 
relación con las actividades subvencionadas que se 
hubieran comprometido a realizar. 
 

b) Las entidades colaboradoras. 
 

c) El representante legal de las personas 
beneficiarias de subvenciones que carezcan de 
capacidad de obrar. 
 

d) Las personas o entidades relacionadas con 
el objeto de la subvención o su justificación, 
obligadas a prestar colaboración y facilitar cuanta 
documentación sea requerida en cumplimiento de lo 
dispuesto en el artículo 49 de esta Ley. 
 
Artículo 58. Supuestos de exención de responsabili-
dad. 
 

Las acciones u omisiones tipificadas en esta 
Ley no darán lugar a responsabilidad por infracción 
administrativa en materia de subvenciones en los 
siguientes supuestos: 
 

a) Cuando se realicen por quienes carezcan 
de capacidad de obrar. 
 

b) Cuando concurra fuerza mayor. 
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c) Cuando deriven de una decisión colectiva, 
para quienes hubieran salvado su voto o no hubieran 
asistido a la reunión en que se tomó aquélla. 
 

d) Cuando se haya puesto la diligencia 
necesaria en el cumplimiento de las obligaciones en 
materia de subvenciones. Entre otros supuestos, se 
entenderá que se ha puesto la diligencia necesaria 
cuando la persona beneficiaria o entidad colaboradora 
hayan actuado amparándose en una interpretación 
razonable de la norma o cuando hayan ajustado su 
actuación a los criterios manifestados por la 
Administración. 
 
Artículo 59. Concurrencia de actuaciones con el 
orden jurisdiccional penal. 
 

1. En los supuestos en que la conducta 
pudiera ser constitutiva de delito, la Administración 
pasará el tanto de culpa a la jurisdicción competente 
o remitirá el expediente al Ministerio Fiscal y se 
abstendrá de seguir el procedimiento sancionador 
mientras la autoridad judicial no dicte sentencia firme, 
tenga lugar el sobreseimiento o el archivo de las 
actuaciones o se produzca la devolución del 
expediente por el Ministerio Fiscal. 
 

2. La sentencia condenatoria de la autoridad 
judicial impedirá la imposición de sanción administra-
tiva, salvo que se aprecie diversidad de fundamento. 
 

3. De no haberse estimado la existencia de 
delito, la Administración iniciará o continuará el 
expediente sancionador con base en los hechos que 
los tribunales hubieran considerado probados. 
 
Artículo 60. Infracciones leves. 
 

Constituyen infracciones leves los 
incumplimientos de las obligaciones recogidas en esta 
Ley y en las bases reguladoras de subvenciones 
cuando no constituyan infracciones graves o muy 
graves y no operen como elemento de graduación de 
la sanción. En particular, constituyen infracciones 
leves las siguientes conductas: 
 

a) La presentación fuera de plazo sin 
requerimiento previo de la Administración de las 
cuentas justificativas de la aplicación dada a los 
fondos percibidos. 
 

b) La presentación de cuentas justificativas 
inexactas o incompletas. 
 

c) El incumplimiento de las obligaciones 
formales que, no estando previstas de forma expresa 
en el resto de párrafos de este artículo, sean 
asumidas como consecuencia de la concesión de la 
subvención, en los términos establecidos 
reglamentariamente. 
 

d) El incumplimiento de obligaciones de 
índole contable o registral, en particular: 
 

1º La inexactitud u omisión de una o varias 
operaciones en la contabilidad y registros legalmente 

exigidos. 
 

2º El incumplimiento de la obligación de 
llevar o conservar la contabilidad, los registros 
legalmente establecidos, los programas y archivos 
informáticos que les sirvan de soporte y los sistemas 
de codificación utilizados. 
 

3º La llevanza de contabilidades diversas 
que, referidas a una misma actividad y ejercicio 
económico, no permitan conocer la verdadera 
situación de la entidad. 
 

4º La utilización de cuentas con significado 
distinto del que les corresponde, según su naturaleza, 
que dificulte la comprobación de la realidad de las 
actividades subvencionadas. 
 

e) El incumplimiento de las obligaciones de 
conservación de justificantes o documentos 
equivalentes. 
 

f) El incumplimiento por parte de las 
entidades colaboradoras de las obligaciones 
establecidas en el artículo 14 de esta Ley que no se 
prevean de forma expresa en el resto de apartados de 
este artículo. 
 

g) La resistencia, obstrucción, excusa o 
negativa a las actuaciones de control financiero. 
 

Se entiende que existen estas circunstancias 
cuando el responsable de las infracciones administra-
tivas en materia de subvenciones, debidamente 
notificado al efecto, haya realizado actuaciones 
tendentes a dilatar, entorpecer o impedir las 
actuaciones de los funcionarios de la Intervención 
General de la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria o de los órganos o 
funcionarios que tengan atribuido el control financiero 
de la gestión económica de las corporaciones locales 
en el ejercicio de las funciones de control financiero. 
 

Entre otras, constituyen resistencia, 
obstrucción, excusa o negativa las siguientes 
conductas: 
 

1ª No aportar o no facilitar el examen de 
documentos, informes, antecedentes, libros, 
registros, ficheros, justificantes, asientos de 
contabilidad, programas y archivos informáticos, 
sistemas operativos y de control y cualquier otro dato 
objeto de comprobación. 
 

2ª No atender algún requerimiento. 
 

3ª La incomparecencia, salvo causa 
justificada, en el lugar y tiempo señalado. 
 

4ª Negar o impedir indebidamente la entrada 
o permanencia en locales de negocio y demás 
establecimientos o lugares en que existan indicios 
probatorios para la correcta justificación de los 
fondos recibidos por la persona beneficiaria o la 
entidad colaboradora o de la realidad y regularidad de 
la actividad subvencionada. 
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5ª Las coacciones al personal controlador 
que realice el control financiero. 
 

h) El incumplimiento de la obligación de 
colaboración por parte de las personas o entidades a 
que se refiere el artículo 49 de esta Ley, cuando de 
ello se derive la imposibilidad de contrastar la 
información facilitada por la persona beneficiaria o la 
entidad colaboradora. 
 

i) Las demás conductas tipificadas como 
infracciones leves en la normativa de la Unión 
Europea en materia de subvenciones. 
 
Artículo 61. Infracciones graves. 
 

Constituyen infracciones graves las 
siguientes conductas: 
 

a) El incumplimiento de la obligación de 
comunicar al órgano concedente o a la entidad 
colaboradora la obtención de subvenciones, ayudas 
públicas, ingresos o recursos para la misma finalidad, 
a que se refiere el párrafo d) del apartado 1 del 
artículo 13 de esta Ley. 
 

b) El incumplimiento de las condiciones 
establecidas alterando sustancialmente los fines para 
los que la subvención fue concedida. 
 

c) La falta de justificación del empleo dado a 
los fondos recibidos o la justificación extemporánea 
producida tras el oportuno requerimiento previo de la 
Administración. 
 

A estos efectos se considera requerimiento 
previo cualquier actuación administrativa realizada 
con conocimiento formal de la persona beneficiaria o 
entidad colaboradora conducente a la reclamación de 
la justificación, al reintegro de la subvención o al 
control financiero de subvenciones. 
 

d) La obtención de la condición de entidad 
colaboradora falseando los requisitos requeridos en 
las bases reguladoras de la subvención u ocultando 
los que la hubiesen impedido. 
 

e) El incumplimiento por parte de la entidad 
colaboradora de la obligación de verificar, en su caso, 
el cumplimiento y efectividad de las condiciones o 
requisitos determinantes para el otorgamiento de las 
subvenciones, cuando de ello se derive la obligación 
de reintegro. 
 

f) La falta de cumplimiento del objetivo, de 
ejecución del proyecto, de realización de la actividad 
o de adopción del comportamiento para los que la 
subvención fue concedida, en aquellos casos en que 
así se indique en las bases reguladoras, salvo que se 
acredite por la persona beneficiaria una actuación 
inequívocamente tendente a la satisfacción de sus 
compromisos. 
 

g) Las demás conductas tipificadas como 
infracciones graves en la normativa de la Unión 
Europea en materia de subvenciones. 

Artículo 62. Infracciones muy graves. 
 

Constituyen infracciones muy graves las 
siguientes conductas: 
 

a) La obtención de una subvención falseando 
las condiciones requeridas para su concesión u 
ocultando las que la hubiesen impedido o limitado. 
 

b) La no aplicación, en todo o en parte, de 
las cantidades recibidas a los fines para los que la 
subvención fue concedida. 
 

c) La resistencia, excusa, obstrucción o 
negativa a las actuaciones de control previstas, 
respectivamente, en el párrafo c) del apartado 1 del 
artículo 13 y en el párrafo d) del apartado 1 del 
artículo 14 de esta Ley, cuando de ello se derive la 
imposibilidad de verificar el empleo dado a los fondos 
percibidos, o el cumplimiento de la finalidad y de la 
realidad y regularidad de las actividades subvencio-
nadas, o la concurrencia de subvenciones, ayudas, 
ingresos o recursos para la misma finalidad, 
procedentes de cualesquiera Administraciones o 
entes públicos o privados, nacionales, de la Unión 
Europea o de organismos internacionales. 
 

d) La falta de entrega, por parte de las 
entidades colaboradoras, cuando así se establezca, a 
las personas beneficiarias de los fondos recibidos de 
acuerdo con los criterios previstos en las bases 
reguladoras de la subvención. 
 

e) Las demás conductas tipificadas como 
infracciones muy graves en la normativa de la Unión 
Europea en materia de subvenciones. 
 

CAPÍTULO II 
 

DE LAS SANCIONES 
 
Artículo 63. Clases de sanciones. 
 

1. Las infracciones en materia de subvencio-
nes se sancionarán mediante la imposición de 
sanciones pecuniarias y, cuando proceda, de 
sanciones no pecuniarias. 
 

2. Las sanciones pecuniarias podrán consistir 
en multa fija o proporcional. La sanción pecuniaria 
proporcional se aplicará sobre la cantidad indebida-
mente obtenida, aplicada o no justificada. 
 

La multa fija estará comprendida entre 75 y 
6.000 euros y la multa proporcional puede ir del 
tanto al triple de la cantidad indebidamente obtenida, 
aplicada o no justificada o, en el caso de entidades 
colaboradoras, de los fondos indebidamente aplicados 
o justificados. 
 

La multa pecuniaria será independiente de la 
obligación de reintegro contemplada en el artículo 41 
de esta Ley y para su cobro resultará igualmente de 
aplicación el régimen jurídico previsto para los 
ingresos de derecho público en la Ley reguladora de 
la Hacienda de Cantabria o en la  de las Haciendas 
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Locales. 
 

3. Las sanciones no pecuniarias, que se 
podrán imponer en caso de infracciones graves o muy 
graves, podrán consistir en: 
 

a) Pérdida durante un plazo de hasta cinco 
años de la posibilidad de obtener subvenciones, 
ayudas públicas y avales de las Administraciones 
públicas u otros entes públicos. 
 

b) Pérdida durante un plazo de hasta cinco 
años de la posibilidad de actuar como entidad 
colaboradora en relación con las subvenciones 
reguladas en esta Ley. 
 

c) Prohibición durante un plazo de hasta 
cinco años para contratar con las Administraciones 
públicas. 
 
Artículo 64. Graduación de las sanciones. 
 

1. Las sanciones por las infracciones a que 
se refiere este capítulo se graduarán atendiendo en 
cada caso concreto a: 
 

a) La comisión repetida de infracciones en 
materia de subvenciones. 
 

Se entenderá producida esta circunstancia 
cuando el sujeto infractor haya sido sancionado por 
una infracción tipificada por esta norma o por la Ley 
General de Subvenciones, ya sea grave o muy grave, 
en virtud de resolución firme en vía administrativa 
dentro de los cuatro años anteriores a la comisión de 
la infracción. 
 

Cuando concurra esta circunstancia en la 
comisión de una infracción grave o muy grave, el 
porcentaje de la sanción mínima se incrementará en 
20 puntos porcentuales por cada infracción 
anteriormente sancionada, hasta un máximo de 60. 
 

b) La resistencia, negativa u obstrucción a 
las actuaciones de control recogidas en el párrafo c) 
del apartado 1 del artículo 13 y en el párrafo d) del 
apartado 1 del artículo 14 de esta Ley. Cuando 
concurra esta circunstancia en la comisión de una 
infracción grave o muy grave, el porcentaje de la 
sanción mínima se incrementará entre 10 y 75 
puntos de la siguiente forma: 
 

1ª Por no aportar o no facilitar el examen de 
documentos, informes, antecedentes, libros, 
registros, ficheros, justificantes, asientos de 
contabilidad, programas y archivos informáticos, 
sistemas operativos y de control y cualquier otro dato 
objeto de comprobación, 15 puntos porcentuales. 
 

2ª Por no atender requerimientos de la 
Administración, 10 puntos por cada requerimiento 
desatendido. 
 

3ª Por la incomparecencia, salvo causa 
justificada, en el lugar y tiempo señalado, 10 puntos 
porcentuales. 

 4ª Por negar o impedir indebidamente la 
entrada o permanencia en locales de negocio y 
demás establecimientos o lugares en que existan 
indicios probatorios para la correcta justificación de 
los fondos recibidos por la persona beneficiaria o la 
entidad colaboradora o de la realidad y regularidad de 
la actividad subvencionada, 15 puntos porcentuales. 
 

5ª Por coacciones al personal controlador 
que desarrolle las actuaciones de comprobación y 
control, 50 puntos porcentuales. 
 

6ª Por otras causas establecidas reglamenta-
riamente, hasta 20 puntos porcentuales. 
 

c) La utilización de medios fraudulentos en la 
comisión de infracciones en materia de subvenciones. 
 

A estos efectos, se considerarán principal-
mente medios fraudulentos los siguientes: 
 

1º Las anomalías sustanciales en la 
contabilidad y en los registros legalmente estableci-
dos. 
 

2º El empleo de facturas, justificantes u 
otros documentos falsos o falseados. 
 

3º La utilización de personas o entidades 
interpuestas que dificulten la comprobación de la 
realidad de la actividad subvencionada. 
 

Cuando concurra esta circunstancia en la 
comisión de una infracción grave o muy grave, el 
porcentaje de la sanción mínima se incrementará 
entre 20 y 100 puntos atendiendo al principio de 
proporcionalidad. 
 

d) La ocultación a la Administración, 
mediante la falta de presentación de la documenta-
ción justificativa o la presentación de documentación 
incompleta o inexacta, de los datos necesarios para 
la verificación de la aplicación dada a la subvención 
recibida. Cuando concurra esta circunstancia en la 
comisión de una infracción grave o muy grave, el 
porcentaje de la sanción se incrementará hasta 25 
puntos cuando la documentación presentada sea 
incompleta o inexacta, y hasta 50 puntos cuando no 
se presente la documentación. 
 

e) El retraso en el cumplimiento de las 
obligaciones formales. 
 

f) La relevancia de los datos omitidos o 
inexactos así como la importancia cuantitativa del 
incumplimiento. 
 

2. Los criterios de graduación son aplicables 
simultáneamente. Los criterios establecidos en los 
párrafos e) y f) se emplearán exclusivamente para la 
graduación de las sanciones por infracciones leves. 
 

3. Los criterios de graduación recogidos en 
los apartados anteriores no podrán utilizarse para 
agravar la infracción cuando estén contenidos en la 
descripción de la conducta infractora o formen parte 
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del propio ilícito administrativo. 
 

4. El importe de las sanciones leves 
impuestas a un mismo infractor por cada subvención 
no excederá en su conjunto del importe de la 
subvención inicialmente concedida. 
 

5. El importe de las sanciones graves y muy 
graves impuestas a un mismo infractor por cada 
subvención no excederá en su conjunto del triple del 
importe de la cantidad indebidamente obtenida, 
aplicada o no justificada o, en el caso de entidades 
colaboradoras, de los fondos indebidamente aplicados 
o justificados. 
 

6. Se reducirá el importe de la sanción en un 
20% si se realiza su ingreso en periodo voluntario de 
pago sin haber interpuesto recurso contra la misma. 
 
Artículo 65. Sanciones por infracciones leves. 
 

1. Cada infracción leve será sancionada con 
multa de 75 a 900 euros, salvo lo dispuesto en los 
apartados siguientes. 
 

2. La presentación fuera de plazo de las 
cuentas justificativas de la aplicación dada a los 
fondos percibidos será sancionada: 
 

a) Con multa del 5% del importe de las 
cantidades anticipadas si la cuenta justificativa se 
presenta dentro del mes siguiente a la finalización del 
plazo de rendición de la cuenta.  
 

b) Con multa del 10% del importe de las 
cantidades anticipadas si la cuenta justificativa se 
presenta transcurrido un mes y dentro de los seis 
meses siguientes a la finalización del plazo de 
rendición de la cuenta.  
 

c) Con multa del 20% del importe de las 
cantidades anticipadas si la cuenta justificativa se 
presenta una vez transcurridos seis meses y antes de 
los doce desde la finalización del plazo de rendición 
de la cuenta.  
 

d) Con multa del 30% del importe de las 
cantidades anticipadas si la cuenta justificativa se 
presenta una vez transcurridos doce meses desde la 
finalización del plazo de rendición de la cuenta.  
 

La multa a imponer de acuerdo con lo 
previsto en los anteriores apartados en ningún caso 
será inferior a la que procedería de acuerdo con lo 
previsto en el primer apartado de este artículo. 
 

3. Serán sancionadas en cada caso con 
multa de 150 a 6.000 euros las siguientes 
infracciones: 
 

a) La inexactitud u omisión de una o varias 
operaciones en la contabilidad y registros legalmente 
exigidos. 
 

b) El incumplimiento de la obligación de la 
llevanza de contabilidad o de los registros legalmente 

establecidos. 
 

c) La llevanza de contabilidades diversas 
que, referidas a una misma actividad y ejercicio 
económico, no permita conocer la verdadera situación 
de la entidad. 
 

d) La utilización de cuentas con significado 
distinto del que les corresponde, según su naturaleza, 
que dificulte la comprobación de la realidad de las 
actividades subvencionadas. 
 

e) La falta de aportación de pruebas y 
documentos requeridos por los órganos de control o 
la negativa a su exhibición. 
 

f) El incumplimiento por parte de las 
entidades colaboradoras de las obligaciones 
establecidas en el artículo 14 de esta Ley, siempre y 
cuando no sea constitutivo de infracción grave o muy 
grave. 
 

g) El incumplimiento por parte de las 
personas o entidades sujetas a la obligación de 
colaboración y de facilitar la documentación a que se 
refiere el artículo 49 de esta Ley, cuando de ello se 
derive la imposibilidad de contrastar la información 
facilitada por la persona beneficiaria o la entidad 
colaboradora. 
 
Artículo 66. Sanciones por infracciones graves. 
 

1. Las infracciones graves serán sancionadas 
con multa pecuniaria proporcional del tanto al doble 
de la cantidad indebidamente obtenida, aplicada o no 
justificada o, en el caso de entidades colaboradoras, 
de los fondos indebidamente aplicados o justificados. 
 

No obstante la infracción recogida en la letra 
f) del artículo 61 será sancionada con una multa de 
hasta el 20 por ciento de la cantidad concedida, 
graduándose la sanción de forma proporcional al 
grado de cumplimento de la persona beneficiaria. 
 

2. Cuando el importe del perjuicio económico 
correspondiente a la infracción grave represente más 
del 50 por 100 de la subvención concedida o de las 
cantidades recibidas por las entidades colaboradoras, 
y excediera de 30.000 euros, concurriendo alguna de 
las circunstancias previstas en los párrafos b) y c) del 
apartado 1 del artículo 64 de esta Ley, los infractores 
podrán ser sancionados, además, con: 
 

a) Pérdida, durante un plazo de hasta tres 
años, de la posibilidad de obtener subvenciones, 
ayudas públicas y avales de la Administración u otros 
entes públicos. 
 

b) Prohibición, durante un plazo de hasta tres 
años, para celebrar contratos con la Administración u 
otros entes públicos. 
 

c) Pérdida, durante un plazo de hasta tres 
años, de la posibilidad de actuar como entidad 
colaboradora en relación con las subvenciones 
reguladas en esta Ley. 
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3. El reintegro espontáneo no eliminará la 
sanción que corresponda por la falta de cumplimiento 
del objetivo, de ejecución del proyecto, de realización 
de la actividad o de adopción del comportamiento 
para los que la subvención fue concedida, en aquellos 
casos en que las bases reguladoras hubiesen 
sancionado tal conducta. 
 
Artículo 67. Sanciones por infracciones muy graves. 
 

1. Las infracciones muy graves serán 
sancionadas con multa pecuniaria proporcional del 
doble al triple de la cantidad indebidamente obtenida, 
aplicada o no justificada o, en el caso de entidades 
colaboradoras, de los fondos indebidamente aplicados 
o justificados. 
 

En caso de concurso entre la infracción 
recogida en el apartado b) del artículo 62 y la 
infracción de la letra f) del artículo 61 únicamente se 
impondrá la sanción más grave. 
 

No obstante, no se sancionarán las 
infracciones recogidas en los párrafos b) y d) del 
artículo 62 cuando los infractores hubieran 
reintegrado las cantidades y los correspondientes 
intereses de demora sin previo requerimiento. 
 

En el caso de que no se reintegren los 
intereses de demora sin previo requerimiento la 
sanción quedará reducida al 20% del importe de los 
intereses. 
 

2. Cuando el importe del perjuicio económico 
correspondiente a la infracción muy grave exceda de 
30.000 euros, concurriendo alguna de las circunstan-
cias previstas en los párrafos b) y c) del apartado 1 
del artículo 64 de esta Ley, los infractores podrán ser 
sancionados, además, con: 
 

a) Pérdida, durante un plazo de hasta cinco 
años, de la posibilidad de obtener subvenciones, 
ayudas públicas y avales de la Administración u otros 
entes públicos. 
 

b) Prohibición, durante un plazo de hasta 
cinco años, para celebrar contratos con la Adminis-
tración u otros entes públicos. 
 

c) Pérdida, durante un plazo de hasta cinco 
años, de la posibilidad de actuar como entidad 
colaboradora en relación con las subvenciones 
reguladas en esta Ley. 
 

Artículo 68. Desarrollo reglamentario del régimen de 
infracciones y sanciones. 
 

Reglamentariamente se podrán introducir 
especificaciones o graduaciones al cuadro de las 
infracciones o sanciones establecidas legalmente que, 
sin constituir nuevas infracciones o sanciones, ni 
alterar la naturaleza o límites de las que la Ley 
contempla, contribuyan a la más correcta identifica-
ción de las conductas o a la más precisa determina-
ción de las sanciones correspondientes. 

Artículo 69. Prescripción de infracciones y sanciones. 
 

1. Las infracciones prescribirán en el plazo 
de cuatro años a contar desde el día en que la 
infracción se hubiera cometido. 
 

2. Las sanciones prescribirán en el plazo de 
cuatro años a contar desde el día siguiente a aquel en 
que hubiera adquirido firmeza la resolución por la que 
se impuso la sanción. 
 

3. El plazo de prescripción se interrumpirá 
conforme a lo establecido en el artículo 132 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. 
 

4. La prescripción se aplicará de oficio, sin 
perjuicio de que pueda ser solicitada su declaración 
por la persona interesada. 
 
Artículo 70. Competencia para la imposición de 
sanciones. 
 

1. Las sanciones en materia de subvenciones 
de la Administración General de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria serán acordadas e impuestas 
por el Consejero competente por razón de la materia. 
En el caso de subvenciones concedidas por entidades 
distintas de la Administración General de la 
Comunidad de Cantabria pero vinculadas o 
dependientes de aquélla, las sanciones serán 
acordadas e impuestas por los titulares de las 
Consejerías a las que estuvieran adscritas. 
 

No obstante, cuando la sanción consista en 
la pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones, 
ayudas públicas y avales de la Comunidad Autónoma, 
en la prohibición para celebrar contratos con la 
Comunidad Autónoma o con las entidades de 
Derecho Público vinculadas o dependientes de la 
misma o en la pérdida de la posibilidad de actuar 
como entidad colaboradora en relación con las 
subvenciones reguladas en esta Ley, la competencia 
corresponderá al Consejero competente en materia de 
Hacienda. 
 

2. El Consejero competente designará al 
instructor del procedimiento sancionador cuando 
dicha función no esté previamente atribuida a ningún 
órgano administrativo. 
 

3. La competencia para imponer sanciones 
en las corporaciones locales corresponde a los 
órganos de gobierno que tengan atribuidas tales 
funciones en la legislación de régimen local. En todo 
caso las sanciones por infracciones muy graves serán 
impuestas por el pleno de la Corporación. 
 
Artículo 71. Procedimiento sancionador. 
 

1. La imposición de sanciones en materia de 
subvenciones se efectuará mediante expediente 
administrativo en el que, en todo caso, se dará 
audiencia al interesado antes de dictarse el acuerdo 
correspondiente y que será tramitado conforme a lo 
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dispuesto en el capítulo II del título IX de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. 
 

2. El procedimiento se iniciará de oficio, 
como consecuencia de la actuación de comprobación 
desarrollada por el órgano concedente o por la 
entidad colaboradora, así como de las actuaciones de 
control financiero previstas en esta Ley. 
 

Será competente para adoptar el acuerdo de 
iniciación el órgano gestor de la subvención. 
 

3. Contra los acuerdos de imposición de 
sanciones de la Administración General de la 
Comunidad de Cantabria podrán interponerse los 
recursos previstos en la Ley de Régimen Jurídico del 
Gobierno y de la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria. 
 

4. Los acuerdos de imposición de sanciones 
de las corporaciones locales pondrán fin a la vía 
administrativa. 
 
Artículo 72. Extinción de la responsabilidad derivada 
de la comisión de infracciones y de las sanciones. 
 

1. La responsabilidad derivada de las 
infracciones en materia de subvenciones se extingue 
por el fallecimiento del sujeto infractor y por el 
transcurso del plazo de prescripción para imponer las 
correspondientes sanciones.  
 

2. Las responsabilidades derivadas de 
infracciones en materia de subvenciones se extinguen 
por el pago o cumplimiento, por prescripción del 
derecho a exigir su pago, por compensación, por 
fallecimiento de todos los obligados a satisfacerlas y 
por otras causas previstas en la normativa general. 
 
Artículo 73. Responsabilidades. 
 

1. Responderán solidariamente de la sanción 
pecuniaria los miembros, partícipes o cotitulares de 
las entidades a que se refiere el apartado 3 del 
artículo 10 en proporción a sus respectivas 
participaciones, cuando se trate de comunidades de 
bienes o cualquier otro tipo de unidad económica o 
patrimonio separado. 
 

2. Responderán subsidiariamente de la 
sanción pecuniaria los administradores de las 
sociedades mercantiles, o aquellos que ostenten la 
representación legal de otras personas jurídicas, de 
acuerdo con las disposiciones legales o estatutarias 
que les resulten de aplicación, que no realicen los 
actos necesarios que sean de su incumbencia para el 
cumplimiento de las obligaciones infringidas, adopten 
acuerdos que hagan posibles los incumplimientos o 
consientan el de quienes de ellos dependan. 
 

3. Las sanciones que pudieran proceder por 
las infracciones cometidas por sociedades o 
entidades disueltas y liquidadas serán exigibles a los 
socios, partícipes, cotitulares o sucesores de las 

mismas, que quedarán obligados solidariamente a su 
cumplimiento hasta el importe de la cuota de 
liquidación. 
 

DISPOSICIONES ADICIONALES 
 
DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA. Información y 
coordinación con el Tribunal de Cuentas. 
 

Anualmente, la Intervención General de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria remitirá al Tribunal de Cuentas informe 
sobre el seguimiento de los expedientes de reintegro 
y sancionadores derivados del ejercicio del control 
financiero. 
 

El régimen de responsabilidad contable en 
materia de subvenciones se regulará de acuerdo con 
la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal 
de Cuentas, la Ley 7/1988, de 5 de abril, de 
Funcionamiento del Tribunal de Cuentas, y la 
normativa presupuestaria aplicable. 
 
DISPOSICIÓN ADICIONAL SEGUNDA. Colaboración 
de la Intervención General de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria con la 
Intervención General de la Administración del Estado 
y las corporaciones locales en las actuaciones de 
control financiero de subvenciones. 
 

1. La Intervención General de la Administra-
ción de la Comunidad Autónoma de Cantabria 
colaborará con la Intervención General de la 
Administración del Estado en la elaboración por ésta 
última de un Plan anual de control del FEOGA-
Garantía en el que se incluirán los controles a realizar 
por la propia Intervención General de la Administra-
ción de la Comunidad Autónoma de Cantabria. 
 

La Intervención General de la Administración 
de la Comunidad Autónoma de Cantabria, bajo la 
coordinación de la Intervención General de la 
Administración del Estado, elaborará el Plan de 
control de fondos estructurales y de cohesión que 
anualmente deberá acometer dentro de su ámbito de 
competencia. Con la finalidad de su remisión a la 
Comisión de la Unión Europea, formando parte del 
Plan de control de fondos estructurales y cohesión 
del Estado miembro, dicho plan será remitido a la 
Intervención General de la Administración del Estado 
antes del 1 de diciembre del año anterior al que se 
refieran. 
 

2. Las corporaciones locales de Cantabria 
podrán solicitar de la Intervención General de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria la realización de los controles financieros 
sobre beneficiarios de subvenciones concedidas por 
estos entes, sujetándose el procedimiento de control, 
reintegro y el régimen de infracciones y sanciones a 
lo previsto en la legislación aplicable. 
 

DISPOSICIÓN ADICIONAL TERCERA. Contratación de 
la colaboración para la realización de controles 
financieros de subvenciones con auditores privados. 
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1. La Intervención General de la Administra-
ción de la Comunidad Autónoma de Cantabria y las 
Corporaciones locales de Cantabria podrán recabar la 
colaboración de empresas privadas de auditoría para 
la realización de controles financieros de subvencio-
nes en los términos previstos en la normativa 
presupuestaria aplicable. 
 

2. En cualquier caso, corresponderá a la 
Intervención General de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria o de la entidad 
local la realización de aquellas actuaciones que 
supongan el ejercicio de potestades administrativas. 
 
DISPOSICIÓN ADICIONAL CUARTA. Premios 
educativos, culturales, científicos o de cualquier otra 
naturaleza. 
 

Reglamentariamente podrá establecerse el 
régimen especial aplicable al otorgamiento de los 
premios educativos, culturales, científicos o de 
cualquier otra naturaleza, que deberá ajustarse al 
contenido de esta Ley, salvo en aquellos aspectos en 
los que, por la especial naturaleza de las subvencio-
nes, no resulte aplicable. 
 
DISPOSICIÓN ADICIONAL QUINTA. Planes y 
programas sectoriales. 
 

Los planes y programas relativos a políticas 
públicas sectoriales que estén previstos en normas 
legales o reglamentarias, tendrán la consideración de 
planes estratégicos de subvenciones de los regulados 
en el apartado 1 del artículo 7 de esta Ley, siempre 
que recojan el contenido previsto en el citado 
apartado. 
 
DISPOSICIÓN ADICIONAL SEXTA. Justificación de 
subvenciones por entidades públicas autonómicas. 
 

Reglamentariamente podrá establecerse un 
régimen simplificado de justificación, comprobación y 
control de las subvenciones percibidas por 
organismos y entes del sector público autonómico 
que, de acuerdo con la normativa presupuestaria, se 
encuentren sujetos a control financiero permanente 
de la Intervención General de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria, sin que puedan 
exigirse otras auditorías o controles adicionales. 
 
DISPOSICIÓN ADICIONAL SÉPTIMA. Control y 
evaluación de objetivos. 
 

El control y evaluación de resultados 
derivados de la aplicación de los planes estratégicos a 
que se hace referencia en el artículo 7 de esta Ley 
será realizado, en el ámbito de sus atribuciones, por 
la Intervención General de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria, y sin perjuicio de 
las competencias que atribuye la Ley de Régimen 
Jurídico del Gobierno y de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria a las Consejerías, 
organismos y demás entes públicos. 
 

En el ámbito local la referida potestad 
corresponderá a la Intervención del respectivo ente, 

en los términos establecidos por la normativa 
reguladora de las Haciendas locales. 
 
DISPOSICIÓN ADICIONAL OCTAVA. Subvenciones 
de cooperación internacional al desarrollo. 
 

1. El Consejo de Gobierno aprobará por 
Decreto, en el plazo de los seis meses siguientes a la 
entrada en vigor de esta Ley, a propuesta de la 
Consejería interesada y de la Consejería competente 
en materia de Hacienda, las normas especiales 
reguladoras de las subvenciones de cooperación 
internacional. 
 

2. Dicha regulación se adecuará con carácter 
general a lo establecido en esta Ley salvo que deban 
exceptuarse los principios de publicidad o concurren-
cia u otros aspectos del régimen de control, 
reintegros o sanciones, en la medida en que las 
subvenciones sean consecuencia de la política 
humanitaria y de cooperación al desarrollo del 
Gobierno y resulten incompatibles con la naturaleza o 
los destinatarios de las mismas. 
 
DISPOSICIÓN ADICIONAL NOVENA. Subvenciones 
financiadas con cargo a fondos europeos otorgadas 
por sociedades mercantiles participadas mayoritaria-
mente por entidades públicas sometidas a esta Ley. 
 

1. Las sociedades mercantiles participadas 
mayoritariamente de forma directa o indirecta por 
entidades públicas sometidas a esta Ley gestionarán 
las subvenciones comunitarias de las que resulten 
beneficiarias de acuerdo con la normativa europea. En 
los demás casos podrán actuar como entidades 
colaboradoras. 
 

2. Las decisiones adoptadas en los 
procedimientos de concesión de subvenciones 
comunitarias podrán ser objeto de recurso ante el 
titular de la Consejería a la que se encuentren 
adscritas o vinculadas en el plazo de un mes a contar 
desde el día siguiente a aquél en que se produzca la 
notificación. 
 
DISPOSICIÓN ADICIONAL DÉCIMA. Subvenciones 
en materia de vivienda. 
 

Las subvenciones en materia de vivienda se 
regirán por su normativa específica sin perjuicio de la 
aplicación supletoria de esta ley. 
 
DISPOSICIÓN ADICIONAL UNDÉCIMA. Universidad 
de Cantabria.  
 

La Universidad de Cantabria se sujetará a las 
previsiones de esta Ley, sin perjuicio de las 
peculiaridades derivadas de su propia organización. 
 
DISPOSICIÓN ADICIONAL DECIMOSEGUNDA. 
Actualización de las cuantías previstas en esta Ley. 
 

El Gobierno de Cantabria, a propuesta del 
Consejero competente en materia de Economía, 
podrá, mediante Decreto, actualizar las cuantías 
recogidas en esta Ley. 
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DISPOSICIÓN TRANSITORIA 
 
DISPOSICIÓN TRANSITORIA ÚNICA. Régimen 
transitorio de los procedimientos. 
 

1. A los procedimientos de concesión de 
subvenciones ya iniciados a la entrada en vigor de 
esta Ley les será de aplicación la normativa vigente 
en el momento de su inicio. 
 

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el 
apartado anterior, los procedimientos de control 
financiero, reintegro y revisión de actos previstos en 
esta Ley resultarán de aplicación desde su entrada en 
vigor. 
 

3. El régimen sancionador previsto en esta 
Ley será de aplicación a las personas beneficiarias y a 
las entidades colaboradoras, en los supuestos 
previstos en esta disposición, siempre que el régimen 
jurídico sea más favorable al previsto en la legislación 
anterior. 
 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA 
 
DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA. Derogación 
normativa. 
 

Quedan derogadas todas las normas de igual 
o inferior rango en lo que contradigan o se opongan a 
lo dispuesto en esta Ley. 
 

DISPOSICIÓN FINAL 
 

DISPOSICIÓN FINAL ÚNICA. Entrada en 
vigor. 
 

La presente Ley entrará en vigor el 1 de 
enero de 2007. 
 

-------- 
 

DE CANTABRIA DE CREACIÓN DE LA ENTI-
DAD PÚBLICA EMPRESARIAL PUERTOS DE 
CANTABRIA. 

 
[6L/1000-0025] 
 

Texto remitido por el Gobierno. 
 

PRESIDENCIA

De conformidad con lo establecido en el 
artículo 105 del Reglamento de la Cámara y según 
acuerdo adoptado por la Mesa del Parlamento, en su 
sesión del día de hoy, se ordena la publicación en el 
Boletín Oficial del Parlamento de Cantabria del 
Proyecto de Ley de Cantabria de Creación de la 
Entidad Pública Empresarial Puertos de Cantabria, 
número 6L/1000-0025, y su envío a la Comisión de 
Obras Públicas y Vivienda. 
 

Los Diputados y Diputadas y los Grupos 
Parlamentarios podrán presentar enmiendas hasta las 

catorce horas del día 23 de mayo de 2006, mediante 
escrito dirigido a la Mesa de la Comisión. 
 

Santander, 5 de mayo de 2006 
 

El Presidente del Parlamento de Cantabria, 
 

Fdo.: Miguel Ángel Palacio García. 
 

[6L/1000-0025] 
 
PROYECTO DE LEY DE CANTABRIA DE CREACIÓN 
DE LA ENTIDAD PÚBLICA EMPRESARIAL PUERTOS 
DE CANTABRIA. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

El apartado 8 del artículo 24 del Estatuto de 
Autonomía para Cantabria, aprobado por la Ley 
Orgánica 8/1981, de 30 de diciembre, atribuye a la 
Comunidad Autónoma de Cantabria la competencia 
exclusiva sobre los puertos que no sean de interés 
general del Estado. 
 

La actividad portuaria presenta característi-
cas de servicio público básico con una importante 
componente económica y empresarial para la que el 
modelo tradicional de gestión directa por la 
Administración impone limitaciones derivadas de la 
rigidez presupuestaria y financiera, así como de la 
dificultad de gestionar con flexibilidad los recursos 
humanos y materiales asignados. 
 

Tanto la Administración General del Estado 
como otras Comunidades Autónomas litorales han 
afrontado estas limitaciones creando entidades 
públicas a las que se encomienda la gestión de la 
actividad portuaria con criterios de eficacia, economía 
y rentabilidad y que, en su carácter de entidades 
públicas, enmarcadas en la administración institucio-
nal, ostentan potestades administrativas propias de la 
Administración General. 
 

La Ley de Cantabria 6/2005, de 26 de 
diciembre, de Medidas Administrativas y Fiscales para 
la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 
2006, en el apartado 5 de su artículo 3, introduce en 
la Ley de Cantabria 5/2004, de 16 de noviembre, de 
Puertos de Cantabria una Disposición adicional 
tercera, en la que se establece la posibilidad de crear 
una entidad pública empresarial en los siguientes 
términos: 
 

"Disposición adicional tercera. Entidad 
pública empresarial. 
 

En el marco de lo previsto en la Ley de 
Régimen Jurídico del Gobierno y de la Administración 
de la Comunidad Autónoma de Cantabria, se podrá 
crear una entidad pública empresarial, con personali-
dad jurídica propia y plena capacidad de obrar para el 
cumplimiento de los fines establecidos en su Ley de 
creación, adscrita a la Consejería competente en 
materia de puertos que, bajo su control y tutela, 
ejerza competencias de la administración portuaria en 
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la planificación, construcción, gestión y explotación 
del sistema portuario de titularidad de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria." 
 

Por todo ello, por la presente Ley se crea la 
entidad pública empresarial Puertos de Cantabria, en 
el marco de lo previsto en la Ley de Régimen Jurídico 
del Gobierno y de la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria. 
 

CAPÍTULO I 
 

DISPOSICIONES GENERALES 
 
Artículo 1. Creación y naturaleza. 
 

1. Se crea la entidad Puertos de Cantabria 
como entidad pública empresarial, de las previstas en 
el artículo 77.1.b) de la Ley 6/2002, de 10 de 
diciembre, de Régimen Jurídico del Gobierno y de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria, con personalidad jurídica propia y plena 
capacidad de obrar para el cumplimiento de los fines 
que esta Ley le atribuye. La entidad se adscribe a la 
Consejería competente en materia de puertos. 
 

2. La entidad pública empresarial Puertos de 
Cantabria tiene encomendado, en los términos que 
prevé esta Ley, el ejercicio de las competencias 
ejecutivas de la Administración autonómica en 
materia de puertos y de instalaciones portuarias. 
 

Le compete, en consecuencia, la planifica-
ción, construcción, gestión y explotación del sistema 
portuario de competencia de la Comunidad Autónoma 
de Cantabria, directamente o a través de la 
celebración de convenios o consorcios con otras 
Administraciones y entidades de derecho público, en 
cualesquiera de las formas previstas en la Ley. 
 

3. Para el cumplimiento más eficaz de sus 
funciones, y previa autorización del Consejo de 
Gobierno, la entidad pública empresarial Puertos de 
Cantabria puede crear sociedades mercantiles, 
agrupaciones de interés económico, consorcios, 
fundaciones o cualquier otra forma de personificación 
admitida en derecho, así como participar en las que 
ya estén constituidas. 
 

4. La entidad pública empresarial Puertos de 
Cantabria desempeñará las funciones que se 
especifican en su Estatuto, aprobado por la 
Disposición adicional primera de esta Ley. 
 

5. La defensa y representación en juicio de la 
entidad se llevará a cabo por los Letrados de la 
Dirección General del Servicio Jurídico de la 
Administración General de la Comunidad Autónoma 
de Cantabria. 
 

La entidad pública empresarial Puertos de 
Cantabria podrá recabar el asesoramiento jurídico de 
los órganos correspondientes de la Consejería 
competente en materia de Puertos y de la Dirección 
General del Servicio Jurídico. 

Artículo 2. Régimen jurídico. 
 

La entidad publica empresarial Puertos de 
Cantabria, se rige por la presente Ley y por las 
disposiciones que se dicten en su desarrollo. 
 

Sin perjuicio de lo anterior, se rige por el 
derecho privado, excepto en la formación de la 
voluntad de su órganos, en el ejercicio de las 
potestades administrativas que tengan atribuidas y en 
los aspectos específicamente regulados para la 
misma en la Ley de Régimen Jurídico del Gobierno y 
de la Administración de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria, en sus estatutos y en la legislación 
presupuestaria. 
 

CAPÍTULO II 
 

RÉGIMEN DE PERSONAL 
 
Artículo 3. Personal. 
 

1. El personal de la entidad pública 
empresarial Puertos de Cantabria estará vinculado a 
la entidad por una relación sometida a las normas de 
Derecho Laboral, sin perjuicio de lo establecido en la 
Disposición adicional segunda de esta Ley, y de 
conformidad con lo previsto en su Estatuto. 
 

2. Sin perjuicio de lo establecido en la 
Disposición adicional segunda de esta Ley, los 
funcionarios de las distintas Administraciones 
Públicas que accedan a Puertos de Cantabria por 
alguno de los mecanismos de provisión de puestos de 
trabajo regulados en su Estatuto, se integrarán como 
personal laboral quedando en su Administración de 
origen en la situación administrativa que les 
corresponda conforme a la normativa aplicable. 
 

3. Sin perjuicio de lo previsto en el apartado 
6 de la Disposición Adicional segunda de esta Ley, 
Puertos de Cantabria tiene atribuidas todas las 
facultades para la gestión de los recursos humanos, 
estando obligada a aplicar las instrucciones sobre 
recursos humanos establecidas por la Consejería de 
Presidencia, Ordenación del Territorio y Urbanismo y 
a comunicarle cuantos acuerdos o resoluciones 
adopte en asuntos de relevancia.  
 

CAPÍTULO III 
 

RECURSOS ECONÓMICOS 
 
Artículo 4. Recursos económicos. 
 

La entidad pública empresarial Puertos de 
Cantabria deberá financiarse con los ingresos que se 
deriven de sus operaciones y con los siguientes 
recursos económicos: 
 

a) Los bienes y valores que constituyen su 
patrimonio. 
 

b) Los productos y rentas de dicho 
patrimonio. 
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c) Las consignaciones específicas que 
tuvieren asignadas en los Presupuestos Generales de 
la Comunidad Autónoma. 
 

d) Las transferencias corrientes o de capital 
que procedan de las Administraciones o Entidades 
públicas. 
 

e) Los ingresos ordinarios y extraordinarios 
que esté autorizado a percibir conforme a su 
Estatuto, según las disposiciones por las que se rijan. 
 

f) Las donaciones, legados y otras 
aportaciones de entidades privadas y de particulares. 
 

g) El producto de las sanciones e indemniza-
ciones impuestas de acuerdo con esta Ley. 
 

h) Cualquier otro recurso que pudiera serles 
atribuido. 
 

CAPÍTULO IV 
 

CONTRATACIÓN Y RESPONSABILIDAD 
PATRIMONIAL 

 
Artículo 5. Régimen de Contratación. 
 

1. Los contratos que celebre la entidad 
pública empresarial Puertos de Cantabria se regirán 
por lo dispuesto en la legislación básica en materia de 
contratos de las Administraciones públicas, por las 
demás normas básicas del Estado vigentes en cada 
momento, por las reglas sobre contratación 
contenidas en la legislación de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria y en sus normas de 
desarrollo, mediante un procedimiento adaptado a la 
estructura orgánica de la entidad. 
 

2. El órgano de contratación de la entidad 
pública empresarial Puertos de Cantabria es el 
Presidente del Consejo de Administración. 
 

3. Para la celebración de contratos de más 
de seis millones de euros será necesaria la autoriza-
ción previa del Consejo de Gobierno de Cantabria.  
 
Artículo 6. Responsabilidad patrimonial. 
 

El Presidente de Puertos de Cantabria 
resolverá las reclamaciones de responsabilidad 
patrimonial por el funcionamiento de los servicios 
públicos dependientes de la administración portuaria.  
 
DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA. Estatuto de la 
entidad pública empresarial Puertos de Cantabria. 
 

Se aprueba el Estatuto de la entidad pública 
empresarial Puertos de Cantabria que se contiene en 
el Anexo de la presente Ley. El Gobierno de 
Cantabria, a través de su Consejo de Gobierno, podrá 
modificar el contenido de los artículos 2, 3, 5, 6 y 8 
del Estatuto, para adaptarlo a posibles modificaciones 
que se produzcan en la normativa vigente así como a 
nuevas necesidades o situaciones no contempladas 
inicialmente. 

DISPOSICIÓN ADICIONAL SEGUNDA. Integración 
del personal. 
 

1. El personal que ocupe puestos de trabajo 
que, conforme a la relación de puestos del personal 
funcionario y laboral de la Administración General de 
la Comunidad Autónoma vigente en el momento del 
inicio de la actividad de la entidad pública empresarial 
Puertos de Cantabria, estuvieran adscritos a la 
Dirección General competente en materia de Puertos 
pasará a depender funcionalmente de dicha entidad, 
manteniendo su actual régimen jurídico. 
 

2. En el plazo de un año a partir del inicio de 
la actividad de la entidad pública empresarial Puertos 
de Cantabria, ésta elaborará y aprobará su propia 
plantilla de personal que, atendiendo a su naturaleza 
de entidad de derecho público que debe ajustar su 
actividad al derecho privado, será íntegramente de 
carácter laboral. 
 

3. No obstante lo anterior, el personal 
funcionario de carrera que en el momento del inicio 
de la actividad de la entidad pública empresarial 
Puertos de Cantabria fuera titular, con destino 
definitivo, de puestos de la Dirección General 
competente en materia de Puertos, podrá optar por 
cualquiera de las siguientes posibilidades: 
 

a) Solicitar la integración en la plantilla de 
personal propia de la entidad pública empresarial 
Puertos de Cantabria. 
 

La solicitud de integración, que deberá 
hacerse por escrito y que será irrevocable, determina-
rá la simultánea amortización del puesto de trabajo 
que se ejercía y la dotación del nuevo en la plantilla 
de personal de la entidad pública empresarial Puertos 
de Cantabria.  
 

Los funcionarios de carrera que opten por la 
integración suscribirán un contrato laboral fijo sujeto 
al Convenio Colectivo aplicable a la entidad pública 
empresarial Puertos de Cantabria, quedando en la 
situación de excedencia voluntaria por prestación de 
servicios en el sector público.  
 

b) Mantener su actual régimen jurídico, en 
situación de servicio activo en la Administración 
General de la Comunidad Autónoma de Cantabria y, 
en consecuencia, seguir ocupando el mismo puesto 
de trabajo dependiendo funcionalmente de la entidad 
hasta que se desvincule definitivamente del mismo. 
 

4. Sin perjuicio de lo previsto en el apartado 
2, el personal laboral fijo que en el momento del 
inicio de la actividad de la entidad pública empresarial 
Puertos de Cantabria fuera titular, con destino 
definitivo, de puestos de la Dirección General 
competente en materia de Puertos, podrá optar por 
cualquiera de las siguientes posibilidades: 
 

a) Solicitar la adscripción en la plantilla de 
personal propia de la entidad pública empresarial 
Puertos de Cantabria a puestos de dicha plantilla. 
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La solicitud de adscripción, que deberá 
hacerse por escrito y que será irrevocable, determina-
rá la simultánea amortización del puesto de trabajo 
que se ejercía en la Administración General de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria y la dotación del 
nuevo en la plantilla de personal de la entidad pública 
empresarial Puertos de Cantabria. 
 

Los trabajadores fijos que opten por la 
adscripción suscribirán un contrato laboral fijo sujeto 
al Convenio Colectivo aplicable a la entidad pública 
empresarial Puertos de Cantabria, quedando en 
excedencia por incompatibilidad en la Administración 
General de la Comunidad Autónoma. 
 

b) Mantener su actual vinculación con la 
Administración General de la Comunidad Autónoma 
de Cantabria y, en consecuencia, seguir ocupando el 
mismo puesto de trabajo, bajo la dependencia 
funcional de la entidad hasta que se desvincule 
definitivamente del mismo.  
 

5. Aquellos puestos de trabajo de la 
Dirección General competente en materia de Puertos 
que en el momento del inicio de la actividad de la 
entidad pública empresarial Puertos de Cantabria 
estuvieran ocupados por personal funcionario de 
carrera o laboral fijo que no tenga destino definitivo 
en ellos, se incluirán en los correspondientes 
procesos para la provisión de puestos de trabajo que 
convoque la Administración General de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria. 
 

Al personal que acceda con carácter 
definitivo a dichos puestos de trabajo les será de 
aplicación lo previsto en los apartados 3 y 4 de la 
presente Disposición, según se trate de personal 
funcionario o laboral respectivamente. 
 

Hasta tanto tenga lugar la resolución de 
dichos procesos de provisión, los actuales ocupantes 
de los puestos de trabajo podrán permanecer 
desempeñándolos conforme al régimen de provisión 
por el que accedieron a ellos. 
 

6. La gestión del personal funcionario y 
laboral que desempeñe puestos de la relación de 
puestos de trabajo de la Administración General de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria, en tanto no se 
integre en la plantilla de personal de la entidad, 
seguirá siendo realizada por los órganos competentes 
de dicha Administración General, sin perjuicio de la 
dependencia funcional de la entidad. 
 
DISPOSICIÓN TRANSITORIA PRIMERA. Régimen 
jurídico aplicable hasta el inicio de la actividad de la 
entidad pública empresarial Puertos de Cantabria. 
 

Sin perjuicio de lo establecido en la 
disposición final cuarta, a aquellas situaciones 
jurídicas que se produzcan con anterioridad a la 
publicación en el Boletín Oficial de Cantabria del acta 
de la reunión constitutiva del Consejo de Administra-
ción de la entidad pública empresarial Puertos de 
Cantabria les será de aplicación la normativa vigente 
con anterioridad a la entrada en vigor de la presente 

Ley. 
 
DISPOSICIÓN TRANSITORIA SEGUNDA. Recursos 
económicos relativos al dominio público portuario 
autonómico. 
 

En el momento en que la entidad pública 
empresarial Puertos de Cantabria inicie su actividad, 
en la forma prevista en la Disposición Final Tercera de 
la presente Ley, los recursos económicos relativos al 
dominio público portuario autonómico, relacionados 
en el artículo 9 de su Estatuto, pasarán a ser de 
titularidad de dicha entidad y se gestionarán por los 
órganos de la misma. 
 
DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA. Derogación 
normativa. 
 

Quedan derogadas cuantas disposiciones se 
opongan a lo establecido en la presente Ley. 
 
DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA. Modificación de la 
Ley 5/2004 de Puertos de Cantabria. 
 

Uno. Se modifican los artículos 11.a), 24, 
los apartados 3 y 6 del artículo 45 y las letras a) y b) 
del apartado 1 del artículo 61 de la Ley 5/2004, de 
16 de noviembre, de Puertos de Cantabria en los 
siguientes términos: 
 

1. El apartado a) del artículo 11, que pasa a 
tener la siguiente redacción: 
 

"a) Corresponde a la administración portuaria 
la formulación de un avance del Plan, en donde se 
recojan las previsiones, objetivos y prioridades a 
acometer, así como las causas que justifiquen su 
elaboración." 
 

2. El artículo 24, que pasa a tener la 
siguiente redacción: 
 

"Artículo 24. Administración portuaria. 
 

1. La administración portuaria está integrada 
por la Consejería competente en materia de puertos y 
por la entidad pública empresarial Puertos de 
Cantabria. 
 

2. En el marco de la dirección superior del 
Gobierno, corresponde a la administración portuaria el 
ejercicio de las competencias atribuidas a la 
Administración de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria en materia de puertos e instalaciones 
portuarias. 
 

3. Corresponde a la administración portuaria 
planificar, construir, gestionar y explotar el sistema 
portuario de competencia de la Comunidad Autónoma 
de Cantabria, directamente o a través de la 
celebración de convenios o consorcios con otras 
Administraciones y entidades de derecho público, en 
cualesquiera de las formas previstas en la Ley. 
 

4. Sin perjuicio de lo anterior, la construc-
ción y explotación de los puertos e instalaciones 
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portuarias, o la simple gestión de las instalaciones y 
dársenas ya construidas, podrán ser realizadas 
mediante el oportuno título concesional a otorgar por 
la administración portuaria. 
 

5. Corresponde a la Consejería competente 
en materia de puertos: 
 

a) Desarrollar la política del Gobierno en este 
sector de la actividad pública, orientar y controlar la 
actuación de los entes que dependen de ella. 
 

b) Elevar al Consejo de Gobierno los 
proyectos de Decreto que tengan que dictarse en 
ejecución de esta Ley. 
 

c) Elevar al Consejo de Gobierno el Plan de 
Puertos e Instalaciones Portuarias y sus revisiones o 
modificaciones. 
 

d) Aprobar, mediante Orden, los pliegos de 
condiciones generales para el otorgamiento de 
concesiones para la ocupación del dominio público 
portuario. 
 

e) Ejercer las demás competencias que le 
atribuye esta Ley." 
 

3. Los apartados 3 y 6 del artículo 45, que 
pasan a tener la siguiente redacción: 
 

"3. Para los supuestos de aprovechamiento 
especial del dominio público portuario en el ejercicio 
de actividades comerciales, industriales y de servicios 
en virtud de una concesión o autorización la cuantía 
del canon se fijará por la entidad pública empresarial 
Puertos de Cantabria atendiendo al tipo de actividad 
y del volumen de tráfico o al volumen de negocio, en 
cuyo caso no podrá exceder del cinco por ciento de 
su facturación. 
 

En el supuesto de que las anteriores 
actividades impliquen la ocupación o el aprovecha-
miento del dominio publico portuario, la autorización 
de actividad se entenderá implícita en la correspon-
diente concesión o autorización de ocupación o 
aprovechamiento del dominio publico, sin perjuicio de 
la exigencia de los cánones que procedan por ambos 
conceptos. 
 

6. En el caso supuesto de que la entidad 
pública empresarial Puertos de Cantabria convoque 
concursos para el otorgamiento de las concesiones o 
autorizaciones, los pliegos de bases podrán contener 
entre los criterios para su resolución la mejora de los 
cánones.". 
 

4. Las letras a) y b) del apartado 1 del 
artículo 61, pasan a tener la siguiente redacción: 
 

"a) Al Director de la entidad pública 
empresarial Puertos de Cantabria, en los supuestos 
de infracciones leves.  
 

b) Al Presidente de la entidad pública 
empresarial Puertos de Cantabria, en los supuestos 

de infracciones graves". 
 

Dos. Las referencias a "Comunidad 
Autónoma" o "Comunidad Autónoma de Cantabria" 
se sustituyen por la referencia a "entidad pública 
empresarial Puertos de Cantabria" en los artículos 
44.1 y 51.1 y 2. 
 

Tres. Las referencias a "Administración" se 
sustituyen por la referencia a "Administración 
portuaria" en los artículos 34.3; 50.4; 51.2 y 54.2. 
 

Cuatro. La referencia a "Administración de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria" se sustituye por 
la referencia a "entidad pública empresarial Puertos 
de Cantabria" en el artículo 36.3. 
 

Cinco. Las referencias a "Consejería 
competente en materia de puertos " y " Consejero 
competente en materia de puertos" se sustituyen por 
la referencia a "entidad pública empresarial Puertos 
de Cantabria" en los artículos 26.2 ;28; 29.2 ; 31.1, 
3, 4 y 7; 32.1 y 2; 34.1 y 2; 35.3; 36.2; 37.2; 39.1 
y 2; 41.1 y 3; 43.1; 45.1; 52.4; 54.2; 62.1 y 2; 
63.1, 4 y 5; 64.2 y en los apartados 2 y 4 de la 
Disposición Adicional Segunda. 
 

Seis. Las referencias a "Dirección General 
competente en materia de puertos" y "Director 
General competente en materia de puertos" se 
sustituyen por la referencia a "entidad pública 
empresarial Puertos de Cantabria" en los artículos 
26.1; 31.5; 36.2; 38.2; 39.2; 41.2 y 4; 47; 48; 
49.1 y 2; 57.5; 63.4 y 64. 
 

Siete. La referencia al "Director General 
competente en materia de puertos" se sustituye por 
la referencia a "Director de la entidad pública 
empresarial Puertos de Cantabria" en el artículo 63.1. 
 
DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA. Desarrollo 
Reglamentario. 
 

Se autoriza al Consejo de Gobierno para que 
dicte las disposiciones necesarias para el desarrollo y 
ejecución de lo dispuesto en esta Ley. 
 
DISPOSICIÓN FINAL TERCERA. Constitución e inicio 
de la actividad de la entidad pública empresarial 
Puertos de Cantabria. 
 

1. La constitución de la entidad pública 
empresarial Puertos de Cantabria tendrá lugar en el 
momento de la entrada en vigor de esta Ley, si bien 
el inicio de su actividad y los efectos jurídicos 
derivados de su creación se producirán a partir del día 
de la publicación en el Boletín Oficial de Cantabria del 
acta constitutiva de la primera reunión del Consejo de 
Administración. 
 

2. A partir del día de la publicación en el 
Boletín Oficial de Cantabria del acta citada, quedarán 
adscritos a la entidad pública empresarial Puertos de 
Cantabria los bienes y derechos de titularidad de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria cuya gestión 
estuviese atribuida a la Dirección General competente 
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en materia de Puertos. 
 

En dicho momento, la entidad pública 
empresarial Puertos de Cantabria se subrogará en las 
obligaciones jurídicas y económicas que en materia 
de puertos corresponda a la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria, las cuales 
continuarán financiándose durante el ejercicio 
presupuestario en que tenga lugar el inicio de la 
actividad de la entidad con cargo al programa 
presupuestario correspondiente a la Dirección General 
competente en materia de Puertos. Las relaciones 
jurídico-públicas y las prerrogativas inherentes a la 
contratación administrativa no sufrirán alteración 
alguna, correspondiendo a Puertos de Cantabria su 
ejercicio y aplicación. 
 
DISPOSICIÓN FINAL CUARTA. Entrada en vigor. 
 

La presente Ley entrará en vigor al día 
siguiente de su publicación en el Boletín Oficial de 
Cantabria. 
 

ANEXO 
 

ESTATUTO DE LA ENTIDAD PÚBLICA 
 

EMPRESARIAL PUERTOS DE CANTABRIA 
 

TÍTULO I 
 

DISPOSICIONES GENERALES 
 
Artículo 1. Naturaleza jurídica y adscripción. 
 

1. La entidad Puertos de Cantabria tiene el 
carácter de entidad pública empresarial, con 
personalidad jurídica propia y plena capacidad de 
obrar para el cumplimiento de los fines establecidos 
en su Ley de creación. 
 

Para el cumplimiento más eficaz de sus 
funciones, y previa autorización del Gobierno de 
Cantabria, Puertos de Cantabria podrá crear 
sociedades mercantiles, agrupaciones de interés 
económico, consorcios, fundaciones o cualquier otra 
forma de personificación admitida en derecho, así 
como participar en las que ya estén constituidas. 
 

2. La entidad pública empresarial Puertos de 
Cantabria está adscrita a la Consejería competente en 
materia de puertos. La citada Consejería ejercerá 
sobre la misma las facultades de control y tutela que 
le atribuye el presente Estatuto, la legislación 
autonómica y el resto del ordenamiento jurídico. 
 
Artículo 2. Competencias y Funciones. 
 

1. Corresponde a la entidad pública 
empresarial Puertos de Cantabria la planificación, 
construcción, gestión y explotación del sistema 
portuario de titularidad de la Comunidad Autónoma 
de Cantabria, y específicamente: 
 

a) La administración y gestión de los puertos 

competencia de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria. 
 

b) La planificación, construcción y 
explotación de infraestructuras portuarias pesqueras 
y deportivas. 
 c) La resolución de los expedientes de 
autorización y concesión sobre el dominio público 
portuario. 
 

d) La colaboración con los programas de 
actuación en infraestructuras de titularidad municipal 
en materia de puertos. 
 

e) La optimización de la gestión económica y 
rentabilización del patrimonio y de los recursos que 
tenga asignados. 
 

2. Para el ejercicio de sus competencias, la 
entidad pública empresarial Puertos de Cantabria 
tendrá las siguientes funciones: 
 

a) Gestionar, administrar y controlar los 
servicios portuarios. 
 

b) Coordinar la actuación de los diferentes 
servicios autonómicos dentro de la zona de servicio 
de los puertos. 
 

c) Ordenar los usos de la zona de servicio de 
los puertos y planificar y programar su desarrollo 
futuro. 
 

d) Proyectar y ejecutar las obras necesarias 
en el marco de los planes y programas aprobados. 
 

e) Aprobar los proyectos de inversión que 
estén incluidos en la programación aprobada. 
 

f) Otorgar las concesiones y autorizaciones 
para ocupación del dominio público y cuantos títulos 
resulten necesarios para la prestación de los servicios 
portuarios. 
 

g) Recaudar los ingresos públicos y las 
tarifas por las concesiones y autorizaciones otorgadas 
y por los servicios portuarios prestados. 
 

h) Aplicar el régimen sancionador y adoptar 
cuantas medidas sean necesarias para la protección y 
adecuada gestión del dominio público portuario. 
 

i) Velar por la compatibilidad de la actividad 
portuaria con el medio ambiente, la ordenación del 
territorio y el urbanismo. 
 

j) Gestionar el patrimonio propio o adscrito a 
la entidad pública empresarial Puertos de Cantabria, 
así como disponer de los recursos económicos a los 
que se refiere el artículo 10 del presente Estatuto. 
 

k) Cuantas sean necesarias para el ejercicio 
de sus competencias y estén previstas en la 
normativa aplicable. 
 
Artículo 3. Potestades administrativas. 
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1. Para el ejercicio de sus funciones, 
corresponden a la entidad pública empresarial Puertos 
de Cantabria las siguientes potestades administrati-
vas: 
 

a) La potestad de organización 
 

b) La potestad de planificación. 
 

c) La potestad de autorización. 
 

d) Las potestades sancionadora y de policía 
portuaria. 
 

e) La potestad de ejecución forzosa de sus 
actos. 
 

f) Las potestades de investigación, deslinde 
y recuperación de oficio de sus bienes. 
 

g) Las demás potestades previstas en el 
ordenamiento jurídico que puedan atribuírsele para el 
cumplimiento de sus fines, salvo la expropiatoria. 
 

2. Las potestades administrativas se 
confieren a los órganos de gobierno y de gestión de 
la entidad pública empresarial Puertos de Cantabria 
para el ejercicio de sus competencias y cumplimiento 
de sus funciones. 
 

TÍTULO II 
 

ÓRGANOS 
 
Artículo 4. Órganos de gobierno y de gestión. 
 

1. Son órganos de gobierno de la entidad 
pública empresarial Puertos de Cantabria: 
 

a) El Consejo de Administración. 
 

b) El Presidente. 
 

2. Es órgano de gestión de la entidad el 
Director. 
 
Artículo 5. Composición del Consejo de Administra-
ción. 
 

1. El Consejo de Administración es el 
máximo órgano de gobierno de la entidad y estará 
integrado por los siguientes miembros: 
 

a) El Presidente, que será el Consejero 
competente en materia de puertos. 
 

b) El Director de la entidad publica 
empresarial Puertos de Cantabria. 
 

c) Cuatro vocales designados por el Gobierno 
de Cantabria a propuesta del Consejero competente 
en materia de puertos. 
 

2. Los nombramientos de los vocales 
designados por el Gobierno de Cantabria tendrán una 
duración de cuatro años, salvo por renuncia o cese a 

propuesta del órgano que los propuso. 
 

3. No podrán formar parte del Consejo de 
Administración: 
 

a) Los propietarios, socios, consejeros, 
directores, gerentes, cargos de confianza, o 
directivos en general de sociedades o empresas que 
presten servicios o desarrollen actividades en el 
puerto, cuya concesión, autorización o contratación 
sea competencia o corresponda suscribir a Puertos de 
Cantabria, salvo que ostenten un cargo de 
representación empresarial electivo de ámbito estatal, 
autonómico o local. 
 

b) Todos aquellos que tengan participación o 
interés directo en empresas o entidades que realicen 
o tengan presentadas ofertas para la realización en el 
puerto de obras y suministros o de cualquier 
actividad que genere a Puertos de Cantabria gastos 
relevantes, salvo que se trate de entidades o 
corporaciones de Derecho Público o que ostenten un 
cargo de representación empresarial electivo de 
ámbito estatal, autonómico o local. 
 

c) Los que se hallen incursos en incompatibi-
lidad, con arreglo a la legislación aplicable. 
 

d) Las personas que no ostenten la condición 
de ciudadano de la Unión Europea. 
 

4. Actuará como Secretario, con voz y sin 
voto, la persona designada por el Consejero 
competente en materia de puertos, con experiencia 
en tareas, actividades o funciones vinculadas con los 
fines y actividades de la entidad pública empresarial 
Puertos de Cantabria o relacionados con la 
Administración Pública. 
 

5. Asimismo, podrán asistir a las reuniones 
del Consejo de Administración todas aquellas 
personas que fueran especialmente invitadas por su 
Presidente para participar en los debates por su 
experiencia o conocimiento de los asuntos a tratar. 
 
Artículo 6. Funciones del Consejo de Administración. 
 

Corresponde al Consejo de Administración: 
 

a) Formular los anteproyectos de presupues-
tos, el plan de empresa, y el Programa de Actuacio-
nes, Inversiones y Financiación. 
 

b) Proponer la fijación y revisión de cánones, 
ingresos públicos y tarifas para su aprobación. 
 

c) Autorizar las operaciones financieras de la 
entidad, incluidas la constitución y participación en 
sociedades mercantiles, sin perjuicio de las 
autorizaciones que legalmente correspondan al 
Gobierno de Cantabria o al Consejero competente en 
materia de Hacienda. 
 

d) Aprobar el balance, cuenta de pérdidas y 
ganancias, memoria explicativa de la gestión anual y 
el plan de empresa. 
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e) Aprobar la plantilla de personal al servicio 
de la entidad, así como el régimen retributivo del 
personal, previo informe conjunto y favorable de las 
Consejerías de Presidencia, Ordenación del Territorio 
y Urbanismo y Economía y Hacienda. 
 

f) Aprobar la selección y contratación del 
personal de la entidad. 
 

g) Aprobar las reglas de funcionamiento del 
propio Consejo, en lo relativo a convocatorias, 
reuniones, constitución, adopción de acuerdos, 
funciones del Secretario del Consejo y régimen 
económico de éste. 
 

h) Acordar el ejercicio de las acciones y 
recursos que correspondan a la entidad en defensa de 
sus intereses ante los tribunales de Justicia de 
cualquier orden, grado o jurisdicción. 
 

i) Realizar cuantos actos de disposición de su 
patrimonio propio se considere necesario. 
 

j) Elevar al Consejero competente en materia 
de puertos la propuesta de delimitación de la zona de 
servicio de los puertos e instalaciones portuarias. 
 

k) Elevar al Consejero competente en materia 
de puertos el avance y el proyecto del Plan de 
Puertos e Instalaciones Portuarias, así como sus 
revisiones y modificaciones. 
 
Artículo 7. El Presidente. 
 

Corresponde al Presidente: 
 

a) Representar a la entidad. 
 

b) Convocar, presidir y levantar las sesiones, 
fijar el orden del día, dirigir las deliberaciones y 
dirimir, con su voto de calidad, los empates. 
 

c) Velar por el cumplimiento de los acuerdos 
adoptados. 
 

d) Dictar las instrucciones necesarias para el 
mejor cumplimiento de los fines de la entidad. 
 

e) La aprobación de los proyectos de obras a 
ejecutar por Puertos de Cantabria. 
 

f) Autorizar y disponer los gastos. 
 

g) Aprobar y suscribir los Convenios 
administrativos y suscribir los contratos administrati-
vos y mercantiles que celebre la entidad. 
 

h) Otorgar concesiones para la ocupación del 
dominio público portuario 
 

i) Imponer las sanciones en los supuestos de 
infracciones graves en materia de puertos. 
 

j) Ejercer las facultades que el Consejo de 
Administración delegue expresamente en él. 
 

Artículo 8. El Director. 
 

1. El Director será nombrado por Decreto del 
Gobierno de Cantabria, a propuesta del Consejero 
competente en materia de puertos, entre personas 
con titulación superior y atendiendo a criterios de 
solvencia profesional. 
 

2. Corresponden al Director las siguientes 
funciones: 
 

a) La dirección y gestión de la entidad y de 
sus servicios, así como la de los recursos humanos.  
 

b) Convocar y resolver los procesos de 
selección del personal de la entidad, formalizar su 
contratación y ejercer cualesquiera otras competen-
cias en materia de personal de la entidad no 
atribuidas a otros órganos. 
 

c) Ejercer las facultades de policía que la Ley 
atribuye a la entidad Puertos de Cantabria sobre el 
dominio público y servicios portuarios. 
 

d) La colaboración con el resto de órganos 
competentes del Estado y de la Comunidad 
Autónoma en la adopción de las medidas para 
combatir las situaciones de emergencia, dentro de la 
zona de servicio, producidas por los riesgos 
establecidos en la legislación de protección civil. 
 

e) La incoación de los procedimientos 
administrativos y su resolución en aquéllos supuestos 
cuya competencia no esté reservada a otro órgano. 
 

f) Otorgar las autorizaciones y otros títulos 
necesarios para la ocupación del dominio público 
portuario, para la utilización de las instalaciones 
portuarias, así como para la prestación de servicios 
portuarios o para el ejercicio de actividades 
comerciales e industriales en la zona de servicio de 
los puertos. 
 

g) La incoación de los procedimientos 
sancionadores, así como la resolución de dichos 
procedimientos en los supuestos de infracciones 
leves en materia de puertos. 
 

h) Reconocer las obligaciones económicas y 
ordenar los pagos de las mismas. 
 

i) Proponer al Consejo de Administración la 
delimitación de la zona de servicio de los puertos e 
instalaciones portuarias. 
 

j) Decidir sobre la retirada o mantenimiento 
de las obras, equipos y materiales que revierten a la 
Administración por extinción de las concesiones. 
 

k) Conceder la autorización previa a la 
constitución de hipotecas u otros derechos de 
garantía sobre las concesiones. 
 

l) Ejercer las facultades que el Consejo de 
Administración o el Presidente deleguen expresamen-
te en él. 
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m) Proponer a la Dirección General del 
Servicio Jurídico la interposición y la personación en 
cualesquiera acciones judiciales y recursos que 
afecten a los intereses generales derivados del ámbito 
competencial de la entidad pública empresarial 
Puertos de Cantabria. 
 

n) Ejercer las demás funciones de Puertos de 
Cantabria establecidas en el artículo 2.2 no atribuidas 
expresamente a los órganos de gobierno. 
 

TITULO III 
 

RÉGIMEN ECONÓMICO Y PRESUPUESTARIO 
 
Artículo 9. Recursos económicos. 
 

1. Constituyen los recursos económicos de 
Puertos de Cantabria: 
 

a) Los bienes y valores que constituyen su 
patrimonio. 
 

b) Los productos y rentas de dicho 
patrimonio. 
 

c) Las consignaciones específicas que 
tuvieren asignadas en los Presupuestos Generales de 
la Comunidad Autónoma de Cantabria. 
 

d) Las ayudas, subvenciones y transferencias 
que procedan de las Administraciones o Entidades 
Públicas y de la Unión Europea. 
 

e) Los ingresos ordinarios y extraordinarios 
que esté autorizado a percibir. 
 

f) Las donaciones, legados y otras 
aportaciones de entidades privadas y de particulares. 
 

g) Los productos procedentes de los ingresos 
públicos y cánones por la utilización de los bienes de 
dominio público y por el otorgamiento de concesiones 
y autorizaciones en el ámbito portuario, los productos 
de las tarifas por servicios que preste directamente, 
así como las sanciones e indemnizaciones impuestas 
de acuerdo con la ley. 
 

h) Los procedentes de los créditos, 
préstamos y otras operaciones financieras que tenga 
autorizados y provengan tanto de financiación 
institucional como privada. 
 

i) Los ingresos que provengan de dividendos 
y venta de acciones y participaciones de sociedades 
participadas.  
 

j) Cualquier otro ingreso que se derive de sus 
operaciones o se le atribuya. 
 

2. Los recursos e ingresos percibidos por 
Puertos de Cantabria como consecuencia de la 
explotación portuaria y de las tarifas por servicios, se 
gestionarán por los propios órganos de la entidad y 
tienen carácter finalista, estando afectos al 
cumplimiento de su actividad. 

Artículo 10. Patrimonio de Puertos de Cantabria. 
 

1. El patrimonio de Puertos de Cantabria 
estará constituido por el conjunto de bienes y 
derechos que la Comunidad Autónoma de Cantabria 
le atribuya como propios, los que adquiera en el 
futuro por cualquier título o le sean cedidos o 
donados por cualquier persona o entidad, así como 
por aquellos que se le adscriban por el Estado o la 
Comunidad Autónoma de Cantabria y los procedentes 
de la reversión de las concesiones o cesiones. 
 

2. El patrimonio de la entidad se regirá por lo 
dispuesto en la legislación reguladora del patrimonio 
de la Comunidad Autónoma de Cantabria. 
 

3. Se adscriben a Puertos de Cantabria los 
bienes y derechos de titularidad de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria en materia de puertos cuya 
gestión tiene atribuida la Dirección General de 
Puertos y Costas. 
 
Artículo 11. Sede de Puertos de Cantabria. 
 

La entidad Puertos de Cantabria tendrá su 
sede en la ciudad de Santander, calle Juan de Herrera 
número 4, 5ª planta. 
 

El Consejo de Administración podrá acordar 
la modificación del domicilio de la entidad. 
 
Artículo 12. Régimen presupuestario y de control. 
 

1. Puertos de Cantabria elaborará anualmen-
te un anteproyecto de presupuestos de explotación y 
capital y del Programa de Actuación, Inversiones y 
Financiación, que se ajustará a los objetivos anuales 
que establezca la Consejería competente en materia 
de puertos, con el contenido y documentos 
establecidos en la normativa aplicable, que será 
remitido, a través de la Consejería competente en 
materia de Puertos, a la Consejería competente en 
materia de Hacienda, a los efectos de su elevación al 
Gobierno de Cantabria, para su incorporación al 
Anteproyecto de Ley de Presupuestos Generales de la 
Comunidad Autónoma. 
 

2. Igualmente, elaborará un Plan de Empresa 
de vigencia cuatrienal, adaptado al Plan de Puertos e 
Instalaciones Portuarias, que fijará los objetivos que 
la entidad se proponga alcanzar en cumplimiento de 
las directrices de la Consejería competente en materia 
de puertos.  
 

3. Puertos de Cantabria ajustará su 
contabilidad a las disposiciones del Plan General de 
Contabilidad de la empresa española. 
 

4. El régimen de control de las actividades 
económicas y financieras de Puertos de Cantabria se 
ejercerá de conformidad con lo establecido en la 
normativa autonómica reguladora del control de las 
entidades públicas empresariales. 
 

5. El ejercicio social se computará por 
períodos anuales. 
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6. La cuenta de pérdidas y ganancias, la 
propuesta de aplicación de resultados, el balance y la 
memoria justificativa de cada ejercicio económico 
habrán de ser aprobados por el Consejo de 
Administración antes de finalizar el primer semestre 
del siguiente año. 
 

7. Las modificaciones de los presupuestos 
que sean necesarias introducir a lo largo de cada 
ejercicio serán aprobadas por la entidad pública 
empresarial Puertos de Cantabria, sin perjuicio de lo 
establecido en la normativa de la Comunidad 
Autónoma en materia de finanzas que resulte de 
aplicación.  
 

Artículo 13. Régimen tributario. 
 

Puertos de Cantabria está sometido al mismo 
régimen tributario que corresponde a la Comunidad 
Autónoma de Cantabria, gozando de idénticas 
exenciones y beneficios fiscales. 
 

TITULO IV 
 

RÉGIMEN DE PERSONAL 
 

Artículo 14. Personal de la entidad Puertos de 
Cantabria. 
 

El personal de Puertos de Cantabria se rige 
por el Derecho Laboral, con las especificaciones que 
se señalan a continuación: 
 

a) Al Director, que será nombrado conforme 
a lo establecido en el artículo 8 del presente Estatuto, 
le será aplicable el régimen jurídico laboral establecido 
en la normativa sobre contratos de alta dirección y el 
régimen de incompatibilidades de los miembros del 
Gobierno y altos cargos de la Comunidad Autónoma 
de Cantabria. 
 

b) El Consejo de Administración, cuando las 
funciones a desempeñar justifiquen una relación 
laboral de carácter especial de personal de alta 
dirección, podrá nombrar personal directivo, que no 
tendrá la consideración de alto cargo. A este personal 
le será de aplicación el régimen jurídico laboral 
establecido en la normativa sobre contratos de alta 
dirección y el régimen general de incompatibilidades 
del personal al servicio de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria. 
 

c) El resto del personal de la entidad será 
seleccionado mediante convocatoria pública basada 
en los principios de igualdad, mérito y capacidad, a 
través de concurso, oposición o concurso-oposición. 
 

A este personal le será de aplicación el 
Convenio Colectivo de la entidad y el régimen general 
de incompatibilidades del personal al servicio de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria. 

TITULO V 
 

RÉGIMEN JURÍDICO 
 
Artículo 15. Responsabilidad patrimonial. 
 

El Presidente de Puertos de Cantabria 
resolverá las reclamaciones de responsabilidad 
patrimonial por el funcionamiento de los servicios 
públicos dependientes de la administración portuaria.  
 
Artículo 16. Contratación. 
 

1. Los contratos que celebre la entidad 
pública empresarial Puertos de Cantabria se regirán 
por lo dispuesto en la legislación básica en materia de 
contratos de las Administraciones públicas, por las 
demás normas básicas del Estado vigentes en cada 
momento, por las reglas sobre contratación 
contenidas en la legislación de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria y en sus normas de 
desarrollo, mediante un procedimiento adaptado a la 
estructura orgánica de la entidad. 
 

2. El órgano de contratación de la entidad 
pública empresarial Puertos de Cantabria es el 
Presidente del Consejo de Administración. 
 

3. Para la celebración de contratos de más 
de seis millones de euros será necesaria la autoriza-
ción previa del Gobierno de Cantabria.  
 
Artículo 17. Impugnaciones y recursos. 
 

1. Los actos dictados por el Presidente en 
materia de responsabilidad patrimonial ponen fin a la 
vía administrativa y serán recurribles conforme a la 
legislación aplicable. 
 

2. Las impugnaciones y reclamaciones sobre 
la efectividad y aplicación de los cánones, tarifas y 
demás ingresos de Derecho Público se ajustarán a lo 
establecido en la legislación reguladora de las 
reclamaciones económico-administrativas. 
 

3. Los restantes actos administrativos 
dictados por los órganos de la entidad pública 
empresarial Puertos de Cantabria serán recurribles en 
alzada ante el Consejero competente en materia de 
puertos, salvo los dictados por el Presidente de la 
entidad, que serán recurribles en alzada ante el 
Gobierno de Cantabria. 
 

4. Las pretensiones que se deduzcan frente a 
los actos sujetos al Derecho Privado serán conocidas 
por la jurisdicción civil o laboral, según proceda, 
previa reclamación ante el Presidente, en los términos 
establecidos en la legislación básica del procedimien-
to administrativo común. 
 

-------- 
 

DE JUEGO DE CANTABRIA. 
 
[6L/1000-0026] 



Página 2732  11 de mayo de 2006  BOPCA núm. 430 

Texto remitido por el Gobierno. 
 

PRESIDENCIA

De conformidad con lo establecido en el 
artículo 105 del Reglamento de la Cámara y según 
acuerdo adoptado por la Mesa del Parlamento, en su 
sesión del día de hoy, se ordena la publicación en el 
Boletín Oficial del Parlamento de Cantabria del 
Proyecto de Ley de Jugo de Cantabria, número 
6L/1000-0026, y su envío a la Comisión de 
Administraciones Públicas, Ordenación del Territorio y 
Urbanismo. 
 

Los Diputados y Diputadas y los Grupos 
Parlamentarios podrán presentar enmiendas hasta las 
catorce horas del día 23 de mayo de 2006, mediante 
escrito dirigido a la Mesa de la Comisión. 
 

Santander, 5 de mayo de 2006 
 

El Presidente del Parlamento de Cantabria, 
 

Fdo.: Miguel Ángel Palacio García. 
 

[6L/1000-0026] 
 
PROYECTO DE LEY DE JUEGO DE CANTABRIA. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

El Estatuto de Autonomía para Cantabria, en 
su artículo 24.25, atribuye a la Comunidad Autónoma 
de Cantabria, con el carácter de competencia 
exclusiva, la de casinos, juegos y apuestas, con 
exclusión de las apuestas mutuas deportivo-
benéficas, lo que le habilita para el ejercicio de las 
correspondientes facultades legislativas, reglamenta-
rias y ejecutivas en esta materia, sin perjuicio de lo 
establecido en el artículo 149.1.14ª de la Constitu-
ción. 
 

La efectividad del traspaso de funciones y 
servicios en esa materia se ha realizado por medio del 
Real Decreto 1387/1996, de 7 junio, y se cristalizó 
con la Ley de Cantabria 4/1998, de 2 de marzo, del 
juego, cuyo objetivo no fue fomentar el juego ni 
prohibirlo con un rigor que sería contrario a las 
tendencias sociales, sino establecer unas reglas 
terminantes que ofrecieran a los ciudadanos la 
seguridad jurídica debida y, por otra parte, permitir al 
Consejo de Gobierno una adaptación a las circuns-
tancias de cada momento. 
 

El sector de juego es parte del entramado 
económico cántabro y conlleva relaciones complejas, 
que es necesario regular, sobre todo, cuando en esas 
relaciones puede no existir igualdad entre las partes 
que intervienen. Esta es una de las razones que 
aconsejan que la Administración ejerza una 
intervención, en ocasiones intensa, pero que tiene 
como objetivo la protección de principios recogidos 
en nuestro ordenamiento constitucional y comunita-
rio, como son preservar la libre competencia, 
garantizar la defensa de los consumidores, evitar 

hábitos y conductas patológicas y, finalmente, 
proteger a los menores e incapacitados. 
 

Por todo ello, y considerando al juego como 
un importante icono en la sociedad y en la economía 
de la Comunidad Autónoma de Cantabria, y que 
dentro del ámbito nacional evoluciona vertiginosa-
mente, sobre todo en lo que se refiere a cuestiones 
técnicas y conductas sociales, lo que pretende con la 
presente modificación normativa es que dicho sector 
no se quede en la retaguardia jurídica. De esta 
manera, en el ámbito del juego, tanto las innovacio-
nes técnicas, como el comportamiento social irán de 
la mano junto a la normativa reguladora del sector. 
 

La Ley de Cantabria 4/1998, de 2 de marzo, 
del Juego, en este sentido se había quedado 
obsoleta, generando una rigidez en el campo de juego 
que en unos casos, no permitía dar una respuesta 
adecuada al problema, y en otros, la respuesta dada 
no se amoldaba a la realidad existente. Ello, unido a 
una serie de pequeñas modificaciones que se repetían 
a lo largo del texto de la Ley, y con la intención de 
evitar inseguridad jurídica, en lugar de proceder a una 
modificación parcial, se ha optado por elaborar el 
texto de una nueva Ley, que en grandes líneas, 
recoge en su Título Preliminar las disposiciones 
generales, relativas al objeto, ámbito de aplicación, 
actividades excluidas, el Registro de Juego, las 
prohibiciones, y las autorizaciones y como novedad 
se regula el catálogo de juegos y apuestas, que hasta 
ahora se había realizado vía reglamentaria.  
 

El Título I se refiere a los órganos y 
competencias del Consejo de Gobierno, de la 
Consejería competente en materia de Juego y de la 
Comisión Regional de Juego de Cantabria, la cual 
varía su anterior denominación, que pasará a ser 
Comisión de Juego de Cantabria. Por otro lado, en la 
composición de la Comisión de Juego de Cantabria se 
ha añadido un vocal más, que será un representante 
de la Consejería de Economía y Hacienda. Este 
aspecto viene marcado por la interrelación de esta 
Consejería con el sector de juego, así como porque la 
toma de decisiones unilaterales en dicho sector tanto 
por parte de la Consejería competente en materia de 
juego, como por parte de la Consejería de Economía y 
Hacienda, produciría situaciones injustas y 
contradictorias. Además se amplía su régimen de 
reuniones. 
 

El Título II contiene lo relativo a los 
establecimientos y modalidades de juego.  
 

El Título III regula lo referente a las empresas 
de juego, personal empleado y usuarios. 
 

El Título IV, se dedica a regular la Inspección 
de juego y apuestas, que hasta la fecha se venía 
desarrollando a través de un Convenio de Colabora-
ción con el Ministerio de Interior, de 23 de mayo de 
1996, en el marco de la íntima relación que en la 
práctica existe entre la competencia estatal sobre 
seguridad pública y la competencia autonómica sobre 
el juego. Si bien, como así ocurre en todos los 
ámbitos de actuación de la administración pública 
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autonómica, resulta necesario desarrollar una 
inspección desde la propia Consejería competente en 
la materia de juego, claramente diferenciada y 
complementada de la que se pueda seguir efectuando 
a través de dicho convenio para las cuestiones que 
afecten a la competencias de la administración 
estatal. 
 

En el Título V se incorpora un minucioso 
régimen sancionador que pretende proporcionar 
seguridad jurídica y eliminar las lagunas existentes 
con la anterior Ley, puesto que ésta se remitía a la 
estatal en lo referente a la tipificación de las 
infracciones y al procedimiento sancionador, lo cual, 
en muchas ocasiones, podía llevar a sanciones 
desproporcionadas, o en caso contrario, ciertas 
conductas sancionables no encajaban en la 
tipificación de las infracciones determinadas en 
aquella ley. 
 

Se articula un régimen transitorio a través de 
cuatro disposiciones, que regulan las autorizaciones 
afectadas por la empresa única, las funciones de 
Inspección y control de juegos y apuestas, así como 
las autorizaciones de carácter temporal y las que se 
encuentren en tramitación. 
 

Finalmente, se recoge una disposición 
derogatoria única y tres disposiciones finales relativas 
al desarrollo normativo de la Ley y a la entrada en 
vigor de la misma. 
 

TÍTULO PRELIMINAR 
 

DISPOSICIONES GENERALES 
 
Artículo 1. Objeto de la Ley. 
 

Es objeto de la presente Ley la regulación, en 
el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria, de todas las actividades relativas a los 
casinos, juegos y apuestas, cualesquiera que sean 
sus modalidades, sobre las que aquella tiene 
competencia exclusiva, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 24.25 del Estatuto de Autonomía. 
 
Artículo 2. Ámbito de aplicación. 
 

Se incluyen en el ámbito de aplicación de la 
presente Ley: 
 

a) Las actividades de juego, entendiéndose 
por tales, todas las actividades en las que se 
aventuren cantidades de dinero u objetos económi-
camente evaluables que permitan su transferencia 
entre los participantes, con independencia de que 
predomine el grado de habilidad, destreza o maestría 
de los mismos o intervenga exclusivamente la suerte, 
envite, o azar, tanto si se desarrolla a través de 
actividades humanas como mediante la utilización de 
máquinas o redes electrónicas o telemáticas. 
 

b) Las actividades de apuestas, entendiéndo-
se por tales, aquellas en las que se arriesga una 
cantidad de dinero determinada sobre los resultados 
de un acontecimiento previamente establecido, de 

desenlace incierto y ajeno a las partes intervinientes. 
 

c) Las empresas dedicadas a la gestión o 
explotación de juegos y apuestas, o que tengan por 
objeto la fabricación, comercialización, distribución y 
mantenimiento de materiales relacionados con el 
juego en general. 
 

d) Los locales donde se realiza la gestión y 
explotación de juegos y apuestas y la producción de 
los resultados condicionantes. 
 

e) Las personas naturales y jurídicas que, de 
alguna forma, intervengan en la gestión, explotación 
y práctica de los juegos y apuestas. 
 
Artículo 3. Actividades excluidas. 
 

Quedan excluidas de la presente Ley: 
 

a) Los juegos de ámbito estatal y los juegos 
organizados por la Administración General del Estado, 
o sus Organismos Autónomos o Entidades Públicas 
Empresariales. 
 

b) Los juegos y competiciones de mero ocio 
y recreo, basados en usos de carácter tradicional y 
familiar, siempre que no sean explotados u 
organizados con fines lucrativos por los jugadores o 
personas ajenas a ellos. 
 

Artículo 4. Catálogo de Juegos y Apuestas. 
 

1. El Catálogo de Juegos y Apuestas de 
Cantabria es el instrumento básico de ordenación de 
juegos y apuestas y en su elaboración se tendrán en 
cuenta los siguientes principios: 
 

a) La transparencia en el desarrollo de los 
juegos. 
 

b) La garantía de que no se produzcan 
fraudes. 
 

c) La prevención de perjuicios a terceros. 
 

d) La posibilidad de intervención y control 
por parte de la Administración. 
 

2. En el Catálogo de Juegos y Apuestas se 
especificarán, para cada uno de ellos, las distintas 
denominaciones con que sean conocidos y sus 
posibles modalidades, los elementos personales y 
materiales necesarios para su práctica y las reglas 
esenciales para su desarrollo. 
 

3. El Catálogo de Juegos y Apuestas 
incluirá, al menos, los juegos siguientes: 
 

a) Los exclusivos de los casinos de juego. 
 

b) El bingo en sus distintas modalidades. 
 

c) Los que se desarrollen mediante el empleo 
de máquinas de juego incluidas en esta Ley. 
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d) Las rifas, tómbolas y combinaciones 
aleatorias. 
 

e) Las apuestas basadas en actividades 
deportivas o de competición. 
 

f) Las loterías y el juego de boletos. 
 
Artículo 5. Registro de Juego. 
 

1. Dependiente de la Consejería competente 
en materia de juego y del órgano correspondiente, el 
Registro de Juego de Cantabria contendrá, a través 
de los modelos de inscripción que, en su caso se 
aprueben, los datos relativos a las personas físicas o 
jurídicas que se dediquen a la explotación económica 
del juego, fabricantes, locales autorizados para la 
práctica de juegos, máquinas de juego, permisos de 
explotación y otros datos de interés relativos a las 
actividades de juego, así como cuantos cambios de 
titularidad y demás modificaciones se produzcan en 
estos datos. 
 

2. La inscripción en el Registro de Juego 
será requisito indispensable para el desarrollo de 
actividades de juego en Cantabria. 
 

3. Quedan exentas de la inscripción en el 
Registro de Juego aquellas empresas o entidades que 
no siendo su actividad principal la explotación de 
juegos, lleven a cabo sorteos a través de combina-
ciones aleatorias con fines publicitarios. 
 
Artículo 6. Prohibiciones. 
 

1. Quedan prohibidos a los menores de edad 
e incapacitados legalmente, la práctica de juegos, el 
uso de máquinas recreativas con premio y azar y la 
participación en apuestas. 
 

Asimismo se prohíbe el acceso a locales o 
salas de juego o apuestas de los menores e 
incapacitados legalmente y los incluidos en el 
Registro de Prohibidos. 
 

2. Se prohíbe toda publicidad que incite o 
estimule la práctica de juegos y apuestas. 
 

No obstante, se permite la publicidad del 
juego y apuestas de carácter meramente informativo, 
así como el patrocinio de actividades deportivas, 
recreativas o culturales. A efecto de lo previsto en 
este artículo por carácter meramente informativo se 
entenderá la publicidad que incluya: 
 

a) Nombre comercial y domicilio. 
 

b) Categoría de establecimiento, y juegos y 
apuestas que se practican en el. 
 

c) Servicios que se prestan. 
 

d) Carteles informativos de situación. 
 

3. Será libre la publicidad realizada en el 
interior de los locales de juego de acceso reservado y 

la realizada en publicaciones específicas del sector. 
 

4. Los reglamentos de las distintas 
modalidades de juegos y apuestas podrán establecer 
las condiciones específicas de la publicidad aplicable 
para cada una de dichas modalidades.  
 

5. En ningún caso podrán estar ubicados 
locales de juego en la zona de influencia que 
reglamentariamente se determine por razón de la 
existencia de centros de enseñanza, excepto los 
salones tipo A y de mero pasatiempo. 
 

6. Se consideran prohibidos aquellos juegos 
que no estén incluidos en el Catálogo de Juegos y 
Apuestas, así como aquellos que estándolo se 
realicen sin la oportuna autorización o en forma, 
lugares o por personas distintas de las que se 
especifiquen en las autorizaciones y en las normas 
legales aplicables. 
 
Artículo 7. Autorizaciones. 
 

1. La organización, explotación y práctica de 
cualesquiera de los juegos y apuestas incluidos en el 
Catálogo de Juegos y Apuestas requerirá la previa 
autorización administrativa. 
 

Las autorizaciones tendrán una duración 
determinada y serán renovadas por la Administración 
siempre que cumplan todos los requisitos en el 
momento de la solicitud de la renovación. 
 

También podrá concederse para actividades 
a realizar en uno o varios actos. 
 

2. No podrán ser titulares de las autorizacio-
nes quienes se encuentren en alguna de las 
siguientes circunstancias: 
 

a) Haber sido condenado, dentro de los cinco 
años anteriores a la fecha de la solicitud de la 
autorización, por sentencia firme por algún delito de 
falsedad o contra las personas, el patrimonio, el 
orden socioeconómico, la Hacienda Pública o la 
Seguridad Social. 
 

b) Los concursados que se hallasen en fase 
de liquidación del concurso o sobre los que hubiesen 
recaído declaración judicial de incumplimiento del 
convenio, así como quienes hubiesen sido declarados 
insolventes o no hayan cumplido totalmente las 
obligaciones adquiridas. 
 

c) Haber sido sancionado, mediante 
resolución firme en vía administrativa, por dos o más 
infracciones tributarias graves, en los últimos cinco 
años, por tributos sobre juegos y apuestas. 
 

3. Lo establecido en el apartado 2 afectará 
igualmente a las sociedades en las que sus socios o 
partícipes, administradores, directores, gerentes, o 
quienes realicen tales funciones, se encuentren 
incursos en alguno de los supuestos allí señalados. 
 

4. Si las circunstancias anteriores sobrevinie-
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ran una vez concedida la autorización, se perderá 
ésta. No obstante, si la circunstancia sobrevenida se 
refiriera exclusivamente a alguna de las personas a 
las que alude el apartado anterior, aquella no afectará 
a la autorización concedida a la sociedad, sin 
perjuicio de dar cumplimiento a la obligación de 
abandonar la sociedad que se establece en el artículo 
23. 
 

TÍTULO I 
 

ÓRGANOS Y COMPETENCIAS 
 
Artículo 8. Del Consejo de Gobierno. 
 

Corresponde al Consejo de Gobierno, a 
propuesta del Consejero competente en materia de 
juego: 
 

a) Planificar el régimen de juegos y apuestas 
fijando criterios objetivos respecto del número, 
duración e incidencia social por cada modalidad de 
juego. 
 

b) Aprobar el Catálogo de Juegos y 
Apuestas. 
 

c) Aprobar los reglamentos específicos de 
cada modalidad de juego prevista en la presente Ley. 
 
Artículo 9. De la Consejería competente en materia 
de juego. 
 

1. Corresponde a la Consejería competente 
en materia de juego: 
 

a) La elaboración de las normas necesarias 
para el control y dirección de los juegos y apuestas. 
 

b) La concesión de las autorizaciones para 
gestionar y explotar los juegos y apuestas. 
 

c) La vigilancia y control de los juegos y 
apuestas, así como de las empresas y locales. 
 

d) La determinación de las condiciones de la 
publicidad de estas actividades limitada conforme a lo 
dispuesto en el artículo 6.2. 
 

2. Por vía reglamentaria, se establecerán los 
órganos y unidades de la Consejería competente que 
gestionarán o ejercerán estas competencias. 
 

Artículo 10. La Comisión de Juego de Cantabria. 
 

1. Adscrita a la Consejería competente en 
materia de Juego, se crea la Comisión de Juego, 
como órgano de estudio y asesor en materia de juego 
y apuestas. 
 

2. La Comisión de Juego de Cantabria estará 
compuesta por los siguientes miembros: 
 

a) Presidente: El Consejero competente en 
materia de juego. 

 b) Secretario: El Secretario General de la 
Consejería competente en materia de juego 
 

c) Vocales: 
 

1.º Un representante de la Consejería 
competente en materia de juego. 
 

2.º Un representante de la Consejería 
competente en materia de Economía y Hacienda. 
 

3.º Tres representantes de las organizaciones 
empresariales más representativas. 
 

4.º Tres representantes de las organizaciones 
sindicales más representativas. 
 

3. Son funciones de la Comisión de Juego de 
Cantabria: 
 

a) Emitir informe previo a los acuerdos del 
Consejo de Gobierno y de la Consejería competente 
citados, respectivamente, en los artículos 8 y 9 de la 
presente Ley, exceptuando los puntos b) y c) del 
artículo 9. 
 

b) Evacuar consultas que le soliciten los 
órganos de la Consejería competente. 
 

c) Cualquier otra función que le sea atribuida 
en virtud de disposición legal o reglamentaria. 
 

4. El Consejo de Gobierno determinará 
reglamentariamente su organización y funcionamien-
to, garantizando, al menos, tres reuniones anuales. 
 

TÍTULO II 
 

ESTABLECIMIENTOS Y MODALIDADES DE JUEGO 
 
Artículo 11. Requisitos generales. 
 

Los juegos y apuestas sólo podrán 
practicarse con los requisitos y características y en 
los establecimientos y lugares señalados en esta Ley 
y sus disposiciones reglamentarias. 
 
Artículo 12. Casinos de juego. 
 

1. Tendrán la consideración de casinos de 
juego, los locales o establecimientos que, reuniendo 
los requisitos exigidos, hayan sido autorizados como 
tales para la práctica de todos o algunos de los 
juegos siguientes: 
 

- Ruleta Francesa 
 

- Ruleta Americana 
 

- Veintiuno o Black Jack 
 

- Bola o Boule 
 

- Treinta y Cuarenta 
 

- Punto y Banca 
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- Baccará, Chemin de Fer o Ferrocarril 
 

- Baccará a dos paños 
 

- Dados o Craps 
 

- Rueda de la Fortuna 
 

- Poker sin descarte 
 

- Poker Sintético 
 

Los juegos relacionados en el apartado 
anterior sólo podrán practicarse en los casinos de 
juego. 
 

Asimismo podrán practicarse en los casinos 
de juego, previa autorización, otros juegos incluidos 
en el Catálogo de Juegos y Apuestas. 
 

2. El otorgamiento de la concesión requiere 
previa convocatoria de concurso público, en el que se 
valorará mediante criterios tasados, entre otros, el 
interés turístico del proyecto, la solvencia técnica y 
financiera de los promotores y el programa de 
inversiones, de acuerdo en todo caso con la 
planificación que apruebe el Consejo de Gobierno. La 
concesión no excluye la obtención de la autorización 
correspondiente. 
 

3. El aforo, superficie y funcionamiento de 
los casinos de juego, así como los servicios mínimos 
que deberán prestar al público, se regularán 
reglamentariamente. 
 

4. La autorización tendrá una duración de 
diez años. 
 
Artículo 13. Salas de bingo. 
 

1. Son salas de bingo los locales o 
establecimientos específicamente autorizados para la 
realización de este juego en sus distintas modalida-
des, mediante cartones oficialmente homologados, 
cuya venta habrá de efectuarse, exclusivamente 
dentro de la sala donde el juego se desarrolla, sin 
perjuicio de que puedan instalarse máquinas de juego 
en las condiciones que se determinen reglamentaria-
mente. 
 

2. La superficie y aforo de estas salas se 
regulará reglamentariamente. 
 

3. La autorización tendrá una duración de 
diez años. 
 
Artículo 14. Salones de juego. 
 

1. Son salones de juego los establecimientos 
en los que, de forma específica, se instalan y 
explotan máquinas de tipo B. De igual forma, podrán 
contar con máquinas recreativas de tipo A. 
 

2. La superficie y aforo de estos salones se 
regulará reglamentariamente, así como el número 
máximo de máquinas que pueden instalarse. 

 3. La autorización tendrá una duración de 
diez años. 
 
Artículo 15. Salones recreativos. 
 

1. Son salones recreativos los establecimien-
tos destinados a la explotación de máquinas 
recreativas de tipo A. En ningún caso podrán 
instalarse en los mismos máquinas de tipo B o C. 
 

2. La superficie y aforo de estos salones se 
regulará reglamentariamente, así como el número 
máximo de máquinas que pueden instalarse. 
 

3. La autorización tendrá una duración de 
diez años. 
 
Artículo 16. Locales de apuestas. 
 

Las apuestas debidamente autorizadas 
únicamente podrán cruzarse en el interior de los 
locales o recintos donde se celebren los aconteci-
mientos o las competiciones cuyos resultados son el 
objeto de las mismas. 
 
Artículo 17. Establecimientos de hostelería. 
 

1. Los establecimientos hosteleros 
destinados a bares, cafeterías, restaurantes o 
similares, podrán ser autorizados para instalar 
máquinas de tipo A y B, en las condiciones y número 
que se establezcan reglamentariamente. En dichos 
establecimientos no se podrán instalar otras 
máquinas de juego, ni terminales expendedoras de 
boletos o apuestas. 
 

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el 
apartado anterior, en los establecimientos menciona-
dos, la autorización de instalación para máquinas de 
tipo "B", sólo podrá concederse a una sola y 
determinada empresa operadora. 
 

Artículo 18. Máquinas de juego. 
 

1. Son máquinas de juego los aparatos 
manuales o automáticos, mecánicos, electrónicos o 
informáticos que, a cambio de un precio, permiten el 
mero pasatiempo o recreo del jugador o la obtención 
por éste, de un premio. 
 

2. A los efectos de su régimen jurídico, las 
máquinas se clasifican en los siguientes grupos: 
 

- Tipo A, o máquinas recreativas: Son las de 
mero pasatiempo o recreo, que se limitan a conceder 
al usuario un tiempo de uso o de juego a cambio del 
precio de la partida, sin que puedan conceder ningún 
premio en metálico. 
 

- Tipo B o máquinas recreativas con premio 
en metálico: Son las que a cambio del precio de la 
partida conceden al usuario un tiempo de uso y, 
eventualmente, de acuerdo con el programa de juego, 
un premio en metálico, cuyo valor no podrá exceder 
del límite fijado reglamentariamente. 
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- Tipo C o máquinas de azar: Son las que, de 
acuerdo con las características y límites que 
reglamentariamente se establezcan, a cambio de un 
precio, conceden al usuario un tiempo de uso y, 
eventualmente, un premio que dependerá siempre del 
azar. 
 

3. Podrá autorizarse la interconexión de 
máquinas con las condiciones que se determinen 
reglamentariamente. 
 

4. Las máquinas de juego deberán estar 
inscritas en el Registro de Juego, llevar placa de 
identidad, y contar con las autorizaciones de 
explotación e instalación, en los términos que 
reglamentariamente se determinen. 
 

5. Quedan excluidas de la presente Ley las 
máquinas expendedoras que se limiten a efectuar 
mecánicamente la venta de productos o mercancías, 
siempre que el valor de éstas se corresponda con el 
valor del mercado de los productos que entreguen, 
así como las máquinas tocadiscos o vídeo-discos y 
las de competencia pura o deporte que no den premio 
directo o indirecto alguno y expresamente se 
determinen reglamentariamente. 
 
Artículo 19. Juego de boletos y loterías. 
 

1. El juego de boletos es aquel que tiene 
lugar mediante la adquisición por un precio de 
determinados billetes o boletos que expresamente 
indicarán el premio en metálico, el cual deberá ser 
desconocido hasta su raspadura manual o apertura. 
Esta modalidad de juego podrá practicarse de forma 
individualizada o bien combinada con otra, 
determinada previamente en el billete o boleto y 
siempre con indicación del precio y de los premios 
que pudieran corresponder. 
 

2. Son loterías la modalidad de juego en la 
que se conceden premios en metálico en aquellos 
casos en que el número o números expresados en el 
billete o boletos en poder del jugador coincidan en 
todo o en parte con el que se determine a través de 
un sorteo posterior que se celebre en la fecha que fije 
el billete o boleto. 
 

3. Por vía reglamentaria se regulará la 
emisión de boletos y de billetes de lotería y las 
medidas de seguridad y control de los mismos. 
 
Artículo 20. Rifas, tómbolas y combinaciones 
aleatorias. 
 

1. Podrá autorizarse la celebración de rifas, 
tómbolas y combinaciones aleatorias en las 
condiciones y requisitos que reglamentariamente se 
establezcan. 
 

2. La rifa es la modalidad de juego 
consistente en un sorteo a celebrar de uno o varios 
bienes o servicios, previamente determinados, no en 
metálico, entre los adquirentes de cédulas o boletos 
de importe único y cierto, correlativamente 
numerados o diferenciados entre sí por cualquier otro 

sistema. 
 

3. La tómbola es la modalidad de juego en el 
que el jugador participa en el sorteo de diversos 
objetos expuestos al público, mediante la adquisición 
de cédulas o boletos que contienen, en su caso, la 
indicación del premio que se puede obtener. 
 

4. Se entiende por combinación aleatoria la 
modalidad de juego por la que una persona o entidad 
sortea un premio en metálico o en especie, con fines 
publicitarios, entre quienes adquieran sus productos o 
servicios u ostenten la condición actual o potencial 
de clientes suyos, sin coste adicional alguno y sin 
que pueda exigirse una contraprestación específica a 
cambio. 
 

5. Quedan exentos de autorización, con los 
límites que se establezcan reglamentariamente, los 
juegos previstos en este artículo cuyo beneficio se 
dedique íntegramente a fiestas populares, y las 
realizadas por asociaciones y organizaciones sin 
ánimo de lucro, entendiendo por beneficio el importe 
total de las papeletas menos el del premio. 
 
Artículo 21. Reglamentaciones. 
 

Las reglamentaciones especiales del juego en 
sus distintas modalidades regularán las condiciones 
necesarias para su práctica. 
 

TÍTULO III 
 

EMPRESAS DE JUEGO, PERSONAL EMPLEADO Y 
USUARIOS 

 
CAPÍTULO I 

 
EMPRESAS DE JUEGO 

 
Artículo 22.Condiciones de las empresas de juego. 
 

1. La organización y explotación de juegos y 
apuestas sólo podrán realizarse por personas físicas o 
jurídicas debidamente autorizadas e inscritas en el 
Registro de Juego. 
 

2. La Administración autonómica, bien 
directamente o bien a través de sociedades mixtas de 
capital público mayoritario, podrá asumir la 
organización y explotación de juegos y apuestas. 
 

3. Estas empresas deberán prestar las 
garantías y ajustarse a los requisitos y condiciones 
que reglamentariamente se determinen para cada 
juego o apuesta. 
 

Asimismo remitirán a la Consejería 
competente la información que ésta les solicite, 
referida al ejercicio de las funciones de control, 
coordinación y estadística. 
 
Artículo 23. Accionistas, partícipes y directores de 
empresas de juego. 
 

No pueden ser accionistas o partícipes de 
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empresas de juego y apuestas, ni directores, 
administradores, gerentes o apoderados de éstas, los 
sujetos en quienes concurra algunas de las causas 
previstas en el artículo 7.2. En el caso de que tales 
causas, concurrieran de forma sobrevenida, los 
sujetos afectados deberán abandonar la sociedad en 
el plazo de un mes.  
 
Artículo 24. Entidades titulares de casinos. 
 

Las empresas titulares de casinos deberán 
reunir los siguientes requisitos: 
 

a) Constituirse bajo cualquier forma de 
sociedad mercantil y tener por objeto la explotación 
de un casino y eventualmente el desarrollo de 
actividades de promoción turística. 
 

b) Tener un capital social no inferior a 
1.200.00 euros totalmente suscrito y desembolsado, 
cuyas acciones o participaciones tengan carácter 
nominativo. 
 

c) Estar inscritas en el Registro de Juego.  
 
Artículo 25. Entidades titulares de salas de bingo. 
 

Podrán ser titulares de salas de bingo: 
 

a) Las entidades benéficas, deportivas, 
culturales y turísticas que tengan más de tres años 
de ininterrumpida existencia legal y funcionamiento. 
 

Las mismas podrán realizar la explotación 
directamente o a través de sociedades mercantiles en 
cualesquiera de las formas del apartado b) de este 
artículo. 
 

b) Las entidades mercantiles, cuyo objeto 
social sea la explotación de salas de bingo, y tengan 
un capital social no inferior a 60.121 euros 
totalmente suscrito y desembolsado, cuyas acciones 
o participaciones tengan carácter nominativo. 
 

c) Estar inscrita en el Registro de Juego 
 
Artículo 26. Empresas fabricantes, distribuidoras, 
operadoras, de salones y de servicios técnicos de 
máquinas recreativas y de azar. 
 

1. Sólo podrán ser empresas fabricantes, 
distribuidoras, operadoras, de salones y de servicios 
técnicos de máquinas recreativas y de azar, las 
personas jurídicas, constituidas bajo la forma de 
sociedad mercantil y personas físicas que, previamen-
te autorizadas, sean inscritas en el Registro de Juego 
de Cantabria. 
 

2. Los titulares de casinos de juego, salas de 
bingo y salones recreativos y de juego tendrán en 
todo caso la consideración de empresas operadoras 
respecto de las máquinas de las que sean titulares, 
instaladas en sus respectivos locales. 
 

3. Las entidades mercantiles fabricantes, 
distribuidoras, operadoras y de servicios técnicos de 

máquinas recreativas y de azar, deberán tener 
totalmente suscrito y desembolsado su capital social, 
cuyas acciones o participaciones tengan carácter 
nominativo. 
 

CAPÍTULO II 
 

PERSONAL EMPLEADO Y USUARIOS 
 
Artículo 27. Personal empleado. 
 

1. Las personas que realicen su actividad 
profesional en empresas de juego deberán estar en 
posesión del correspondiente documento profesional, 
para cuyo otorgamiento será necesaria la ausencia de 
las circunstancias especificadas en el artículo 7.2 de 
esta Ley, que deberá acreditarse oportunamente. 
 

2. Los documentos profesionales citados 
serán expedidos y renovados por plazos de diez años, 
pudiendo revocarse por resolución motivada con 
audiencia del interesado, por las siguientes causas: 
 

a) Por resolución judicial firme 
 

b) Por comprobación de irregularidades, 
falsedades o inexactitudes esenciales en los datos o 
documentos aportados para la obtención del mismo. 
 

c) Por pérdida o alteración sobrevenida de la 
condiciones y requisitos necesarios para la obtención 
del documento profesional. 
 

d) Por sanción firme en vía administrativa en 
materia de juego. 
 
Artículo 28. Usuarios. 
 

1. No podrán practicar juegos, ni tener 
acceso a locales, ni usar máquinas recreativas con 
premio o de azar: 
 

a) Los menores de edad, salvo que se trate 
de salones recreativos de tipo A. 
 

b) Las personas que presenten síntomas de 
embriaguez, intoxicación por drogas o enajenación 
mental. 
 

c) Los concursados que se hallasen en fase 
de liquidación del concurso o sobre los que hubiese 
recaído declaración judicial de incumplimiento del 
convenio, o quienes hubiesen sido declarados por 
resolución judicial firme, pródigos e incapaces no 
rehabilitados, y exista constancia de ello en los 
locales de juego. 
 

d) Los que pretendan entrar con armas u 
objetos que puedan utilizarse como tales. 
 

e) Los que figuren incluidos en el Registro de 
Prohibidos. 
 

2. Los titulares de los establecimientos de 
juego habrán de solicitar autorización para imponer 
otras condiciones o prohibiciones de admisión 
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diferentes de las anteriores. 
 

TÍTULO IV 
 

DE LA INSPECCIÓN DE JUEGO Y DE LAS APUESTAS 
 

Artículo 29. Personal de la inspección y sus 
facultades. 
 

1. Las funciones de control e investigación 
de las actividades de juego y de las apuestas se 
realizarán por personal funcionario de la Administra-
ción de la Comunidad Autónoma de Cantabria 
debidamente acreditado, que tendrá la consideración 
de agente de la autoridad. 
 

Cuando la Inspección de juego detecte el 
incumplimiento de alguna obligación tributaria 
relacionada con la tributación de juego, remitirá el 
acta al correspondiente órgano de la Administración 
Tributaria, para que éste proceda, en su caso, a 
incoar el oportuno procedimiento. 
 

2. Este personal tendrá las siguientes 
funciones: 
 

a) Vigilancia e inspección del cumplimiento 
de la normativa. 
 

b) Descubrimiento y persecución del juego y 
las apuestas clandestinos. 
 

c) Levantar las pertinentes actas por 
infracciones administrativas. 
 

d) Proceder al precinto y comiso de los 
elementos o clausura de los establecimientos de 
juego y apuestas de acuerdo con lo dispuesto en esta 
Ley. 
 

e) Informes y asesoramiento, en materia de 
juego, cuando así le sea solicitado. 
 

3. El personal de inspección y control del 
juego y apuestas está facultado para acceder y 
examinar las máquinas y documentos que resulten 
necesarios para el cumplimiento de sus funciones. 
 

4. Asimismo, la inspección podrá entrar en 
las fincas, locales de negocio y demás establecimien-
tos en donde se desarrollen actividades de juego o 
apuestas o exista alguna prueba de ello, para 
reconocer despachos, instalaciones o explotaciones. 
Cuando se refiera al domicilio particular de cualquier 
persona será precisa la obtención del oportuno 
mandamiento judicial. 
 

5. Los titulares de autorizaciones o 
establecimientos, sus representantes legales o las 
personas que se encuentren al frente de las 
actividades en el momento de la inspección tendrán 
la obligación de facilitar a este personal el acceso a 
los establecimientos y a sus dependencias, así como 
el examen de los libros, documentos y registros que 
necesiten para realizar la inspección. 
 

Artículo 30. Actas de la inspección. 
 

1. Los hechos constatados por el personal al 
servicio de la inspección del juego se formalizarán en 
acta, la cual será remitida al órgano competente a fin 
de que inicie, en su caso, el oportuno procedimiento. 
 

2. El acta, en todo caso, deberá ser 
levantada por el funcionario o funcionarios 
intervinientes ante el titular del establecimiento 
sometido a inspección o, en su defecto, ante el 
representante legal del mismo o ante el empleado que 
se halle al frente del establecimiento en que se 
practique o, en último orden, ante cualquier 
empleado, quienes deberán firmar el acta; si se 
negaran a estar presentes o a firmar, se harán 
constar en el acta tales circunstancias. 
 

3. En el acta se consignarán íntegramente 
los datos y circunstancias precisos para la mejor y 
más completa expresión de los hechos y, asimismo, 
se consignarán las circunstancias personales y 
documento nacional de identidad de los firmantes. En 
todo caso, se hará entrega de una copia al interesado 
o a su representante y, si éste se negara a recibirla, 
se hará constar en el acta tal circunstancia. 
 

4. Las actas extendidas por los funcionarios 
adscritos a la inspección del juego tienen la 
naturaleza de documentos públicos y tendrán valor 
probatorio, sin perjuicio de las pruebas que en 
defensa de los respectivos derechos o intereses 
puedan señalar o aportar los propios interesados. 
 

TITULO V 
 

INFRACCIONES Y SANCIONES 
 
Artículo 31. Infracciones. 
 

1. Son infracciones administrativas en 
materia de juego y apuestas, las acciones y 
omisiones tipificadas en la presente Ley. 
 

2. Las infracciones se clasifican en muy 
graves, graves o leves. 
 
Artículo 32. Infracciones muy graves. 
 

Son infracciones muy graves: 
 

a) La organización y explotación de juegos y 
apuestas sin poseer las correspondientes autorizacio-
nes administrativas, o el incumplimiento de los 
requisitos o condiciones en función de las cuales se 
han concedido las mismas. 
 

b) La organización, gestión o explotación de 
un juego o apuesta fuera de los locales o recintos 
permitidos. 
 

c) La utilización de máquinas y otros 
elementos de juego no homologados por la Consejería 
competente en la materia, así como la manipulación 
fraudulenta de los mismos. 
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d) La práctica de actividades de juego o 
apuestas autorizadas sin haber satisfecho la 
correspondiente tasa fiscal dentro del período 
voluntario. 
 

e) Reducir el capital de las sociedades de las 
empresas de juego por debajo de los límites 
establecidos en la presente ley. 
 

f) La transmisión de las autorizaciones sin las 
condiciones o requisitos establecidos en la presente 
Ley o en las normas que la desarrollen. Esta 
infracción será imputable al transmitente y 
adquirente. 
 

g) La participación como jugadores de las 
personas a que hace referencia el artículo 27, 
directamente o a través de terceros. 
 

h) La manipulación de los juegos o de las 
competiciones sobre las que se basen las apuestas. 
 

i) La concesión de préstamos a los jugadores 
o apostantes por las personas al servicio de las 
empresas de juego o por los titulares de los 
establecimientos donde se practiquen, así como 
permitir a terceros que otorguen estos préstamos. 
 

j) El impago total o parcial a los jugadores o 
apostantes de las cantidades con que hubieran sido 
premiados. 
 

k) Admitir apuestas o conceder premios que 
excedan de los máximos previstos reglamentariamen-
te. 
 

l) La obtención de las correspondientes 
autorizaciones mediante la aportación de documentos 
y datos no conformes a la realidad, y la vulneración 
de los requisitos y condiciones esenciales en virtud 
de las cuales se concedieron dichas autorizaciones. 
 

m) La venta de cartones de bingo, boletos o 
billetes de juego o apuestas, rifas o tómbolas, por 
personas o precio no autorizados. 
 

n) Permitir o consentir la práctica de juego o 
apuestas en locales no autorizados o por personas no 
autorizadas, así como la explotación de máquinas de 
juego carentes de la correspondiente autorización de 
explotación. 
 

ñ) Permitir la entrada en los establecimientos 
de juego o apuestas a las personas que lo tengan 
prohibido en virtud de la presente Ley. 
 

o) Tolerar, por parte de los directivos o 
empleados de empresas dedicadas al juego, cualquier 
actividad ilícita o ilegal, sin perjuicio de las 
responsabilidades que se deriven de esta actividad 
para las entidades a las que presten servicios. 
 

p) La negativa u obstrucción a la acción 
inspectora de control y vigilancia realizada por 
agentes de la autoridad, así como por funcionarios 
encargados o habilitados específicamente para el 

ejercicio de tales funciones. 
 

q) La publicidad de los juegos, apuestas o 
cualquier otra actividad que estimule o incite a la 
práctica del juego. 
 

r) La coacción o intimidación sobre los 
jugadores o apostantes en caso de protesta o 
reclamación. 
 

s) La fabricación, comercialización, 
distribución o explotación de máquinas y elementos 
de juego destinados a su uso en el ámbito territorial 
de la Comunidad Autónoma incumpliendo la 
normativa vigente en materia de juego. 
 

t) La comisión de una infracción calificable 
como grave habiendo sido sancionado por dos 
infracciones graves cometidas en el período de un 
año, o de cuatro en el de tres años, que hayan 
adquirido firmeza en vía administrativa. 
 
Artículo 33. Infracciones graves. 
 

Son infracciones graves: 
 

a) Participar en juegos y apuestas ilegales o 
no autorizadas. 
 

b) La carencia del registro de control de 
asistencia de visitantes o del servicio de admisión de 
entrada en los locales autorizados para el juego que 
reglamentariamente se determinen. 
 

c) Proceder a cualquier modificación de los 
datos de la inscripción en el Registro de Juego sin 
notificación previa a la Administración cuando sea 
preceptiva. 
 

d) No remitir oportunamente a la Administra-
ción los datos o documentos exigidos por la 
normativa de juego. 
 

e) La inexistencia o mal funcionamiento de 
las medidas de seguridad de los locales. 
 

f) Incumplir las normas técnicas previstas en 
el reglamento de cada juego. 
 

g) La admisión de más jugadores o 
apostantes que los permitidos según el aforo máximo 
autorizado. 
 

h) Las promociones de ventas no autorizadas 
mediante actividades análogas a las de los juegos 
permitidos e incluidos en el Catálogo de Juegos y 
Apuestas. 
 

i) Llevar incorrectamente o carecer de las 
Hojas de Reclamaciones o los libros exigidos por la 
específica reglamentación o negarse a ponerlos a 
disposición de quien los reclame, así como no 
tramitar en el plazo previsto las reclamaciones 
formuladas. 
 

j) La contratación de personal carente del 
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documento profesional o que lo tenga caducado. 
 

k) La venta o el despacho de bebidas 
alcohólicas en salones recreativos. 
 

l) La explotación de máquinas careciendo de 
la correspondiente autorización de instalación. 
 

m) Instalar o explotar máquinas, directamen-
te o por medio de terceros, en un número que exceda 
al autorizado. En este caso, la infracción será 
imputable a todas las personas que han intervenido 
en la instalación o explotación. 
 

n) La práctica de juegos de azar en 
establecimientos públicos, sociedades o asociaciones 
privadas, círculos de recreo tradicionales, clubes 
públicos o privados, cuya actividad estatutaria no sea 
la del juego cuando la suma total de cada jugada o 
apuesta supere en cinco veces el indicador público de 
renta de efectos múltiples (IPREM) diario.  
 

ñ) La colocación de máquinas recreativas en 
lugares distintos a los establecidos reglamentariamen-
te. 
 

o) El incumplimiento de la obligación de 
abandonar la sociedad en el plazo de un mes, cuando 
concurra alguna de las circunstancias previstas en el 
artículo 23 de la presente Ley. 
 

p) La comisión de una tercera infracción leve 
dentro del plazo de un año se sancionará como una 
infracción grave, cuando las dos anteriores sea firmes 
en vía administrativa. 
 

Artículo 34. Infracciones leves. 
 

Son infracciones leves: 
 

a) La falta de conservación o exhibición en 
los establecimientos de juego y en las máquinas de 
los documentos o letreros exigidos por esta Ley y los 
diferentes reglamentos dictados en su aplicación. 
 

b) La llevanza inexacta o incompleta del 
registro de control de asistencia de visitantes. 
 

c) Cometer, en general, cualquier tipo de 
irregularidad por parte de los jugadores, que 
represente un perjuicio para la persona o entidad 
organizadora del juego o para terceros, que no 
suponga falta grave. 
 

d) La desconexión por los titulares de los 
establecimientos de las máquinas recreativas con 
autorización de instalación vigente. 
 

e) Cualesquiera acciones u omisiones que 
supongan el incumplimiento de los requisitos o 
prohibiciones establecidos en la presente Ley y en las 
demás disposiciones que la desarrollen y no sean 
calificadas como infracciones graves o muy graves. 
 
Artículo 35. Responsables. 

 1. Son responsables de las infracciones 
administrativas en materia de juego sus autores, sean 
personas físicas o jurídicas. 
 

En el caso de infracciones cometidas en los 
establecimientos de juegos y apuestas, o en locales 
donde haya máquinas de juego, por directivos, 
administradores o personal empleado en general, 
serán, asimismo responsables solidarios las personas 
o entidades para quienes aquéllos presten sus 
servicios. 
 

Las infracciones por incumplimiento de los 
requisitos que debe reunir la máquina serán 
imputables al titular del establecimiento donde se 
encuentre instalada y a la empresa operadora titular 
de aquella, sin perjuicio de la responsabilidad que por 
estos hechos pueda corresponder al fabricante o 
importador. 
 

2. Donde reglamentariamente esté fijada la 
existencia de una fianza de juego, ésta quedará 
afecta al pago de las sanciones impuestas. Se 
responderá con los elementos de juego en los demás 
casos. 
 
Artículo 36. Sanciones pecuniarias. 
 

1. Cuantía de las sanciones: 
 

a) Las infracciones calificadas de muy graves 
serán sancionadas con multa desde 10.000,01 € 
hasta 150.000 €. 
 

b) Las graves, con multa desde 1800,01 € 
hasta 10.000 €. 
 

c) Las leves, con multa desde 300 € a 1800 €. 
 

2. Para la graduación de la sanción se 
atenderá a las circunstancias personales y materiales 
que concurran en el caso, así como a la trascenden-
cia económica y social de la acción, debiendo 
recogerse en la resolución estas circunstancias y su 
trascendencia. 
 

3. Además de la sanción de la multa, la 
comisión de la infracción llevará aparejada, si así se 
acuerda, la entrega a la Administración o a los 
perjudicados que hubieran sido identificados, de los 
beneficios ilícitos obtenidos. 
 
Artículo 37. Sanciones no pecuniarias. 
 

1. En los casos de infracciones graves y muy 
graves, y atendiendo a su naturaleza, reiteración o 
trascendencia podrán imponerse, además de las 
pecuniarias, las siguientes sanciones: 
 

a) Suspensión o revocación de la autoriza-
ción concedida. 
 

b) Clausura temporal o definitiva del 
establecimiento. 
 

c) Inhabilitación temporal o definitiva para 
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ser titular de autorizaciones. 
 

2. Cuando las infracciones graves o muy 
graves fueran cometidas por personal de la empresa 
de juego, se podrá imponer como sanción accesoria 
la inhabilitación temporal o definitiva para el ejercicio 
de su actividad en locales dedicados a la explotación 
del juego. 
 

3. En los supuestos de falta de autorización 
o revocación de la misma, podrá acordarse el comiso, 
destrucción o inutilización de las máquinas o 
elementos de juego objeto de la infracción. 
 
Artículo 38. Órganos sancionadores. 
 

1. Las infracciones muy graves se 
sancionarán por el Consejo de Gobierno. 
 

2. Las graves, por el Consejero competente 
en materia de juego 
 

3. Las leves, por el Secretario General de la 
Consejería competente en materia de juego. 
 
Artículo 39. Prescripción. 
 

1. Las infracciones leves prescribirán a los 
seis meses, las graves a los dos años y las muy 
graves a los tres años. 
 

Las sanciones impuestas por las infracciones 
leves prescribirán al año, las graves a los dos años y 
las muy graves a los tres años. 
 

2. El término de la prescripción de la 
infracción comenzará a contarse desde el día en que 
se hubiera cometido la infracción y se interrumpirá 
con la iniciación, con el conocimiento del interesado, 
del procedimiento sancionador. 
 

3. El término de la prescripción de las 
sanciones comenzará a contarse desde el día 
siguiente a aquel en que adquiera firmeza la 
resolución por la que se impone la sanción. 
 

Interrumpirá la prescripción la iniciación, con 
el conocimiento del interesado, del procedimiento de 
ejecución. 
 
Artículo 40. Procedimiento sancionador. 
 

1. El procedimiento sancionador de las 
infracciones será el regulado por el Real Decreto 
1398/1993, de 4 agosto, por el que se aprueba el 
Reglamento del Procedimiento para el Ejercicio de la 
Potestad Sancionadora. 
 

2. No será de aplicación a las infracciones 
leves el procedimiento simplificado regulado en los 
artículos 23 y 24 del Reglamento del Procedimiento 
para el Ejercicio de la Potestad Sancionadora. 
 
Artículo 41. Medidas cautelares. 
 

1. El órgano competente para ordenar la 

incoación del expediente podrá acordar como medida 
cautelar el precinto y depósito de las máquinas y del 
material y elementos de juego, cuando existan 
indicios racionales de infracción muy grave, como 
medidas previas o simultáneas a la instrucción del 
expediente sancionador. 
 

2. Sin perjuicio de lo establecido en materia 
de sanciones por juego ilegal, el órgano competente 
para ordenar la incoación del expediente podrá 
adoptar medidas conducentes al cierre inmediato de 
los establecimientos en que se organice la práctica de 
juegos sin la autorización requerida, así como a la 
incautación de los materiales de todo tipo usados 
para dicha práctica y las apuestas habidas. 
 

3. Los agentes de la autoridad, en el 
momento de levantar acta por dicha infracción, 
podrán adoptar las medidas cautelares a que se 
refiere el párrafo anterior, así como proceder al 
precintado y depósito de las máquinas y demás 
material o elementos de juego. En estos casos, el 
órgano a quien compete la apertura del expediente 
deberá, en la providencia de incoación, confirmar o 
levantar la medida cautelar adoptada. Si en el plazo 
de dos meses no se hubiese comunicado la 
ratificación de la medida, se considerará sin efecto, 
sin perjuicio de la continuación del expediente 
sancionador que se hubiere incoado  
 

4. Iniciado el procedimiento, el órgano 
administrativo competente para resolverlo podrá 
adoptar mediante acuerdo motivado, las medidas 
provisionales mencionadas en los apartados 
anteriores o también las mencionadas en los artículos 
72 y 136 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
 
Artículo 42. Publicidad de las sanciones. 
 

Las sanciones por infracciones muy graves, 
que comporten la revocación de la autorización 
administrativa o clausura definitiva del local, una vez 
que sean firmes en vía administrativa, se harán 
públicas en el Boletín Oficial de Cantabria. 
 
DISPOSICIÓN TRANSITORIA PRIMERA. Empresa 
única. 
 

En los bares, cafeterías y bares-restaurantes, 
donde se encuentren instaladas máquinas recreativas 
de tipo "B", pertenecientes a empresas operadoras 
diferentes, podrán continuar instaladas hasta que se 
extingan sus respectivas autorizaciones de 
instalación. No obstante, la autorización de 
instalación de la máquina que primero se extinga, 
podrá ser renovada de mutuo acuerdo entre la 
empresa operadora y el titular del establecimiento, 
hasta la fecha del vencimiento de la última.  
 
DISPOSICIÓN TRANSITORIA SEGUNDA. Servicio de 
control de juegos de azar. 
 

Las funciones de inspección y control, hasta 
que se de cumplimiento a lo dispuesto en el Título IV, 
se ejercerán por el Servicio de Control de Juegos de 
Azar, de conformidad con el Convenio de colabora-
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ción entre el Ministerio del Interior y la Comunidad 
Autónoma de Cantabria de 23 de mayo de 1996. 
 
DISPOSICIÓN TRANSITORIA TERCERA. Autoriza-
ciones de carácter temporal. 
 

1. Las autorizaciones de carácter temporal 
concedidas con anterioridad a la entrada en vigor de 
la presente Ley se considerarán válidas y tendrán el 
plazo de vigencia que en ellas se hubiera indicado. 
 

2. La renovación de las autorizaciones 
actualmente vigentes se realizará conforme a las 
disposiciones de esta Ley de acuerdo con los criterios 
adoptados por el Consejo de Gobierno al planificar el 
sector. 
 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA CUARTA. Autorizacio-
nes en tramitación. 
 

Las autorizaciones que se encuentren en 
tramitación en el momento de la entrada en vigor de 
la presente Ley se resolverán de conformidad con lo 
establecido en la misma. 
 
DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA. 
 

Quedan derogadas la Ley de Cantabria 
4/1998, de 2 de marzo, del Juego, la Ley de 
Cantabria 9/1999, de 28 de abril, de modificación de  

determinados aspectos de la Ley de Cantabria 
4/1998, de 2 de marzo, del Juego y cuantas 
disposiciones de igual o inferior rango contradigan lo 
establecido en la presente Ley. 
 
DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA. Desarrollo 
normativo. 
 

1. Se autoriza al Consejo de Gobierno para 
dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo 
de esta Ley. 
 

2. En tanto el Consejo de Gobierno no haga 
uso de sus facultades reglamentarias para el 
desarrollo de la presente Ley, se aplicarán las 
disposiciones generales vigentes, en todo aquello que 
no se oponga a lo dispuesto en la misma. 
 
DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA. Actualización de 
las cuantías. 
 

Se autoriza al Consejo de Gobierno para 
actualizar, mediante Decreto, las cuantías de las 
sanciones pecuniarias señaladas en el artículo 36 de 
la presente Ley. 
 
DISPOSICIÓN FINAL TERCERA. Entrada en vigor. 
 

La presente Ley entrará en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de 
Cantabria. 

 

************************************************************************************ 
 


